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PROLOGO. 



Me complace abrir la puerta de este Informe del Ararteko al Parlamento 
Vasco, correspondiente al año 1994, con el agradecimiento a mi antecesor, 
Excmo. Sr.· D. Juan San Martín Ortiz de Zárate, por haber dirigido tan certe­
ramente la actividad de la institución, de la que el Informe es. fiel reflejo, así 
como al Adjunto, Ilmo. Sr. D. Jesús María Arteaga Izqguirre, y a todo el colee~ 
tivo de personas que lo ha hecho posible. · · · 

Ya que elrelevo de titular se produjo el 10 de marzo de 1995, me ha 
correspondido el honor de presentarlo ante el Pleno del ParÍamento Vasco, lo .· 
cual deja patente que, con independencia de quién lo dirija en cada momerito, 
el Ararteko goza de la estabilidad y continuidad que·carácterizari, corno. pre-
tensión, a todas las institueiones. · 
. En la primera página de esté Informe quiero' contribuir a · 1a reflexión 

sobre la pregunta que uno se plantea al aceptar una responsabilidad de esta 
naturaleza. Con toda crudeza me la forinúló un alumno en la Facultad de 
Ciencias de la Información en una sesión de entrevista colectiva a la que rne 
sometí en la universidad. Me dijo: "Y eso del Arat"teko, ¿sirve para algo?" 

La respuesta sincera a esa pregunta tiene importancia vital para mí y 
pará cuantos dedican su.· esfuerzo generoso a la labor de . esta institución, así 
como· para los ciudadanos y xiudadanas que acuden. a ella con sus' quejas. 
Pero, además, considero que la respuesta irnporta al conjunto de la sociedad y 
al Parlamento que la repres~nta, ya que en dernocrácia es bueno someter per­
manenternente a examen y revalidar la. confianza en las instituciones de que. 
nos hemos dotado. , 

· Para indagar la respuesta sobre la utilidad del Ararteko, podremos acudir 
a la enumeración de funciones que hace la leyo al poso doctrinal ya. suficien~ 
temente. elaborado, siempre útil y enriquecedor. Pero, además, la práctica 
reflejada en este Inforrne puede ser fuente viva de reflexión y de suge'rencias 
de foturo. 

Confío en que quien lea o consulte este Informe descubrirá que la institu­
ción del Ararteko está cumpliendo una importante función preventiva. A los 
administradores les están llegando, vía Ararteko, las quejas concretas de. los 
ciudadanos; requerimientos dé información sobre actuaciones determinadas y 
sobre los criterios que las fundamentan; sugerencias y recomendaciones razo­
nadas para actuar de otra manera; se dialoga para encontrar soluciones a con­
flictos, etc. Todo esto contribuye, junto a los demás mecanismos de impulso y 
control, a alejar las posibilidades de abuso de poder .y de negligencia por parte 
de los administradores. 

· A tal función preventiva, siempre complementaria y nunca subsidiari¡:¡., se 
añaden las recomendaciones de carácter general y de modificación normativa 
que pretenden también prevenft, pero en el origen, deficiencias, lagunas, 
expresiones confusas que dan lugar a interpretélciones con efectos perversos. 
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Por uno y otro caminos preventivos y por las actuaciones concretas con 
resultado positivo para el ciudadano que· reclama, pienso que se' está ali\/iando 
el tener que acudir a lá jurisdicción contencioso-administrativa. La institución 
del Ararteko ofrece un procedimiento rápido, gratuito, conciliador, que se está 
manif est?tndo ml,ly útil sobre todo paré\ resolver reclamacion?s cuyo ámbito 
material se refiere más bien a intere~es difusos, a derechcis sociales, ·para los 
qµe la vía jurisdiceion:al no estaba en principio pensada. 

· . Otra utilidad, que aparec;e en el conjunto del Informe y cjue tie11e plasma­
ción solemne en su presentación pública ante él Pleno del Parlamentó Vasco, 
es la de ir háciendo un diagnóstico externo de la patología de nuestras apmi­
nistraciones, la radiografía de Íos puntos de dolor del cuerpo social originados 
por conculcación de derechos. Este diagnóstico sirve a los propios administra­
dores, .·como un elemento de contraste y de sugerencia. Y. sirve también al · 
Parlamento, para sus funciones de impuiso, controi e iniciativa legislativa. 
Sugiero que, para obtener el máXimo de rendimiento de esta dirección; se 

•.intente contemplar Ia casuística que recoge el Informe desde perspectivas glo-. 
· · balizadoras. Y ae esa manera a partir d.e los datos singulares podremos hacer­

nos preguntas auténti<::amente acuciantes .. ¿Cómo está la situación de lós dere­
chos? ¿Están los ciudadanos contentos del servicio educativo, de la prevención · 

· y cuidado de la salud, de la protección del (:l.mbiente? ¿Hay viviendas accesi- · 
bles para los jóvenes? ¿Están atendidos los rpayores? Etc. 

Por fin, y aunque evidente, quiero mencionar la parcela más extensa del 
Informe: la .utilidad directa, la de re~;;olver las quejas de los ciudadanos. Tanto 
cuando se reconoce la queja y se consigue de la Administración la restitución 
del derecho ó la reparación del dañoa favor.del.Ciudadano; como .cuando no 
se aprecia concu\cación de den¡~cho ni abusó ni negligencia y se ·le explica al 
·ciudadano las razones que lo fundamentan. 'Pienso que esta: lábor dé solucio­
nar problemas concretos e,s una función impórtante dé construcción de paz en 
la vida real¡ cotidiana, que bíen merece la pena. . 

Sirva, 'en definitiva, toda nuestra actividad y también este Informe para 
que el ciudadano sea bien defendido y así lo perciba. 

ELARARTEKO 

Xabier Markiegi Candina · 
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CAPITULO l 

PRESENTACION 



Virtus non consistit propie in deside­
rio, sed in executione actus 

(La virtud no consiste sólO en el deseo, 
sino en la ej~cución del acto) 

P. Francisco de Vitoria 

El año 1994 comenzó con la presentación al Parlamento Vasco del 
Informe Anual correspondiente al ejercicio-precedente, ·cerrando todo un ciclo 
del primer período de funcionamiento de la Institución. del Ararteko, haciendo 
entrega también de un,informe extraordinario en el que se realizaba un balan~ 
cé genéral de los cinco primeros años de vida de esta institución. 

A partir del ocho de marzo entramos en lo que podemos llamar un perío­
do de transición, con una situación de cierta incertidumbre sqbre cómo podía 
repercutir en .una institución ~anjoven cqmo ésta una situación-prolongada de 
inferinidád 'y, para qué negarlo, con una manifiesta sensación de incomodidad 
para el titular, en funciones desde esa fecha. · 

Pese a todo, la nota característica de las instituciones es su permanencia · 
en el tiempo .. con independencia de los avatares y de los cambios que se pro­
duzcan, por lo que me congratulo al comprobar que se ha mantenido con nor­
malidad el ritmo de trabajo, resolviendo las quejas presentadas e iniciando tan­
tas actuaciones de oficio cómo han s~do posibles,· tal y como se comprobará 
en este informe que ahora .presentamos. 

Según iba avanzando el año se produjeron algunas bajas de personal, 
una de ellas tan significativa como la del p~opio Adjunto D. Jesús Mª Arteaga, 
quien desde el principio compartió con lealtad la dirección de la Institución y 
sustituyó al titular cuando fue preciso. 

Des& estas líneas quiero manifestarle mi sincero agradecimiento por su 
colaboración en la organización y desarrollo de esta institución. Quiero exten­
der mi agradecimiento al resto del equipo que ha permanecido a mi lado 
durante este año permitiendo que la normalidad caracterice la actuación del 
Ararteko durante este período, y a aquellos que por razones personales se 
han visto obligados a abandonar la Institución: mi secretária, Miren Kerejeta 
que con tanta dediéación y :eficacia colaboró durante estos años, y que al ago­
társele el período de excedencia laboral tuvo que retornar a su puesto de 
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trabajo anterior, y al asesor .Eduardo Ruiz Vieytez autor de una magnifica mono­
grafía sobre medio .ambiente publicada por esta institución, y que seguirá con su 
compromiso en la defensa cle los derechos humanos desde la Universidad. 

Si antes he calificado como de .transición este ejercicio, es preciso señalar 
que .también ha sido de normalidad y asentamiento institucional, y he de 
manifestar que la respuesta. de las administraciones públicas ha mejorado 
ostensiblemente, lo qúe no significa que no haya sido ne_cesario en algunos 
casos realizar requerimientos por incumplimiento de las peticiones de infor­
mación, tat y como que<!la plasmado en· su correspondiente capítulo de este 
informe. . . . 

Pero me gustaría destacar especialmente la notable asunción de las: reco-
mendaciones realizadas a la Administración por esta i.nstitución. · 

Esta normalidad se ha manifestado además en el hecho de que éste h~ 
sido el ejercido en el que más expedientes de queja se han resuelto, no sólo 
del año 1994, sino también expedientes pendientes de años anteriores. 

Se ha abordado, por otra parte, un nuevo trabajo monográfico de oficio, 
en este caso sobre asistencia domiciliaria en laJercera edad y ce~tros de día, 
que después del trabajo realizado sobre las residencias de tercera edad, nos.va 
a permitir una visión sobré la asistenciá a la tercera. edad tanto residencial 
como no residencial. · 

Este trabájo ci~ investigación que se encuentra en proceso muy avanzado 
se prese~tará enbreve plazo ante este Parlamento. . 

Además de otras actuaciones de oficio que han tratado de velar por el 
derecho'ª la salud, al medio ambiente, a la igualdad en ef acceso a la función 
pública, se ha realiza.do un seguimiento sobre el cumplimiento de.las recomen­
daciones que se realizaron por esta institución en sus informes sobre centros 
de detención y dé psiquiátricos. . 

Me permito nuevamente recordar la importancia que este Ararteko da al 
capítulo de sugerencias y recomendaciones de carácter general, que comq su 
propio nombre indica dan un tratamiento general a las materias que se estu­
dian procurando cambios normativos o de conductá de las admirjistraciones 
públicas. 

En el presente informe se abordan cuestiones tan importantes para el 
ciudadano como: la práctica de la notificación edictal en los proc;edimientos 
sandonadores de la. Administración; la problemática de la accesibilidad en el 
medio físico; la necesidad de aprobar las Directrices de.Ordenación del Terri­
torio .para una adecmi.da estructuración del territorio de la CAPV; corn;idera­
ciones varias sobre la redacción de' las nórmas subsidiarias de planes genera­
les; la información al ciudadano y el correcto cumplimiento de sus obligado- ' 
nes tributarias; los precios públicos por suministro de agua potable y la, protec­
ción a la familia;· el principio de especialidad en la composición de los órganos 
téc;nicos de selección. · 

Me ha causado una especial satisfacción la presentación en público de los 
tres primeros títulos de la Colección de Derechos Humanos "Padre Francisco 
de Vitoria" que hasta ahora han correspondido a trabajos resultantes de otras 
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tantas becas convocadas por esta institución y que han llevado por título: El 
derecho al ambiente como derecho de participación, Viviéndas,de proteo­
ción oficial y arrendamientos en el País Vasco (1982-1991) y La inmigra-
ción irregular. Derechos y deberes humanos. · 

Considero que estás iniciqtivas contribuyen a profundizar en el respeto a 
los derechos humanos desde 'la perspectiva teórica y académiya. 

El año 1994 ha sido además pródigo en interrelaciones con otros 
, Ombudsman en los distintos foros en los que la institución del Ararteko ha 
participado. . . . . . · . . .. 

Quiero recordar que en octubre de 1993 este Ararteko fue nombrado 
Vicepresidente del lns,tituto Europeo del Üll!bÚdsmah por unanimidad y a pro· 
puesta del Defensor. del Pueblo y del resto del comisionados autonómicos del 

·Estado. 
El desempeño del puesto me ha obligado a participar en .las reunionés de 

la junta directiva én las que se han acometido importantes .innovaciones en la 
organización del Instituto, debiendo réseñar como uno de los logros de este 
período la inclusión del español cqmo una de·las lenguas a emplear.en los tra~ 
bajos de este organismo. · 

· · Hay que destacar igualm~nte qué en la asamblea anual ·celebrada en Ber­
lín el tres 'de junio, este Ararteko fue nombrado Presidente ·del Instituto Euro­
peo del Ombud.sman, lo que nos llena de satisfacción no por el honor que 
supone para mi humilde persona, sino por lo · é¡ue significa para. una institu-
ción vasca, comisionada de este Parlamento. . 

En las IX Jornadas de Defensores del Pueblo celebradqs entre los días 6 y 
8 de Octubre, se trataron además de cuestiones de coordinación, diversós. 
temas monográficos, entre los cuales este Ararteko presentó la ponencia "La 
mujer ante el mercado laboral". · 

La cr.eación de la Institución del Procurador del Corriún de Castilla y 
León y el posterior nom,bramiento de su titular, así como del Defensor der 
Pueblo de la República Argentina, cuyo primer titular resultó el que fuera 
Ministro. de Justicia argentino Dr. Jorge. Luis Maiorano, con quien nos une 
una.estrecha relación, demuestra la pujanza de la figura del Ombudsman tanto 
en España como en el mundo. 

Esta relación entre los Ombudsman ha. llevado a que la secretaría general · 
de la Asociación Iberoamericana y a su vez Defensora del. Pueblo de Bolivia, 
doña Rosario Chacón Salamanca haya visitado el País Vasco por ser una 
comunidad 'bilingüe.· 

Una reforma de la Constitución del Estado boliviano ha. introducido la 
oficialidad de las lenguas indígenas junto al español, podo que la Defensora 
·tenía gran interés en conocer cuál era el tratamiento que daba el Ararteko a 
las cuestiones lingüísticas y cuál era la situación en la Comunidad Autónoma. 

He de dejar constancia también de la asistencia a la toma de posesión del 
nuevo Defensor del Pueblo, el Excmo. Sr. D. Fernando Alvarez de Miranda, 
con quien mantengo una estrecha relación, como ha sido habitual con quienes 
le precedieron en el cargo. · 
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Para finali~ar ·quiero significar primeramente que desgraciadamente seis 
años después de su puesta en marcha; la Institución del Ararteko rio dispone 
aún de una sede definitiva, lo que sin duda no favorece el desempeño de las 
funciones encomendéldas como. álto comisionado del Parlamento. 

Es necesario ademii,s poner de manifiesto .la relevancia de la presentación 
de este informe, en la,m~dida en que el A~arteko informa de su gestión al Par­
lamento del que es comisionado y por extensión a la opinión pública. 

Es conocido que el procedimiento establecido prevé una primer¡:¡. compa­
recencia en comisión parlamentaria en la que los distintos grupos parlamenta­
rios pueden intervenir pidiendo Ias aclaraciones que estimen procedentes asi 
como realizar· las .valoraciones que consideren oportunas, pudiendo el Ararte­
ko contestar· a cuantas preguntas le sean formuladas. Esta comparecencia 
debería ser aprovechada·para propiciar un debate sobre el contenido' del infor­
me y en especial de aquellos capítulos que como, el de ~ugerencias y recomen­
daciones de carácter general aportan propuestas de modificación normativa, 
ya que la comparece~cia ante· el Pleno, el Ararteko, una vez efectuada su 
intervención, debe ausentarse cÍel hemiciclo y los distintos grupos parlamenta­
rios realizan uria valoración del informe, sin que quepa la réplica del Ararteko. , 

Sirva finalmente. el presente informe como muestra de que durante Jos 
seis años d~ gestión al frente dé la Institución del Ararteko, si bien las actua­
ciones ·han. estado impregna<:}as de un profundo humanismo -no en vano se 
tramitan' problemas qúe afectan a las personas- siempre han estado sometidas 
al más estricto respeto al principio de legalidad. . . 

Quiero terminar señalando que la normalidad con la que ha actuado la 
Institución durante este período en funciones es una muestra de su éonsolida­
ción y una esperanza de que alcance su mayoría de edad en esta segunda 
etapa. · 

Juan San Martín Ortiz de Zárate 
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CAPITULO 11. 

PRINCIPALES ACTUACIONES DEL, 
·ARARTEKO 



2. L RELACION CRONOLOGICA DE ACTIVIDADES . DE LA INSTl­
TUCION 

El presente apartado del Informe trata dé reflejar, al igual que eri años 
anteriores, las diversas actividades relacionales del Ararteko, excluyendo del 
mismo las actuaciones con lbs medios de comunicación ... Estas actividades son 
fundamentalmente de orden institucional, y se plantean desde Iá perspectiva 
de la comunicación y el acercamiento, tanto con los distintos agentes sociales 
com~ con las diferentes instituciones de la Comunidad Autónoma y de fuera 
de ella, · 

Como en años anteriores, en este ejercicio tampoco se han' escatimado· 
esfuerzos en mantener y potenciar todas aquellas vías de relación con la socie­
dad civil, en muchos casos a través de sus colectivos más activos, así como las 
necesarias relaeiones ·institucionales para la consecución de los objetivos de la 
Institución del Ararteko. 

Cabe destacar la participación en congresos· y conferencias estatales e 
internacionales, no sólo por el indudable interés de lo tratado en las mismas 
en referencia a los derechos humanos, sino también por la importante presen­
cia reservada a la Institución del Atarteko, que tiene el honor de presidir et 
Instituto que agrupa a los Ombudsman europeds. . 

En la reseña de actuaciones que recogemos a continuación, se refleja. un 
sumario· cronológico de las distintas actividades interinstitucionales ·desarrolla­
das. dt.Jrante el ejerdcio de 1994, tanto. en el ámbito de la CAPV y estatal 
como en el ámbito internacional, actividades estas últimas derivadas principal­
mente del cargo de Presidente del Instituto Europeo del Ombudsrhan. y que 
.resultan especialm~nte enriquecedoras por el intercambio que se produce en 
estos foros de las experiencias de cada comisionado parlamentario en su pro­
pio ámbito de actuación. · 

- 20 de enero. Vitoria/Gasteiz. Inauguración de Ephialte, Instituto · 
Municipal de Estudios Iconográficos. 

- 28 de enero. Viforia/Gasteiz. Reunión en el Parlamento Vasco con 
los. diputados de Bienestar Social de los tres territorios históricos para entn:~­
garles el trabajo realizado sobre las residencias de la tercera edad en la Comu-
nidad Autónoma Vasca. . 

- 29 de enero. Donostia/San Sebastián. El Arartekó asiste al acto de 
apertura del año judicial organizado por la Audiencia Provincial. 
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· - l de. febrero. Vitoria/Gasteiz. En la sede del Arartekó el titular de la 
Institución recibe a padres de insumisos, que le informan de sus'inquietudes al 
respecto. . · · · , . 

- 2. de febrero. Bilbao. Hotel Ercilla. Organizado por la Federación de 
Cooperativas .de Trabajo Asociado· de Euskadi, el Ararteko preside el acto de 

.·presentación del libro La desprotección relativa par desempleo de los 
socios de Cooperativas de Trabajo Asociado: una discriminación normati-
va .no razonable. · ·· 

· - 5 de febrero;Doriostia/San Sebastián .. El Ararteko acude a la mani~ .. 
festaciórí organizada por Gesto por la Paz de Euskal Herria. . 

~ 8 de febrero. Vitoria/Gasteiz.' Reunión con .el Consejero de Urbanis­
m(), Vivienda y Medio Ambiente, Excmo. Sr b. José Antonio Maturana. 

Por la tarde, asi?te en la sede del Parlamento Vasco a la presentación del 
, libró Diccionario biográfico de los,yáríamentarios de Vasconia (1808-
1876). 

• ' - J 

·"' 9 de febrero. Vitoria/Gasteiz. Reunión de coordinación periódica con 
los Fiscales Jefes de Audiencia de los tres territorios históricos.· 

- 16 de 'febrero. Donostiá/San Sebasti$n. El Ararteko pronuncia µna 
·· confenmcia en el Paraninfo de la sede de los EUTG sobre el nacimiento, 
desarrollo y situación del Euskara Unificado. 

- 17 . de febrero. Vitoria/Gasteiz. Con motivo de la presentación del 
informe extraordinario Las residencias de tercera edad en la Comunidad 
Autónoma Vasca el titular ,de la Institución comparece ante. la Comisión de . 
·Derechos Humanos. · 

· Eibar. Por la tarde en el Salón de Plenos del Ayuntamiento, se presenta 
el libro escrito por el Ararteko Antzinako Eibar (Del antiguo Eibar) y editado 
por el Ayuntamiento de dicha ciudád. 

- 19 de febrero. Donostia/San Sebastián. Invitado por el Ayuntamien­
to de esa ciudad, el Ararteko asiste al homenaje que se le tributó al pintor Ruiz 
Balerdi en el Pico del Loro. · 

- 21 de febrero. Vitoria/Gasteiz. El Ararteko recibe en la sede a los 
.señores David Bidarte y Eugene Robinson, miembros de la recién constifüida. 
Asociación Afro-vasca. ' · 

-. 22 de fel:>rero.· Vitori¡;¡/Gasteiz. Reunión con una representación del 
colectiVo gitano para tratar el problema de su empadronamiento. 

- 24 de febrero. Tolosa. ·Invitado por el Forum Galtzaundi de dicha 
localidad; el. Ararteko ofrece una conferencia sobre el tema "La InstitUciói;i del 
Ararteko, mi experienciá hasta el presente". 

- 2 de marzo. Donostia/San Sebastíán. Reunión con el director gerente 
y directores médicos del Hospital de Gipuzkoa, con motivo de la huelga de 
limpigza. En esta reunió¡i se marcan los puntos para el buen funcionamiento· 
del éentro en atención a Jos pacientes internados. . . ' 
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~ 3 de. marzo. Madrid.· El Ararteko asiste al ácto de imposición, por el 
Ministro de Justicia, de la Gran Cruz de San Raimundo de Peñafort al Excmo. 
Sr. ·D .. Alvaro Gil-Robles y Gil-Delgado, ex-Defensor del Pueblo. 

. . - 7 d~ marzo. VitOria/Gasteiz .. El Ararteko presenta al Presidente del 
'Parlamento Vasco, Excmo. Sr. D. Joseba Leizaola d Informe al Parlamento 
Vasco 1993 y el libro de Cinco años de la Institución del Ararteko 1989-
1994. . 

- 12 de marzo. Donostia/San Sebástián. El tifular de la Institución asís~ 
, te al acto de clausura de las V Jornadas de la Confederación Española de 

Agrupaciones de Familiares y Enfermos Psíquicos, que bajo el lema ¡'Alternati­
vas residenciales y convivenciales para los enfermos psíquicos", tuvieron lugar 
en el Palacio de Miramar. 

- 21 dé marzo. Vitoria/Gasteiz. Entrevista con el Alcalde· de la ciudad,. 
Ilmo. Sr. D: José Angel Cuerda. 

- 28 de marzo. Vitoria/Gasteiz. En la sede de la Institución el Ararteko 
recibe al representante de la Asociación "Amigos de la República Sahar.aui". · 

' - 6, 7 y 8 de abril. Viena. Como Vicepresidente del Instituto Europeo 
del Ombudsman;, el Ararteko asiste. a una serie de actós organizados por el 
Wolksanwalt (Ombudsman) de Austria con el siguiente pro~r¡;lm~: 

6 de abril~ Viena. En la sede del Ombudsman de Austria, el Ararteko 
ofrece .una conferencia sóbre el Ombudsman en España, las relaciones entre . 
los diversos comisionados autonómicos y la organización de la Institución del• 
Ararteko en particular, convocatoria a la que asistió el señor Embajador de. 
España: 

7 de abril. Viena. El titular de la Institución visita el Parlamento austria­
co y es recibido por el Vicepresiclente y miembros de la Mesa del. Parlamento; 

8 de abril. Innsbruck. Reunión en la ·sede del Instituto Europeo del· 
Ombudsman para tratar diferentes temas que atañen al funcionamiento del 
mismo. En la misma se propone, dado el número de comisionados parlamen­
tarios existentes en España, que se incluya el espáñol entre las lenguasque se 
deberían aplicar en las traducciones simultáneas en las distintas jornadas que 
organice el Instituto Éuropeo del Ombdusman, propuesta que fue aprobada. 

- 14 de abril. o'onostia/San Sebastián. Reunión con el Fiscal Jefe de la. 
Audiencia Provincial, Ilmo. Sr. D. Luis Manuel Navajas. 

- 18 de abril. Vitoria/Gasteiz. El Ararteko recibe en la Institución .a la 
· comisión del Comité Antitortura del Parlamento Europeo, al que le informa 

sobre su gestión. 

- 20 de abril. Vitoda/Gasteiz. El Ararteko recibe en la sede del Parla­
mento Vasco al Alcalde de Ondarroa y representantes de Senideak de dicho 
municipio. 

- 21 de abril. Vitoria/Gasteiz. Visita la sede de la Institución el Ilmo. Sr. 
D. Patxi Ormazabal, Vicepresidente P del Parlamento Vasco .. 
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- 6 de mayo; Gernika: El Ararteko asiste a los actos que con motivo del 
relanzamiento. del Consejo Vasco del Movimiento Europeo. tienen lugar en la 

.· Casade Juntas . 

. - 9 de mayo. Barcel6rn;1. Invitado por el Síndic de Greuges de Cátalun­
ya, el Ararteko acude a la conferencia qÚe bajo el título "La. función del· 
Ombudsrnan en la crisis de los sistemas democráticos" pronuncia el Orribuéls­
rnan de Austria, Dr. Herbert Kohlmaier, en el auditorio de ·1a Fundación la 
~e. . . 

- 16 de mayo. Vitoria/Gasteiz. "Cinco años de actividad del Primer 
· Ararteko de li:t CAPV" es el tema de la conf eren da pronunciada por el. titular. 
de la ltistitución y que fue organizada por Ja Real Sociedad· Bascongada de los 
Amigos del País. · 

.. ºd- -a· -·o 'r:+o-'a/r>~s+~:~ ·n~~~~·~+~~:.<.~ .-1~1 r~foy""'"' "'' p,..,,.,,,""'ºn - . .Lo ~ 111 __ y_ •.VIL_ 11 \Ja L~u ... r 1t:;~t;:;1Hc:;:t\...1v11-uv1 J.111 ~''''?'Y~ .1. ""'"""''n..-;_ -

,to 1993 ante la Comisión de Derechos Humanos del Parlamento Vasco. ·. 
~ 25 de mayo. Getxo. El Ararteko asiste a los funerales del ilustre biblia­

. 'gráfoJonBilbao. 

~ 27 ·de mayó. Vitoria/Gasteiz. Presentación ante el· Pleno de la Cárna­
ra Vasca de11nforme al Párlamento Vasco 1993, · 

- l, 2. y 3 de junio. Berlín. Organiiada por el Instituto Europeo del 
Ombudsman en colaboración cori la Cárnara de Diputados de Berlín, se cele­
bra. durante estos días la Cuarta Conferencia Europea del Ombudsman, bajó el 

,¡;,lema "Consolidación de las instituciones de defensa de los derechos cívicos eh 
Europa". 

A lo largo de esos días se vieron los diferenles modelos de. Ombudsman 
(sueco, francés, polaco y otras institucior:ies garantes como las Cortlisíones de 
Peticiones alemanas) que existen en Europa. También se frató el tema del 
Ornbudsman europeo, contemplado en el Tratado de Maastricht. 

- 3 de junio. Berlin. Asamblea General Anual del Instituto Europeo del 
Ombudsman, En e;;tareunión el Excmo. Sr. D. Juan.San Martín, Ombuds­
man del País Vasco, es elegido Presidente deilnstituto Europeo del Ombuds-
man (IEO). · 

- 14 de junio. Vitqriá/Oasteiz. Reunión en el Parlamento Vasco con. 
representantes de Torturaren Aurkako Taldea (TAn. 

- 16, 17 y 18 de junio. Lisboa .. El Ararteko asiste a la IV Mesa redon­
da eón los Ombudsman europeos que, organizada por el Secretariado General 
del· Consejo de Europa en colaboración con el Provedor de Jusfü;:a de Portu~ 
gal, tiene lugar en dicha ciudad. 

La cooperación de los Ombudsman de los Estados miembros entre sí y 
con e!Consejo de Europa y los Ombudsman en los países de Europa central y 
oriental, han sido los temas que se han desarrollado principalmente a lo largo 
de esfos dos dias. · 

- 23 de junio. Vitoria/Gasteiz. Entrevista con el Consejero de Presiden­
, cía, Régimen Jurídico y Desarrollo Autonómico, Excmo .. Sr. D. Joseba Zubia, 
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y .con .el Director de la Secretarla del Gobi.er'no y de Relaciones con el Parla­
mento, Ilmo. Sr. D. Enrique Lucas. 

- 24 de junio. Donostia/San Sebastián. El Ararteko asiste al acto de 
homenaje celebrado en honor del que fue director del centro Asilo Fundación 
Matía durante 25 años, Sr. D. Jesús Ferro . 

. - 30 de junio. Vit<xia/Gasteiz. El Ararteko acude al acto que, organiza­
do por la Caja Laboral en colaboración con el Gobiérno Vasco, Diputación 

··Foral de Alava"y Ayuntamiento de la ciudad, tiene lugar en el Hotel Ciudad de 
Vitoria y que tiene como tema "La concienciación sobre los accidentes de itrá-
ficci de los jóvenes". . . 

· - 1 de julio. Vitoria/Gasteiz. El titular de Ja Institución asiste en el Pala­
cio de Ajt.iria Enea a la recepción ofrecida por el Lehendakari del Gobierno 
Vasco a los representantes de diferentes ámbitos de fa sociedad alavesa .. 

- 4 de julio. Reunión con el parlamentario Ilmo. Sr. D. Xabier Markiegi 
para informarie d~l funcionamiento interno y de aspectos conceptuales de la 
Institución. 

- 8 y 9 de julio. Viena. La Junta Directiva del Instituto Europeo del 
Ombudsrnan, presidida por el Ararteko, se reúne para supervisar la labor 
desarrollada hasta elmomento y definir y marcar las pautas para coordinar el 
trabajo en el fúturo. 

- 13 de julio. Vitoria/Gastefz. Visita a los calabozos de la Ertzairitza en 
Arkaute. 

- 20 de julio. Usurbil. El Ararteko visita el Sanatorio Psiquiátrico de 
Usurbil. 

- 29 de agosto. Donostia/San Sebastián. El Ararteko asiste a la recep" 
ción ofrecida por el Lehendakari del Gobierno Vasco en. el Palacio de Mira-. 
mar. 

- 8 y 9:de septi~mbre. Bilbao. El jefe de la.Asesoría Jurídica de la Ins- · 
titución, junto con algunos asesores, asiste a lá Conferencia sobre Derechos 
Humanos y. Policía que tiene IUgar en el Salón Aranzazu de la Feria Interna~ 
dona! de Muestras de la ciudad: · 

- 12 de septiembre. Vera de Bidasoa. El Ararteko, acompañado del 
Dr. Miguel Ortega Spottorno, visita a don Julio Caro Baraja en su residencia 
veraniega ~eitzea. 

- 19 de septiembre. Madrid. Visita protocolaria a SS.MM. los Reyes 
de España en compañía de los representantes de la Real Academia de la Len­
gua Vasca-Euskaltzaindia, con motivo del 75 aniversario de la fundación de 
esa institución académica. 

- 24 de septiembre. Donostia/San Sebastián. El Ararteko junto con el 
Dr. José Ignacio T elletxea Idígoras preside el acfo de clausura del Congreso 
Nacional "Humanismo en enferm~ría", celebrado en el Palacio de Miramar. 

- 6., 7 y 8 de octubre. Alicante. IX Jornadas de Defensores del Pueblo. 
Estos encuentros que de forma rotativa organizan todos los años las 
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instit~ciones del Defensor del Pueblo constituyen uri punto de referencia irripor­
tante en nuestro calendario de trabajo y actividades .. En el ejercicio dé 1994, la 
organizaeión y coordinaciQn de este acontecimiento ha correspondido al Síndic 
de Greuges de la Comunidad Valenciana. Entre fos temas monográficos trata-· 
dos, el Ararteko presentó la ponencia "La mujer ante el mercado laboral". 

- 15. de octubre. Buenos Aires . .El Ararteko asiste en calidad de Ararte­
ko del Parlamento Vasco y Presidente del Instituto Europeo dé?! Ombudsman, · 
con· varios homónimos iberóamericanos, a la recepción ofrecida poi; el Dr. 
J_orge Luis Maiorano; en vísperas de su nombramiento como Defensor del 
Pueblo de la República Argentina, en su domicilio de Zavalia. 

. . - 16 de octubre. Buenos Aires. El Ar.arteko asiste a la Primera Asam­
. blea de la Asodación Iberoamerical,'la del Ombudsman (AIO), ·en calidad de 

cofUt'ldador d~ dicha asociación, que tuvo lugar en el Hotel El Conquistador. 

- 1 7 · de octubre. Buenos Aires. El Ararteko asiste en la Cámara de 
Diputados de ta Nación al acto de asunci6n del cargo del primer Defensor del 
Pueblo de la Nación Argentina, Dr. Jorge Luis Maioraiío, con discurso de. pre~ 
sentación · a cargo del Presidente Provisional del Honorable Senado de la 
Naci6n y del Presidente de la Cámara de Diputados de la Nación. 

A continuación, el Aré\rteko, acompañado del Defensor del Pueblo pe la 
República Argentina; los míembros de la directiva del Instituto Internacional 
del Ombudsman, el Defensor del Pueblo en funciones y el Síndic de Greuges 
de Catalunya, asiste a la cena ofrécida por. el Embajador de España en lá sede 
de la Embajada. · ' 

. - 19 de oetubre. Buenos Aires .. Organizado 'por el Instituto Americano 
de Éstu.dios Vascos, et Ararteko pronuncia una conferencia bajo el título: 
"Anotaciones para la historia de los vascos en la Argentina", en el Centro Lau­
rak Bat de Buenos Aires. 

- 20 de octubre. Buenos Aires. Cena de despedida ofrecida por el 
Defensor del Pueblo, Dr. Jorge Lyis Maiorano, a. los miembros del Instituto 
Internacional del Ombudsman y a la Asociación Iberoamericana del Ombuds- · 
man, a la que el Ararteko' estaba invitado como Presidente .del Instituto Éuro-. 
peo' del ·Ombudsma.n. 

- 23 y 24 de octubre. Innsbruck. El Ararteko, en calidad de Presidenté 
. del Instituto Europeo d~l .Ombudsman, preside la reunión de la Junta Directiva 
del mismo para la concreción del programa de actividades del próximo año. 

- 26 y 27 de octubre. Valladolid. El titular de la Institución participa en 
la mesa redonda que, bajo el título genérico "Defensor del Pueblo y comunida­
des autónomas", tiene lugar en el Paraninfo de la Universidad de Valladolid, 
con motivo de unas jornadas de estudio para la írriplantáeión del. Procurador 
del.Común en la Comunidad de Castilla. y León. 

~ 11 de noviembre. Vitoria/Gasteiz. Entrevista con doña Silvia Moro­
der, Presidenta .de la Fundación ANAR, adscrita al Foro Internacional del Bie­
nestar de la Infancia. Una vez terminada la entrevista, visitan· el Parlamento 
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Vasco para más .tarde reunirse con el Diputado de Bienestar Social de. la 
Diputación ,Foral de Alava, Ilmo. Sr. D. Jesús Loza. 

. - 21 de noviembre. Barcelona. Con motivo de la conmemoráción del 
X Aniversario de la Promulgación de la Ley del Síndic de Greuges de Catalun­
ya, el Ararteko, invitado por eJAlto Comisionado catalán, asiste a dicho acto 
y a.la conferencia que pronunció el Ombudsman Parlamentario0 de Finlandiá, 
Dr. Jacob Soderman, bajo el título "El papel del Ombtidsman en un entorno 
social cambiánte". 

~ 24 de noviembre. Vlto~ia/Gasteiz. Presentación, en el Parlamento 
·Vasco, de la Colección de Derechos Hum~nos "Padre Francisco de Vitoria". 
Las tres mor:iografíás con que cuenta dicha colección hasta el momento 
corresponden a otros tantos trabajos entregados como resultado final . de la 
becas de investigación concedidas por esta institución, y cuya publicación se 
ha considerado oportuna por su indudable interés. 

La primera de ellas es E/derecho al ambiente como derecho de partici~ 
pación, obra del profesor Eduardo Javier Ruiz Vieytez. El segundo trabajo, 
Viviendas de protección oficial y arrendamiéntos en el País Vasco (1982-
Í991), ha sido realizado por MigµeLAngel Encinas, mientras que el tercero 
lleva por título La inmigraeión irregular. Derechos y deberes humanos, de 

.·Gema Va'rona Martínez. . 

- 25 de noviembre. Bilbao. En sesión académica de Euskaltzaindia, 
cel.ebrada por la mañana, el Ararteko lee el informe sobre la semblanza del 
recién fenecido académico de honor Dr. Justo Gárate. 

Por la tarde asiste al discurso de ingreso en la Academia como miembro· 
de número de D. Xabier Kintana. · 

- 30 de noviembre. Vitoria/Gasteiz. El Ararteko asiste en el Parlamen­
to Vasco al acto de formación del nuevo Parlamento, a la elección de.su Mesa 
y a fa designación del nuevo Presidente de la Cámara. 

- 1 de diciembre. Madrid. Invitado por la Institución del' Defensor del 
Pueblo, el Ararteko asiste a la toma de posesión del nuevo Defensor del Pue­
blo, Excmo. Sr. D. Fernando Alvarez de Miranda. 

, .- 13 ~é diciembre. Madrid. El titular de la Institución, en calidad de 
Presidente del Instituto· Europeo del Ombudsman, asiste a la reunión del 
grupo de seguimiento de la Declaración de San José sobre defensores del 
pueblo, procuradores y comisionados de derechos humanos de América Lati­
na. El acto fue organizado por el Instituto Interamericano de Derechos Huma­
nos y el 'Defensor del Pueblo de España. El objetivo de dicha reunión fue el 
estudio del fomento de instituciones del Ombudsman en los países latinoame­
ricanos. 

- 14 de. ~iciembre. Vitoria/Gasteiz. Invitada por el Ararteko, llega a 
Vitoria/Gasteiz la Defensora del Pueblo de Bolivia, doña Rosario Chacón 
Salamanca, que es a 'su vez secretaria general de la Asociación Iberoamerica­
na del Ombudsman, con objeto de estudiar el modelo de organización de la 
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.Institución del Ara.rteko y, sobre todo, el tratamiento del bilingüismo, expe­
riencia de interés primordial debido a que el· Estado boliviano· acaba de refor­
mar su Constituci6n, en la que reconoce la oficialidad de lenguas indígenas 
junto a la española. 

Vitoria/Gasteiz. Por· la tarde, tanto el Ararteko como la Defensora del 
.Pueblo de. Bolivia asisten al reparto de premios Emakunde 1994, y se entre:­
vistan con el Lehenda.kári del Gobierno Vasco. 

- 15 de .diciembre~ Vitoria/Gasteiz. El Ararteko, acompañado de D.ª 
Rosario Chacón, acude al parlamento, donde son recibidos por el. Excmo. Sr. 
D. Joseba ·Leizaola, Presidente del mismo. 

-:- 19 de·diciembre. Visita'de oficio a los psiquiátricos de Zaldibar y Ber­
meo. 

- 20 de diciembre. Madrid. A petición de .la Casa Vasca de !'.1adrid, y 
con motivo de. la inauguraci6n del curso escolar, el Ararteko pronuncia una 
conferencia sobre "La Institución del Ararteko, mi experienc;iá de estos años" 
y una breve disertación sobre la Academia de la Lengua Vasca, Euskaltzaindia, 

. en su 75 aniversario. · 

- 21 de diciembre. Madrid. Aprovechando su estancia en Madrid; invi­
tado por la Defensora del Pueblo de Bolivia, el titular de la Institución asiste a · 
la entrega del premio Bartolomé de las Casas al Vicepresidente de Bolivia, 
señor don Víctor Hugo Cárdenas, como primer indígena que accede a un 
cargo de. tal envergadura. El Ararteko le hace entrega de un ejemplar facsímil · 
de De Indis .Insulanis. De iure belli del Padre.Francisco de Vitoria. · 

~ 26 y 27 de diciembre. Visitas a los calabozos de la policía municipal 
de Béasain, Bermeo y Vitoria/Gasteiz .. 

- 29 de diciembre. El Ararteko asiste en el salón de plenos del Parla-
mento a la Sesión Plenaria de Designación del Lehendakari. · · 

. ' ' ', . ' 

2.2. CONVOCATORIA DE DOS BECAS DE COIABORACION PARA 
1994-1995 

. Dura.nte el añc) J. 994, al igual que en años anteri9res, la Institución. del 
Ararteko ha promovido dos nuevas beéas de colaboraci6n. 

La convocatoria se realizo. mediante resolución de 8 de' octubre de· 1993 
(BOPV nº 199, de 19 de octubre), y tras las correspondientes pruebas de 
seleécióp: oral y escrita, se adjudicaron por resolución de 16 de diciembre de 
1993 (BOPV n~ 14, .de 21 de enero de 1994) á favor de Juan Carlos Gómez 
Marí¡¡ y Ander Vergara Sautl.ta; 

El fin de estas becas es realizar estudios monográficos sobre temas rela~ 
donados directa o indirectamente con la protección de los derechos humanos 

· en la CAPV. En esta ocaslón los tem(:)s elegidos por la Institución y los beca­
rios como objeto de su estudio han sido los siguientes: "La aplicación del 
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p~incipio de mérito y capacidad en el acceso del personal al servicio de las socie­
dades públicas", y "Hezkuntza eta hizkuntz eskubideak gure lege araubidean". 

· Cabe destacar que este año por primera vez uno de los trabajos de las 
becas se ha realizado en euskara, con la dificultad añadida que ello supone. En 
él se aborda el régimen de cooficialidad que tienen reconocido. las lenguas 
-autonómicas, y .la dimensión que los derechos derivados de este reconoci­
miento pueden tener en relación con el derecho a la educación. Una de las 
finalidades del trabaj9 es estudiar el alcance qué puede tener el. derecho a ser 
educado en euskara. 

Respecto al segundo de los estudios desarrollados a lo largo de 1994, su 
· contenido ha versado sobre la afección de lós derechos constitucionales de 
· igualdad, mérito y capacidad, y, de principios generales del Derecho adminis­

trativo. como el de publicidad, a los sistemas de selección y acceso del perso­
nal a los puestos de trabajo de l¡;¡s empresas públicas, teniendo en cuenta que 
nos encontramos ante relaciones laborales y no funcionariales. 

Como es sabido, aquellos trabajos de becas que se .consideran que 
. alcanzan un nivel m!nimo de calidad e interés son editados en la colección. de 
publicaciones sobre temas de derechos humanos que promueve esta institu­
ción. 

También y como· es habitual, se ha tramitado el expediente de selección 
de las becas convocadas para el año siguiente, para 1995. As!, la convocato­
ria tuvo lugar mediánte resolución de 3 de octubre de 1994, y juntamente con 
las bases fue publicada en el BOPV nQ 196, de 14 de octubi:~. '.', 

En cuanto a la concesión de las dos becas de colaboración para 1995, 
ésta fue aprobada por resolución del Ararteko de 26 de diciembre de 1994 
(BOPV nQ 11, de 17 de enero de 1995), resultando seleccionados lós siguien­
tes candidatos: Mª José Fernández de Landa Montoya y Alvaro Bilbao Ubillos. 

2.3. COLECCION SOBRE DERECHOS HUMANOS ''PADRE FRAN­
CISCO DE VITORIA" Y OTRAS PUBLICACIONES 

La defensa de los derechos humanos, objetivo para el que nace la Institu­
ción del Ararteko, exige un, tratamiento integral, más allá de la mera tramita­
ción de quejas. Es por ello por lo que se ha considerado de capital importan­
_cia contribuir a crear una cultura de respeto a los derechos humanos en la 
Comunidad Autónoma del País Vasco. 

A tal efecto, hemos creado una colección de publicaciones que sirva de 
cauce para materializar este objetivo. 

Esta colección que llevará por título Colección Derechos Humanos, "P. 
Francisco de Vitoria" en recuerdo de tan eximio vasco, fue inaugurada el .año 
pasado'el estudio El derecho al ambiente como derecho de participación. 

A lo largo del año se han llevado a cabo nuevas publicaciones, ademá's 
de la•del informe ordinario al Parlamento Vasco del ejercicio 1993 y la sepa­
rata del mismo Sugerencias y recomendaciones generales. 
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Así, han visto la luz los siguientes trabajos correspondientes a' becas pro~ 
movid;;is por la Institución: Viviendas de protección oficial y arrendamientos 
en el País Vasco.(1982-1991), de Miguel Angel Encinas Cañón; y La inmi­
gración irregular. Derechos y deberes humanos, de Gema Varona Martínez. 

. También se ha publicado el trabajo monográfico elaborado de oficio por 
la Institución, y que fue objeto de presentación ante el Parlamento Vasco, titu­
lado Residencias de la tercera.edad:. 

2.4. ACTUACIONES DE OFICIO 

El art. 17. de la Ley 3/85. que crea y regula la Institución del Ararteko 
declara que éste "podrá iniciar una inves'tigación ·de oficio cuando por sus pro~ 

, pios medios conozca uná situación irregular." 
Si bien· ¡a resolución de las quejas presentadas por los ciudadanos debe 

ocupar una parte fundamental de la· actuación del Ararteko, ya que él mismo 
no puede. defraudar la cóí'.ifianza depositada en él por los administrados, sin· 
embargo las actuaciones de oficio cobran una importancia capital, pues per­
miten intervenir en sectores concretos de la actividadpúblfca de un~ manera 
planificada y globalizadora que no puede darse en una resolución de las quejas 
a instancia de parte. 

La Institución se ha propuesto abordar. cada año al menos una· investiga­
ción en profundidad sobre la situación en la que se encuentran los grupos más 
desprotegidos de la sociedad vasca, plasmando dicho . estudio en un informe 
monográfico, que, con .carácter extraordinario, se presenta ante el Parlamen­
to. 

La situación de los centros de detención tanto municipales como de la 
Ertzqinfza, la situación de los internos en centros psiquiátricos, así· como las 
residencias de la tercera edad en la Comunidad Autónoma del País Vasco fue­
ron objeto de sus respectivos informes. 

Ene! estudio sobre la situación de las residencias de tercera edad·se coin~ 
probó que la oferta residencial alcanzaba únicamente al 3,4% de los ancianos 
vascos, por lo que este Ararteko consideraba necesario conocer cuál era la 
situación en la que se encontraban el resto de los .ancianos y cuál era la res­
puesta que los poderes públicos dan a sus necesidades. 

·Por ello, pará acabar de analizar la situación de los ciudad~nos vascos de 
tercera edad, se hacía imprescindible el estudió de la oferta no residenciq.l, , 
estudiando fundamentalmente los sérvicios de atención domiciliaria y. los cen­
tros de día existentes en lá CAPV. 

Para la elaboración de esta nueva investigación el Ararteko cuenta con la 
colaboración y asesoramiento de la Fundación SIIS. 

La fase preliminar de preparación de un guión de trabajo se realizó con 
sendas mesas redondas para pulsar las opiniones de los distintos sectores 
sociales relacionados con la asistencia no residencial a la tercera edad. 
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En una primera mesa redonda participaron representantes del Gobierno 
Vasco, diputaciones forales, ayuntamientos y mancomunidades/ En este foro 
se debatió sobre los siguientes temas: fundamentos de la asistencia domicilia­
ria; cuestiones jurídico-administrativas generales, con especial incidencia ,en el 
ámbito competencia!; financiación del servicio; evaluación del déficit asisten~ 
cial; organización y gestión; coordinacion de los servicios; papel del volunta­
riado, etc. 

En una segunda mesa redonda se invitó a representantes de los trabaja­
dores de este sector (ELA-STV; UGT, CCOO, LAB y ESK-CUIS) y represen­
tantes de empresas (ASAD, Arabako Laguntza .. :) así éomo a miembros de <lis- . 
tintas asociaciones y organizaciones como Cáritas. 

En estos momentos ~l estudio se encl}entra muy avanzadó. Se han visita- . 
do algunos centros de día y se ha.realizado un cuestionario que se ha cumpli- · 
mentado en todos los municipios y mancomunidades que cuentan con servi­
cios de atención· domiciliaria. 

Asimismo, se ha realizado una encuesta entre los beneficiarios para 
conocer su grado de .satísfaeción sobre la calidad del servicio. 

·.Además de esta actuación monográfica se· hqn llevado a· cabo 20 activi-
dades de ofició. · 

Interior 

Cabe reseñar, de entre ellas, las llevadas a cabo para comprobar el esta­
do de !Os cuerpos fritegrantes de la policía del País Vasco: Ertzaintza y policías 
locales. La preocupación de la Institución por esta materia determinó, como 
ya hemos comentado, que, en el año 1991, se hi~iera público un informe en 
el que, además de señalar los antecedentes normativos y estudios comparati­
vos respecto del funcionamiento de ·los calabozos y centros de detención en 
paí~es de nuestro entorno, detalló las deficiencias que habían sido observadas 
en aquellos que fueron objeto de inspección y efectuó, a modo de conclusión, 
una serie de recomendaciones sobre las condi¿jones deseables que debían reu­
nir los centros de detención, el trato a los detenidos y los libros de registro de 
estos últimos. 

Con el fin de comprobar el estado de las instalaciones' de los calabozos 
dependientes de los Ayuntamientos de Ordizia y Berrneo, cuya situación había 
sido objeto de 'especial referencia en el informe citado, el Ararteko giró una 
visita de inspección. 

Se pudo comprobar que el calabozo de la primera de las localidades cita­
das, apenas había sido objeto de modificación, por lo que su estado continua­
ba siendo inaceptable. Sin embargo por los servicios municipales competentes 
se puso en conocimiento del Ararteko que, a la vista del contenido del infor­
me especial, el calabozo objeto de inspección había dejado de ser utilizado 
como centro de detención. Los detenidos por los funcionarios de la Policía 
Local de Ordizia son trasladados a ·los calabozos de la Comisaría de la 
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Ertzaintza en Beasain. Como resultado de la inspección y de la informadón 
· facilitada, el Ararteko solicitó al Ayuntamiento de Ordizia el mantenimiento de 
. la medida adoptada,· hasta tanto se produjera, en su caso, una adecuación de 
sus instalaciones a las condiciones exigidas. 

A través de la inspección efectuada a los calabozos municipales de Ber­
meo. pudo constatar que el Ayuntamiento, había acometido las obras necesa­
rias para reubicar el centro de detención en el inmueble en el que se encuen­
tran los servicios de la PoÍicía Local. Se puede valorar como positiva la actua­
ción de la Administración municipal,. puesto que las instalaciones' inspecciona­
das resultan dignas y aceptables, tanto en ~onstrucción como en su estado de 
conservación. Sin embargo, se ha dirigido un~ recomendación al Ayuntamien­
to con objeto de que se proceda a la mejora de ciertps aspectos, puesto que 
determinados elementos de carácter estructural no responden a las recomen-

. daciones efectuadas por el Ararteko en su informe específico. Desde otro 
punto de vista, y en relación con las incidencia~_ que rodean la estancia de·los 
privados de libertad en los centros de detención, se recomendó la inclusión de 
alguna diligencia nueva en el libro de r'egistro de detenidos y, asimismo, que 
tanto éste como la dilígéncia de lectura de derechos, debían estar redactados 
en euskara y castellano .• 

Las tareas de inspección eje los centros de detención, llevaron ?l Ararte­
ko a comprobar el estado de los calabozos de la Comisaría de la Ertzaintza en 
Irun y los de la Policía Local de Vitoria/Gasteiz, sin que, en este caso, las visi­
tas realizadas tuviera relación con deficiencias previamente constatadas. 

La inspección efectuada en las instalaciones de la Ertzaintza de Irun se· 
saldó con una valoración positiva, sin perjuicio de haber detectado el uso de 
un formato inusual del libro de registro de detenidos. En lugar de utilizar el 
acostumbrado con el lomo cosido, se dedicaba a tal efecto lo que se conoce 
como un libro de anillas con hojas sueltas. Su contenido, sin embargo; era el 
procedente. 

Esta circunstancia determinó una actuación que posibilitara, de manera 
generalizada, un conocimiento de las ~aracterísticas de lps libro.s de registros 
dé detenidos utilizados por la Ertzaintza y su valoración al amparo de los pará­
metros contenidos en el informe general sobre calabozos. 

Solicitada información al respecto, el Departamento de Interior remitió 
un prolijo y detaÚado informe cuyo contenido refleja un ideario y unas. pro­
puestas de actuación que respondían a los criterios mantenidos por esta insti­
tución. Desde un punto de vista técnico, .las propuestas de contenido. respon- · 
den fundamentatmente a las recogidas en el informe de ·este Ararteko a que se 
ha hecho referenciq, que de hecho, y como anteriormente sé ha manifestado, 
ya eran, hasta la fecha, objeto de atención. Esta circunstancia, unida a la con­
sideración que el Departamento de Interior efectuó respecto a la conveniencia 
de la uniformización del formato de esos libros de registro, manifestada por 
este Ararteko, determinó ·1a valoración positiva de Ja. actuación del referido 

· órgano de. la Administración en esta materia. 

-36-



La visita girada a los calabozos de la Policia Local de Vitoria/Gasteiz, 
arrojó una conclusión favorable pues sus instalaciones y estado de conserva­
ción pueden ser calificadas como dignas y aceptables. Sin emb~rgo se ha 
recomendado la adopción de medidas para procurar la adaptación de determi­
nados elementos estructurales al contenido de las recomendaciones n!cogidas 
eri el informe especial anteriormente referido. Respecto del libro de registro 
de detenidos, se ha interesado la inclusión de algún nuevo asiento, y la necesi-
dad de que sus textos sean bilingües. · 

Sanidad 

Durante 1994 se realizaron también visitas a varios hospitales psiquiátri­
cos con objeto de conócer, en el aspecto de renovación y mejora de los edifi­
ciós, si se habían realizado inversiones y con ello subsanado las carencias que 
se detectaron en 1991 al realizar el estudió monográfico sobre la situación de 
los enfermos mentales en los hospitales psiquiátricos de.la CAPV. ' 

En concreto se visitaron los siguientes hoEpitales psiquiátricos: 

- Sanatorio Usurbil 

- Hospital Psiquiátrico Santa Maria de las Nieves 
- Hospital Psiquiátrico de Zaldibar · 

- Hospital Psiquiátrico de. Bermeo 

En el Sanatorio Usurbil se visitó la unidad de psicogeriatria y excitados, 
comprobando que se habían llevado a cabo satisfactoriamente las obras de 
acondicionamiento de dicha unidad. También se examinó la galería situada 
junto al jardín, recientemente renovada, cuya función es·. servir de zona de 
estar y de ocio a los enfermos del sanatorio. 

La siguiente visita tuvo un especial interés ya que se trataba de conocer 
el recién inaugurado hospital psiquiátrico de Las Nieves .. Llamó la atención la 
estructura interior del edificio, dividida en diferentes zonas, en torno a los 

·patios interiores, y cada una con materiales de un color característico que faci­
lita su identificación y la 9rientación de los enfermos. 

Causó una grata sensación la visita, sobre todo al recordar y comprobar 
las penosas condiciones del antiguo hospital psiquiátrico. Ahora bien, es pre­
ciso mencionar que, aunque hay idea de solucionarlo, el centro adolece de 
falta de jardín o de una zona verde qdonde se puedan dirigir los enfermos 
para pasear 'y estar los días de buen tiempo. 

En el Hospital Psiquiátrico de Zaldibar se visitó el edificio correspondien­
te a la unidad de rehabilitación. Se comprobó que habían sido renovados en 
su totalidad los pisos primero y segundo, pero que aún estaba pendiente la 
renovación del último piso. También se observó que en las zonas dedicadas a 
servicio de cocina· era recomendable realizar alguna obra de mejora. 

Los trabajos de rénovación del pabellón de servicios generales del Hospi­
tal Psiquiátrico de Bermeo se encontraban ya finalizando el día en que se 
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visitó el centro, con lo que únicamente quedaría pendiente la rehabilitación del 
pabellón Izaro para ·concluir así . la total . puesta al día del psiquiátrico en el 
aspecto arquitectónico. 

Desde la Institución del Ararteko se insiste en el cuidado y la renovación 
de los edificios, ya que entendemos que constituye una condición sine qua 
non para poderpre~tar un servicio de atención psiquiátrica hospitalaria con 
cierta calidad. · 

En este ámbito sanitarió, el Árarteko ha llevado a cabo además diversas 
actuaciones de oficio muy concretas, cuyo contenido material, para e~tar ser 
demasiado prolijos, no va a ser reseñado en este informe. Ello no obstante, 
mencionaremos una actuación en esta área, cual es el seguimiento de algunos 
conflictos laborales, como el que ocurrió con el de la limpieza del Hospital de 
Gipuzkoa, si bien las razones que motivaron la intervención pueden ser igual-
mente predicabies respecto de ios servidos púhlicos erí generai. . · 

Esta actuación tuvo en cuenta que la necesidad de garantizar la continui­
dad de la prestación de los servicios público~, en este caso sanitario, puede 
constituir un elemento que aporta una especial cualificación a los conflictos 
laborales que se suscitan en este campo. 

Por otro 'lado, la especial naturaleza que se atribuye a algunos servicips 
públicos, como es el caso de la sanidad, parece que exige un mayor cuidado 
en el respeto del .contenidó esencial de la prestación. 

Función Pública 
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méritos a considerar en cada uno de los procesos selectivos que por éstas se 
convoquen, hadendo que esta discrecionalidad quede referida únicamente a 
aquellos méritos de naturaleza objetiva que resulten adecuados. al contenido 
funcíonal de los puestos de trabajo que se trate de proveer, circunstancia ésta 
que no se producí9 en ninguno de los méritos cuestionados. 

Finalmente la .referida corporación municipal acordó modificar el baremo 
en el sentido propuesto por el Ararteko de no tener en cuenta en la valora­
ción de méritos alegados por los concursantes ni el ser pareja, ni el ser natural 
del municipio. · 

· Medio Ambiente . . 

Una de las cuestiones que más ha preocupado a este Ararteko a lo largo 
de su mandato ha sido la ·de garantizar el derecho de los ciudadanos a un 
medio ambiente adecuado, en Virtud de lo dispuesto en el art, 17 .1 de la Ley 
3/85, de 27 de febrero, porla que se crea y regula esta institución. Por ello, 
cuando conoció a través de los medios de comunicación el problema suscitado 
el barrio donostiarra de Bidebieta, por la existencia en la antigua fábrica de 
contadores· de productos tóxicos y ante la alarma social creada· al efecto, 'el 
Ararteko consideró procedente inidar una investigación de oficio para deter­
minar el alcance de dicha situación. 

En este sentido, de la iriformación facilitada por 1a Viceconsejería de 
Medio Ambiente, pudimos comprobar que en· agosto del año 1994 se había 
acordado ordenar el precinto de la referida fábrica de contenedores, por los 
reiterados incumplimientos por parte del titular respecto a la retirada de los 
residuos tóxicos. 

Ello no obstante, de la informaciórt facilitada por los medios de comuni­
cación p9recía deducirse que en el curso de una inspección ruti11aria para 
detectar la posible presencia de personas en el interior del inmueble, dado que 
dicho recinto era frecuentado por toxicómanos vagabundos, la~policía munici­
pal había descubierto la existencia de l~s productos tóxicos citados. 

El Ayuntamiento de Donostia/San Sebastián dio traslado a esta institu­
ción de las actuaciones que se habían seguido desde dicha entidad local, y 
pudimos comprobar, por una parte, que la policía municipal había procedido 
al servicio de vigilancia y control del mencionado lugar, y por otra, que la cor­
poración municipal había mantenido varias reuniones con la Delegación T erri­
torial de Medio Ambiente de Gipuzkoa, con objeto de unificar las acciones a 
llevar a cabo para solucionar el problema suscitado. 

En este seritido, se requirió a la empresa titular del recinto para que pro­
cediera a la retirada, por medio de un gestor autorizado, de los residuos que 
habían· sido identificados como más peligrosos. 

Una vez constatado que se había procedido a la retirada de dichos pro" 
duetos tóxicos, el Ayuntamiento de Donostia/San Sebastián optó por sellar el 
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edificio, dado que se había vuelto a detectar la presencia de personas en su 
interior. 

Conocidas estas .actuaciones, el Ararteko dio por finalizada su actuación , 
en el asunto reseñado. 

Hacienda 

No han faltado tampoco actuaciones de oficio en materia fiscal y así, aun 
cuando ya han tenido el oportuno reflejo 'en el apartado correspondiente a los 
resúmenes de queja, detallamos por su importancia dos cuestiones que han 
sido objeto de sendas. recomendaciones. 

Exención del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales en 
viviendas a precio tasado 

Ante él significativo núméro de quejas recibidas e11 la Institución en rela~ 
ción con la exención, a efectos del Impuesto de Transmisiones Patrimoniales 
(ITP), de la adquisición de las denominadas viviendas "a precio tasado", proce~ 
dentes todas ellas del Territorio Histórico de Gipuzkoa, y una vez comprobado 
que, la problemática descrita era común a Iós territorios de Alava y Bizkaia, se 
procedió a la apertura de sendos expédientes de oficio, tramitados con los 
números 10 y 11/94. · 

Las respectivas n;rmas forales del ITP de los territorios históricos,· decla-
rán exenta: · 

" .. .lá primera transmisión <<inter vivos>> del dominio-de las viviendas 
de protección oficial, siempre que tengan lugar dentro de los seis años. 
siguientes a Ja fecha de su calificación definitiva." · · 

A la luz de este precepto, los presentadores ;vienen solicitando la exen­
ción en la declaración-autoliquidación del ITP correspondiente a la adquisición 
de viviendas de las contempladas en el Decreto del Gobierno Vasco 103/92, 

. sobre medidas financieras en materia de vivienda. 
Sin embargo, las haciendas forales, tanto en las reuniones marüenidas, 

como en las resoluciones a· los recursos administrativos planteados por los 
interesados, vienen manteniendo el criterio de la sujeción con base en que: 

, í'En los casos de adquisiciones de viviendas a precio tasado, no se trata 
de calificación definitiva en sentido estricto, puesto que tal denomina­
ción sólo es practicable de las VPO de nueva construcción, mediante la 
expedición de la oportuna cédula de calificación ... " (informe del Director 
General de Hacienda de Gipuzkoa). 
Dada Ja discrepancia de criterio respecto al mantenido por esta institu­

ción, y con el fin de .obtener uri juicio más· autorizado, se solicitó de Ja Direc­
ción de Vivienda del Departamento de Urbanismo, Vivienda y Medio Ambien­
te del Gobierno Vasco la emisión de un informe sobre la natur?leza de esta 
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calificación,--petición que fue atendida por el Jefe del Servicio Jurídiéo Admi­
nistrativo de la Viceconsejería de Vivienda y Arquitectµra. 

Del misn;io pueden extraerse con carácter fundamental las siguientes con­
clusiones: 

. 1) La existencia de una política de vivienda propia de la CAPV comple­
mentaria de la establecida con carácter general y mínimó en el resto del Esta­
do; a tenor del art. 10.31 del Estatuto de Autonomía, y de los Reales Decre-
tos de transferencias 3.006/81 y 325/87.. · ' 

2) El objetivo principal de dicha política es el de facilitar el acceso de 
. todos los ciudadanos a una vivienda digna y adecuada a sus necesidades, y 
para ello, no sólo se protege la adquisición de viviendas de _nueva construc­

. ción, sino la .de viviendas usadas que cumplan una serie de requ.isitos. 

3) En este sentido, el Decreto del Gqbierno Vasco 103/92 sobre medi-
das financieras en materia de vivienda establece en su art. 6.8 que: 

"L.a concesión dé financiación protegida conllevará la adscripción de las · 
viviendas a precio tasado al régimen de protección oficial y su califica­
ción como viviendas dé protección oficial, durante el período de 30 
años desde su adquisición; qued¡;¡.ndo sujetas durante dicho plazo al citado 
régimen y a la Ley del Parlarnento Vasco 7 /1988, de 15 de Abril, y nor­
mas complefuentarias. A tal efecto quedará constancia es.crituaria y regis­
tralmente de la calificación de vivienda de protección oficial." 

4) Así, hay que indicar que no existe una calificación "atenuada" de . 
viviendas de protección oficial, como parece desprenderse de la interpretación 
dada por la Hacienda Foral de-Gipuzkoa, sino que a partir de 1978 sólo exis~ 
te . una categoría de vivienda de protección oficial, y la calificación como tal 
conlleva su adscripción .al citado régimen a todos los efectos. 

Pasando ya al análisis de la cuestión debatida, como ya se ha indicado, 
las respectivas normas forales del ITP y de los Actos Jurídicos Doéumentados 
(AJO) de los tres territorios históricos establecen que gozarán de exención: 

" .. .la primera 'transmisión <<inter vivos>> del dominio de las viviendas 
de protección oficial, siempre que tenga lugar dentro de los seis años 
siguientes a la fecha de su calificación definitiva." 

. Una vez sentado que la calificación de viviendas como de protección ofi­
cial es úniea, y el carácter provisional o definitivo de la misma, dos fases dis­
tintas de un mismo procedimiento, hay que afirmar. que en el caso de las 
viviendas "a precio tasado" nos encontramos ante viviendas de protección ofi­
cial a todos los efectos, incluidos los financieros y fiscales, y por lo tanto, la 
transmisión que se produce tras su calificación, es la primera transmisión 
<<ínter vivos>> de su dominio como tales viviendas de protección oficial, 
de manera que su consideración como uno de los supuestos contemplados 
por las normas forales citadas no supone una extensión analógica de la exen­
ción, proscrita por las normas forales generales tributarias, sino de derecho 
propio. 
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A este respecto, la Sentenci~ del Tribunal Supremo, sala 3ª sección 2ª, 
de fecha· 25 de marzo de 1994, (Aranzadi 1.961), en su fundamento de dere­
cho quinto, aunque referida a la exención de los locales de negocio ubicados 
en edificios de protección oficial, arroja mucha luz sobre la cuestión debatida, 
al afirmar que: · · 

"La legislación de viviendas de 'protección oficial claramente establece un 
'trato igual para· las superficies destinadas ~ viviendas que las que se desti­
nan a locales de negocio, ya que así lo dice el art. 27 del Texto Refundi­
do de Viviendas de Protección Oficial de 12 de noviembre de 1976, pre­
cepto que puesto en relación con el art. 22 del mism.o, equipara, a efec­
tos de beneficios, a las viviendas y a los locales de negocio ... " 
Y prosigue .en otro párrafo diciendo: 
" ... pues aquí no se discute ese derecho, sino la interpretación, o en su 
caso, con mayor precisión, la extensióh qué ha de darse a la frase 'edifi­
cios en régimen de viviendas de protección oficial', y para ello, al tratarse 
de una'norma no propiamente fiscal, es lógico que se acuda a la legisla­
ción específica de estas viviendas, lo que no deja lugar a duda de que en 
ellas se incluyen tanto las viviendas como los locales de negocio ... " (en el 
mismo sentido, la STS de 29-02-92).· 
Es decir, que para conocer el alcance de la exención habrá que acudir 

a la legislación especial de viviendas de· protección, oficial, cuya regulaci<Dn 
actual no deja ninguna duda acérca de . la naturaleza dé viviendas de protec­
ción oficial de las que coloquialmente se .han veoido a denominar :·a precio 
tasado". 

Con base en todo lo anteriormente expuesto, y de conformidad con lo 
establecido en el art. 11 b) de la Ley 3/85, de 27 de febrero por la que se 
crea y regula esta institución, el Ararteko recomendó la asunción por las tres 
haciendas forales del criterio de dejar exentas las transmisiones de viviendas 
denominadas "a precio tasado", por aplicación del art. 46.1 b) apdo. 13 de la 
Norma Foral del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales. 

Ninguna de las tres administraciones· ha considerado oportuno acatar 
esta recomendación, si bien llama la atención el que los argumentos utilizados 
para fundamentar tal decisión sean confradictorios. 

Creemos que no es ajena a esta decisión, la repercusión económica que 
· llevaría aparejada tal medida tanto en concepto de devoluciones como dé can- · 
tidades dejadas de ingresar. . . , 

Deducción en el IRPF por ancianos y minµsválidos a cargo 

Por ótro lado, y coincidiendo con la elaboración de la Norma Foral de 
Presupuestos para el ejercicio de 1995, el Ararteko quiso aprovechar para 

· plantear a las haciendas forales dos cuestiones relativas al Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas (IRPF); que se han puesto de manifiesto con 
motivo de expedientes de queja tramitados poi: esta institución. 
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El art. 78.1 d) de la Norma Foral Reguladora del IRPF, establece Úna 
··.deducción de 50.000 ptas. por cada sujeto pasivo y, en su caso; por cada 

descendiente soltero o ascendiente, cualquiera que sea su. edad, que depen­
da del mismo, siempre que estos últimos no tengan rentas anuales superiores 
al salario mínimo interprofesional garantizado para mayores de 18 años en el 
período impositivo.de que se trate, que sean mutilados o inválidos, físicos o 

. psíquicos, congénitos o sobrevenidos, en el grado reglamentariamente esta­
blecido. Asimismo se hace extensiva tal deducción a los supúestos en que la 
persona afectada de minusvalía esté vinculada al sujeto pasivo por razones de 
tutela o acogimiento no remunerado. 

El problema se plantea cuando la persona que convive con el sujeto pasi­
vo, y que está afectada de una minusvalía, no es áscendiente ni descendiente 
del mismo, y tampoco está vinculada por razones de tutela o acogimiento no 
remunerado. Existen numerosos casós de hermanos, tíos y otros familiares 
minusválidos de los sujetos pasivos que, sin mediar tutela o acogimiento, con­
viven con los mismos, con un gran esfuerzo para éstos desde el punto de vista 
económico . 

. A este respecto, es preciso tener en cuenta que el art. 31 del reglamento 
d~l IRPF exige que el grado de minusvalía que ha de padecer la persona por la 
qÚe se practica la deducción sea igual o superior al 33%, mientr~s que el art. 
200 del Código Civil considera causas de incapacitadón las enfermedades o 
deficiencias persistentes de carácter físico o psíquico que impidan a la persona 
gobernarse por sí misma y, por tanto, somete a tutela a aquellas personas que 
las padezcan. 

Es decir, que en muchos casos sería desproporcionado, amén de inefi­
caz, tramitar un procedimiento de incapacidad por minusvalías que, si bien tie­
nen relevancia a efectos fiscales, en ningún modo impiden a la persona gober­
narse por sí misma. 

Pero existe una razón más. importante aún que, a juicio de este Ararteko, 
aconseja''ampliar esta deducción a todos aquellos casos en que se acredite, 
además del grado de minusvalía exigido, la GOnvivencia con el sujeto pasivo, y 
no es otra que el respeto al principio constitucional de capacidad contributiva, · 
que en caso contrario se vería vulnerado, si tenemos en cuenta que estas per­
sonas están realizando un· esfuerzo económico importante que no tiene el 
oportuno reflejo en el tratamiento fiscal que reciben. 

Esta misma problemática se suscita respecto <le! apartado b) del artículo 
citado, que contempla la deducción por cada ascendiente que conviva con el 

· sujeto pasivo, que no tenga rentas anuales superiores .al salario mínitpo inter-
profesional. ~ 

Además, al abordar el campo de la tercera edad, no podemos perder de 
vista las directrices marcadas en el "Plan Gerontológico de Euskadi" de 1993, 
que en el apartado dedicado a las propuestas de actuación, marca como obje­
tivo apoyar a las familias que contribuyan a mantener a familiares mayores de 
65 años en su propio entorno, citando expresamente como ayudas en esta 
dirección las "desgravaciones· fiscales a las familias que viven con ancianos en 

-43-



situación de necesidad, prestándoles una ayuda propia de la ayuda a domicilio 
6 de la residencia". 

Nd hay que olvidar que pr~cisamente por no tratarse de ascendientes ni 
descendientes, sino en muchas ocasiones. de familiares en línea colateral (tíos, 
hermanos, ... ) del sujeto pasivo -éste está asumiendo una carga que conforme 
a la legislacjón civil en materia de alimentos no tiehe' obligación estricta de 
asumir~, cumpliendo üna funciém social que de otra manera tendría que pres­
tar la Administración, con un costo sin duda muchísimo mayor que el que 
supone permitir la práctica de la deducción. . 

Por las razones expuestas, el Ararteko sometió a l~ consideración de las 
tres haciendas forales la posibilidad de ampliar en el .sentido apuntado las 
deducciones por ascendientes y por. minusválidos a efectos del IRPF, teniendo 
en cuenta que, aun cuando el Concierto Económico exija la aplicacióri de la 
normativa de territorio común a las deducciones familiares, nada impide califi­
. car a éstas como gastos personales, cuando las personas que generen derecho 
a practicarla nb sean estrictamente ascendientes. 

La hacienda guipuzcoana, a expensas del acuerdo que adopten al.efecto· 
las Juntas Generales, manifestó en enero de 1995 su intención de crear una 
deducción para las personas que tuvieran a su cargo a ancianos con graves · 
discápacidades, fueran o no descendientes de los mismos. 

Alava, en cambio, no ha considerado conveniente ampliar las deducciones 
existentes, alegando que " ... todos los gastos en que pudieran incurrir los sujetos 
pasivos no tienen por qué tener. la correspondiente aplicación tributaria", 

Por último, la hacienda vizcaína, mediante escrito del Diputado Foral, del 
27 de febrero de 1995, tras agradecer Ja recomendación formulada, ha mani­
festado su intención de que dicha recomendación sea estudiada. con el fin de 
que tenga el preceptivo desarrollo legislativo; 

.Otras áreas 

. . . 
Se han realizado además diversas actuaciones muy concretas sobre patri-

monio histórico artístico, seguridad vial, etc., pero que para no extendernos 
más en este capítulo obviaremos desarrollarlas. 

2.5. ASAMBLEA ANUAL DEL INSTITUTO EUROPEO DEL 
OMBUDSMAN Y NOMBRAMIENTO DEL ARARTEKO COMO 
PRESIDENTE DEL INSTITUTO 

El díá 3 de junio de 1994, se celebró en Berlín la Asamblea anual del Ins­
tituto Europeo del Ombudsman. 

. En dicha reunión se trataron temas relacionados con el funcionamiento 
habitual del Instituto, como son la rendición de· cuentas, aprobación de la 
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gestión de la Junta Directiva saliente, renovación de cargos, etc. Además se 
aprobó la modificación de varios. apartados de los Estatutos de la entidad, 
entre ellos el referido a la duración del cargo de Presidente del Instituto: 

También se acordó que la V Conferencia Europea de los Defensores del 
'Pueblo se celebre en- las Islas Canarias, coorgarí.izada por el Síndico del ' 
Común y el Instituto Europeo del Ombudsman, entre los días 9 y 16 de abril 
de 1995. · · 

Finalmente, se decidió nombrar un nuevo·Presidente del Instituto, en sus­
titución del cesante, y el honor del cargo, por unanimidad, recayó sobre él 
Ararteko Juan San Martín, que hasta entonces venía desempeñando el cargo 
de Vicepresidente. 

\ 

· 2;6. IV CONFERENCIA EUROPEA DEL OMBUDSMAN 

Entre los días 31 de mayo Y 4 de junio de 1994 se celebró· en· Berlín le. 
IV Conferencia Europea del Ombudsman, a la que asistió el Ararteko junta­
mente con sus homónimos del resto de países y regiones de Europa. El lema 
de la Conferencia fue: La consolidación de las instituciones para. la defensa de 
los derechos cívicos en Europa. 

La sesión de trabajo introductoria tuvo por objeto el estudio y debate 
sobre la cooperación entre las instituciones encargadas de la protección de los 
derechos de los ciudadanos a nivel nacional y europeo, y fue presidida por el 
Presidente de la Comisión de Peticiones del Bundestag alemán. 
, La primera sesión oficial se dividió en dos partes, una dedicada al estudio 
del Defensor del Pueblo europeo, y la otra se centró en analizar el ·modelo 
sueco de Ombudsman. · 

En la sesión del día siguiente, bajo la presidencia del Ombudsman irlan- . . 
dés, se expusieron y debatieron los modelos de Ombudsman francés (Média­
teur) y polaco. 

La tercera sesión de trabajo se dedicó al estudio del modelo alemán en 
general, y en particular el sistema en la ciudad de Berlín, basado en un Comi­
té Parlamentario de Petición, que viene. a hacer funciones similares a las del 
Ombudsman. 

Por último, las jornadas se cerraron eón una sesión dedicada a la recapi­
tulación y a sacar conclusiones de los distintos planteamientos que habían sido 
contrastados y expuestos a lo largo de toda la conferencia. 

Las conclusiones finales aprobadas por tod~s los miembros de la Conf e­
rencia Europea del Ombudsmari se centraron en los siguientes puntos: 

- Cuando se habla de Ombudsman la referencia siempre es a figuras cuyo 
fin es la defensa extrajudicial de los ciudadan~s frente a la prepotencia e irre­
gularidades de los portadores del poder admini~trativo. 

- Existen diversos modelos europeos de Ombudsman, de ahí que a la 
hora de escoger el modelo a aplicar en la Unión Europea se ha optadoipor un 
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sistema mixto, en el que coexiste un Comité Parlamentario de Petición con la 
figura del Ombudsman europeo. 

- El modelo sueco, que es el más antiguo de Europa, es a la vez el que 
más competencias tiene reconocidas. 

- Es importante que se traslade la figura del Ombudsman a los países del 
este de Europa, donde podría realizar una importante labor como garante de 
los logros democráticosfrente a las corrientes autoritarias e intransigente$. 

- El sistema alemán s.e basa en un Comité de Petición que realiza las fun­
ciones del Ombudsman, y se fúndamenta en la idea democrática· de que los . 
diputados· elegidos actúan· como administradores de los ciudadanos. Sin 
embargo, corre el peligro de su politización y falta de independencia, ya que 
los diputados son ª'su vez miembros de grupos políticos .. 

- Es ·cónv~niente facilitar el acceso de los extranjeros al Ombudsman, así 
como a las m\norías no acostumbradas a utilizar este sistema de protección 
jurídica de sus derechos. 

2.7~ IX JORNADAS DE COORDINACION ENTRE DEFENSORES 
DEL PUEBLO 

Como e$ sabido, las relaciones entre el Defensor del Pueblo y los comi­
sionados autonómicos se articulan con base en el principio de coordinación y 
cooperación. 

· A t?ll efecto y al margen de las relaciones. cotidianas entre instituciones, 
. se celebran anualmente unas jornadas de coordinación que tienen por objeto, 
además de establecer criterios homogéneos e .intercambiar opiniones frente a 
los problemas que son comunes a est.¡;¡s instituciones, el constituirse en un foro 
de débate y estudio en el que abordar .las cuestiones que afectan a los dere­
chos de los c.iudadános de' todo el Estado. 

En estas IX Jornadas de Coordinación organizadas por el Síndic de Greu­
ges de la Comunitat Autónoma Valenciana .se estudió la repercusión de la cri­
sis económica en la salud mental y la reforma psiquiátrica, así como la mujer 
ante el mercado laboral. Igualmente se analizó el medio ambiente urbano (rui-
dos y actividades molestas), · 

2.7.l, LA MUJER ANTE EL MERCADO LABORAL 

2.7.1.A. PONENCIA 

En esta reunión actuó como moderador el Justicia de Aragón, Excmo. 
Sr. D. Juan Bautista Monserrat, y como ponente el Ararteko, Excmo. Sr. D. 
Juan San Martín. 

-46-



Asimismo, intervinieron como relatoras 1 ª y 2ª la Adjunta del Diputado 
del Común de Canarias, Ilma. Sra. p.ª Pilar Herrera, así como la Adjunta 
Segunda del Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana, Ilma. Sra. D.ª 
Julia Sevilla. 

El Ararteko planteó ante el resto dedefensores del pueblo la ponencia 
que se transcribe en su literalidad a continuación: 

O- INTRODUCCION 

La progresiva incorporación. de. la mujer al mercado· de trabajo en la 
década de los 80 ha supuesto. un factor fundamental en la superación de las 
desigualdades existentes entre ambos sexos. · 

El mayor nivel de formación, el descenso de la natalidad, la progresiva 
concentración de empleo en el· sector. servicios, así como el cambio cultural 
producido en cuanto al papel de la mujer en la sociedad actual, son los facto-
res más importantes que explican esta tendencia. · 

No obstante, la incorporación de la mujer al mercado de trabajo no es un 
fenómeno generalizado, ni homogéneo; sólo una parte minoritaria de las 
mujeres ha podido acceder al mercado laboral. 

Asimismo, hemos de tener en cuenta que el aumento de la tasa de activi­
dad femenina se ha producido en un período de profunda crisis de empleo, · 
por lo que ante una acusada tendencia a la pérdida de ocupaciones netas', la 
posibilidad de conseguir una ocupación laboral se ha visto frustrada para 
muchas mujeres por la persistencia del desempleo en nuestro país. 

Por otra parte, el hecho de que las mujeres ejerzan una actividad laboral 
no ha supuesto una superación de las desigualdades existentes, sino que el 
propio mercado de trabajo se ha encargado de reproducir mecanismos discri­
minatori~s, que han conducido a las mujeres a ejercer mayoritariamente aque­
llas profesiones que se corresponden" en general, con las de menor categoría 
profesional y son las peor remuneradas. · 

Es en este marco donde cobra sentido una ponencia como la que ahora 
nos ocupa y en la que trataremos de realizar una primera evaluación de cuál 
es la situación real de la tasa de actividad f ~menina, al igual que determinar el 
alcance de la incorporación progresiva de las mujeres al mercado de trabajo. 

A continuación, en el apartado segundo, efectuaremos una breve exposi­
ción acerca del alcance jurídico de la prohibición constitucional de discrimina­
ci6n por razón de sexo, examinando al efecto la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional y explicitando las diversas formas de discriminación existentes, 
así· como las posibilidades de tutela frente a las mismas. 

En el tercer apartado. describiremos el Plan de Acción Positiva. para ·las 
Mujeres en la Comunidad Autónoma Vasca, elaborado por Emakunde para el 
período 1991-94, como muestra de la actuación de los poderes públicos en 
tanto que sujetos responsables de la promoción de una auténtica igualdad de 
oportunidades entre hombres y mujeres. 
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Por último, en el apartado cuarto, además dé una primera valoración del 
grado de cumplimiento del referido Plan de Acción Positiva por parte cÍe los 
agentes implicados en la ejecución del mismo, realizaremos una serie de con­
sideraciones en torno. a las pautas que deben guiar la futura actuación de ·los 
podere? públicos, asi como del cometido que a· este respecto corresponde a 
institudones como las de los defensores y los institutos de la mujer. ' 

1-DESCRIPCION DE LA PARTICIPACION DE LAS MUJERES 
EN EL MERCADO DE TRABAJO DE EUSKADI 

El análisis estadistico que efectuamos en este apartado lo realizamos con 
base en los informes elaborados por Emakunde, Instituto Vasco de la>JMujer, 
organismo autónomo creado mediante la Ley 2/1988, de 5 de febrero, con 
.el fin esencial de lograr la consecución de la igualdad real y efectiva entre el 
hombre y la mujer en todos los ámbitos de la vida política, económica, cultural' 

· y social del Pais Vasco. 
Si bien los datos reflejádos se circunscriben al. ámbito de la Comunidad 

Autónoma Vasca, entendemos que ésfos son trasladables al resto de las comu­
nidades, habida cuenta de que, salvo algunas matizaciones, la realidad social 
que se vive en el conjunto del Estado es ciertámente similar. 

La tasa de actividad de las mujeres de la Comunidad Autónoma del País 
Vasco. se. sitúa en torno al 36, 9%, proporción claramente inferior a la tasa de 
actividad masculina, que es del 67,7%; por lo tanto, la presencia de las muje~ 
res vascas en el mercado laboral es todavía reducida, en términos CU?lntitati­
vos. Además, sólo un 36,2% de la población activa está constituida por 'muje­
res. La primera conclusión que podemos extraer de estos datos es que la pro­
babilidad de un hombre de participar en el mercado de trabajo resulta dos 
veces superior a la de una mujer. 

.Si comparamos las tasas vascas con la media de los países europeos más 
desarrollados,. podemos indicar que la presencia de las mujeres vascas .es irife­
rior a la tasa media europea, ya que ésta se situaba en torno al 41,6% en el 
año 1987, aunque resulta superior a la de España e Irlanda y muy' similar a la 
de. Italia, Holanda, Luxemburgo y Grecia. No obstante, todavía se encuentra 
muy alejada de países como Francia y Reino .Unido, con tasas de actividad 
femenina próximas al 50%, y en especial de Dinamarca, donde la tasa alcanza 
ei 63%. ' 

Por otra parte, respecto al resto de las comunidades autónomas del Esta­
do, podemos señalar que la tasa de actividad f emeniná vasca sólo es superada 
por Cataluña, Galicia y Baleares. 

Ahora bien, e's necesario precisar que· no todos los colectivos de mujeres 
acceden en la misma proporción al mercado laboral; esta participación está 
muy condicionada por la edad, el estado civil y el nivel de estudios. 

Así, en primer lugar podemos indicar que las distribuciones de las tasas 
, de actividad por sexos varía de forma sustancial en función de la edad. Para 
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los varones, es del 44,4% por debajo de los 25 años; supera el 93% entre los 
25 y los 54 años, con un máximo del 98,2% entre los 3.5 y los 45 años, y 
desciende al 54,7% entre los 55 y 64 años .. Entre las mujeres, la tasa de acti­
vidad es ligeramente superior .a la de los varones por debajo de los 25 años, 
con un 46,2%; alcanza el valor máximo, 75,4%, entre los 25 y los 34 años y 
desciende bruscamente a partir de dicha edad, 45;9%, entre los 35 y 44 
años, 28,9% entre los 45 y 54, y 13,7% entre los 55 y 64 años. 

Del análisis dé estos datos, observamos una tendencia a la igualdad de los 
nivelés de actividad masculinos y femeninos conforme desciende la edad. La 
desigualdad real en la participación labóral incide notablemente en las mujeres 
de 35 y más años, de ahí que podamos señalar que las diferencias marcadas 
expresan dos posibles tendencias: mayor incorporación al mercado de trabajo 
de las nÍ.íevas generaciones de mujeres y, a su vez, la tendencia al abandono 

. laboral a partir de los 35 años. 
El estado civil sigue ·siendb un factor decisivo a considerar en la participa~ 

ción de la mujer en el mercado laboral. La tasa de actividad de las solteras ~s 
alta, el 57, 7%, lo que viene a duplicar la 'tasa de las no solteras. Cabe precisár 
que ·entre las menores de 45 años, las· solteras parecen· haber alcanzado su 
techo de participación con una tasa del 91%, mientras que la participación de. 
las no solteras apenas supera el 50%. 

· Por lo tanto, podemos indicar que el cambio generacional en cuanto a la 
participación de la mujer en el mercado laboral. no afecta de igual manera a 
solteras y casadas. Mientras las mujeres solteras menores de 45 años alcanzan 
un nivel de participación similar al de los varones, en el caso de las casadas, a 
pesar de que su participación ha experimentado un fuerte incremento respec­
to a generaciones anteriores, todavía es muy inferior a: la de los varones. 

Otro factor importante y condicionante en la participación laboral es el 
nivel de estudios. Así, de los datos que constan en el informe de Emakunde . 
podemos comprobar que, si bien la participación masculina eri. el mercado de 
trabajo varía muy poco en función del nive.l de estudios, la partidpación feme­
nina depende en gran medida de él. 

La tasa de actividad de. las mujeres con estudios secundarios y universita­
rios es elevada, 38,7% y 67,6% respectivamente, y muy próxima a la de los 
varones, pero desciende al 19% para las mujeres con estudios primarios: Ade­
más, hemos de indicar que se produce.un hecho muysignificativo, en cuanto 
a que el nivel medio de estudios de. las mujeres activas es ·superior al de los 
hombres activos, debido principalmente a que la población fe menina es bas­
tante .más joven que la masculina. 

El desempleo sigue siendo uno de los principales problemas que afectan· 
tanto a!Raís Vasco como al resto del Estado. · 

· Ateniéndonos a los datos referentes a Euskadi, podemos señalar que las 
mujeres suponen la mitad del colectivo de desempleadós y, además, de la tasa 
de desempleo se desprende que la probabilidad de desempleo en la mujer es 
dos veces superior a la del hombre. Así, en las tasas de desempleo, la propor­
ción de paradas sobre población activa significa que el 26, 9% de las mujeres 
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que quieren trabajar no pueden hacerlo, mientras que la proporción para los 
varones se reduce al 11,4%. . 

El número de mujeres en paro -que anteriormente han trabajado es simi­
lar al de los hombres, pero se duplica el caso de mujeres en paro que buscan 
su primer empleo en relación con los varones, es decir, la dificultad para acce­
der al primer puesto de trabajo es muy superior en el caso de las mujeres. 

Si comparamos los datos referentes a la tasa de desempleo para el con­
junto. de la población activa de Euskadi con el resto de los países europeos, 
podemos comprobar que es una de las más altas de Europa, el 17%, frente· al . 
10,6% de la media europea. Sin embargo, mientras la tasa masculina vasca 
sólo supera en dos puntos a la tasa masculina europea, 11,,4% frente al 9%, 
la tasa femenina 'vasca' duplica a la tasa femenina europea, 26, 9% frente a 
13,2%.· 

-Por países, ia tasa de desempieo femenina vasca es ia mayor de ia 
Comunidad Europea, seguida de la de España, el 24,8%, y ya a distancia por 
las de Irlanda, Bélgica e Italia, con valores.en torno al 18% . 

. Si bien· el· relanzamiento económico de los últimos· años ha supuesto un 
descenso en la tasa de paro femenina, también es cierto que la desproporción 
existente entre las tasas de-paro femenino y_masculino ha aumentado. 

El. paro es un fenómeno que afecta principalmente a las mujeres jóvenes, 
el 80% de las paradas son menores de 35 años y, en especial, a las menores 
de 25 años, entre quienes la tasa de paro se aproxima al _50%. 

'La distribución por edades de la tasa femenina de desempleo en el País 
V~sco es similar a la de España, mientras que en la Comunidad Europea se 
reduce a la mitad, aunque alcanza valores muy importantes para las menores 
de 25 años. · 

El desempleo es independiente del estado civil, y si afecta en mayor 
medida a las solteras es porque son más jóvenes; y entre éstas el. paro es 
mayor. Y por último, podemos indicar que el paro afecta en mayor medida a 
las mujeres con estudios secundarios que a las que tienen estudios primarios y 
universitarios. El descenso de la tasa femenina de paro ha sido generalizado 
para los tres niveles de estudio, aurtque la evolución ha sido bastante irregular, 
. y ha favorecido· en mayor medida á las mujeres con estudios secundarios y 
universitarios. ·· 

La duración media del período de desempl€o para las mujeres es de 27,5 
meses, solo ligeramente superior a la de los hombnzs que es de 25,2 meses. 

La m,ayoría de ias mujeres desempleadas que habían trabajado anterior­
mente lo había hecho en el sector servicios, el 72,4%; y el resto, casi en su .. 
totalidad, en el sector industrial. . . 

En este sentido, consideramos necesario puntualizar que la fuer'te recon­
versión sufrida en el sector industrial de Euskadi afectó en mayor medida a 
mujeres que a varones, y a la vista dé los datos analizados cabe interpretar. que 
la reincorporación de la mujer al sector industrial, llegado el momento de la 
recuperación económica, se está produciendo con mayor lentitud que en el. 
,caso de los varones. 
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Entre.los rasgos profesionales referidos a la población femenina emplea­
da, destaca su fuerte concentración en unos poéos grupos profesionales. Así, 
la gran mayoría de las mujeres ocupadas, el 77, 7%, se aglutinan en torno a 
cuatro grupos profesionales: el 29,4% ejercen profesiones relacionadas con 
los servidos personales, domésticos y hostelería; el 19,5% son auxiliares 
administrativos; el 15,.5% comerciantes y vendedoras, y el 13,3% técnicas y 
profesionales intermedias, profesoras de EGB y enfermeras, principalmente. 
Esta segregación profesional por sexos repercute de una forma importante en 
la dinámica del mercado laboral, especialmente entre las asalariadas, dado que 
la mayoría se corresponden con las profesiones de menor categoría prof esio-
nal y, por tanto, con las de menor salario, "': 

La tasa de ocupación en el sector industrial es muy baja, 14, 7%, donde 
'la presencia más importante se da enlá industria textil, de la confección y del 
calzado, y es prácticamente nula la proporción de mujeres que trabajan en la · 
construcción, .1, 7%. · 

La proporción de mujeres que trabaj~n en la agricultura, el 2,9%, es 
similar a la de Jos varones, el 3,3%, pero en su gran mayoría tienen edades 

·superiores a Jos 45 años y, por tanto, dicha propqrción tiende a disminuir en 
el futuro. 

La economía sumergida o empleo irregular está formada por aquellas 
personás que, por 'su relación laboral, deberían estar integradas en la seguri­
dad social y no lo están. Esta situación afecta en mayor medida a las mujeres, 
el 5,8% de las-mujeres ocupadas frente al 1,1% de los varones. La mayoría de 
estas mujeres son erppleadas del servicio doméstico, y el.resto se concentran 

· en el comercio y la hostelería. 
La proporción de mujeres que trabajan en la Administración pública es 

importante, representan el 25, 1 % del total de mujeres asalariadas y superan 
en número absoluto a los varones. 

En cuanto a las 9if erencias salariales existentes entre la población asala­
riada masculina y femenina, podemos indicar que, si bien tradicionalmente la 
diferenciación salarial por sexos ha sido importante, hoy en día tiene· impor­
tancia limitada, 9a que, aunque anteriormente se podría detectar que ante las 
mismas funciones labor¡:¡Ies desarrolladas por hombres y mujeres, éstas recibí­
an menor salario, actualmente esta diferenciación es más bien o en gran parte 
consecuencia de· la segregación profesional y funcional existente en el merca~ 
do laboral. 

No obstante, y ante los datos obtenidos en las encuestas realizadas al 
efecto por Emakunde, podemos comprobar que el salario bruto pór hora para 
el conjunto de mujeres asalariadas es de 799 pesetas y el de los varones 
asciende a 1.019 pesetas, por tanto, el salario medio de las mujeres es de un 
21,6% inferior al de los varones. 

Si se prescinde de las personas que trabajan en la economía sumergida o 
tienen una relación laboral especial, que son el 35, 9%, el salario de las muje­

. res aumenta considerablemente de 799 a 889 pesetas, mientras que el de los 

-51-



varones apenas varía, situandose en 1.034 pesetas, y el diferencial salarial 
desciende del 21,6% al 14%. . 

El diferencial salarial por sexos en la Administración, el 10,5%, es muy 
inferior al de la ern'presa privada, el· 24,2%, y el del sector servicios, el 17 ,5%, 
sólo.ligeramente inferior al del sector industrial, el 22,4%. - ' 

Por categorías profesionales, el diferencial salarial es prácticamente nulo 
para las auxiliares administrativas y las técnicas superiores; es pequeño, con 
valores en torno al. 6%, para las directivas y las técnicas intermedias; alcanza 
valores próximos al 10% para las admipistrativas, las empleadas sin categoría 
y las peones y aprendices, y aumenta de forma considerable para las oficiales 
y especialistas, el 17,8%, y para las encargadas, el 23,4%. · 

·Por último, hemos de señalar que la gran mayoría de las mujeres asala­
riadas casadas tienen que compatibilizar el trabajo· fuera de· casa con las !abo-. . 
res del hogar, especialmente las mujeres casadas con hijos, que como mínimo 

. dedican cuatro horas diarias a la realización de las tareas domésticas. 
Este no es el caso de lé,ts mujeres solteras, al menos en su conjunto, ya 

que más de la mita.d no superan la hora diaria de dedicación a dichas tareas y, 
teniendo en cuenta que las solteras constituyen el 45% del total de mujeres 
ocupadas laboralm,¡míe, se puede deducir que esa doble actividad nó afecta a 
un colectivo importante de las mujeres trabajadoras. · 

El 5 7% de los varones dedican menos de media hora -a las labores 
domésticas, proporción que se eleva al 74% entre los casados con hijos mayo­
res de 12 años, y sólo entre una minoría de los casados menores de. 40 años 
se produce. la incorporación con cierta intensidad a la realización de las tareas 
domésticas. En definitiva, podemos afirmar que los hombres siguen sin asumir. 
como propias las labo~es del hogar. 

2- ALCANCE JURIDICO DE 1A PROHIBICION CONSTITUCIO­
NAL DE DISCRIMACION POR RAZON DE SEXO 

\ 

La prohibición de discriminación por razón de sexo se garantíza cons­
titucionalmente en nuestro país a la par que se conS'agra el principio de igual­
dad (art. 14), planteándose así, como bien advierte Carmen Sáez Lara en su 
estudio "Mujeres y mercado de trabajo", un problema interpretativo en cuanto 
a la relación de ambos principios. · 

· Entre las soluciones o interpretaeiones posibles, destacan, por Un lado, 
(1) aquella que identifica la prohibición de discriminación con el perfil negativo 
de la igualdad, de forrria que esta última sólo alcanzaría una mera igualdad de 
trato entre las personas, y, de otro, (2) aquella otra que confiere un valor autó­
nomo al principio de no discriminación, propugnando una auténtica igualdad 
de oportunidades. . . 

La interpretación que identifica la prohibición de discriminación con el 
perfil negativo de la igualdad presupofle un concepto de discriminación que, a 
decir de algunos autores (M. Rodríguez Piñeiro y M. F. Fernández López), 
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carecé de contenido autónomo. Ignora el sentido crítico y corrector que debe 
tener la tutela antidiscrimínatoria en atención a los áspectos prenormativos o 
sociales de las conductas discriminatorias,, quedando absorbida. y confundida 
con la igualdad de tratamiento. Se trata, en definitiva, de un modelo de tutela 
antidisc.riminatoria nada idóneo para la erradicación del fenómeno discrimina­
torio, en cuanto no supone avance alguno en la ,tute,la de la igualdad de opor-
tunidádes. . 

La interpretación que dota de valor autónómo a la prohibición de discri­
minación por razones específicas y qué na sido propuesta entre nosotros por 
los au~ores á los que anteriormente se ha hecho alusión, mantiene, sin embar­
go, que la prohibición que incorpora el artículo 14 de la Constitución Españo­
la es herencia directa de. los instrumentos internacionales de lucha contra la 
discriminación, en cuanto fenómeno de desigualdad y marginación social. 

De ahí que el problema de la discriminación no puede ser entendido solá­
mente cbmo una cuestión de mera igualdad, sino que su dimensión real ha de 
ser la de la protección de la libertad .de los individuos pertenecientes a grupos 
sociales menos poderosos o menos favorecidos, convirtiéndose en una cues­
tión de igualdad de oportunidades. · 

. Esta última interpretación, aqemás de presuponer un concepto de discri­
. minación que pretende abordar el fenómeno discriminatorio tal y como éste 

se manifiesta en lá realidad social de los modernos Estados democráticos, con­
. lleva un concepto de igualdad que, junto con la igualdad de trato, garantiza 
asimismo una igualdad real y efectiva, conectando, de esta manera, la prohibi­
ción de discriminación con la dignidad humana y de libertad de los individuos. 

La jurispruden'cia. del Tribunal Constitucioni:len materia de·discrimi- . 
nación laboral por razón del sexo se enmarca inicialmente dentro de la inter­
pretación que identifica fa prohibición de. discriminación con el perfil negativo 
de la igualdad. 

Así, nuestro Tribunal Constitucional entiende que no toda desigualdad 
constituye necesariamente una discriminación, sino sólo aquella que carezca 
de una justificación objetiva y razonable, en relación con la finalidad y efectos 
de la medida considerada, debiendo darse una relación razonable de propor­
cionalidad entre los medios empleados y la finalidad perseguida (STC 
22/1981). 

La única peculiaridad que se reconoce en relación con juicios de igualdad 
por razón de sexo, es la del mayor rigor exigible a la carga de la prueba del 
carácter objetivo y justificado de la diferencia que se cuestione, ya que el fac­
tor diferencial es uno de los típicos que el artículo 14 concreta para vetar que 
puedan ser base de diferenciaciones (STC 81/1982). 

La discriminación por sexo así contemplada supone, en definitiva, un jui­
cio de· igualdad, a pesar de su mayor intensidad y rigor. 

Como bien advierte Rodríguez Piñeiro, de lo anterior' resulta una visión 
neutra y bilateral de la no d.iscriminación y de la igualdad entre los sexos, que 
provoca curiosamente un contencioso constitucional planteado por yarones 
que se sienten discriminados con respecto a la mujer. 
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Cqmo, muestra de esta concepción neutra puede traerse a colación la 
STC 81/1982, en .la que se afirma que "la protección de la mujer por sí sola . 
no es razón suficiente para justificar la diferenciación, ni es suficiente tampoco 
que e.I sujeto beneficiario de la protección sea la mujer en cuanto tal mujer". 
Desafortunadamente, no se tienen en consideración los distintos roles y posi­
bilidades sociales que determinan la discriminación soda! de lamujer. 

Es a partir de 1987 cuando el Tribunal Constitucional va a configurár 
una noción de discriminadón más radical y valorativa y, en definitiva, más 
acorde con Jos instrumentos internacionales que se han ocupado de esta 
materia (convenios 98 y 111 OIT). 

La prohibición de discriminación que se contiene en el artículo 14.de la 
CE se desliga definitivamente de la visión neutra· y bilateral de un inicio, y la 
paridad apaiece Como un. instrumento de protecció.n de- los colectivos sociales 
más desfavorecidos, en orden a asegurar la efectiva igualdad de los 'individuos 
pertenecientes.a ellos. 

En este nuevo contexto, construido en atención a otros derechos como 
el de sindicación, se enmarca ahora la" prohibición de discriminación de la 
mujer, que sirve de soporte a su vez a una igualdad real y efectiva propia de 
un Estado social y democrático de Derecho. 

Este cambio significativo tiene lugar con ocasión de la STC 128/1987, 
que viene a declarar que la prohibición de discriminación por razón de sexo. 
halla su razón concreta "en la voluntad de. terminar con la histórica situación 
de inferioridad en que, en la vid~ social y jurídica, se había colocado á la 

·población femenina", situadón histórica que no puede ignorarse "si no se 
quieren dejar vacíos de contenido los preceptos constitucionales contrarios a 
la discriminación de la mujer". 

En otras palabras, si la práctica social discriminatoria que constituye el . 
supuesto de hecho es patente, la consecuencia correctora -la diferencia de 
trato- viene constitucionalmente exigida en un Estado social y democrático de 
Derecho, con el fin de asegurar la efectividad de la igualdad. · 

.. ' 

Como dice Rodríguez Piñeiro, se legitima constitucionalmente la actua-
ción de. los poderes públicos por remediar la situación desventajosa de las 
mujeres en el ámbito laboral, fo que no puede considerarse vulnerador del 
principio de igualdad, pues el trato más favoráble tiene en cuenta la distinta 
situación en cuanto dirigida a eliminar situaciones de discriminación existen-
tes. . . . 

Este nuevo posicionamiento del Tribunal Constitucional en materia de 
discriminación por razón c;ie sexo va a traer consigo un avance sustancial en la 
'promoción o impulso de una acción positiva en favor de las mujeres, así como 
en la extensión de la tutela antidiscriminatoria, además. de a los supuestos de 
discriminaciones directas strictu sensu, a las discriminaciones directas encu~ 
biertas y a las discriminaciones indirectas. 
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Discriminaciones directas 

El TC cataloga como discriminación directa "el tratamiento diferenciado 
y perjudicial en razón del sexo, donde el sexo sea objeto de consideración 
directa" (STC 145/1991). 

Han de entenderse integrados en este mismo concepto de discriminación 
directa . aquellos supuestos de trato diferenciado y desfavorable cuya causa 

·,obedezca a circunstancias directamente conectadas con el sexo, como son el 
embarazo y la maternidad, o que estén unidas al estado civil o familiar de la 

' . 

persona. . 
Cuando concurran una pluralidad de causas, la causa sexual deberá téner · 

un caráct~r determinante. En este sentido, STC 104/1987. 
El tratamiento de la discriminación directa puede resultar insuficiente 

,cuando la misma es analizada bajo el prisma de una mera igualdad de trato, , 
de acuerdo con' la interpretación tradicional que identifica· Ia prohibición· de 
discriminación con el perfil negativo de la igualdad, y que, como ya se ha 
señalado anteriormente, parte de una visión neutrá y bilater;:il ·de la igualdad 
entre sexos en la que tánto las diferencias biológicas como la distinta y más 
débil posición social de la mujer resultan irrelevantes. 

Asimismo, este concepto de discriminación directa puede verse seria­
mente afectado a la luz de es,l:a interpretación .eri supuesto~ de diferencias. 
sexuales inmutables en los que se carece de un elemento comparativo, esto 
es, la existencia de hombres en igual situación, como puede ser el embarazo. 

No .obstante, la nueva interpretación de la prohibición de discriminación 
por razón de sexo permite plantear sin dificultad ciertas diferencias ton base 
en causas biológicas y sociales de las mujeres, tendentes a lograr la igualdad 
real y efectiva de las mismas en el mundo laboral. 

En efecto, una vez que la prohibición de discriminación se pone encone-
. xión con la histórica situación de desigualdad social y jurídica de la mujer, se · 
·introduce lo que se ha dado en llamar "test del efecto o del impacto.compen-
. sador", de tal manera c¡ue las diferencias de trato están justificadas "si se trata 

! 
de una medida cuyo. designio consiste en compensar una previa desigualdad 
real" (STC 19/1989), y son, por el contrario, constitucionalménte ilegítimas 
aquellas que no responden a una. consideración no igual de la mujer como tra-
bajadora (STC 28/1992). · 

En consonancia con este nuevo planteamiento, son tres' las excepciones 
a 'la igualdad de trato generalmente admitidas; todas ellas contempladas en la 
Directiva Comunitaria 76/207 sobre igualdad de trato entre hombres y muje-
res: 

1) la exclusión de l;';lmujer de determinadas actividades profesionales con · 
base en la naturaleza de la actividad o én las condiciones de su ejerci­
cio. 

2) la protección de la mujer, especialmente en lo que se refiere al emba­
razo y a la maternidad. 

3) la promoción de la igualdad dé oportunidades entre hombre y mujer. 
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Discriminaciones directas encubiertas· 

. . Son aquellas en las que, si bien el sexo no es la causa explicitamente ale­
gada para establec'er la diferencia deJrato, constituye el motivo real que guía 
la actuación discriminatoriá. · · · 

La principal dificultad que se viene apuntando con respecto a este tipo 
dé discr.iminación es la de la dificultad de la prueba. . 

Frente a ello, las distintas instancias judiciales (tanto a nivel comunitario 
como interno) han reáccionado haciendo extensivo al á\Tlbito de la qiscrimina­
ción sexual la solución previamente avanzada para . la .tutela de los derechos 
fundamentales, haciendo recaer sobre el empresario la carga de la prueba de 
que su actividad, presumiblemente discriminatoria por razón de sexo, es ajena 
a cualquier intención discriminatoria (STC i66/1988). 

· Discriminaciones indirectas 

Las discriminaciones indirectas incluyen, según definición que de las mis­
mas se recoge en la STC 145/1991; "los trntamientos formalmente no discri­
minatorios de los que derivan, por las diferencias· fácticas que tienen lugar 
entre· trabajado.res de diverso sexo, consecuencias desiguales y perjudiciales 
( ... ) sobre los trabajadores de uno y otro sexo a causa de su diferencia de 
sexo." · 

La extensión de la· tutela discriminatqriá a este.tipo de prácticas jndirec..: 
tas supone el establecimiento de un nuevo límite a la iniciativa empresarial, y 
ello porque se impone la tóma en consideración, incluso supeditando las exi­
gencias productivas de la empresa, del efecto discriminatorio de una medida · 
empresarial, toda vez que la tacha discriminatoria sólo desaparece cuando se 
demuestra que la medida .con efecto adverso responde a otra causa distinta de 
la del sexo y necesaria para Ja empresa. · 

3~ PIANES DE ACCION POSITIVA 

En Ja descripción de los datos estadísticos que. hemos realizado en el pri­
mer apartado,, hemos podido comprobar cuái es la problemática adual a la 
que se tiene que enfrentar la mujer, tanto para acceder a la actividad laboral, 
así como en las propias relaciones laborales. ' 

Si bien de los datos estudiados se puede deducir que el nivel de participa­
ción de la mujer en el mercado de trabajo éstá aumentando sensiblemente, en 

. dicho acceso siguen siendo profundas las diferencias entre hombres y mujeres, 
t~mto en términos de participación en la actividad económica, como a nivel de 
la estructura del empleo, los niveles salariales, y s6bre todo en IÓ que respecta 
al repárto de las responsabilidades familiares y en lo que al trabajo doméstico 
se refiere, que hace que las mujeres sean trabajadoras de doble jornada. Ante 
esta situación, quien debe asumir la responsabilidad de que este tipo de obstá~ 
culos vayan. desapareciendo, para conseguir llegar a que la mujer tenga las 
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mismas oportµnidades que el hombre en la incorporacior:\ a la ,actividad eco­
nómica, y realmente esta igualdad sea efectiva, deben ser los poderes públi­
cos. 

No obstante, se considera importante a la hora de elbborar y aplicar las 
políticas. tendentes a favorecer la igualdad, no sólo la implicación de los pode-. 
res públicos, sino también buscar .un equilibrio entre. éstos y la sociedad, para, 
lo cual es .fundamental la participación de los distintos agentes sociales en el 
diseño, implantación y control de las intervenciones públicas. 

, Desde esta perspectiva, Emakunde (IVM) ha elaborado el Plan de Acción 
Positiva para el período comprendido entre 1991-1994, plan que se· ha reali­
zadó teniendo en cuenta los . diversos estudios e investigaciones efectuados 
sobre la sitúación especifica de l¡:¡. mujer en Euskadi, planteándose las acciones 
posibles en función del nivel de competencias de áutogobierno de nuestra 
comunidad, ·así como ánalizando otros planes de igualdad de oportunidades 
desarrollados a nivel autonómico, estatal y europeo. 

, Con objeto de evitar caer .en duplicidades a la .hora de reflejar las accioc 
nes prioritarias que deben ir dirigidas a la igualdad de la mújer en el. mercado 
laboral, en este apartado únicamente vamos a reflejar lo dispuesto en el Plan 
de Acción Positiva elaborado por Emakunde, dado que básicamente las aedo- . 
nes que 'se próponen son similares a las de los planes de ácción positiva esta­
tales, y siguen las pautas marcadas por los plan~s de igualdad de oportunida-
des comu~itarias. . · 

Si bien en este plan se contemplan obj<;itivos y acciones tendentes a 
fomentar la igualdad de l.a mujer en todos los niveles sociales, en esta ponen­
cia trataremos de reflejar aquellas que inciden sobre situaciones de discrimina­
ción que se suceden en el meréado laboral, principalmente haremos hincapié 
en las medidas que se proponen respecto al empleo, formación, relaciones ·· 
laborales y.seguridad.social. 

En este sentido, como primer objetivo se plantea mejorar el conocimien-' 
to de la situación social de las mujeres en reladón con el trabajo. Se considera 
imprescindible la realización de estudios, la elaboración de indicadores y la 
adecuación de las fuentes estadísticas existentes que permitan conocer la · 
estructura ocupacional de las mujeres vascas, tanto en lo referente al mercado · 
laboral como al trabajo doméstico, y detectar las desigualdades existentes,· la 

·génesis y los mecanismos de reproducción de las mismas. Así, entre las accio­
nes que se marcan, podemos destacar las siguientes: 

- Introducir sistemáticamente la variable sexo en todas las estadísticas de 
paro registrado, colocaciones y protección por desempleo; sobre salarios, con 
el fin de conocer las diferencias salariales entre hombres y mujeres; en los 
indicadores de evaluación de las medidas de fomento de empleo. 

- Desagregar y recoger por sexos las estadísticas de personal en to~as las 
encuestas del sector económico. ' 

- Sustituir en las publicaciones estadísticas y en las encuestas de pobla­
ción eh relación con la actividad, la denominación de "sus labores" por ... traba­
ja en el hogar". 
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- Estudiar la incidencia de la economía sumergida en. el trabajo de las 
mujeres y generar los indicadores necesarios que permitan efectuar un segui­
miento de su evolución. 

- Analizar el alcance de las responsabilidades familiares hacia los niños y 
·otros miembros de la familia y su 'impacto en la actividad profesional de lás 
mujere.s, así como de los niveles de participación en el trabajo doméstico. 

- Desarrollar y aplicar, en la línea establecida por la OIT, sistemas de esti­
mación del trabajo doméstico y su aportación al PIB de la Comunidad Autó­
noma del País Vasco, incorporando sus resultados a las publicaciones estadíS­
ticas. 

Para la promoción. de estas acciones se consideran organismos implica-· 
dos: Departamento de Trabajo y Seguridad Social, Departamento de,Econo~ 
mía y Planificación, EUSTAT (Instituto Vasco de Estadísfiéa) y Emakunde. 

Por otra parte, en ei apartado ,,anterior constatábamos que la incorpora­
ción de la mujer al mercado de trabajo se e_stá produci~ndo en momentos de 
grandes cambios tecnológicos, gran competitividad, por lo que se requiere uná 
sólida información y orientación profesional para que el acceso al campo 
laboral se produzca en igualdad de condiciones. Asimismo, es necesaria una 
orientación específica pqra las mujeres que se encuentran en el desempleo, 
para aquellas que se reincorporan tras varios años de abandono de la activi­
dad laboral o las que acceden por primera vez sin experieneia. · 

Es por ello pOr lo que se propone activar los siguientes objetivos: 
1 Q Sensibilizar a los agentes sociales de la Comunidad Autónoma del País 

Vasco sobre la necesidad de avanzar en la igualdad de oportunidades profesio­
nales. Las acciones que se pretenden en este sentido son: 

- Promover campañas informativas y seminarios de trabajo dirigidos a 
instituciones públicas, organizaciones sindicale.s y empresariales y públi­
co en general, que divulguen la realidad sotio-profesional de las mujeres · 
y propongan líneas de actuación operativas (negociación colectiva, 
medidas de acción positiva, etc.). 

f1 - Introducir en los soportes informáticos públicos la oferta de formación y 
.orientación pata las mujeres. 

2Q Informar y orientar profesionalmente a las mujeres que deseen incor­
porarse al mercado de trabajo o proéuren su promoción profesional. Para 
avanzar hacia este objetivo se pretenden las siguientes acciones: 

- Diseñar e. implantar un modelo de información y orientación profesio­
nal, que tenga en· cuenta la especificidad de los diferentes colectivos de 
mujeres y esté basado en los principios citados. 

- Formar al personal que trabaja en centros de información y orientación 
en el modelo que se pretende en la acción anterior. 

- Introducir acciones de orientación e información profesional, junto con 
las acciones de apoyo que se dispensan en los centros de servicios 
sociales, a las mujeres con dificultades (madres solteras, maltratadas, ... ). 

3Q Motivar a las mujeres para. el desempeño de un puesto de trabajo a 
través del desarrollo de su capacidad y habilidades personales, Así se marcan 
las siguientes acciones: · 
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-Diseñar un modelo útil, abierto, válido y experimentado de motivación y 
sensibilización de las mujeres, para incentivar su integración en, la activi~ 
dad laboral, utilizando amplios recursos. 

- Intensificar la realización de acciones de motivación en todos Íos cursos 
de formación que acojan a mujeres desempleadas de larga duración o 
que cualifiquen para empleos tradieionalmente masculinos; en los pro­
cesos de orientación profesional en los que se perciba dificultad p;ra la 
inserción de las mujeres en el puesto de trabajo o en un proceso de cua- · 
lificatión; en colectivos de mujeres en situaciones de desempleo, 
empleo sumergido o subempleo. · 

Los organismos implicados en el desarrollo y promoción é:le estas accio­
nes se consideran: el Departamento de Trabajo y Seguridad Social; Departa­
rhentó de Presidencia, Régimen Jurídico y Desarrollo Autonómico;. diputacio­
nes forales; ayuntamientos y Emakunde. 

El nivel de formación y el reciclaje profesional determinan, asimismo, las 
probabilidades de acceso a \m empleo, por lo cual se marcan los siguientes 

·· objetivos: · . · 
1 º Planificar la oferta formativa de manera que las mujeres utilicen los 

recursos formativos de la CÓmunidad Autónoma del País Vasco. Para su desa­
rrollo se tendrán en cuenta las siguientes acciones: 

- Sensibilizar a los agentes que participan en el proceso de planificación 
é:le la formación, acerca de que el desarrollo comarcal o local e'xige 
alcanzar la máxima integración posible de las mujeres en el. mercado de 
trabajo. 

- Potenciar la promoción de acciones formativas en el seno de las a$ocia­
ciones de mujeres y de las centráles sindicales, vinculadas al desarrollo 
económico, el empleo, la formación y las medidas de acción positiva en 
estos ámbitos. 

- Realizar acciones trasnacionales en colaboración con organismos de 
formación de otros países comunitarios, intercambiando experiencias, 
metodologías, profesorado y alumnos,' que permitan .progresar y mejo-
rar en los planes de reciclaje y formación ocupacional exis.tentes. 1 

2º Promover ·líneas de actuación que contribuyan a la mejora del nivel 
profesional de las mujeres ocupadas y eri desempleo. · 

En esta línea de. actuación se promueven entre otras las siguientes ac(:io­
nes: 

- Promover la formación ocupacional y el reciclaje profesional de las 
mujeres, tanto .en grupos mixtos como .en grupos específicos, cuyos 
contenidos sean coherentes con las demandas del mercado de trabajo. 

- Planificar cursos formativos dentro de la jornada laboral. , 
- Desarrollar acciones formativas que permitan la inserción en el mercado 

de trabajo de colectivos de mujeres en situación económica precaria, 
con responsabilidades familiares compartidas o no y aquellas que sufren 
minusvalía. 
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- Diseñar módulos de preformación como etapa necesaria en los proce­
sos de formación de colectivos de mujeres con escaso nivel educativo y 
profesional.· . · · 

- Promover acciones formativas para las mujeres· del medio rural, orien­
tándolas hacia una mejor preparación en técnicas empresariales y 
comerciales, así como a la mejora y desarrollo de nuevas técnicas pro­
ductivas. 

· ~ Detectar e impedir la. existencia de discriminación directa e indirecta en 
los plánes de formación de las empresas subvencionables por la Admi­

. nistraCÍón, debiéndose revertir éstas si se compróbara la existencia de 
discriminación en la oferta formativa, selección del aluml)ado, coriteni· 
dos a desarrollar, materiales de apoyo, etc. 

- Incentivar a las empresas que protnuevaQ. el reciclaje de mujeres en 
puestos en transformación, así como aJas que promuevan ei reciclaje 
profesional de las mujeres en puestos de. baja cualificación. 

3º Diseñar y apli~ar acciones formativa:s orientad.as a que las mujeres res­
. pendan en un plano· de igualdad al desafio. tecnológico: Así, se insta a los 
organismos implicados a: · ' 

- Desandlar campañas de sensibilización que motiven a las mujeres hacia 
la formación erÍ el uso y aplicaciones de las nuevas tecnologías, pa:ra 

. garantizar y aumentar su presencia en el trabajo. . 
1- Incentivar a las empresas, para que en los cursos de formación en nue­

vas tecnologías la participación de las trabajadoras guarde la proporcio­
nalidad con su presencia en la plantilla. · 

4º Potenciar la formación de asesores/as para el desarrollo de las aedo· 
nes positivas en materia de empleo, formación y relaeiones laborales. Con 
esta medida se pretende ci:ear una nueva figura profesional, que tendrá como 
objetivo impulsar proyectos e iniciativas a favor de una mejor y mayor utiliza­
ción de mano de obra femenina en las estadísticas profesionales de empleo, y 
asesorar ·e informar a. los agentes sociales, ·con el fin de orientarles sobre la . 
igualdad en los procesos de negociación colectiva, tal como se viene desarro­
llando en di.ferentes países europeos. Con este fin se propone como acción: 
diseñar e impartir cursos de formación. de asesoras/ es para la igualdad con 
contenidos técnicos y prácticos, que permitan contar con profesionales ade­
cuados ;al perfiLnecesario, en función del ámbito de actuación, para el ejerci-
cio .de esta nueva figura profesional. . 

Por último, para. conocer el impacto de e.stas acciones, que tienden a 
garantizar la formación de las mujeres, resulta imprescindible realizar una eva­
luación anual de los procesos formativos puestos en marcha. 

Se consideran organismos involucrados en fomentar estas ·acciones· el 
Departamento de Trabajo y. Seguridad Social;. DepartamentO de Presidencia, 
Régimen Jurídico y Desarrollo Autonómico; Departamento de Agricultura y 
Pesca; IVAP (Instituto Vasco de Administración Pública); diputaciones forales; 
ayuntamientos y Emakunde. 

·· Respecto a la política de fomento del empleo de las mujeres, se marcan 
los siguientes objetivos: , ' . ·. · . 

-60-



. . 

12 Fomentar el acceso de las mujeres al empleo, eliminando las barreras 
que existen para el acceso de éstas a la industria y a determinados oficios y 

· categorías profesionales. . 
Los poderes públicos deberán desarrollar programas de fomento del 

empleo y de apoyo a Ja contratación de mujeres, que permitan elevar la cuota 
de participación de éstas en las diferentes modalidades de contratación . y · 
especialmente: 

a) Apoyo a lq contratación de mujeres mayores de 30 años. 
b) Apoyo a la 'contratación de mujeres con responsabilidades familiares, 

cuyos ingresos, aun percibiendo ayuda o pensión, sean inferiores al 
150% del salario mínimo interprofesional vigente. 

c) Apoyo a la contr?tación de mujeres de familias monoparentélles con 
responsabilidades familiares compartidas o no, cuyos ingresos familia­
res sean inferiores al 150% del salario mínimo interprofesional vigente. 

d) Apoyo a la contratación de mujeres en profesiones y categorías en las 
que están subrepresentadas, · 

En las modalidades de contratación en las que se tengan en cuenta perío­
do~ de tiempo determinados para poder hacer efectiva la contratación, se des­
contará un año por maternidad, si la hubi;era h¡;¡bido, al igual que sucede con 
los hombres mientras cumplen el servicio militar o civil. 

.Las ofertas para las contrataciones beneficiarias de subvenciones por 
parte de la· Administración deberán· efeduar referencia explícita al cumpli­

. miento del principio de igualdad de oportunidades para las mujeres. . 
22 Apoyar' las iniciativas de autoempleo y creación de empresas, coope­

rativas y sociedades anónimp.s laborales promovidas por mujeres, evitando· su 
precarizaci6n. Para lograr este objetivo se deberán promover las siguientes 
acciones: 

- Analizar e implantar experiencias realizadas en otros países comunita­
rios de. constitución de entidades de promoción, animación y pr6fesio­
nalización de las mujeres empresarias, reforzando la información, la 
asistencia técnica y la fi~anciación a los proyectos de autoerripleo y cre­
ación de empresas promovidas por mujeres. 

- Establecer incentivos en los programas de iniciativas locales de empleo, 
que fomenten el empleo y autoempleo de las mujeres, así como su par­
ticipación en la gestión empresarial. 

32 Desarrollar por la Administración pública vasca una política activa,. 
dirigida a la igualdad de oportunidades en ·la contratación, formación y pro­
moción de su personal. 

En el Programa/ Comunitario de Igualdad de Oportunidades para las 
Mujeres 1986-1990 se recomienda a los Estados . miembros que el sector 
público, en calidad de empleador, debe dar ejemplo en la adopción de medi­
das específicas orientadas a fomentar la contratación de mujeres y preconizar 
el carácter mixto del empleo. 
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Para ello se proponen las siguientes medidas: 
, Eliminar la utilización del lenguaje discriminatorio en las ofertas empleo 

público; velar para. que los procedimientos de contratación y selección en la 
Administración pública no contengan elementos discriminatorios, establecien­
do mecanismos que garanticen el principio de igualdad d'e oportunidades; 
investigar lós obstáculos que las mujeres tienen en el ejercicio de su profesión 
y promoción corno empleadas de la Administración pública, con el fin de erra­
dicar las prácticas y componentes discriminatorios en las relaciones y condi­
ciones de trabajo; y, por último, desarrollar programas de prorno,ción de rnuje-· 
res ·en funciones. y niveles de mayor cualificación y responsabilidad en la· 
Administración pública, con carácter ejernplfficador para el conjunto de los 
empleados. · · · 

Los organismos implicados en esta materia son: Departamento de Traba­
jo y Seguridad Social; Departamento de Presidencia, Régimen Jurídico y 
Desarrollo AutonórniCo; NAP; diputaciones forales; ayuntamientos y Ernakun­
de. · 

En cuanto a las relaciones laborales, se produc;en frecuentemente prácth 
cas y políticas de empleo que, en apariencia, son neutrales, pero que tienen 
efectos discriminatorios para las mujeres. En los requisitos que se establecen 
para un puesto de trabajo se utilizan a menudo nociones sexistas estereotipa­
das que excluyen a las mujeres, resultando una segregación s~ctorial y profe-
sional manifiestamente discriminatoria. · 

Con el fin de evitar estas desigualdades que se producen en el campo de 
las relaciones laborales, se marcan los siguientes objetivos: 

1 º Difundir,y defender los derechos laborales de las mujeres, mediante la 
elaboración y actualización periódica de una guía de los derechos labórales de 
las mujeres; implicar a la Inspección de Trabajo en el cúmplimiento del 'Pian 
de Acción Positiva, elaborando un plan de trabajo contra las discriminaciones 
por razón de sexo en el ámbito de las relaciones laborales; fomentar, median­
te información y apoyo a las trabajadoras, el acceso a la Inspección de Traba­
jo y a los tribunales de lo social, en supuestos de discriminación por razón de 
sexo. 

2º Sensibilizar y estimular a !os agentes sociales para que desarrollen 
medidas de acción positiva, tendentes a eliminar la discriminación en la pro­
moción del empleo y en las relaciones laborales. Para ello,. se propone a los 
poderes públicos: apoyar y estimular, mediante incentivos, el diseño y aplica­
ción de planes de acción positiva llevados a cabo por e!Ílpresas y sindicatos en 
el marco de la negociación colectiva; instar a las organizaciones miembros del 
Consejo de Relaciones Laborales, a .través de su Presidente, a la creación en 
su seno de un área específica, dedicada a la igualdad de oportunidades, y a la 
incorporación de esta materia en la negociación colectiva, y elaborar una guía 
de recomendaciones, corno apoyo para la articulación de la negociación 
colectiva sobre bases no discriminatorias. · 

3º Aumentar la participación de las mujeres en el campo de las relacio­
nes laborales, fomentando ·su representatividad dentro de las estructuras 
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sindicales y empresariales. Para ello, se debe fomentar ef desarrollo de programas 
de acción positiva en el seno de las organizaciones sindicales y empresariales. 

4Q Mejorar las condiciones de trabajo de las mujeres, evitando la descuali­
ficación y la discriminación. Para lograr este objetivo, se proponen las siguien­
tes acciones: ·establecer, incentivos para aquellas -empresas que demuestren 
que en las promociones internas que hayan realizado ha habido un incremen­
to de mujeres· en sectores, oficios o niveles en los que estaban infrarrepresen­
tadas; promover la revisión de la clasificación profesional en los conve_nios 
colectivos de trabajo, revalorizando los puestos y categorías profesionales ocu- , 
pados mayoritariamente por mujeres, en función de su valor, con el (¡n de . 
garantizar el principio de igualdad en las retribuciones; y, por último, intensifi·' · 
car la vigilancia de la Inspección de Trabajo ~n las clasificaciones profesionales · 
de los puestos ocupados por las mujeres, de acuerdo con las actividades que 
realizan . 

.SQ Combatir él acoso sexual en 'los centros de trabajo, elaborando infor­
mes sobre_ la frecuencia del acoso sexual, las 'formas que adopta, las· conse-

, cuendas para la victima y cuantas cuestiones sea necesario conocer para erra­
dicar este fenómeno social; informand0 y sensibilizanc;lo a las mujeres sobre la 
. conveniencia y las posibilidades de denuncia dé las s'uuaciones de acoso sexual 
en el trabajo; instando a· los interlocutores sociales para que promuevan vías 
adecuadas para el análisis, denuncia y resoh..idón de las situaciones de acoso 

·sexual en el trabajo; impidiendo acciones de represalia contra la pérsona 
denunciante; y, por último, se insta a promover la sensibilización e informa­
ción entre los representantes. de los trabajadores en las empresas, con el fin 
de que constituyan un apoyo eficaz a las víctimas de acoso sexual. 

6Q .Impulsar la equiparación de léls condiciones de trabajo y de cobertura 
social en las relaciones laborales del servicio del hogar familiar con las de los 
demás trabajadores. Las· medidas que se proponen para lograr este objetivo 
son: por una parte, establecer mecanismos de <;ontrol y denuncia que garanti­
cen'. el cumplimiento de la normativa labor.al actual del servicio del hogar fami­
liar, entre tanto se revisa la normátiva existente y se estudia la elaboración de 
un nuevo proyecto que equipare las condiciones de trabajo del servicio domés­
tico con las de los demás trabajadores y, por otra, realizar una investigación 
en profundidad sobre las condiciones de trabajo, niveles retributivos y de 
cobertura social de las trabajadoras del servido del hogar familiar. 

7Q Desarrollar programas preventivos de salud laboral para las trabajado~ 
ras. En este sentido, se pretende activar las iniciativas de las trabajadoras y de 
los agentes sociales para, investigar determinadas condiciones de trabajo, lesi­
vas para su bienestar integral, así como fomentar la adopción de medidas de 
seguridad en el puesto de trabajo de mujeres embarazadas en situación de 
riesgo. 

Deben implicarse los siguientes organismos: Departamento de Trabajo y 
Seguridad Social, Consejo de Relaciones Laborales, Inspección de Trabajo y 
Emakunde. 
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Para conseguir una igualdad real en la incorp~ración de la mujer al mer­
ca~o laboral, se hace indispensable fomentar el reparto de las responsabilida­
des familiares y profesionales. ES necesaria una mayor incidencia de las políti­
cas públicas orientadas a conseguir un reparto más equitativo de las responsa-
bilidades familiares y una mayor sensibilidad, por parte de los agentes sociales, 
hacia las personas con responsabilidades familio,res. Este es uno de los objeti­
. vos prioritarios, que apuntó la Comisión.de las Comunidades Europeas para 
los años 90: · · 

·Y, en este sentido, el 'Plan de Aceión Positiva para las mujeres de la 
Comunidad Aµtórioma Vasca, el cual tratamos de reflejar, propone promover 
el reparto equitativo de responsabilidades familiares entre hombres y mujeres, 
como condición básica para el desarrollo eficaz de una política de igualdad de 
oportunidades en el empleo. Es por .ello por lo que se insta a los poderes 

' ' ' 

públicos a: (1) desarrollar campañas de sensibilización sobre la corresponsabfü-
dad de hombres y mujeres en las tareas y responsabilidades familiares; (2) pro­
mover la difusión de las normas que regulan permisos, licencias o excedencias 
para el ejercicio de la maternidad y la paternidad; (3) incentivar a las empresas 
que cubrc;m interinamente el puesto de trabajo de una. mujer en situación de , 
licencia por maternidad, mediante .contrato de interinaje celebrado con otra 
trabajadora; (4) instar a los. agentes sociales a la- regulación, a través de la 
negociación colectiva, de permisos, licencias o excedencias para trabajado­
res/as con resp6nsabilidades familiares, que permitan un reparto más equitati- · 
vo; (5) fomentar las condiciones de trabajo (flexibilidad de horarios, posibilidad 
de créditos de tiempo repartidos en un período largo, ... ), que permitan a los 
trabajadores/as compatibilizar el empleo con responsabilidades familiares; (6) 
fomentar y mejorar los servicios comunitarios, para una mejor adecuación de 
las responsabilidades familiares y ocupacionales de la población: transportes, 
comedores escolares, atención a personas de avanzada edad, horarios de los 
.servicios compatibles ·con las responsabilidades ocupacionales; (7) aplicar en 
toda su integrida<:I el Convenio,nQ 156 de la OIT, sobre la igualdad de oportu­
nida<:les y de trato entre trabajádores/as con responsabilídades familiares. 

Se implica a los siguientes organismos en la promoción y fomento de 
estas medidas: Departamento de Trabajo y ,Seguripad Social, diputaciones 
foro,les, ayuntamientos y Emakunde. · 

Por último, se plasman en este plan los objetivos y .acciones referentes a 
superar las situaciones de discriminación .que se plantean en. la· legislación y 
normativa de Seguridad Social. Se originan situaciones de discriminación 
directa a la hora de considerar a las hijas, esposas o viudas, dedicadas exclusi­
vamente al cuidado de la familia, beneficiarias de las prestaciones asistenciales 

' ' 

y económicas que la Seguridad Social otorga. Y además, se plantean situacio-
nes de discriminación indirecta respecto al varón, derivadas de la. posición 
socioeconómica de las mujeres,. que se traduce en el cobro de prestaciones 
económicas más bajas. 

Así, se plantea cómo objetivo prioritario analizar, cuantitativamente y 
cualitativamente, la incidencia de la adecuación progresiva del sistema de 
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Seguridád Social para la puesta en práctica del principio de igualdad de opor­
tunidades. Se insta a los poderes públicos a: (1) estudiar la incidencia de la 
modificación en el régimenjurídico de las pensiones de viudedad, orfandad y 
a favor de familiares, en la línea de la propuesta de la Directiva Comunitaria; 
(2) estudiar y analizar la especificidad del régimen de empleados del hogar, 
con la perspectiva de la equiparación con. el Régimen General; (3) analizar la 
incidencia en los regímenes de protección. social de funcionarios de la Admi­
nistrqeión pública vasca de las modificaciones de las pensiones por viudedad, 
orfapdad y a favor de familiares. 

Deben implicarse para fomentar estas medidas el Departamento de Tra­
bajo y Seguridad Social y Emakunde. 

4- VALORACION EN CUANTO. AL GRADO DE EJECUCION 
DEL PLAN DE ACCION POSITIVA Y NUEVAS PROPUESTAS 
DE ACTUACION 

'Las memorias elaboradas por Emakunde/Instituto Vasco de la Mujer, en 
seguimiento . de la actuación de los poderes público~ con respecto al plan 
aprobado con el fin de eliminar las trabas que impidan o dificulten la igualdad 
real y efectiva entre ambos sexos, constituye una fuente válida de la que extra­
er una primera valoración sobre el grado de consecución de dichos objetivos. 

Según la memoria correspondiente al pasado ejercicio de 1993, del total 
de 295 actividades promovidas, un 40,6% corresponde a áreas relevantes a 
efectos' de la presente ponencia. Concretamente, .el área de formación y 
empleó ocupa un 23%, mientras que el área de servicios sociocomunitarios 
supone un 17 ,6% del total. . 

El elevado índice de actividades en el área de formación y empleo res­
ponde, en opinión de Emakunde, no sólo a la preocupación de las distintas 
administraciones ante la situación socioeconómica de Euskadi, sino que tam­
bién refleja la incidencia de los fondos estructurales europeos destinados a 
promover la incorporación de las mujeres al mercado laboral. 

En cuanto al área de servicios sociocomunitarios, ha de señalarse que 
gran parte de los datos relativos a la misma se corresponde con actividades de 
asesoramiento e información sobre los recursos existentes y la utilización de 
los mismos, y no tanto a la creación de nuevos servicios. 

Atendiendo a la \categorización de actividades en función del tipo de 
intervención que implican (información, sensibilización; formación, acción 
directa, etc.), son las actividades orientadas a la formación las que representan 
un mayor peso porcentual (31,2%). 

Ha de precisarse que en esta categoría de actividad se incluye todo tipo 
de formación, si bien la formación ocupacional que a nosotros nos interesa 
destacar constituye el sector más importante, con un 13% del total. 

En este sentido, se ha de reconocer que la prioridad de esfuerzos para· 
conseguir que las mujeres respondan en un plano de igualdad a los importantes 
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cambios tecn~lógicos y culturales de fin de siglo, se ha plásmado realmente en 
el peso de las actividades realizadas bajo esta modalidad de intervención. 

. La acción directa; si bien. ocupa un tercer lugar en las modalidades. de 
intervención (14%), se centra fundamentalmente en actividades asistenciales y 
de asesorarpiento, por lo que ha de considerarse~ que nos encontramos ante 
una acción directa limitada a colectivos espedficos de mujeres de mayores difi­
cultades, no habiendo alcanzado todavía al conjunto de la sociedad. 

En cuanto al grado de participación de los distinfos t¡rganismos con res­
ponsabilidad en la ejécución del plan, y en lo que afecta a k>s departamenfos y 
organismos del Gobierno Vasco, destaca, en primer lugar, la presencia del 
Departamento de. Trabajo y Seguridad Sociál con una cifra de actividad que 
representa el 8% del total. 

La intervención de las diputaciones forales y de los ayuntamientos, que 
es también bastante elevada (25, 1% y 43,5%, respectivamente), concuerda 
con la tendencia anteriormente señalada acerca de las modalidades a las que 
se les ha dado prioridad en este ejercicio, ya que las actuaciones de sensibiliza­
ción, formación y acción directa en asesoramiento y nivel asistencial a colecti­
vos desfavorecidos de mujeres se corresponden precisamente con los niveles 
coinpetenciales de. estas administraciones. 

A juicio de Emakunde, de los anteriores datos se constata que las tenden­
cias apuntadas en la memori.a se adecúan sólo a Jos objetivos más básicos del 
plan, fundamentalmente sensibilización de la sociedad vasca sobre. la necesaria 
igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres y la atención de colectivos. 
de mujeres con mayores dificultades, sobre todo en cuanto a su formación, 
tanto general como ocupacional. .. 

Por contra, se observan dos déficit importantes en las Hneas de interven­
ción. Ciertamente, se produce una carencia de acciones directas orientadas a. 
intervenciones de tipo redistributivo, sobre todo en servidos sociocomunita­
rios. Asimismo, se detecta una inadecuación de la propia Administración para 

. constituirse en agente activo de las políticas de acción positiva, extremo este 
que provoca la ausencia de acciones directas más intensas. ' 

Se insiste, sin .embargo, én que esta situación, al igual que ocurre en 
otras iniciativas de ámbito comunitario, se corresponde a una primera fase de 
la puesta en funcionamiento de una política. pública de igualdad de oportuni­
dades, siendo preciso qúe la Administración vasca haga suya la necesidad de 
acometer una segunda fase más orientada a una acción p.ositiva propiamente 
dicha. · . · ' ' 

Una vez efectuada esta inicial valoración de carácter general con respec­
to a los resultados inmediatos de las primeras iniciativas aprobadas por los 
poderes públicos en atención a la realidad social existente, no podemos dar 
por cerrada esta ponencia sin hacer una serie de reflexiones o considerado-· 

· nes en torno a las pautas que deben guiar la futura actuación de las distintas 
instancias administrativas, en esta constante y continua "pugna" por lograr 
una auténtica equiparación entre ambos sexos en la totalidad de los diferentes 
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sectores sociales y, más concretamente, en el sector laboral que ahora nos 
ocupa, en· la eonfianza de que estas reflexiones puedan constituir la base de 
futuras propuestas conjuntas. 

Para esta tarea, y con el fin de dotar á nuestra exposición de una mínima 
coherencia y rigor sistemáticos, hemos optado por tomar como referencia las 
diversas excepciones al principio de ,igualdad de trato entre hombres y muje­
res que, .de un modo general, se reconocen en el actual marco comunitario 

·(Directiva 76/207), y que, como recordarán, no son otras que: (1) la exclusión 
de determinadas actividades profesionales, (2) las medidas de protección de lá 
mujer y, por último, (3) las medidas de promoción de igualdaq de oportunida­
des. 

1- Actividades profesionales excluidas 

La Directiva Comunitaria sobre igualdad de trato entre hombres y muje­
res, concretamente su artículo 2.2, faculta a los Estados para excluir de su 
aplicación las actividades profesionales para las cuales el sexo constituye una 
condición determinante, en razón de su naturaleza o de las condiciones de 
ejercicio. 

Su artículo 9.2 establece asimismo que los Estados miembros .han de 
proceder periódicamente a. t.Ín examen de las actividades profesionales exclui­
das, con el fin dé comprobar, teniendo en cuenta la evolución social, si está 
justificado mantener tales exclusiones. 

La base teórica de esta excepción a la integración . de la mujer en el 
mundo laboral reside en la búsqueda de un punto de equilibrio entre el princi­
pio de no discriminación y el principio de libertad empresarial -ambos consti­
tucionalmente tutelados-, de manera ·que el sexo no pueda operar como un 
factor discriminante en la empresa; .salvo en las estrictas circunstancias en las 
que sea realmente necesario para la actividad empresarial. ' 

El Estado español.presenta en este terreno una laguna normativa ·impor­
tante. Frente a ello, ha debido ser el propio Tribunal Constitucional el que en 
distintos pronunciamientos (p. ej., minería) ha tenido que posicionarse E:n esta 
materia, admitiendo como constitucionalmente legítimas las diferencias en las 
condiciones de acceso al empleo y en las condiciones de trabajo basadas en 
criterios fundados y razonados de orden biológico y natural, para la.s q~e el 
sexo no puede resultar.irrelevante (STC 229/1992). 

No obstante, sería deseable la elaboración y aprobación de una normati­
va antidiscriminatoriá ad hoc, eso sí, sujetá a una constante revisión, que 
explicitase y concretase el catálogo de profesiones vedadas a las mujeres, en 
atención a las diferencias sexuales existentes y· al margen de cualquier otra 
consideración "protectora" de la mujer que, caso de resultar procedente (p. ej., 
embarazo y maternidad), deben ser tratadas, de acuerdo con su auténtica 
naturaleza, dentro del capítulo de medidas protectoras del que a continuación 
nos ocupamos. 
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2- Medidas de protec~ión de la niujer 

El artículo 2.3 de la Directiva Comunitaria 76/207 previene expresa'­
mente que el principio general de igualdad de trato "no obstará las disposicio­
nes relativas a la protección de la mujer, especialmente en lo que se refiere al 
embarazo y a·la maternidad''. 

. En este terreno' resulta imprescindible acotar, dé una manera objetiva y 
neutra, los límites del concepto de maternidad al que este tipo de medidas 
hayan de quedar referidas si se quiere evitar un serio peligro inherente a éstas, 

· en el .sentido de que las mismas se conviertan, como alguna vez se ha señala­
do, en un '.'arma de doble filo" para la mujer. 

Si al concepto de maternidad que se baraje se le atribuyen matices que 
· responden a determinados estereotipos socioculturales, según los cuales la 
mujer tiene un papé preponderante en la crianza y educación de los hijos y, 
en definitiva, uqa mayor vocación y obligación hacia las tareas familiare$ y 
domésticas, se estará preservando y perpetuando un: modelo cultural que asig­
na a la mujer una posición de base dentro de la unidad social por excelencia, 
la familia; consagrándose así los mismos valores sociales que han mantenido 9 
la mujer en una posición de relegación laboral frente al hombre. 

Por contra y afortunac\amente, la realidad social con la que hoy día nos· 
enfrentam'os se nos muestra bien distinta, dado que las responsabilidades 
familiares han dejado de ser una cuestión exclusivamente femenina. 

Es más, contamos con importantes preceptos normativos que vienen a 
reconocer que la asistencia y el cuidado de los hijos es un derecho y un deber 
que corresponde a ambos progenitores .eón independencia del sexo, entre 'los 
que cabe destacar el Convenio 156 de 1981 de la OIT y el propio artículo 39 
de la CE. 

Todo lo anterior hace patente la necesidad de revisión a la que han de 
someterse esta~ normas que, bajó el apelativo de protectoras de la materni­
. dad, protegen bienes jurídicos distintos de los que la· madre no es sujeto res­
ponsable en exclusiva. Ha llegado el momento de introducir un nuevo concep­
to de "responsabilidades familiares", que ponga fin a los intentos de hacer 
recaer bajo .la responsabilidad exclusiva de lás mujeres la carga adicional del 
cuidado de los hijos y de la atención del h0gar. 

En este sentido, las normas protectoras de la mujer han de responder 
exdusivamente a las diferencias biológicas típicas y especificas de la mujer, 
esto es, maternidad y embarazo. Dicho en otras palabras, sólo estarán justifi­
cadas en tanto pretendan atender las. consecuencias físicas y psíquicas que 
para la .salud de la madre implican el embarazo y fo maternidad. 

La reflexión que en torno a este tipo de medidas protectoras cabe hacer, 
como pauta, que haya de guiar futuras actuaciones en esta área, es la de que 
ha de procurarse reducir el hipotético mayor cóste económico del trabajo 
femenino, por el efecto negativo que podría acarrear para la contratación de 
mujeres, contemplándolas, por el contrario, como medidas de. protección 
social. 
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En este sentido y a modo ilustrativo, puede traerse a colación una de las 
actuaciones que, dentro del objetivo de introducir modificaciones legales que 
posibiliten la igualdad de oportunidades de las mujeres, ha fijadó el U Plan 
para la Igualdad de Oportunidades de las Mujeres (1993-95) elaborado por el 
Instituto de la Mujer, y que no es otro qúe el de configui;ar la baja por maternic 
dad como baja específica distinta de la baja por incapacidad laboral transitoria. 

Se argumenta a tal efecto la diversa naturaleza, contenido y ·fines que 
caracterizan a ambas situacione.s. 

De esta manera podría posibilitarse un tratamiento diferenciado que per­
mitiese reconducir a criterios de coste social la protección de la maternidad, 
ampliando al cien por cien de la base de cotizaciqn, tal y como hoy apuntan 
algunas inkiativps, el límite de cobertura de esta prestación pública. 

Por lo que respecta a las medidas positivas orientadas a permitir la conci­
liación de las responsabilidades familiares y profesionales, e insistiendo nueva­
mente en que las mismas en modo alguno pueden recibir la· consideración de 
medidas específicas de promoción de la mujer, en tanto afectan por igual a 
hombres y mujeres sobre los que pesa el .deber de asistir y educar a sus hijos, 
ha de seguirse idéntico criterio al expresado para las medidas protectoras de 
la maternidad, remitiendo la asistencia a la familia al marco de la protección 

·social propia de un Estado social de Derecho. 
En este plinto, destaca sobremanera la demartda de unos servicios socio­

comunitarios que den respuesta al problema de guarda de ménores .. 
La. propia iniciativa comunitaria NOW (New Oppbrtunities for Women) 

para la promoción de la formación profesional y empleo de las mujeres, inspi­
radora de los distintos planes nacionales y autóhómicos, presta un apoyo sig­
nificativo a la creación y sostenimiento de guarderías en zonas de concentra­
ción industrial, así como en favor de las mujeres empleadas en empresasí 
agrupaciones de empresas o centros de formación profesional, previendo 
incluso programas de formación profesional para los trabajadores del. sector 
de la. infancia con vistas a mejorar sus competencias y, en definitiva, la. calidad 
de los servicios, en la consideración de que tales medidas de protección social 
resultan imprescindibles para conciliar lás responsabilidades familiares y profe­
sionales de los trabajadores, sean éstos hombres o mujeres. 

Llegados a este punto, conviene llamar la atención, sin embargo, sobre la 
estrecha vinculación que une a esta cuestión de la guarda de menores con el 
modelo de sistema educativo actualmente eh fase de implantación. 

En este sentido, .existen ya compromisos adquiridos por los responsables 
políticos educativos que, si bien están mediatizados por. la necesidad de accio­
nes positivas que hagan efectivo el derecho a la educación infantil en tanto 
que derecho de carácter social, posibilitan ciertamente una educación integral 
de los menores, en el seno del sist.ema educativo, a partir de los cero años. 

Así, los artículos 7.2 y 7.3 de.la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, 
de Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE) señalan qt.ie las admi­
nistraciones educativas garantizarán la existencia. de un número de plazas sufi­
cientes para asegurar la escolarización de la población que lo solicite, 
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coordinando, a tal efecto, la oferta de puestos escolares de educación infantil 
de las distintas administraciones públicas. 

Por su parte, el artículo 11.2 dispone que las administraciones educativas 
desarrollarán la educación infantil, determinando a tal efecto las condiciones 
en las que podrán establecerse convenios con las corporaciones locales, otras 
administraciones públicas y entidades privadas sin filies de lucro. 

Parece claro que han de ser las administraciones educativas las que lide­
ren la progresiva extensión y efectiva aplicación de. la red de centros de edu­
cación infaptil, asegurándose así un mínimo de calidad en este tipo de ensé- ., 
ñanzas, aunque respondan a. una iniciativa privada, sometiendo ésta ar pre-
ceptivo régimen de autorizaciones. · 

En torno a esta necesidad de conciliar.las responsabilidades familiares y 
profesionales de los trabajadores, destacan igualmente otra serie de propues­
tas de. carácter fiscai en apoyo de ia famiiia: Se trata, entre otras, de ampiiar 
el límite del gasto de desgravación por guarderíás, de considerar desgravables 
los gastos de educación de menores, la aplicación del régimen de familia 
numerosa a partir del tercer hijo, etc. 

Rechazar de partida la bondad de este tipo de propuestas resulta cierta­
mente difícil. No obstante, los límites ineludibles eón los que cuenta todo siste- . 
ma financiero público y el debate abierto sobre la crisis del Estado de bienes­
tar, hacen que cualquier propuesta de este tipo haya de ser ponderada, en 
cuanto a su viabilidad, con respecto aL conjunto de servicios y necesidades 
sociales que se pretenda atender, midiendo de manera precisa las posibles 
repércusiones y efectos en cadena que su aceptación podría llegar a acarrear, 
en orden a lograr un nuevo reequilibrio financiero en el conjunto. del sistema 
público. - · · 

Por último, con respecto a este tipo de medidas protectoras de la familia, 
desde determinados sectores se han efeetuado otras propuestas como la de la 
ampliación de los períodos de excedencia por cuidado de hijos. 

La correcta orientación de estas iniciativas u otras similares, en el i_ntento 
de asegurar una efectiva igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, 
exige dotar a éstas, tal y como se apunta en diver!?as ·experiencias que se tra­
tan de poner en práctica en los. países nórdicos, de un componente obligato-, 
rio, en el sentido de imponer un reparto propórcional del permiso o exceden­
cia entre los progenitores que deseen acogerse a ella, bajo el apercibimiento 
de una sanción administrativa como puede ser la pérdida de prestaciones 
sociales, · 

De esta manera, lejos de perpetuar la histórica desigualdad de la mujer 
tomo responsable exclusiva de las cargas familiares, la propia acción adminis­
trativa se constituye en motor del cambio social, contribuyendo a remover los 
obstáculos que hasta el momento han impedido uná posición efectiva de igual-
dad de las mujeres con respecto a los homtlfes. . . 

No obstante, es preciso recapacitar sobre el hecho de que, . si bien este 
~ tipo de medidas pueden resultar operativas en ámbitos como Íos del norte de 

Europa, en los que el nivel de protección social ha llegado a las cotas más 



altas que sé conocen, no son fácilmente trasladables a otros entornos en los 
que la sa.nción administrativa a la que queda sujeta la conducta obligatoria de · 
la que depende la transformación social que se· pretende con ellas, puede 
devenir ineficaz por la ausencia de prestaciones sociales o la escasa importan­
cia de éstas, como puede ser el caso de nuestro país . 

. 3- Medidas de promoción de la igualdad de oportunidades 

La tercera derogación o excepción al principio de igualdad de trato pre­
vista por la Directiva 76/207 es·la relativa a la promoción de la igualdad de 
oportunidades entre hombres y mujeres, que posib\lita una acción positiva o 
afirmativa en favor de las mujeres en el mundo laboral. 

La especial coyuntura de crisis económica que .atravesamos estos últimós 
años ha propiciado una especial intensificación de las acciones positivas en 
este sector.Así lo atestiguan los planes para la igualdad de oportunidades, ela­
borados por los distintos institutos de la mujer a los que nos .hemos dedicado 
en apartados precedentes. · 

De tales acciones se ha comentado que se corresponden con un prjmer 
estadio de ihtervención moderada; puesto que, lejos de constituirse en motor 
de un cambio social, responden a una primera actuación de formación y 
ayuda a fa contratación en pro de los colectivos más desfavorecidos de muje-

. res, cuya situación se ha visto incluso agravada a consecuencia de la crisis eco­
nómica. 

A este respecto, fos esfuerzos de las distintas administraciones púbficas 
quedan reflejados en las disposiciones reglamentarias por las que se aprueba y 
regula el régimen de l¡;¡.s ayudas públicas. 

Así, y en lo que al ámbito de la Comunidad Vasca respecta, el Gobierno 
Vasco inició a partir del áño 1982 una serie de programas de creación. de 
empleo, dirigidos específicamente a mujeres en paro con responsabilidades 

·familiares.· · · · 
Estas ayudas han consistido en conceder subvenciones a corporaciones, 

entidades, organizaciones o empresas que. contrataran a mujeres en paro con 
responsabilidades familiares a tiempo parcial o a jornada completa, con carác-
ter tempóral o fijo. . . 

En este sentido, se entiende por mujer en paro con responsabilidades 
familiares aquella que tenga a su cargo cónyuge, descendientes o ascendientes 
y demás parientes por consanguinidad o afinidad, hasta el tercer grado inclusi­
ve y, en su caso, por adopción, y no perciba ayuda o pensión alguna o, en el 
supuesto de percibirla, ésta resulte ser inferior al salario mínimo interprofesio­
nal garantizado. • 

Actualmente las medidas de ayuda a la contratación van dirigidas a las 
personas paradas de muy larga· duración, lo que si!:Jnifica que principalmente 
estas medidas afectan a los colectivos de jóvenes y a la población femenina. 

En los nuevos decretos no sólo se contemplan ayudas de· tipo económi­
co, mediante subvenciones a la contratación, sino que también se incluyen 
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programas de empleo~formación, con el fin de propórcionar a las personas 
paradas de larga duración unos servicios de información y orientación, trabajo 
a tiempo parcial simultaneado con acción formativa que eleve su cualificación 
profesional y seguimiento y apoyo a su inserción posterior en el mundo del 
trabajo. 

· Entre las ayudas. a la contratación de personas paradas de muy larga . 
dui;ación, consideramos precisó destacar la diferenciación que se realiza a la 
hora de la concesiGm de subvenciones en .favor de la contratación de mujeres. · 

Así, en el artícul.o 13 del Decreto 131/94, de 15 de marzo, por el que se 
articulan las medidas de ayuda a la contratación, se prevé': · 

"La contratación pqr tiempo indefinido y a jornada laboral completa de 
u.na persona parada de muy larga duración se subvencionará con el 60% 
de !~ retribución anual bruta, sin que en ningún caso la subvención supe~ 
re un máximo de 1. 000. 000 pts. En el supuesto de contratación de 
mujeres, la cuantía de la subvención se verá incrementada en un 10%'. .. " 

· Este aumento de la cuantía de la subvención para la contratación de 
mujeres también se contempla para los supuestos de contrataciones tempora-
~s. . 

Asimismo, hemos de indicar que en estos decretos aprobados por el 
Gobierno Vasco también se contemplan ayudas específicas, distintas de las 
anteriores, para la contratación de mujeres con responsabilidades familiares. 

Por otra ·parte, las diputaciones forales conlemplan en las convocatorias 
públicas de ayudas y subvenciones. en materia de servicios sociales, ayudas a 
mujeres en situación de emergenciá social. Se pretende así atender las necesi­
dades básicas de aquellas mujeres que carecen de recursos económicos y que 
se encuentran solas, conformando una unidad familiar juntamente con sus 
hijos, así corno de las. que se encuentran .en trámite de separación,· divorcio o 
nulidad de matrimonio. 

Junto a esta intervención moderada, ha de procurarse igualmente supe­
rar un primer nivel de prohibición de. discriminación en el empleo que abarca­
ríé) los siguientes aspectos: 

En primer lugar, qu'e el empresario no pueda utilizar como criterio de 
selección el sexo, salvo que se trate de actividades profesionales de las que las 
mujeres estén excluidas bajo la cobertura que a estos efe dos brinda el articuló 
2.2 de la Directiva Comunitaria 76/207, sobre igualdad de trato.. . 

En segundo lugar, que el empresario no pueda utilizar distintos criterios, 
requisitos o condiciones de selección para hombres y mujeres,, salvo que se 
tráte de una diferencia sexual relevante en el aspecto físico de la persona, 

Por último, que el empresario no pueda utilizár, en general, procedimien­
tos de selección que excluyan a un número mayor de mujeres, . salvo que se 
'justifique en fundón de juicios ~e necesidad e idoneidad para la empresa (en 
e.ste sentido, la superación de pruebas de fuerza física o de velocidad, condi­
ciones objetivas -altura, edad- y subjetivas -confianza, responsabilidad o capa-
cidad de liderazgo-). · 
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Una vez superado este primer nivel, se proponen intervenciones más 
intensas, similares a las que han tenido lugar en el ámbito de la representación 
política. . · . · · 

En efecto, estas nuevas propuestas que provienen en su mayoría de paí­
ses ciertamente más avanzados en la materia, como son los países nórdicos, 
reivindican un sistemá de discriminación positiva más activo,: defendiendo, por 
un lado, la instauración de un sistema preferencial en el acceso al empleo, en 
función del cual es necesario dar siempre la preferencia a una mujer, no sólo 
cuando la cualificación sea igual o casi igual, sino incluso cuando, aun siendo 
menos cualificada, sea juzgada suficientemente cualificadC1. Por otro\ lado, se 
defiende el establecimiento de un porcentaje de reserva de puestos de trabajo 
en favor de las mujeres. , 

Valorar la oportunidad de este tipo de propuestas es algo que resulta 
ciertamente complejo. En principio, podrían cohstituir:se en un instrumento 
eficaz en órden a posibilitar el acceso de la mujer a se~tores láborales en los 
que se encuentra históricamente subrepresentada. No obstante, cuando en 
tales sectores la cualificación del candidato resulte sér un elemento capital o 
determinante de su selección, cualquier trato preferencial dado a candidatas 
femeninas puede revertir negativamente en la .imagen y. consideración de 
éstas. · 

Es por ello por lo que un mínimo de prudencia aconseja esperar a ver los 
primeros resultados de estas iniciativas nordicas, para, en su caso, intentar ' 
implantar sistemas similares con la debida adecuación a la realidad soda! de 
nuestro país. 

Finalmente, no pOdemos eludir el hacer una serie de considetaciones en 
torno al papel que cabe atribuir a instituciones garantes de los derechos de los 
ciudadanos .como. las nuestras erÍ materia de prohibición de discriminación por 
razón de' sexo. 

Es de destacar que· en estos primeros años la actuación de los Ombuds­
man se ha Visto limitada a la tramitación de un reducido número de expedien­
tes de queja, sin que se conozcan actuaciones significativas a este respecto .. · 

Ello bien puede obedecer al primer estadio de sensibilización e informa­
ción en el que se encuentra la actuación dé los poderes públicos en esta mate-
ria. 

Es de esperar, no obstante, una vez se alcance el grado de sensibilización 
suficiente y se profundice en actuaciones positivas más incisivas, un incremen­
to del número de quejas a tramitar, en correspondencia con la intensificación 
de la labor o actividad pública. 

Asimismo, y en tanto otros colectivos sociales desfavorecidos ya han ocu­
pado nuestra atención en diferentes trabajos, a consecuencia .dé actuaciones e 
investigaciones de oficio (tercera edad, menores, internos en dependencias 
psiquiátricas, ... ), sería deseable que en un futuro inmediato dedicásemos algún 
estudio monográfico a aspectos ligados eón la promoción de. la mujer en el 
ámbito laboral, que en la presente ponencia, por su limitada extensión, no 
han sido sino apuntados, como es el caso de los servicios 'sociocomunitarios 
de guarda de menores, medidas fiscales de ayuda a la familia, etc. 

-73-



La repercusión que esta' nueva línea de actuación haya ,de tener en la 
organización» interna de cada institución es, desde luego, una decisión que . 
entra dentro del ámbito de autoorganización de cada una de ellas. 

En este sentido, se puede decidir establecer un área específica en la que 
·englobar la totalidad de quejas y actuaciones directa o indirectamente relacio­
nadas con la mujer, al igual que de hecho ha ocurrido en otras materias como 
menores, o puede optarse por integrar tales actuaciones, según corresponda, 
en función de la materia concreta a la que afecten, dentro de cada una. de las 

· disciplinas que se hayan podido contemplar en los servicios jurídicos de cada 
institución.· 

No obstante, la intención de acrecentar nuestra presencia en materia de 
promoción de la mujer plantea cuestiones de más calado, cuales son la de los 
principios que hayan de presidir el marco de relaciones entre los defensores y 
los distintos institutos de la mujer, así como el del propio alcance que pueda 
llegar a tener nuestra intervención tutelar en esta área de la promoción de la 
mujer en el marco laboral. · · 

El articulado de la Ley 2/1988, de 5 de febrero, atri\;>uye, entre otras, las 
siguientes funciones al Instituto Vasco de la Mujer: 

- "El Instituto servirá de . cauce a, través del cual p~edan canalizarsé las . 
denuncias de discriminación, abusos o violaciones de los derechos de la· 
mujer por razón de sexo, y. arbitrará las acciones correspondientes." 

- "Establecer relaciones y· cauces de participación con asociaciones, fun­
daciones y otros entes y organismos que en razón de sus fines o funcio­
nes contribuyan a la consecución de los objetivos del Instituto, así como 
con instituciones y organismos análogos de.otras Comunidades Autóno­
mas, del Estado y de la Comunidad internacional." 

A la vista de ello, parece qµe las posibles relaciones que puedan llegar a 
. entablarse deben regirse por un principio de colaboración, de manera que 
ambas instituciones aúnen sus esfuerzos con el fin de lograr una mayor efica­
cia no sólo en cuanto a medidas de promoción de una auténtica igualdad, sino 
también en lo que' respecta a urÍ control riguroso de las posibles denuncias de 
discriminación. · 

En cuanto a las posibilidades de intervención de instituciones como las 
nuestras, no se plantean dudas sobre una primera línea de actua<;:ión encami­
nada a la. fiscalización de la ejecución del régimen de ayudas públicas que 
como medidas de acción positiva ~an cobrado tanta importancia estos últimos 
años. 

Asimismo, estáclara la posibilidad de intervención en todas aquellas rela­
ciones laborales· en las que el sujeto empleador sea una administradón públi­
éa. 

A este respecto, se constata una coincidencia general sobre la convenien­
cia de que la Administración pública se erija en un agente decisivo para el 
desarrollo de una política activa dirigida a la igualdad de oportunidades en la 
contr~itación, formación y promoción de su persónal. 
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Esto no debe sorprendernos si tenemos en cuenta que del elevado índice 
que representa el empleo público femenino -hasta un 54% en el caso de la· 
Comunidad Autónoma del País Vasco-, un alto porcentajé de mujeres (75%) 
ocupan puestos de trabajo correspondientes a niveles de menor responsabili­
dad, por lo que la futurá práctica administrativa, debidamente fiscalizada por 
instancias como la nuestra, debe ir dirigida a superar la desigualdad que ahora 
se constata y a instal_\rar un modelo de relaciones laborales que sirva de ejem­
plo a tom~r en consideración en la esfera privada. 

La posibilidad de intervención en las relaciones laborales de ámbito priva­
do puede no resultar tan. pacífica en tanto se trata de relaciones que escapan 
de partida al ámbito competencia! que nos ha sido reconocido. 

No obstante, si se.procurase una mayor actuación de la autoridad laboral 
en materia dé discriminación laboral por razón de sexo, a través de los corres­
pbndientes servicios de inspección, se posibilitaría a su vez, en tanto media la 
presencia de L\n órgano administrativo, una posterior fiscalización indirecta de 
estos supuestos de discriminación, gracias a una intervención revisora como la 
que nos caracteriza. 

Para finalizar, deseamos que se incrementen notablémente nuestras acti­
vidades en relación con los derechos de la mujer, porque ello será la mejor 
muestrá de que de una vez por todas los poderes públicos se han implicado en 
una decidida·· actuación· para remover las dificultades e)):istentes para que la 
igualdad de la mujer sea un derecho real y efectivo. 

2.7.1.B. CONCLUSIONES 

. Después del debate y del análisis de las propuestas contenidas tanto en la 
ponencia como en las comunicacionés planteadas, los defensores del pueblo 
asum.ieron las siguientes conclusiones: 

"Las cifras de incorporación de la mujer al trabajo se han incrementado 
en los últimos años, sin embargo, todavía existen serios obstáculos para que la 
·integración de la misma en el mercado laboral sé realice en condiciones de 
verdadera igualdad. En este sentido, se han de destacar las tasas de actividad 
femenina·, aún muy por debajo de las masculinas, su peor remuneración, el 

· notable incremento que ha experimentado la tasa de desempleo de la mujer 
que afecta casi a la cuarta parte de la población femenina, y la fuerte segmen­
tación ocupacional de la mujer en determinadas actividades profesionales·, en 
detrimento de otras en las que se encuentra subrepresentada. 

La progresiva incorporación de ésta al mercado de trabajo no ha supues­
to una superación de las desigualdades existentes entre ambos sexos, sino que 
el propio mercado de trabajo se ha encargado de reproducir mecanismos dis­
criminatorios que siguen manten.iendo a la mujer en una situación de franca . 
desigualdad con respecto al hombre, como así lo atestiguan los datos estadísti­
cos de los que se dispone. 
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Es un hecho, generalmente reconqcido, que cualquier medida de protec­
.ción a la. familia beneficia a la mujer, por ell9 sería conveniente revisar la legis­
lación que directa o indirectamente recae sobre ella. Y ello désde un punto de 
vista global, evitando que la necesaria especialización legislativa produzca efec­
tos contradictorios al variar los objetivos. 

Habida cuenta de la prohibición de discriminación por razón de sexo que 
se contempla en el artículo 14 del texto constitucional, los poderes públicos 
han de impulsar una política de acción positiva que garantice una igualdad • 
real y efectiva entre ambos sexos, en consonancia con los fines que caracteri-
, zan a un Estado social y democrático de Derecho. 

Como resultado de las deliberaciones mantenidas a este respecto, llega­
. inos a las siguientes conclusiones: 

1) Se considera necesaria úna reflexión sobre la conveniencia de la pro­
mulgación de una "Ley de Igualdad para Hombres y Mujeres en el Trabajo", 

· que garantice el cumplimiento de. las· condiciones de igualdad que se recono­
cen en todo nuestro .ordenamiento jurídico. Esta normativa deberá definir lo 
que debe entenderse por discriminación directa e indfrecta, según los criterios 
interpretativos asentados por el Tribunal Constitucional, a la vez que especifi­
que las exclusiones al principio de igualdad, que han de estar basadas en las 
diferencias sexuales biológicas (exclusivamente maternidad y embarazo). 

2) Sería deseable que defiñitivamente se configure. la baja por maternidad 
como baja 'específica, distinta de la baja por incapacidad laboral transitoria, 

. dada la diversa naturaleza, contenido y fines que caracterizan ambas situacio­
nes, de forma que pudiera ampliarse el límite de cobertura de esta prestación 
pública. 

3) Para evitar perpetuar aquellos valores sociales que, asignando a las 
mujeres un papel básico dentro de la familia, han mantenido una posición de 
relegación laboral d~ la mujer, y en atención al artículo 39 de la Constitución 
española ha de introducirse uh nuevo concepto de responsabilidades familia­
res que facilite un reparto equitativo de las mismas entre hombres y mujeres, , 
en orden a un desarrollo eficaz· de una política de igualclad de oportunidades 

· en la inéorporación al mundo laboral. 
Estas medidas protectoras deben asumir un coste social de forma que no 

repercuta negativamente en la contratación femenina. · 
4) En este sentido, y á título de ejemplo, se ha de procurar el establecí:.. 

miento de una red de guarderías en el modo previsto en el nuevo modelo edu­
. cativo, actuálmente en fase de implantación (l,OGSE), así como fomentar la 
red asistencial a domicilio para el cuidado de ancianos, enfermos, etc. 

5) La adopción de medidas de orden fiscal, en la línea, el)tre otras, de 
arripliar el límite del gasto de desgravación por guarderías, de considerar des­

. gravables los gastos de educación de menores, la aplicación del régimen de 
familia numerosa a partir del tercer hijo, etc. 

6) El desarrollo de medidas de acción positivas, no sólo en el sector públi­
co sino también en. el s~ctor privaclo, estableciendo incentivos para la 
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adopción de tales medidas mediante una financiación estatal adecuada o 
mediante beneficios fiscales.o de Seguridad Social. 

7) La Administración pública cuando adúa como empleador ha de erigir­
se en agente decisivo, con el fin de instaurar un modelo de relaciones labora~ 
les que sirva de ejemplo a considerar en la esfera priváda, a.la par de sensibili­

. zar y estimular a los agentes sociales (sindicatos, empresarios, etc.) implicados, 
a su vez, en esta materia. . 

8) Asimismo, sería deseable que en los órganos consultivos y especial- . 
mente en el Consejo Económico y Social u órganos autonómicos homólogos, 
hubiera una mujer representativa en la defensa de los derechos de Ja mujer a 
propuesta del Instituto de la Mujer u órganos homólogos auton6micos. 

9)Habida cuenta de que el colectivo de mujeres.está necesitado de medi­
das de acciones positivas, es preciso que instituciones como las nuestras, 
garantes de los derechos de los ciudadanos, le presten una mayor atención. A 
tal efecto, sería conveniente que cada una de las instituciones adoptara, en el 
marco de organización interna, las medidas necesarias para prestar un trata­
miento específico a este colectivo de ciudadanos. 

( . ' 

lO)Y por último, los defensores del pueblo, debemos difundir y promo-
ver los derechos de \a mujer mediante la coordinación con aquellas administra­
dones que trabajan en ello (Educación, Cultura, Institutos de la Mujer), así 
como a través de charla;;, conferencias, etc., en la línea de trabajar para que 

·sean fas propias mujeres 'sujetos activos de sus d~rechos." 

2. 7 .2: MEDIO AMBIENTE URBANO (RUIDOS Y. ACTIVl.DADES 
MOLESTAS).· .CONCLUSIONES 

En esta reunión en la que ejerció como moderador el Valedor do Pobo 
de Galicia, Excmo. Sr. D. José Cora, actuó como ponente el Síndicde Greu­
ges de la Comunidad Valenciana, Excmo. Sr. D. Arturo J_.izón, y como relato­
res el Adjunto Primero del Defensor del Pueblo Andaluz y el Vicevaledor 2Q 
do Pobo. 

Después de un debate general sobre las propuestas planteadas en las 
anteriores intervenciones, se llegó a las siguientes conclusiones: 

"La sociedad española ha accedido a la llamada civilización del ocio en 
tiempos todavía relativamente recientes. De ahí que esté aún escasamente 
entrenada en compaginar los diyersos derechos e intereses que concurren en 
la problemática del ruido ambiental. Derecho de unos a la legítima expansión 
y diversión.; derecho de otros a la necesaria tranquilidad y el descanso; dere­
cho al desarrollo de las actividades económicas que ofertan servicios para el 
tiempo libre ... 

Son pues todos, sociedad civil y administraciones públicas, los que deben 
tomar conciencia de esta específica problemática y corresponsabilizarse de 
ofrecer soluciones. cada uno a su nivel. 
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En consecuencia con esta convicción, los defensores del pueblo conside­
ramos: 

1) Es precisa y urgente una regulación específica de la problemática del 
ruido, desarrollando mediante ley el derecho constitucional que a los ciudada­
nos corresponde a vivir sin sufrir agresiones sonoras. Estas normas, sin perjui­
cio de las reglamentaciones administrativas que actuando sobre las fuentes de 
ros ruidos los eliminan o mitigan, han de positivar, como efectivo derecho sub­
jetivo de los ciudadanos, el de exigir el silencio y la tranquilidad que les corres­
ponde. Dicha ley debería habilitar al órgano competente, judicial o administra­
tivo, para la adopción de las medidas cautelares que aseguren, con carácter 
prioritario y urgente, el derecho del ciudadaho. , 

La regulaci{m deberá tener una adecuada respuesta en. función de las 
potestades de que dispongan los distintos poderes públicos, desde el ejercicio 
de la potestad legislativa y reglamentari9 por el Estado y las comunidades 
autónomas hasta el desarrollo, mediante ordenanza municipal. · 

2) En el ámbito dé las comuiiidades autónomas con competencia al res~ 
pecto creemos necesaria la aprobación de unas normas específicas sobre Acti­
vidades Clasificadas, Reereativas y Establecimientos Públicos y niveles de con- . 
taminación acústica. 

3) Tanto en el marco de la legislación de régimen local como en la legis-
' !ación sectorial consideramos esencial la realización de un decidido esfuerzo 

de los municipios en el adecuado ejercicio de sus competencias eh la preven­
ción y reducción de la contaminación acústica. Los instrumentos básicos de 
intervención deben sef: la aprobación de ordenanzas municipales específicas o 
reguladoras del medio ambiente1 la exigencia de licencia municipal para la 
apertura y funcionamiento de ~stablecimientos y la ordenación urbanística. 

4) En la precisa intervención de los municipios en la solución de la pro- . 
blemática generada por el ruido, tiene especial trascendencia la adopción de 
una adecuada ordenación urbanística que . responda básicamente a una doble 
función: 

. - Como marco regulador de los u~os úrbanos y sus niveles de intensidad 
en función de la· tipología del suelo. En este sentido, se procurará resolver 
adecuadamente la compatibilidad de los distintos usos urbanos con el uso bási­
co residencial. 

- Como soporte legitimador de la actividad de disciplina urbanística. Se 
deberá resolver la ubicación de l.as actividades sujetas a la legislación específica · 
de actividades molestas, en cuanto actividades potencialmente más nocivas al 
uso residencial, evitando la alta concentración de tales actividades en espacios · 
urbanos reducidos o densamente habitados. ' 

5) Para el cumplimiento efectivo de las normas vigentes consideramos 
que sería necesario: 

- Abreviar los plazos de tramitación del procedimiento de concesión de . 
· licencias. 

- Potenciar de forma efectiva el cauce de participación ciudadana en la 
tramitación de estos procedimientos. 

~78-



- Realizar comprobaciones preventivas previas a la autorización del inicio 
de la actividad, así como la inspección périódica del cumplimiento de. los 
requisitos iniciales para su funcionamientO. . 

· - Mayor rigor en' la tramitación, resolución y ejecución del régim~n san­
cionador aplicable, así como en la adopción de medidas cautelares. 

- Incrementar la vigilancia de las emisiones de ruidos de vehículos en la 
vía pública. 

- Establecer una mayor coordinación adminjstrativa entre las distintas 
delegaciones municipales con competencia en Ja materiél (urbanismo, medio 
ambiente, Policía Local), así como incrementar la coordinación entre los servi­
dos municipales y la Administración autonómica y estatal. 

- Que por la Administración autonómica y provincial se preste una-eficaz 
cooperación técnica y material a los municipios con escasa capacidad de ges­
tión, para el efectivo cumplimiento de las esenciales competeneia¿ en la mate-
ria. 

6) Se considera conveniente reforzar el papel del Ministerio Fiscal en esta 
materia, actuando en lós. supuestos. de grave desobediencia a las legítimas 
órdenes de.las autoridades competentes por los responsables de la contamina-
ción acústica." · . 

2.7.3. lA SALUD MENTAL: REFORMA PSIQUIATRICA, UNA <:;UES­
. TION A RESOLVER. CONCLUSIONES 

En esta reunión en la qUe actuó como moderador el Defensor del Pueblo 
Andaluz, Excmo. Sr. D. Manuel Conde Pumpido, la ponencia fue presentada 
por la Defensora del Pueblo én funciones, Excma. Sra. D.ª Margarita Retuer­
to, siendo relatores el Adjunto al Síndic de Greuges de Cataluña y el Adjunto 
12 al' Síndic de Greuges de la Comunidad Valenciana. . 

Las conclusiones que se extrajeron fueron las siguientes: 
"Los enfermos mentales, que constituyen uno de los grupos más débiles y 
vulnerables de nuestra sociedad, deben recibir una atención especial de 
ésta. En consecuencia los ·poderes públicos, han de asignar recursos sufi-. . 
cientes para garantizar su atención sociosanitaria. Todos los comisiona-. 
dos parlamentarios han hecho suyas las conclusiones de los informes 
especiales sobre la situación jurídica y asistencial del enfermo mentál, ela­
borados por el Defensor del Pueblo de España y por el Arartekó del País 
Vasco e instan a los poderes públicos a que den efectivo cumplimiento a 
las recomendaciones que en ellos se contienen. 
Las restricciones presupuestarias no pueden motivar un recorte en los 

planes de salud mental que aplican las reformas psiquiátricas de conformidad 
con la Ley General de Sanidad. . 

Las lagunas del artículo 103 de la Ley General de la Seguridad Social en 
relaci6n con la exclusión de la hospitalización no quirúrgica, no pueden llevar 
a la desasistencia de los enfermos mentales cu¡mdo necesiten una. vigilancia 
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.. continuada, por tanto, es. preciso acomodar la actuación de la Administración 
sanitaria a la interpretación jurisprudencia! para que el sistema de Seguridad 
Social asuma el coste de los internamientos de los enfermos psíquicos, cuando 
tal medida haya sido determinada por los facultativos del sistema público de 
salud, · 

Asimismo, manifiestan que el proceso .de desinstitucionalización del 
enfermo psíquié:o, con la consiguiente reducción de camas eri ·los hospitales 
psiquiátricos, no ha ido acompañado de la. puesta en mareha de recursos 
alternativos suficientes, lo que produce en la práctica la desasistencia de un 
número important~ de enfermos. . 

Igualmente señalan que es necesario que las ¡:idmlnistraciones públicas 
articulen mecanismos eficaces de coordinación de ~OS recursos sociales y SaQi­
tarios disponibles que garanticen la completa atención de este grupo de ciuda-
danos. · · ' 

Los comisiónados parlamentarios reiteran el papel fundamental que el 
Ministerio Fiscal desempeña en relación con las personas afectadas por una 
enfermedad mental· y, en este sentido manifiestan que es necesaria su mayor 
presencia e imylicáci6n en los procedimientos de internamiento. 

También $e ha constatado la necesidad de promover mecanismos de 
tutela de· los ciudadanos incapaces, especialmente de· los que por su situación 
de marginalidad o abandono, carecen de familiares que asuman su cuidado; 

Por último, los defensores del pueblo han acordado efectuar un estudio 
conjunto de los problemas que afectan a los familiares dé los enfermos psíqui­
cos, cuyos resultados se harán públicos en una próxima reunión de coordi~a-
., " c1on. 
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CAPITULO III 

RESUMEN DE LAS QUEJAS POR 
A REAS 

el 



3.1. AGRICULTURA, INDUSTRIA, COMERCIO Y TURISMO 

A)· Introducción 

En esta área se han recibido 18 q4ejas, que representan un 3,2% del 
total de las presentadas ante esta institución. 

Por administraciones afectadas, su distribución es la siguiente: 

:.: Gobierno Vasco ..... : ....................................................................... 10 
~Diputaciones ................................................. , ..... ;· ........................... 4 
-Ayuntamientos ................................. : ..........................•.................. 4 

Según su contenido, podemos .dividir las reclamaciones de la siguiente. 
manera:· 

- Comercio ....................................................................................... 9 
~ Agricultura ............................. · .......................... ·; ........ , ....... , ... · ......... 7 
- Industria ........... , ............................................................................. 1 
-·Turismo ....... , ........... : ....................................................................... 1 

En este ejercicio han sido pocas las· quejas referidas a la subárea de agri- · 
cultura, evidentemente por la propia .casuística de la materia. Destacaremos 
aquellas denuncias relacionadas con las afecciones que producen por su ubica­
ción las instalaciones de silos y plantaciones forestales, próximas a viviendas 
habitadas. · ·~ 

En lo que atañe a la subárea de industria, nuevamente· se han recibido 
reclamaciones derivadas de las deficiencias en las instalaciones de gas, así 
como las referentes a aspectos concretos que se suscitan como consecuencia 
de las preceptivas inspecciones técnicas de vehículos, y que vienen motivadas 
principalmente por la falta de medios disponibles por parte de la propia Admi­
nistración para hacer frente a la demanda existente. 

Por último, en lo referente a la· subárea de comercio, hemos de indicar 
que nuevamente se han recibido d~nuncias por la venta de prensa en panade­
rías. A este' respect"o, poníamos de manifiesto en el ejercicio anterior que, de 
acuerdo con la normativa vigente, exist~ la imposibilidad legal de simultanear 
la comercialización de artículos de prensa en los establecimientos de elabora­
ción y venta directa de pan, denominados "despachos de pan", debiendo 
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asimismo cumplir una serie de requisitos para ejercer legalmente dicha vent~ 
en los com~rcios de alimentación. 

Por ótra parte, podemos destacar. aquellas quejas relacionadas con .la 
prohibición de ejercer la venta ambulante en determinados municipios. En 
concreto, los problemas se plantean en lo referente a la venta ambulante de 
productos alimenticios. A este respecto, hemos pódido comprobar que en 
aquellos municipios que tienen regulado, mediante ordenanza municipal, el 
ejen;:icio de la venta-ambulante, se prohíbe expresamente la venta de produc­
tos alimenticios. 

Ello. no obstante, hemos· podido· detectar que en estas localidades se 
viene practicando la venta· ilegal de estos productos, debido principalmente a 

· la falta de control municipal sobre los mismos. 
Aquellos ayuntamientos que no tienen regulada esta actividad de venta 

:.mh11l~nto ~tg1 ton, rV'HoVins mu11 rlh rav5nc Dt'"\ el "e' rr1mnn dn rAn'reciAn rln las _ ...... ~ ................... ...., v.1. ""'-........ ~ ......................... ...., &&&. :¡ '-4.r.v:;¡.1. ...,,..., ...... ,.,. " a ~.1.&&&~1.& v "''-'&&V v&v.1..1. u~ & 

pertinentes autorizaciones: bien se procede mediante sorteo a la adjudicación 
de los puestos, bien se atienen a criterios. de antigüedad de los .solicitantes en 
el ejercicio de ,la· venta ambulante en la localidad. En la tramitación de los 
correspondientes expedientes de queja en esta institución, hemos podido 
apreciar que én algunos supuestos planteados se han dadó claras situaciones 
dé discriminación por esta falta de ordenación, por lo que hemos recomenda­
do a los ayuntamientos afectados que elaboren la pertinente ordenanza muni­
cipal, con el fin de que se proceda con criteriüs más objetivos en el procedi­
miento a seguir en!as adjudicaciones de dichos puestos, y así los interesados 
sepan á qué atenerse. 

En este sentido, este Ararteko quiere advertir a los ayuntamientos dé la 
CAPV que todavia no han regulado el ejercicio de la venta ·ambulante, que la 
recientemente aprobada Ley 7/1994, de 27. de mayo, de la Actividad Comer­
cial, establece en su disposición transitoria- primera que: "Aquellos ayunta­
mientos en cuyo término. municipal se ejerza la venta ambulante sin regula­
ción al efecto deberán establecerla en el· plazo máximo de seis meses a partir 
de la entrada en vigor de la presente Ley." 

Esta norma fue publicada en el BOPV nº 38, de 13 de junio de 1994, 
por lo que en aquellos municipios donde no exista regulación a partir del ~ de 
enero de 1995, de acuerdo con lo previsto en e! artículo 16 de la citada ley, 
quedará prohibido el ejercicio de la venta ambulante. 

B) Selección de· quejas 

Sobre.la denegación para el ejercicio c:Je la venta ambulante (162/94) 

Se recibió en esta institución un escrito de queja promovido por un veci­
no de Irun, en el . que denunciaba que el Ayuntamiento de Getaria · 1e había 
denegado su solicitud de autorización para ejercer la venta ambulante en las 
fiestas de dicho municÍpio. ' · 
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Solicitamos al Ayuntamíento de Getaria la preceptiva información respec­
to a si disponía de ordenanza reguladora de .la: venta ambulante, y en su caso 
nos indicaran cuál era el . criterio y procedimiento que seguían para la conce­
sión de las corn:~spondienfes autoriz,aciones para el ejercicio de la venta ambu­
lante, en este· caso de productos alimenticios, durante las fiestas patronales. 

A este respecto, la referida corporación municipal nos comunicó que no 
disponían de ordenanza reguladora de la actividad en cuestión, y que debido a 
la cantidad de solicitudes presentadas, y dado. el espacio reducido que había. 
para tanta demanda, habían acordado realizar un sorteo entre todos los solici­
tantes, sorteo que se había realizado en el salón de plenos de dicho ayurÍta­
miento, estando presentes aquellos solicitantes con quienes se pudo q::mtactar. 

En c~anto al caso concreto denunciado, se nos informó que 'no había . 
entrado e,n. el sorteo realizado al efecto porque en la lista de. solicitudes qµe se 
le entregó al concejal que procedió al sorteo no figuraba su nombre,·· si bien 
posteriormente, y tras la. redamación presentada, pudieron. comprobar en el . 
libro de registro de entradas que se había realizado la correspondiente solici-
tud. · · · 

A la vista de la información recibida, él Ararteko formuló una recomen- ' 
dación al Ayuntamiento de Getaria, indicando que en futuras convocatorias y 
procedimientos que· se desarrollaran para las adjudicaciones de. Jos puestos de 
venta ambulante, actuaran con mayor diligencia para que no volvieran a pro­
ducirse situaciones discriminatorias como la descrita, y por ello sugeriamos 
que elaboraran una ordenanza municipal, con el fin de que se procediera con 
criterios más objetivos en el procedirrüento a seguir en la adjudicación de 
dichos puestos, y así los interesados supieran a qué atenerse. 

Supuestas irregularidades cometidas por una ordenación forestal 
(250/94) ' 

Un vecino de Busturia denunció. ante esta institución que, en terrenos 
próximos a su vivienda y lindante con un terreno de .su propiedad, se había 
procedido a una plantación f drestal y sin obtener la préceptiva licencia munici­
pal contraviniendo así la Ordenanza Reguladora de Plantación y Repoblacio­
nes Forestales vigente en el municipio de Busturia .. En. con~reto, el interesado 
indicaba que dicha plantación contravenía la citada norma en cuanto a que se 
prohibían las plantaciones forestales en suelo de protección especiaLy no se 

· respetaba la distancia mínima de 100 m con respecto a las construcciones o 
instalaciones agrícolas, habitadas o habitables, que se sitúen en los suelos no 
urbanizables, así como las distancias mínimas de 20 m sobre los linderos. 

En este sentido, habían presentado ante el Ayuntamiento de Busturia las 
correspondientes reclamaciones, ~iendo d_esestimadas sus alegaciones. 

Por ello solicitaba la aplicación de la Ordenanza Municipal Reguladora de 
Plantaciones. y Repoblaciones Forestales, aprobada meqiante acuerdo del 
Ayuntamiento en Pleno de Busturia de fecha 30 de diciembre de 1988. 
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El Ayuntamiento de Busturia nos comunicó que las alegaciones presenta­
das por el interesado habían sido desestimadas, en cuanto a qtie en este caso 
se trataba de un monte cuyo destino secular había sido el de explotación 
forestal, así como que las conclusiones del informe técnico,. aportado por los · 
vecinos denunciados, reflejaban la nula peligrosidad que representaba la plan­
tación sobre las viviendas de los denunciantes, al existir una distancia respecto 
·de la vivienda superior a dos veces la altura máxima de las espeeies plantadas. 
No obstante, en la plantación existíq. una zona· con distancias inferiores a dos 
metros respecto del pastizal y un camino mu.nicipal colindantes en los que 
debían eliminarse los árboles plantados. · · 

Én este sentido, 'se había requerido desde el Ayuntamiento a lqs titulares 
de la plantación para la retirada de dichos árboles. . . 

Asimismo, el Ayuntamiento manifestaba que el hecho de ql!e considera­
sen plenamente vigente la ordenan?éi municipal no podía suponer que en su 
aplicación no se tuvieran en Clienta factóres que, por su particularidad, no 

·. pudieran recogerse en una disposición general como·es una erdenanza. 
Este criterio, en· principio, no era compartido ·por· esta institución, dado 

que la ordenanza en cuestión estaba en· vigor en el momento en que. el recla­
mante solicitó su aplicación, por lo que era de obligado ¿Limplimiento no sólo 
para los dudádanOs sino también para la propia Administración municipal, en 
virtud del principio de legalidad que debe informar todas· las actuaciones de los . 
poderes públicos. 

Ello sin embargó, el Ararteko no podía recomendar .la aplicación de la 
referida Ordenanza al Ayuntamiento de Busturia al supuesto planteado, ya 
que la misma, mediante Sentencia n2 75/94 del Tribunal Superior de Justicia 
del País Vascq, de fecha 14 de febrero de 1994, había sido dedarada contra-

. ria al ordenamiento jurídico, por ser nula de pleno derecho, siendo uno de los 
motivos de dicha declaración la exigencia previa de licencia municipal para tal 
actividad . 

. 3.2. CUL1:URA Y BILINGÜI.SMO 

A) Introducción 

Nos encontramos en esta área con uno .de los terrias que socialmente 
recibe un tratami~nto apasionado, más a menudo de lo que .seríá deseable,· 

, aun en un tema con tanta carga sentimental. Esta circunstancia puede ser un 
elemento que de un modo u otro ha estado presente en las quejas que se reci­
ben én asuntos de bilingüismo. 

Puede parecer ocioso indicar que estas quéjas ·han sido analizadas desde 
un punto de vista jurídico, .pues ello no es más que una consecuencia del 
sometimiento de ·las resoluciones del Ararteko al principio de legalidad. Esta 
mención no debe extrañar sin embargo, pues este tratamiento ha contribuido 
a objetivar los problemas y atemperar las.posiciones. 
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Esta área se ha completado con el apartado de cultura en el que se han 
recibido varias quejas relacionadas con actividades deportivas y algunos casos 
vinculados a la labor de fomento y mantenimiento de patrimonio cultural. 

B) Selección de quejas 

Utilización del idioma oficial elegido por el ci.udadano en sus relacio-
nes con la Administración (579/93) ' 

Un ciudadano presentó una queja en la que denunciaba lo qué a su 
entender era una falta de respeto de su derecho a mantener sus relaciones 
con la Administración en el idioma ofici~I elegido por él. 

El Ayunt~miento le había notificadouna resolución, en este caso corites­
tando a un recurso administrativo, y lo había hecho utilizando un impreso 
bilingüe. El interesado defendía, sin ~mbargo, que tenía derecho a recibir la 
contestación únicamente en el idioma utilizado por él. 

A juicio del Arartekó las notificaciones bilingües no son éontrarias a .las 
prévisiones contenidas en la 'ley reguladora del uso del euskara, por lo qué una 
respuesta bilingüe, a pe~ar de que el ciudadano, como suele ser habitual, hayá 
utilizado solamente uno de. los idiomas ·oficiales, no supone en sí misma una 
actuación incorrecta. 

Suele ocurrir, sin embargo, que en muchas de las notificaciones que se 
realizan utilizando impresos bilingües; éstos' tienden a ser completa.dos sin 
terier en cuenta el idioma elegido por el ciudadano que ha podido intervenir 
en el procedimiento. · 

En el caso que motivó la queja, era esto precisamente lo que había ocu­
rrido, por lo que la queja.fue admitida. 

El Ayuntamiento en cuestión aceptó la recomendación que el Ararteko le 
dirigió para que en las notificaciones bilingües se tuviese. en cuenta al comple­
tarlo el idioma elegido por el ciudadano, tras lo cual se archivó la queja. 

El uso de los dos idiomas oficiales en la actividad de los poderes 
públicos (44/94, 43/94) 

En estos expedientes de queja, se denunciaba, como suele ser habitual en 
este apartado, el uso de sólo uno de los dos idiomas oficiales por parte de la 
Administración .. 

El motivo de. estas quejas, no podía sér analizado, sin embargo, única­
mente en aplicación del principio, muchas veces recurrente, de la progresivi­
dad en la implantación de la normalización de uso oficial de los dos idiom.as. 

En uno de los casos, el ciudadano se quejaba . de que una determinada 
publicidad institucional de un departamento del Gobierno Vasco, utilizaba 
solamente uno de los dos idiomas oficiales. 
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No pocas de la~ quejas que se reciben en la Institución del Ararteko en 
relación con el uso del euskara, tienen que ver con la falta de medios persona­
les. con los que atender en .igualdad de condiciones a los ciudadanos qué dese­
an utilizar el euskara en sus relaciones con· la Administración. 

f:stos casos que se han descrito, más parecían, sin embargó, dos mu~s­
tras. del olvido en el que muchas veces se incurre en relación con las obligacio­
nes impuestas a los poderes públicos respecto de la utilización del euskara. 

Precisamente porque estos supuestos de incumplimiento en el uso de lo~ 
dos idiomas oficiales, -campañas de publicidad oficial, contestadores telefóni­
cos automáticos para informar a los ciudadanos, o, como se ha denunciado 
asimismo, publicaciones en tablones de anuncios-, no parecían ser consecuen­
cia de una falta de medios personales, lo que hubiese podido explicar algunos 
tratos diferentes en función del principio de progresividad en la normalizació:n 
del euskara, la Institución del Ararteko cbnsideró que estas quejas estaban fun­
damentadas, y en consecuencia, se dio traslado de las mismas a la Administra-

' . 
ci~. . . 

En el informe que se recabó de la Administración, se expresaba cómo al 
margen de algunos condicionantes que eran consecuencia de la adecuación a 
los medios disponibles, muchos de los· incumplimientos eran fruto de una ten-
dencia a trabajar sin te11er en cuenta el reconocimiento oficial al euskara. · 

./ncidencids en el ejercic[~ del derecho al uso del euskera (360/94) 

Un ciudadaf1o que fue detenido en esta comunidad autónoma, y que pos­
teriormente paso a disposición judicial, presentó una queja por la discrimina­
ción que entendía había sufrido por .su deseo de utilizar el euskera. 

De la investigación llevada a cabo para. conocer el fundamento de la 
queja, se podía deducir que el problema surgido en la dedaración judicial tenía 
que ver, como suele ser habitual, no con la falta de reconocimiento formal del 
derecho, sino con una precariedad de medios para garantizar el uso del euske­
ra. En este caso, el traductor con el que contaba el juzgado estaba prestando 
su .asistencia en otra actuaeión judicial, lo cual retrasaba la comparecencia del 
ciudadano. · · . · . ··• 

Esta persona, que habla pianteado su queja teiefónicamente, mientras 
estaba en el juzgado a la espera de prestar su declaración, formalizó su queja 
posteriormente por escrito. · . , 

En su escrito, en el que volvía a relatar los hechos que se han referido, 
planteaba también las dificultades que tuvo en la coi;nisarfü pÓr el mismo moti-
vo. 

Según se pudo comprobar, en ninguno de los dos ,casos se había produ­
eido una negativa a reconocer el derecho que tenía el detenido a utilizar el 
euskara. Ello no quería decir, sin embargo, a juicio del Ararteko, que la queja 
careciese de fundamento, pues la necesidad de atemperar el ejereicio del dere- / 
cho·al uso del euskara a la disponibilidad de medi~s, no puede vaciar de con­
tenido a las demandas que en este sentido se planteen. 
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' 
La queja fue admitida a trámite y, en lo que afectaba a la Administración 

de justicia, se dio traslado de la misma al Ministerio de Justicia. Igualmente, se 
llamó la atención sobre la necesidad de abordar la regulación específica de la 
euskaldunización de· Jos puestos de trabajo de. la Ertzaintza. · 

3.3 .. EDUCACION 

A) Introducdón 

En esta área se han recibido 41 quejas, lo que representa un 7,3% del 
total. . 

Las quejas tramitadas en el presente ejercicio de 1994 denotan el impor­
tante grado de sensibilización alcanzado en cuanto a la mejora de la calidad de 
la enseñanza, una vez superado el primer estadio de implantación.de la refor­
ma educativa. . . . . 

Así, han sido varias las quejas en las que se planteaba una ampliación de 
los actuales programas educativos, así como uri refuerzo dé los apoyos dispo­
nibles, fundamentalmente en el área de las necesídades educativas especiales. 
. No obstante, al mismo tiempo, se mantienen quejas de las que ya nos 

hemos venido ocupando en anteriores memorias, como sordas relativas a la 
suscripción de conciertos educativos, concesión de becas. o ayudas al estudio, 
admisión de alumnos, etc. · 

La pervivencia de este tipo de quejas no ha de valorarse en un sentido 
negativo. Al contrario, tal circunstancia no merece ser analizada sino como un 
fenómeno de absoluta normalidad, en la medida en que todas ellas hacen ref e­
renciá a conflictos usuales en la gestión del servicio público educativo. 

En cualquier caso, en este apartado estimamos preciso destacar, por su 
gravedad,. una queja que, si bien poc;lría tener encaje en el ámbito de Ja fun­

.· ción pública docente, pone de manifiesto algunas ·disfunciones de la actual 
programación de unidades escolares de la que trae causa. 

Con respecto a esta programación, ha de señalarse que, en determina­
dos cásos, lejos. de corresponderse con la i:ealidad funcional de los centros 
educativos a la que debe obedecer cualquier actuación administrativa en esta 
materia, responde más al intento de solventar los problemas de gestión de 
personal inherentes a todo proceso de supresión de aulas, pero con el agra­
V;:lnte de que ni siquiera este último objetivo se materializa con el grado de 
seguridad jurídica que resulta exigible a este tipo de procesos. 

Estas diferencias entre la realidad material y formal han dado Jugar igual­
mente a quejas en un apartado que afecta a una vertiente dif erenté del dere-
cho a la educación: · 

Así, algunos centros que tenían aulas en .funcionamiento desde cursos 
anteriores han visto denegada su solicitud de concertación para estas aulas 
por falta de autorización formal, cuando en ejercicios anteriores habían sido 
concertadas. 
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B) Selección de quejas 

La puntuación exigida para el acceso a la Universidad del País Vasco, 
calculada en centésimas o.en milésimas (639/93) 

, . . . 

Una joven que aspiraba a ingresar en la Universidad del País Vasco no 
había sido admitida en el centro que ella deseaba por no alcanzar la puntua­
ción mínima exigida. Sin embargo, esta alumna consideraba que no existía la 
St1ficiente transparencia en este asunto y se dirigió a esta institución. 

El problema radicaba en que el documento entregado por la UPV-EHU a 
la' reclamante, y por tanto, .al resto del alumnadó que aspira a ingresar en 
dicha universidad, sobre su· calificación definitiva de ·las pruebas de aptitud 
para el ingreso en ia misma contemplaba ia nota en centésimas (6,49), mien­
tras que la nota mínima aplicada por la Universidad ·10 era en milésimas 
(6,496). ' 

La alumna había presentado la reclamación correspondiente ante el Rec­
torado, donde se le ·había indicado que su nota final era de 6,492 puntos, 
inferior a la mínima exigida, antes señalada. Ella, sin embargo, decía descono­
cer el origen de lá milésima. 

Esta institución entendía ·que, de ser cierto lo manifestado por la recla­
mante, la situaba en un plano de inseguridad jurídica y de indefensión, dada la 
dificultad que se le planteaba para reaccionar ante lp aplicación de. unos crite­
rios que le eran desconocidos. Por.ello, se solicitó información a la UPV, para 
c~nocer su versión al respecto. 

En la respuesta universitaria se indicaba que la gran demanda existente 
para el ingreso en los distintos centros. dependientes de la Universidad del País 
Vasco, por una parte, y la.limitación de plazas ofertadas, por otra, obliga a 
aplicár criterios de selección de un modo más ajustado, razón por lá cual la 
. calificación final del plumnado se determina en milésimas. Pero se añadía que 
la Universidad informa de ello a cada alumno, mediante el envío de un escrito 
a su domicilio en el que, entre otros datos, se especifica la nota final del alum­
no/ a, expresada en milésimas, el número de plazas existentes en cada uno de 
los centros solicitados y su número de orden en la lista de ingreso en cada uno 
de ellos. Se nos adjuntaba un impreso-tipo. 

El Ararteko comprob6 que no había habido irregularidad en el asunto 
planteado por la alumna, puesto que la nota en milésimas que se le había apli­
cado era la que realmente tenía y de la que se le había informado. No .obstan­
te, el Ararteko envió uria recomendación a los responsables de la UPV, que 
fue aceptada, para que en el futuro las notas de las pruebas de aptitud se 
entreguen en milésimas, lo cual contribuirá a esclarecer el proceso y evitará 
problemas como el expuesto. 
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Ayudas compensatorias para la realización de estudios univers.itarios 
(776/93) 

El solicitante de una ayuda compensatoria para la realización de estudios 
universitáriosacudió a la Institución al haberle sido denegada dicha.ayuda, aun 
cuando la renta familiar por él acreditada' se encontraba dentro. de los límites 
protegibles previstos en las bases de la convocatoria de ayudas o becas al estu­
dio par~ el curso académico 1992-93. . 

Este Ararteko, a la vista de la anterior denuncia, procedió a 'una inmedia~ ··· 
ta petición de información en cuanto a los motivos que hubiesen podido fun­
damentar tal denegación. 

En su escrito de contestación, el Director de Universidades vino a señalar 
que el jurado de selección estimó proponer la no concesión de la ayuda solici­
tada porque, de acuerdo con la convocatoria, la declaración de renta presen­
tada por el interesado bien podía no refÍejar la situación económica· familiar en 
tanto que, y reprodueimos textualmente: 

"1.- El salario que se declara no alcanza siquiera el salario mínimo inter­
profesional, siendo el declarante trabajador por cuenta ajena. 
2.- Esta declaración está presentada ante el Departamento de Hacienda 
y Finanzas el 1 de septiembre de 1992. 
3.- En la documentación presentada el añó.ati.terior figuran unos ingresos 
por trabajo de 1.208.408.- ptas. · 
4.- Existen otros ingresos procedentes de paro, alguna pensión, o ~n 
caso contrario el solicitante debiera haber justificado, al' menos explicado', 
cuál era esta nueva situación económica y causas que la habían prodúci-
do." · ' 
En opinión de esta institución, si bien es cierto que en función.,de lo dis­

puesto en la base 35.3 de la convocatoria, en los casos en los que el solicitan­
te alegue que la situación económica haya variado sensiblemente, los jurados 

, de selección pueden apreciar libremente esta circunstancia, no lo es menos 
que tal margen de apreciación no puede suponer la pérdida del valor probato­
rio de la documentación que en cada caso haya sido aportada, a menos que la 

. decisión del jurado lleve pareja una prueba fehaciente, puesto que, en otro 
caso, t<;il margen de apreciación pasaría a ser una actuación que bien podría 
calificarse como de arbitraria, en la medida en que no responda a unos presu­
puestos objetivos probados. 

A~í; y en el caso concreto que nos ocupa, se consideró que los argumen­
tos barajados por el jurado no destruían el valor probatorio de la documenta­
ción aportada por· el solicitante, que bien podía·. responder a una situación de 
contratación temporal o a tiempo parcial. 

Por todo ello, se recomendó la revisión de la ayuda solicitada por el 
reclamante en queja y la declaración, en su caso, de la procedencia de dicha 
'ayuda~ 

El Director de Universidades asumió la anterior recomendación y mani­
festó su compromiso de revisar la solicitud planteada, recabando al efecto la 
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documentación complementaria oportuna, así como de dictar la resolución 
oportuna al respecto. 

Dicha resolución no se ha hecho esperar. En ella se deniega nuevamente 
la ayuda compensatoria solicitada,. al considerar Jos responsables educativos la 
posibilidad de otras percepciones públicas, distintas de las acreditadas, cua1es 
son las prestaciones por desempleo, haciendo derivar de todo ello Ja supera-
ción del límite de renta protegible. ' 

Esta institución no ·comparte en absoluto el fondo de la: anterior resofü­
ción. A nuestro juicio, Ja' concesión de' este tipo de ayudas compensatorias no 
se puede hacer depender de la posibilidad de percepción de cualesquiera otras 
ayudas públicas,· sino que, taí y como expresáqamos en nuestra recomenda­
ción, tal concesión debe atender únicamente a los ingresos ciertos que de 
hecho se hayan podido generar en el ejercicio correspondiente. 

Por todo ello y si bien se o~denó el cierre y archivo del expediente al con­
siderar agotadas todas Ja posibilidades de mediación a nuestro alcance, trasla­
damos a las autoridades administrativas así como al reclamante en queja nues­
tro propósito de incluir este asunto en la presente memoria, como muestra·de 
recomendación no admitida. 

Desglose e integración de unidades escolares (29/94). 

Un grupo de profesores destinados. en el Centro de Educación Especial 
(CEE) Goizalde deVitoria/Gasteiz acudió a la Institución alármado por su pre-
cari.a situación administrativa. ' "' · · 

El proyecto de supresión de este cenfro educativo, cuyos inicios se 
remontan al año 1990, se materializó en septiembre de 1993, a través del 
desglose y posterior integración de sus aulas en otros dos centros escolares de 
la ciudad: Colegio Público San Martín y Colegio Público Antonio López de . 

. Guereñu, sin que tales actuaciones tuvieran el corresponQiente .reflejo en las 
resoluciones administrativas oportunas. · · 

Tal circunstancia implicó, a su vez, la imposibilídad de proceder a la regu-
.' larización de la situación administrativa del personal afectado. De esta mane­
ra, dicho personal permanece adscrito, con carácter definitivo, a un centro 
educativo que de facto ya no existe, al tiempo que se le destina transitoria­
mente, en régimen de comisión de servicios, a los centros a Jos que han sido 
desglosadas las aulas provenientes de su anterior centro de destino. 

Esta situación se complica· aún más, al incidir directamente sobre la 
misma otro proceso de supresión de un centro específico distinto: el CEE Pas­
,cual de Andagoya, una de cuyas aulas se desdobla al CEE Goizalde, alterando" 
se de esta forma las expectativas de recolocación en otros puestos de trabajo 
del colectivo de reclamantes en queja1 al variar el orden de prioridad estableci­
do con base en criterios de antigüedad. 

Ante· la gravedad de Jos· hechos denunciados, esta institución efectu6 una 
primera petición de información a los responsables educativos ·pertinentes, 
con el fin de cónocer los posibles fundamentos objetivos que soportasen las ' 

, 
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~ctuaciones administrativas cuestionadas, al tiempo que .se recomendaba el 
dictado de unas normas específicas para los supuestos de supresión, transfor­
mación, desglose e integración de unidades, que permitiesen la definitiva regu­
larización de la situación administrativa del personal afectado por tales medí~ 
das, ya que la normativa anteriormente vigente en esta materia .había quedado 
derogada, de forma expresa, por la Orden de 11de mayo de 1993, regulado-. 
ra del proceso de adscripciones. 

En respuesta a esta primera petición de información, el Director. de Ges­
tión de Personal se mostró consciente del vacío normativo existente y se com­
prometió a la elaboración de una normativa específica de reciente publicq.ción. 

En cuanto a los antecedentes objetivos que fund~mentasen las medidas 
1 cuestionadas, el Director de Centros se limitó, sin embargo, a facilitar una 

extensa información en cuanto a la sucesión cronológica de los .hechos que 
habían dado lugar a la situación denunciada, sin 1 justificar, siquiera mínima­
mente, la integración intermedia del aula proveniente del CEE .Pascual de 
Andagoya en el CEE Goizalde. 

Debido a ello, esta institución; en una segunda comunicación; si bien . 
admitió que la definitiva regularización de la situación administrati\Ía del perso-

. nal afectado vendría dada por la aplicadón particularizada de las normas · 
sobre ·supresión, transformación, desglose, integración y fusión de unidades 
escolares que el Departamento de Educaeión ·pretendía elaborar, insistió en 
que con dichas ,normas se debían evitar posibles disfunciones, haciendo 
depender, única y exclusivamente, de los datos de escolarización dé alumnos.., 
el número de puestos de trabajo docentes con los que hubiera de quedar dota­
do cada uno de los centros educativos afectados, ya que sólo así podría poner­
se fin a aquellas actuaciones que desligan la política de programación de uni­
dades y dé personal de la realidad educativa de los centros. 

Ha sido precisam~nte este último aspecto, es decir, el de intentar coho­
nestar las mediélas administrativas con la realidad de los centros, el que más 
ha preocupado y más ha interesado 'destacar a esta institución; en la medida 
en que el mismo se constituye en presupuesto ineludible de un correcto ejerci­
cio de las facultades de programación y autoorganización que tiene atribuidas 
la Administración educativa; 

Por todo ello, y salvaguardando la posibilidad de que se llegasen a apor­
tar nuevos datos o argumentos que avalasen las medidas cuestionadas, este 
Ararteko no pudo sino recomendar que la regularización formal de los centros 
afectados se llevase a término de acuerdo con la situación real en la que se 
encontrasen dichos centros. 

El Departamento de Educación, Universidades e Investigación sigue afe­
rrándose, sin embargo, al resultado de los distintos acuerdos parcialés que .con 
los respectivos claustros afectados se han ido sucediendo. en el curso de los 
procesos de supresión, obviando cualquier tipo de conside~ación sobre la reali­
dad funcional actual de· estos centros educativos. 

Tal actuación que, a nuestro juicio, no puede ser calificada sino como de 
falta de colaboración con la Institución, ha motivado, en último términb, que 
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este Ararteko se haya visto obligado a proceder al cierre y archivo del expe­
. diente, al entender agotadas todas las posibilidades de mediación a su alcance. 

Escolarización de niños superdotados en fo red pública de enseñanza 
M~ . . . . . 

La madre de un niño superdotado denunció ante Ja Institución la ausen­
cia de ayudas compensatorias orientadas a sufragar los gastos adicionales que 
para ella implicaba la educación de su hijo, toda vez. que, a su juicio, la red 
pública de enseñanza de la CAPV no contempla programas educativos espe­
ciales para este tipo de alumnos. 

A su escrito de queja acompañaba un informe psicopedagógico en el que 
se hacían constar ias necesidades educativas especiales de sú hijo, eritre ellas: 

· ·una adaptación curricular significativa y un adecuado· seguimiento psicopéda­
gógico. 

Ante la novedad que suponía la cuestÍón planteada, este Ararteko acudió , 
a' las autoridades educativas competentes, con el fin de sondear la posibilidad 
de una escolarización adecuada en la red pública (servicios de apoyo, especia-
listas, etc.), así como de ayudas compensatorias. · · 

Por su interés, reproducimos íntegramente la información recibida al res-
pecto: 

"La Orden de. 5 de rriayo de 1993 (BOPV de 1 de junio) del Consejero 
de . Educación, Universidades e Investigación, ·por la, que se regulan las 
adaptaciones curriculares- en· las etapas de Educación Infantil y Primaria, 
recoge la. posibilidad de realizar adaptaciones significativas del Currículum 
de todos los alumnos/as que lo precisen, estableciendo asimismo el pro­
cedimiento de elaboración, aprobación y supervisión de las mismas. 
El principio fundamental que inspira la Política Departamental y las regu2 
ladones normativas consecuentes es el de la integración del alumnado· en 
un contexto institucional comprensivo, esto es, en una Escuela dotada de 
recursos internos (y externos, si fuera el caso) suficientes, y capaz de dar 
respuesta por sí misma y· en función de una adecuada estructura organi­
zativa, a las diversas situaciones educativas que le presente su aiumnado. 
No se contempla, por tanto, institucionalmente el éstablecimiento de 
Centros y Programas diferenciales y generalizados' para los alumnos bien 

·dotados intelectualmente, entendiendo que la respuesta a su situación 
concreta debe ser abordacla desde el Centro de. referencia del aiumno o 
alumna, a partir de sus posibilidades y tras el pormenorizádo análisis del 
sujéto y su contexto, para establecer, desde el propio Centro, el progra­
ma adecuado de actuación. 
Los Equipos MultiprofesionaÍes integrados en Íos COP son los órganos 
técnicos competentes para, analizando el caso que se les plantee, orien­
tar al centro en la elaboración curricular significativa qúe resulte proce­
dente y apoyarle en su desarrollo y ejecución. 
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En cuanto a la consideración de ayudas compensatorias, debo manifes­
tarle que no existe capítulo presupuestario que contemple esta posibilidad 
por entender que la atención privada que pueda dispensarse a este alum­
nado• no .debe ser asumida por el Departamento, particularmente desde 
la consideración del impulso que sé viene dando a la atención diferencial 
e individualizada, desde el entorno habitual,. a los casos que previa y debi- . 
damente diagnosticados, sea cual fuere la razón de las necesidades edu­
cativas especiales que plantea." 
En opinión de la Institución, las consideraciones precedentes demostra­

ban, de un modo suficiente, las posibilidades de escolarización en la red públi­
ca. 

Asimismo, se estimó que cualquier otra escolarización o refuerzo pedagó­
gico qúe re¿pondiese a una libre iniciativa de los p~dres o tutores, no tenía 
por qué contar con ayudas compensatorias, puesto que ·unas prestaciones de 
este tipo, además de tener· que estar necesariamente ponderadas con arreglo 
a la limitación de recursos que condiciona cualquier derec.ho préstacional 
como lo es el de la educación, podrían suponer incluso un importante'freno a 
la política de integración que inspira la actuación de la Administración educati-
va vasca en esta materia. . . 

Por tbdo ello, se acordó el ~ierre y archivo del expediente de queja, 
comunicándoselo así a la interesada. 

Concertación de aulas en funcionamiento pero sin autorización for~ · 
mal (103/94) 

Un centro docente presentó una queja en relación con la convocatoria 
anual de conciertos para el curso 1993/94 .. 

El motivo fundamental tenía que ver con la falta de financiación de aulas 
que en anteriores convocatorias habían sido concertadas. . 

El Departamento de Educación fundamentó la decisión en ·que las aulas 
cuya financiación se discutía carecían de autorización. 

Efectivamente, el centro no tenía autorización para una de las aulas para 
las que solicitó la concertación. La solicitud de autorización para esta aula 
correspondiente al curso 1993/94 se presentó una vez comenzado el curso, 
en octubre. Teniendo en cuenta que la resolución de un expediente de autori­
zación surte efectos a partir del curso siguiente al de la fecha de la misma, . la 
denegación no parecía arbitraria. 

A pesar de esta circunstancia, el Ararteko consideró, sin embargo, que la 
queja no carecía de fundamento. 

En prip-ier lugar, la previsión de que los efectos de una autorización se 
difieren al curso siguiente (RD 332/92, art. 8.1) tiene lugar en el contexto de 
un expediente normalizado; en el que desde luego no se contempla una cir­
cunstancia que existía en este caso, como era la de que dicha aula había sido 
ya concertada en convocatorias anteriores. El informe del Departamento 
obviaba cualquier valoración de este hecho, negándole cualquier efecto. 
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Por otro lado, la tramitación del expediente de autorización .de esta aula, 
cuya c9ncertaci6n en otros ejercicios 110 era ficticia, pues ya venía funcionan­
do, superaba ampliamente el plazo de 2 meses previsto en el RD 332/92 en 
su artículo 6.2. · 

Hasta finales de mayo de 1994 no se dictó la orden de autorización, qué 
se publicó finalmente el 21 de junio (8 meses después). 

A la vista de la orden de autorización de ampliación 'del número de aula~, 
que preveía en su disposición fina!, que la misma no implicaba la obtención de 

. ninguna ayuda a través del régimen de conciertos, por lo tanto, no valoraba 
· en el caso de este centro qué anteriormente había tenido conce~ada esta 
, aula, el Ararteko consideró agotadas sus actuaciones, que estimó necesario 
incluirlas eh este informé. · 

La capacitación idiomática de origen como triterio ae admisión del 
alumnado (167 y 168/94) 

Sendos centros públicos de Vitoria/Gasteiz plantearon la procedencia de 
considerar la capacitación idiomática de origen (lengua materna) en la admi­
sión del alumnado de· tres años, a pesar de que este criterio no esté contem-' 
piado en el Decreto 61/1992¡ de 17 de marzo, por el que se regula la admi­
sión de alumnos en centros públicos y concertados de la CAPV .. 

Con el fin de situar la discusión en sus justos términos, este Ararteko 
efectuó una primera matización señalando que no habían de ser los criterios 
de orden pedagógico, repetidamente esgrimidos en el escrito de queja, los que 
habían de dirimir el conflicto planteado; dado que si la resolución de este tipo 
de controversias se hiciese depender de criterios puramente pedagógicos, las 
exigencias de una mayor calidad de la enseñanza impondrían soluciones a las 

· que jamás podrían hacer frente las actuales disponibilidades· presupuestarias. 
Lejos de minusvalorar estos fundamentos pedagógicos, simplemente .se 

· advirtió que los mismos debían situarse en el marco de las limitaciones de 
medios disponibles, extremo· este que resulta insoslayable. cuando se trata de 
dere.chos de naturaleza prestacional. 

De esta manera, se entendió que la discusión acerca de ia procedencia y 
viabilidad del criterio de admisión propuesto debía moverse en el márco de la 
actual programación de la enseñanza y debía orientarse a analizar si tal pre­
tensión podía llegar a afectar al contenido esencial del derecho de aquellos 
alumnos que, en aplicación de Ia·misrría, no pudiesen tener acceso al modelo 
educativo por ellos solicitado. 

Delimitado así el terreno de la discusión~ en opinión de esta institución, la 
efectiva implantación y generalización de un sistema de admisión de alumnos 
basado en la capacitación idiomática de origen, 9demás de entrañar serias difi­
cultades en orden a la acreditación de dicha capacitación, exigiría una progra­
mación de los puestos escolares mucho más diversificada y amplia qµe la 
actual, puesto que, en otro caso, no sería difícil llegar a situ¡:¡ciones en las que 
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"· bien podría plantearse un trato discriminatorio con respecto a aquellos alum-
nos que viesen fruncada~ sus expectativas de ingreso en i;nodelos D. 

Por todo ello y no apreciándose, en definitiva, la conveniencia de una 
intervención en esta materia, se acordó el traslado a los interesádos de las · 
anteriores consideraciones así como el cierre y archivo definitivo de los expe-
dientes. · 

Oferta obligatoria de la enseñanza de' religión (222/94) 
. . . . . . 

Un padre cuyos hijos están escolarizados en un centro público, se dirigió 
a la Institución al entender que la actitud mostrada por la dirección de dicho 
centro educativo con respecto a la enseñanza de la religión resultaba contraria 
a las disposiciones legales y reglamentarias vigentes en la materia. 

La dirección del centro hacía llegar a los padres o tutores de los alumnos, 
mediante una nota informativa, los inconvenientes .que, en opinión del conse­
jo escolar, suponía la impartición de enseñanzas de religión: 

"-Son ya 8 años que se dejó de impartir esta asignatura( ... ) .. 
- No hemos visto carencias en la formación integral que fomenta el cen­
tro a su alumnado. 
- El currículum escolar desde la implantación de la actual reforma del sis­

. tema educativo recoge aspectos ·sociales y éticos, a través de las áreas 
transversales. . · 
- Provocaría alteraciones en la organización general del centro. 
- Diferencias (o creación de diferencias) eritre el alumnado .. 
- La asignatura de Religión implica un horatio determinado a especificar 
y unas condiciones . concretas según ciclo o nivel que suponen algunas 
reformas trascendentales. Según la normativa vigente en la Enseñanza 
Primaria, es decir, hasta 5º nivel el ár<;a de Religión constará semanal­
mente con 1,5 horas o en su defecto· estudio asistido. En 6º, 7º y 8º de 
EGB la enseñanza de Religión iría en el mismo bloque de Sociales y Etica 
contando semanálmente con 1 hora o en su defecto Etica, restándole 1 
hora semanal al bloque de Matemáticas, Ciencias Naturales. 
- Las correspondientes horas de Estudio Asistido no implican en ningún 
modo avance en la materia de ninguna asignatura, ni labor tutorial. 
- Nos encontramos ante una imposición legal. 
- Son otros los lugares idóneos para la Religión: Iglesias, Catequesis, 
Colegios Privados Religiosos, ... 
- Ante todo ello se acordó por unanimidad la oposición a incluir este área 
en el currículum del centro." 

Considerando que la antérior actuación debía ser objeto de la pertinente 
inspección por parte de los responsables educativos, toda vez que en atención 
a lo prévenido en el Real Decreto 1.006/1991, de 14 de junio, por el que ?e 
establecen las e,nseñanzas mínimas correspondientés a la Educación Primaria, 
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el área de religión o, en su defecto, la organización de actividades, de estudio 
adecuadas a la edad de los alumnos, resulta ser de oferta obligatoria para los 
centros, este Ararteko .resolvió dar traslado del contenido del escrito de queja 
a la Administración educativa, con· el fin de que desde ésta se adoptasen las 
medidas oportunas al respecto. 

En el informe· del Servicio de Inspección Técnica de Educación remitido a 
modo de contestación, se corrobora que, si bien en la nota informativa dirigi­
da a las familias del alumnado se realiza la oferta de la religión, "se recogen 
también algunas .afirmaciones que pueden inducir a error, que dificultan ·la 
libre opción dé los padres en este tema y que contravienen la legislación ( ... ) 
especialmente cuando ( ... ) se afir!?a que el Órgáno máximo de representación 
'acordó por. unanimidad la oposición a· incluir este área en el currículum del 
centroflf, considerándose por ello; que "la Dirección del Centro deberá remitir 
en el. menor plazo de tiempo posible a las familias del alumnado ( ... ) una 
nueva información escrita en la que se tengan en· cuenta todos los aspectos 
señala,dos''. · . · · 

Esta última decisión del Servicio de Inspección Técnica de Educación 
hizp considerar a la Institución que la denuncia planteada en el escrito de 
queja se hallaba debidamente encauzada, siendo de esperar una pronta .solu­
ción satisfactoria. 

Por ello, se resolvió el cierre y archivo del expediente, sin. perjuicio de 
una posterior reapertura, caso dé que la misma resultase necesaria, sin que tal 
extremo haya tenido lugar. 

Denegación de concierto educativo (233/94) 

Los miembros de la Asociación de Padres de Alumnos, así como los 
representantes del personal docente y no docente de un centro privado de 
Donostia/San Sebastibn, denunciaron la denegaeión de la solicitud planteada 
por dicho centro en el marco de la convocatoria dé suscripción de conciertos 

, educativos, realizada mediante Orden del Consejero de Educación, Universidac · 
des e Investigación de 13 de julio de 1993 (BOPV nQ 170, de 7 de septiem-
bre). . · ·· 

Según los reclamantes en queja, si bien tal denegación se hacía depender 
de motivos tales como el de la no satisfacción de necesidades de escolariza­
ción y la inexistencia de disponibilidades presupuestarias, suponía, a su juicio, 
un trato desigual con respecto a otros centros privados de la misma localidad. 

Esta institución, tras recabar de la Administración educativa. toda la infor­
m¡¡ición oportuna relativa a la presente solicitud, consideró que, a tenor de lo 

, dÍspuesto en el art. 48.3 de la LODE, la falta de disponibilidades presupuesta­
rias suficientes bien podía motivar el que determinados centros educativos de 
carácter privado no accediesen al régimen de conciertos, cuando éstos no· 
atendiesen necesidades de escolarización. 

Admitido lo anterior, advirtió que la dificultad estribaba precisamente en 
concretar los supuestos específicos en que tal motivo de denegación, es decir, 
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la falta de satisfacción de necesidades escolares, podía entenderse como 
correctc:> y ajustado. 

· En opinión de este Ararteko, la demostración de si un centro escolar 
cúalquiera satisface o no necesidades de escolarización debe venir dada por el 
dato objetivo del número de alumnos matriculados en el mismo, y no por el 
número de unid9des públicas y privadas concertadas> en la zona de. influencia 
de dicho centró, tal y como parecía apuntarse en el informe remitido por el 
Director de Administración educativa. 

De otra manera, y salvo que s~ acreditase que a la hora de dotar pública­
mente las otras pl9z9s escolares se hubi.eran traído a colación otros criterios 
como. el de la atención· a poblaciones de condiciones socioeconómicas desfa- . 
vorables o la realización de experiencias de interés pedagógico, criterios 
ambos igualmente previstos en el art. 48.3 de la LODE, 'podía entenderse de 
aplicación al caso una posible quiebra del principio de igualdad, en la proyec­
ción que el mismo tiene sobre el art 27. 9 de la CE, en la medida en que el 
argumento de no satisfacción de necesidades escolares se hubiera hecho reca­
er exclusivamente sobre un concreto centro educativo. 

Ello n:o obstante, se tuvo presente que en la resolución del expediente se 
habían de considerar igualmente los criterios de concertación prioritaria esta­
blecidos en el Decreto 293/1987, de 8 de septiembre, por el que se aprueba 
el Reglamentó de Conciertos Educativos, en aras de garantizar los mínimos de 
seguridad jurídica que resulten exigibles en cuanto a expectativas de financia­
ción pública. 

Así, y de acuerdo con lo prevenido en el capítulo VI de dicho. reglamen­
to, resultaba evidente que la renovación de los conciertos cuya vigencia hubie­
ra finalizado ya o. el incremento de unidades concertadas en centros privados 
que tuvieran reconocida una determinada financiación pública, en atención a 
crecimientos.vegetativos y/o desdobles por exceso de alumnado en determi­
nados cúrsos, debía ser prioritaria a la suscripción· de nuevos conciertos, sin 
que tal actuación debiera reput~rse contraria al principio de igualdad en el 
sentido expuesto anteriormente. 

Según la información complementaria facilitada por los res·ponsables 
educativos, estas últimas razones de concertación prioritaria habían sido las 
que precisamente habían determinado l? denegación de suscripción de nuevos 
c.onciertos o la concertación de nuevas líneas, ante la insuficiencia de recursos 
disponibles. 

Siendo así y no apreciándose por ello irregularidad p.lguna en el actuar de 
la Administración educativa que pudiese fundamentar nuestra intervención, 
este Ararteko comunicó a los interesados el cierre y archivo de su expediente 
de queja. · 

Conservatorio de Música Jesús. Guridi (426/94) 

La presidenta de la asociación de padres del Conservatori.o de Música 
Jesús Guridi de Vitoria/Gasteiz denunció ante la Institución la paralización que 
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en dicho centro musical había experimentado el. proceso de elaboración del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento de los Órganos de gobierno 
(ROF, en adelante), habida cuenta de los plazos previstos al efecto en la dispo­
sición transitoria primera de la Ley 1/93, de 19 de febrero, de Escuela Públi­
ca Vasca. 

Asimismo, traslacló la necesidad, ya sentida desde tiempo atrás, de pro­
mover la participación democrática de los distintos sectores educativos 
(padres, alumnos y profesores) en la gestión ordinaria del centro. A este res­
pecto, señalaba que el hecho de que su sostenimiento pendiese de un. consor~ 
cio integrado a partes· iguales entre el Ayuntamiento de Vitoria/Gasteiz y el 
D'epartarhento de Educación, Universidades e Investigación, en nada obstaba 
a su .consideración como un centro público cualquiera. 

Este último aspecto relativo a la participacÍón de ·los distintos sectores 
educativos preocupó- especialmente a esta instituCión, -ya que,, tal y comO pudó 
constatarse mediante el Decreto 200/93, de 6 .de julio, por el que se determi-

. · na la composición de la comisión de elaboración del ROF, había de ser preci­
samente el consejo. escolar u órgano análogo de gobierno el que aprobase 
dicho reglamento, pudiendo resultar, de esta manera, que en el conservatorio 
de música de Vitoria/Gasteiz la aprobación de su futµro reglamento qµedara 
confiada a una junta directiva que, además de no contár con la repi:esentación 
de todos los sectores de la comunidad escolar, ni siquiera venía actuando con 
normalidad y continuidad, · 

Ello motivó que desde este Ararteko se sondease. el parecer ·del Departa­
mento de Educación, Universidades e Investigación sobre las anteriores cues..: 
tiones, 

En el escrito recibido a modo dé contestaciórt, se nos informó de que las 
especiales características, así como la diversidad de los centros que imparten 
lás ensefianzas musicáles, habían aconsejado posponer al curso 94~95 los 
procesos de elaboración que los centros ordinarios habían realizado el curso 
93-94. En cuálquier caso, se advertía que por Orden de 16 de junio de 1994, 
del Consejero de Educación, Universidades e Investigación, se había fijado un 
calendario para que. a lo largo del curso 94-95 se procediese a la i:edacción. 
del ROF y, tras su aprobación, se iniciasen !Os procesos electorales que habían . 
de culminar con la constitución del órgano máximo de· representación de los 
centros y el nombramiento de un·riuevo equipo directivo. 

De otro lado, y en lo que al órgano máximo de representación respecta, 
se planteaba una fórmula provisional, ya sometida a la consideración del Ilmo. 
Sr. Alcalde de Vitoria/Gasteiz, en el sentido de posibilitar la representación de , 
los distintos sectores educativos a través de las vocalías dispuestas para veci-
nos en los vigentes estatutos del consorcio. ~ 

Llegado eL momento de dar inicio al proceso de elaboración del .ROF 
(15.09.94) y ante.una nueva paralización del proceso oportunamente denun­
ciada por la reclamante en queja, esta institución. dirigió a los responsables 
educativos el correspondiente recordatorio en cuanto al cumplimiento de los 
plazos previstos en el calendario establecido en la ya citada Orden de 16 de 
junio de .1994. 
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Esta última actuación, as! como la proximidad de un inminente proyecto 
de traspaso de titularidad que pondrá fin a la actual fórmula consorcial, han 
favorecido que desde el Departamento de· Educación, Universidades e, Investi­
gación se haya impulsado, esperamos que.de una manera definitiva, el proce­
so electoral repetidamente pospuesto. Al mismo tiempo, se ha optado por 
una fórmula interina de gestión, mucho .más participativa, consistente en per­
mitir que la comisÍón ·de elaboración del ROF actúe transitoriámente como 
órgano máximo de representación, 

Tales deCislones han hecho considerar a este Ararteko qlle las cuestiones 
· d~batidas en el presente expediente de queja se encuentran debidamente 
enéauzadas en orden a su pronta y correcta solución. No obstante y hasta 
tanto no cuÍmine el proceso electoral én marcha, la Institución no eludirá su 
habitual tarea de seguimiento y control. 

3.4. FUNCION PUBLICA YORGANIZACION ADMINISTRATIVA 

A) Introducción 

A lo largo del presente ejercicio de 1994, en el área de Función Pública 
se han contabilizado un total de 85 quejas, lo que supone un 15% del total. 

Atendiendo a la administración contra la que se han dirigido, estas quejas 
pueden distribuirse de la siguiente manera: 

- Gobierno Vasco ................... .' ..................... ; ....... : .......................... 66 
- Diputaciones .................... ·"' .................................. , .................. : ..... 11 
-Ayuntamientos .... : ............................... · ... : ....................................... 8 

A su vez el .reparto por subáreas puede concr~tarse como· sigue: 

-Función Pública"Educación ............................................................ 51 
- Función Pública-General ................................................................ 13 
- Función Pública-Sanidad ......................................................... : ........ 9 
- Fun<:ión Pública-Interior ................................................................... 3 
- Oposiciones y concursos .......................... : ........... , ........ , ................. 3 
- Otros ............................................ -.................................................. 5, 
- Régimen disciplinario ....................................... , ............................. , 1 

Por su parte, el área correspondiente a Organización Administrativa; ha 
supuesto un total de 46 quejas, lo que signifiéa un 8% del total. . 

Con respecto al contenido de las quejas tramitadas en materia de función 
pública cabe destacar que en un buen número de ellas se ha cuestionado la 
interpretación restrictiva que de determinadas bases realizaban los órganos 
técnicos de selección, bien en cuanto al catálogo de titulaciones que permitían 
el acceso a los puestos convocados, bien en cuanto al tipo de servicios valora­
bles en fase de concurso como experiencia previa. 
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H reconocimiento de seroicios previos ha sido asimismo objetó de queja 
entre otros expedientes mediante los que se perseguía el perfeccionamiento 
de trienios a efectos retributivos, argumentándose a tal efecto, entre otros 
motivos, la existencia de un tratam.iento desigual. 

Ha de destacarse también que la Institución ha vuelto a insistir en la 
necesidad de observar las garantías procedimentales exigibles a los procesos 
selectivos efectuados por las distintas adminis~raciones públicas y que, como 
se recordará, ya fueron ob}etb de comentario en anterióres recomendaciones, 
con ocasión de un concurso-oposición convocado por una entidad pública de 
derecho público con reconocidas peculiaridades en el orden fu11ciónaL 

En ámbitos específicos como el docente y en tanto se viene dando cum­
plimiento a lo preceptuado en·las disposiciqnes transitorias de la Ley 2/1993, 
de 19 de febrero, de ordenación de cuerpos docentes de la enseñanza no uni­
versitaria de la CAPV, ha de señalarse la presentación de quejas referidas a 
determinados procesos de funcionarización como el del personal al servicio de 
ikastolas publificadas, en las que se planteaba un posible trato desigual en el 
acceso a la función pública. También cabe mencionar otras quejas rélativas a 
los·criterios de adscripción qué se han. seguido en la reordenación de. efectivos 
en el nivel de EGB o Primaria. 

En el área de Organización Administrativa, las quejas tramitadas.han per­
mitido constatar el tratamiento inadecuado de ciertos aspectos relativos· al pro­
ceso administrativo, concretamente nos referimos a los medios de prueba 
admisibles en orden a la correcta decisión del procedimiento, ya que el excesi­
vo rigor con el que en ocasiones son interpretadas .determinadas bases relati­
vas al procedimrentó en cuestión o la falta de una previsión a este respecto, 
hace que se desconozcan y se dejen de aplicar las disposíciones·9enerales en 
esta materia. 

B) .Selección de quejas 

Certificados de asistencia a seminarios/experiendas de formación 
(103/93) 

Un grupo de profesoras del Instituto de Bachillerato Usandizaga de 
Donostia/San Sebastián cuestionó ante la Institución la negativa del Departa­
mento de Educación, Universidades e Investigación a certificar su asistencia al. 
5eminario/experiencia de formación en informática dirigido por el grupo 
"Orixe" en el curso.académico 1991-92. 

Dicha negativa parecía fundamentar.se en un parte de baja tramitado por 
los responsables del seminario cuando, según versión de las reclamantes en 
queja, todas ellas habían asistido con regularidad a las clases impartidas hasta 
tanto el profesor había dado por finalizado el seminario, excusando su 
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asistencia, con el visto bueno de éste, a Jas. últimas sesiones celebradas a 
modo de recapitulación. 

Tras una primera comunicación con los responsables educativos perti-
. nentes y en la medida .en que no se habían concretado aspectos que, a juicio 
de esta institución, resultaban determinantes en ófden a un correcto trata­
miento dé lá queja, el Ararteko hubo de solicitar información puntual en torno 
al hecho de si se había comprobado la versión indicada por las interesadas 
respecto a su asistencia al curso completo, recabando al efecto el testimonio · 
de los demás participantes en la experiencia, así. como si existía algún motivo 
referente a la experiencia, adicional al de la asistencia, que, comparando unos 
y otros profesores participantes, pudiera motivar el. distinto tratamiento en 
· uno.s y otros casos. 

~ . 

La falta de concreción de .la que adolecía nuevamente el escrito de con-
testación á esta última petición de ampliación de información, obligó a reite­
rar la conveniencia de practicar la prueba propuesta, toda vez que la misma se 
con~tituía en el único medio efectivo de contrastar la versión contraria a la· 
sostenida por los responsables de la experiencia, al tiempo que se matizaba 
que con la información solicitada en cuanto a la existencia ,de algún motivo 
adicional al de la experiencia que fundamentase un trato diferenciado. entre los 
asistentes, únicamente se pretendía determinar la posibilidad de que la pura 
asistencia no fuese .el elemento fundamental, o al menos exclusivo, en la expe­
dición de certificados. 

Tras considerar un nuevo escrito remitido por el responsable del grupo 
''Orixe", esta institución estim6 que, al margen de é¡ue no se hubiese accedido · 
a la práctica de la prueba propuesta, en ningún momento, ninguna de las per­
sonas del grupo "Orixe" que habían ihtervenido en el seminario/ experiencia 
había cuestionado el hecho de que la asistencia no debiera ser considerado 
como el dato determinante en la expedición de certificados. 

Asimismo, consideró que no se habían aportado nuevos elementos, dis­
tintos al de la pura asistencia, que hubieran de ser considerados éomo presu­
puestos necesarios de la mencionada certificación. 

Por todo ello y entendiendo, 'en definitiva, que la Administración educati" 
. va, a lo largo de los sucesivos contactos, no había aportado criterios fundados 
y razonados que justificasen su negativa, este Ararteko no pudo sino recomen­
dar .la expedición de las certificaciones solicitadas. 

Lamentablemente, tras sucesivos requerimientos, el 'Departamento de 
Educación, Universidades e Investigación continúa sin pronunciarse sobre la 
recomendación emitida. · · 

Tal actitud ha obligado a este Ararteko a suspender sus actuaciones, 
ordenando el cierre y archivo de la queja, sin perjuicio de poner de relieve la 
falta de colaboración mostrada por los responsables educativos, mediante la 
inclusión de este expediente en la presente memoria. 
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Selección de personal al servicio del Consorcio de Aguas, Abasteci­
miento y Saneamiento (270/93) 

Un ciudadano interesado en ·la convocatoriá de µn concurso-oposición 
para el acceso a puestos de oficiales de segunda electromecánicos y conducto­
res efectuada por el Consorcio. de Aguas, Abastecimiento y Saneamiento de 
Bilbao, denunció ante la Institución el incumplimiento reiterado, por parte de 
dicho consordo, de las disposiciones vigentes en materia de s.elecdón de per-
sonal. · 

El estudio que del asunto planteado realizó esta institudón, reveló la 
necesidad de puntualizar determinados aspectos de orden jurídico-formal que, 
habida cuenta de la naturaleza pública que cabe atribuir al Consorcio de 
Aguas, Abastecimientos y Saneamientos, no habían sido objeto del debido tra­
tamiento en la referida convocatoria. 

Ello resultaba asi porque, si bien los procesos selectivos y provisorios· de 
personal al servicio del Consorcio han de regirse por lo dispuesto en el Regla­
mento de Régimen Interior, en atención a las ,posibles peculiaridades de su 
régimen funcional, no es menos cierto ·que en la gestión y tramitación de 
estos procedimientos no pueden desconocerse las disposiciones generales que 
sobre esta materia se recogen en la legislación general de función pública, 
toda vez que la personificación de administración pública diferenciada de la 
que goza el Consorcio de Aguas, en tanto que puramente · instrume~tal, no 
permite eludir la observancia delordenamiento administrativo en aquellos que 
no guarden relación con su régimen orgánico funcional y finandero, tal y 
como es el caso. · · , 

De esta manera se estimó que habra de entenderse de plena aplicación el 
caráder preceptivo de la elaboración y publicación de las ofertas de empleo 
público, en la medida en que se pret~ndiese l~ cobertura de plazas vacantes 
debidamente presupuestadas. . · 

Del mismo modo había de considerarse la publicación de las convocato­
rias de. concurso-oposición en el Boletín Oficial del· Territorio Histórico corres­
pondiente, sin qué.. dicha publica~ión pudiera entenderse suplidá por la inser­
ción de anuncio algunó en cualquiera de los diarios de mayor difusión, ya que 
esto último no puede tener otro carácter que el de complementario del anun-. 
do oficial. · · 

Por todo ello, y atendiendo a la finalidad garantista a la que responden 
este tipo de requisitos formales, esta institución dirigió al Presidente del Con­
sorcio una recomendación mediante la que se instaba el cumplimiento de los 
requisitos citados. 

Lamentablemente y tras sucesivos requerimientos, dicho consorcio, 
amparándose en las particularidades de su régimen orgánico funcional y finan­
ciero, ha eludido pronunciars~ de manera expresa sobre la admisión de la 
recomendación emitida, circunstancia ésta que ha obligado a esta institución a 
ordenar el cierre y archivo del expediente de queja, al tiempo que se acordaba 
su inclusión, en la presente memoria, como muestra dÉ! recomendación no 
admitida. · 
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El incumplimiento por parte de la administración convocante de las 
bases para la provisión temporal de una plaza (27i/93) 

En el informe correspondiente al pasado año, se recogía una queja for­
mulada por una aspirante que se presentó a una convocatoria para cubrir, en 
régimen ~ comisión de servicios, una plaza de administrativo en el SVS-Osa-
kid~tza. · 

La reclamación pre~entada por la interesada era tofalmente fundada, y 
en el momento de la presentación del anterior informe el expediente de queja 
permanecía abierto a la espera de que el SV$-Osakidetza respondiese a la 
recomendación realizada. 

Finalmente, la administración se dirigió al ArartekO comunicando que en 
el mes de setiembre se había dictado una resolución estimando el recurso 
administrativo que había interpuesto la interesada. 

De este modo,. con un retraso mayor del que sería deseable en un funcio­
namiento normal de la administración, las actuaciones se retrotrajeron al 
momento anterior a la resolución de la convocatoria, tras lo cual se procedió 
al archivo del expediente de queja. · '· · 

Sobre el acceso a procedimiento de selección mun,icipal (396/93) 

Un vecino de Sestao. presentó ante el Ararteko su reclamación, al no 
haber sido adn:iitida su solicitud para presentarse a cierto proceso de selección 
abierto por su Ayuntamiento para cubrir témporalmente puestos de socorris­
tas en cierto eomplejo deportivo. municipal. Se convocaban en concreto cúa· 
tro plazas de monitor-socorrista para la campaña estival, a los efectos de pres~ 
tar servicios en el polideportivo de laBenedicta de Sestao. 

El solicitante había sido excluido de la lista de admitidos por no haber 
acreditado la condición prevista en la base segunda, apartado c) de la convo­
catoria citada, que literalmente exigía a los candidatos "haber realizado cursi­
llos y obtenido el título de salvamentó y socorrismo acuático, con conocimien­
to y práctica de primeros auxilios y curas de emergencia". 

El aspirante había presentado con su documentación la titulación de 
monitor nacional de natación, expedida por la Federación Española de Nata­
ción y que, según él mismo, implicaba exactamente los mismos contenidos 

, que el título exigido para las plazas, además .de otras materias relacionadas, 
impartiéndose las materias incluso por los mismos profesores. 

En este estado de cosas, la cuestión a examinar consistía en clarificar la 
relación existente entre ambos títulos, el exigido y el presentado, para lo cual 
esta institución solicitó un informe al Departamento de Sanidad del Gobiern9 
Vasco, que impulsó en su día la aprobación del Decreto 146/88, de 7 de 
junio, por el que se aprueba el Reglamento Sanitario de Piscinas de uso colec­
tivo. Dicho decreto señala en su artículo 41 que las piscinas de uso colectivo 
dispondrán de un socorrista titulado, con experiencia acreditada en salvamen­
to y primeros auxilios. Se solicitó en este sentido a la Administración sanitaria 
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que estimara si las dos titulaciones anteriormente mencionadas 'o solament.e 
alguna de ellas daban acceso a la condición exigida en la reglamentación sani­
taria. 

El informe evacuado por el. Departamento de Sanidad concluyó admitien­
do la. equiparación a los efectos pedidos de las dos titulaciones, lo cual motivó 
una recomendación del Ararteko al Alcalde de Sestao, en el sentido de admitir 
ambas titulaciones en las posteriores convocatorias que de las mismas o simi~ 
lares plazas. se realizaran en su municipio. . 

El Alcalde de Sestao negó el cÚmplimiento de la recomendación y desau­
torizó la opinión del Ararteko, lo que provocó t¡Úe, junto al archivo del expe­
diente, se enviara un nuevo oficio a dicho ayurft\amiento, con objeto de clarifi­
car .las funciones de. esta institución. y la obligación que p(:lra con la misma 
compete al presidente de cualquier corporación municipal de la Comunidad 

_ , "~utónoma, junto col) el anuncio de que siJ actitud ante el eXpediente tramita­
do sería denunciada convenientemente. No se recibió posteriormente nueva 
respuesta del Alcalde de Sestao con· referencia ál presente tema. 

Principio de iguaidad en el reconocimiento de servicios previos 
(460/93) ' 

Unos trabajadores afectados por un convenio colecti~o de la Administra­
éión de esta comunidad autónoma plantearon su disconformidad con el modo . 
en que dicho instrumento jurídico regulaba el. reconocimiento de servicios pre­
vios a efectos de antigüedad. 

A pesar de que la queja se planteaba en relación con un instrumento 
correspondiente al ámbito de negociación .,colectivo, la queja mostraba una 
vertiente que permitía su análisis desde el punto de vista de su conformidad 
con el principio de. igualdad. 

El convenio coledivo cuestionado reconocía los servicios prestados en el 
Gobierno Vasco o en cualquier organismo cuyos servicios hubiesen sido trans­
feridos posteriormente, o en la Administración foral o local de esta comunidad 
autónoma. De este modo, se otorgaba uh tratamiento diferente en función de 
la titularidad de la administración eh la que se hubiesen prestado los servicios. 

Los trabajadores qué presentaron· la queja habían prestado 'servicios eh 
una administración no prevista en su convenio colectivo, · 

El principio de igualdad como fundamento de la extensión del reconoci­
miento a otros ámbitos distintos al estrictamente funcionarial, 'es decir, al esta-
tutario y laboral, resultaba de difícil aplicación en esfe caso. . 

El hecho de que el reconocimiento de servicios previos a efectos de anti­
güedad se regulase para estos trabajadores de la Unidad Técnica Auxiliar de 
Policíá (UTAP) de manera distinta de como lo es para los funcionarios de 
'• ' 

carrera u otros trabajadores sujetos a otros convenios colectivos dentro de la 
misma administración, no puede ser configurado como una actuación arbitra­
ria desde un punto de vista jurídico-formal. 

Descartada una comparación respecto de otros colectivos, se analizó el 
tratamiento diferenciado que se da a efectos retributivos entre el personal 
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sujeto al mismo convenio colectivo en función de la administración pública en 
la que los servicios cuyo cómputo se pretende fuero~ prestados. 

La distinción establecida era a consecuencia de un acuerdo alcanzado por 
las partes firmantes del convenio colectivo. Este carácter negociado, en la 
medida eri que Jos convenios están sujetos a las reglas generales de la jerar" 
quía normativa no es, sin embargo, por sí mismo, motivo suficiente para elu­
dir el respeto del principio de 'igualdad. 

En el modo en que el corivenio establecía el reconocimiento de servicios 
previos, no se determinaba ninguna distinción en función del contenido o 
naturaleza de la relación bajo la cual fueron prestadas las mismas o a cualquier 
otra circunstancia objetiva .. La sola diferencia lo era en razón del origen de Ja 
administración pública en la que Jos trabajadóres prestaron sus servicios, sin 
que se pueda apreciar, sin embargo, ninguna diferencia sustancial entre los 
servicios prestados en las administraciones públicas mencionadas en el conve­
nio colectivo y aquellas otras que po se mencionan en el mismo. 

La ausencia de una justificación objetiva para la diferenciación hizo que la 
misma apareciera como causante de un tratamientOdiscriminatorio. · 

Tras realizar estas consideraciones qµe fundamentaban la pretensión de 
los interesados, tampoco se podía olvidar el tratamiento que esta misma cues­
tión merece· en el convenio' laboral general de,l persortal de la Administración 
de esta comunidad autónoma, o en el Acuerdo ARCEPACE aplicable al per­
sonal de entidades locales y forales, los c:;uales se refieren al reconocimiento de 
la antigüedad en los mismos términos recogidos en la Ley 70/7f3 .. · 

Tampoco se podía obviar la previsión contenida en la disposición transi­
toria 8ª de la Ley 6/89, de Función Pública Vasca, en virtud de la cual al per~ 
.sónal que accede a la condición de funcionario o laboral al amparo de sus dis­
posiciones transitorias, le serán reconocidos a efectos de trienios y antigüedad 
los servicios prestados en cualquier ~dministración pública. 

De acuerdo con estas consideraciones, el Ararteko entendió que la exclu­
sión a efectos.de reconocimiento de servicios previos prestados en administra­
ciones públicas·.distintas a las 'recogidas en los convenios· colectivos de la 
UTAP era discriminatoria y que deberían arbitrarse las medidas necesarias 
para reconocer el derecho de los reclamantes, con Jos mismos efectos con 
que el derecho fue reconocido para el resto de lo? trabajadores incluidos en el 
convenio colectivo del que se trata:. 

Estas consideraciones fueron trasladadas a Ja Administración que admitió 
la recomendación y estimó las solicitudes de reconocimiento de los sei:vicios 
prestados en aquellas otras administraciones públicas no previstas expresa­
mente en el convenio. 

Adscripciones forzosas de personal docente (693/93) 

Un funcionario docente perteneciente al Cuerpo de Maestros denunció 
su adscripdón forzosa al puesto de específico de euskera en el proceso de 
adsctipciones regulado mediante Orden de 11 de mayo de 1993 del Conseje­
ro de Educación, Universidades e Investigación. 
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" Tal denuncia la fundamentaba el reclamante·enc¡ue el certificado idiomá-
tico que le había permitido habilitarse para la impartición de la especialidad de 
EGB Filología-Lengua Vasca había sido obtenido fuera de la jornada laboral, 
sin que hubiera supuesto costo alguno a la Administración educativa, conside­
rando por todo ello que la adscripción, en su caso, a puestos con perfil lingüís­
tico. 2 debería tener un carácter voluntario, no resultando de aplicación los cri­
terios generales previstos en la 'ya citada norma de adscripciones .. 

Esta institución, tras analizar. detenidamente el asunto denunciado en la 
queja, concluyó que en aquellos supuestos en los que los certificados de habilF 
taciones no tuvieran origen ni en la especialidad de la oposición ni en activida­
des de formación directa o indirectamente promovidas por la Administración, 
ésta carecería de f21cultades para determinar adscripciones forzosas como la 
cuestionada, debiendo limitarse tan sólo a propiciarlas cuando el ·interesado · 
las aceptase de manera voluntaria. 

Ciertamente, en opinión de este Ararteko, la genéricá potestadde auto­
organización y de reordenación de efectivos que se reconoce a la Administra-, 
ci6n educativa cuenta con una limitación importante, cual es la de que sólo 
puedan ser tomados en consideración aquellos datos del funcionario que 
hayan resultado acreditados en el curso de su ca~rera administrativa, como 
consecuencia de procesos trascendentes a su relación estatutari?: oposición, 
actividades de formación directa o indirectamente promovidas, etc. 

Con base en los anteriores 1argumentos, consideró igualmente que las 
posibles flexibilizaciones que hubieran podido llegar a establecerse en el pro­
ceso de expedición de habilitaciones (expedición de oficio en atención a datos 
obrantes en ficheros automatizados, ... ), y a pesar de que ~l funcionario hubie­
se podido dar su conformidad a las mismas, río podían traer como consecuen­
cia última el hécho de que la Administración pudiera hacer libre uso de ·las 
certificaciones expedidas en procesos de adscripciones eomo el analizado. 

Por todo ello, se recomendó al Departamento de Educación, Universida­
des e Investigación la revisión de la adscripción forzosa éfectuada. 

En el escrito de contestación a nuestra re~omendación, se insistía, sin 
embargo, en que aun cuando el título de capacitación lingüística· del que se 
disponía fuera resultado de un proceso formativo para el que la Administra­
ción educativa no hubiera efectuado desembolso económico alguno, el intere­
sado había admitido voluntariamente la circunstancia de considerar acreditada 
la habilitaCión para desempeñar puestos ,de trabajo en el área de EGB Filolo­
gía Vasca y, más recientemente, el perfil lingüístico 2, sin realizar· objeción ni 
observáción alguna durante tres años, haciendo derivar de todo ello la proce­
dencia de la adscripción realizada. 

Ante la anterior respuesta, este Ararteko se dirigió nuevamente al Depar-
. tamento de Educación, Universidades e Investigación con el fin de reiterar la 
recomendación emitida, toda vez que el argumento expuesto por los respon­
sables educativos no restaba eficacia alguna al razonamiento que sirvió de 
soporte a la misma. Se añadió asimismo que, si bien las peculiaridades pro­
pias· del sistema educativo vasco habían lle"'.ado a determinar un proceso de 

\ 
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adscripciones forzosas de carácter singular, desconocido en el resto de comu­
nidades autónomas y en el ámbito del Ministerio de Educación y Ciencia, . 
estas mismas peculiaridad~s no podían amparar la regla cuestionada, precisa­
mente por la ausencia de precedentes que hicieran sospechar las irr¡.portantes 
consecuencias •que se derivarían de una falta de renuncia, máxime cuando su 
no aplicación en nada alteraba el espíritu del proceso de adscripciones. 

Sin embargo, el Departamento de Educación, Universidades e Investiga­
ción continuó oponiéndose a la admisión' de la recomendación.emitida, al esti­
mar que los criterios de adscripción forzosa ordenados no eran exhorbitantes 
al poder de autoorganización del que dispone la Administración y a. la autori­
zación concedida por la disposición finar segunda del RD 895/1989, de 14 
de julio. 

Llegados a este punto y entendiendo agotadas todas las posibilidades· de 
mediación a su alcance, este Ararteko se ha visto obligado a ordenar el cierre 
y archivo del expediente, advirtiendo de su inclusión en la. presente memoria. 

Acceso a la función pública docente: valoración de servicios prestados 
en academias de músicá municipales (775/93) 

1 • 

Una aspirante al Cuerpo de Profesores de Enseñanza Secundaria, espe­
. cialidad de Música, en las pruebas selectivas de acceso a la función pública 
docente, convocadas mediante Orden de 4 de mayo de 1993 (BOPV de 11), 
cuestionó la negativa a valorar los servicios alegados y acreditados en calidad 
de profesora de una academia de mú~ica municipal. 

Apoyaba su denuncia en la propia literalidad dél anexo I de la citada con­
vocatoria, que disponía la valoración de la experienciá docente previa por los 
servicios prestados en la enseñanza pública, en otras plazas distintas de las 
correspondientes al cuerpo al que se opta o alguno de los cuerpos integrados 
en el mismo o a otros del mismo grupo y nivel de complemento de destino, 
con nombramiento como funcionario o contrato como personal laboral fijo. 

Según un documento aportado por la reclamante en queja, la Adminis­
tración . educativa . fundamentaba su negativa a valorar los servicios docentes 
alegados, considerándolos ajenos a la enseñanza pública. 

Tras analizar detenidamente la cuestión sometida a nuestra considera­
ción, esta institución concluyó en la procedencia de valorar los servicios pres­
tados, en tanto las relaciones que viniera manteniendo la academia de música 
municipal con el Departa~ento de Educación, Universidades e Investigación 
pudieran tener encaje en el marco de las relaciones de colaboración previstas 
en la disposíción adicional novena de la Ley 1/1993, de 19 de febrero, de 
Escuela Pública Vasca (LEPV, en adelante). " · . 

A este respecto; conviene matizar que, ~¡bien las bases de la convocato­
ria y el Real Decreto 574/1991, de 22 de abril, por el que se regula transito­
riamente el ingreso en los cuerpos docentes, nada establecen en relación con 
los servicios que hayan de considerarse integrados en la enseñanza pública, la 
precitada conclusión resulta ser consecuencié\ de· otros preceptos de carácter 
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. . . . 

ge'neral, como el art. 1.2 y la disposición adicional novena de la LEPV, en los 
que sé deja entrever claramente el ánimo del legislador de considerarintegra­
. dos en la red públ1ca d~ enseñanza. a todos aquellos centros que bajo titulari­
dad de corporaciones locales desarrollan su actividad conforme a la programa-
ción general de la enseñanza. · 

Es más, en el ámbifo de las enseñanzas de .régimen especial y. habida 
cuenta de la considerable influencia que en este sector ha tenido la iniciativa 
municipal, se llega incluso a precisar que la Administración educativa podrá 
establecer convenios de colaboración con las corporaciones locales, debiendo 
estimarse en consecuencia que tales convenios són los instrumentos a través 
de. los cuales se articula la llamada facultad. de programación general de la 
enseñanza. 

Por todo ello, desde esta institución no pudo sino recomendarse la valo" 
ración de los servicios alegados por la aspirante. 

En su escrito de contestación, los responsables educativos insistían; sin 
embargo, en que "aun cuando se proponga en la recomendación del Ararteko 
una interpretación de l.a disposición adicional novena tendente a entender que 
la facultad de programación general que tiene· atribuida la Administración edu­
cativa se articula en el ámbito de las enseñanzas de régimen especial a través 
de convenios de colaboi:adón, ha de tenerse en cuenta que en el caso de la 
Academia de Música de ( ... ) no: existe ningún convenio en este sentido", al 
tiempo que advertían que "en todos los casos se ha seguido el criterio consis­
tente en valorar no los servicios prestados en cualquier centro público, sino los 
prestados en la red pública dependiente de este Departamento de Educación, 
Universidades e Investigación o de otra administración educativa con compe- . 
tencias plenas en materia educativa". No obstante, se admitía la posibilidad de 
estudiar la valoración de servicios prestados en centros públicos dependientes 
de corporaciones locales. en fúturas convocatorias. 

La respuesta obtenida motivó que, tras confirmarse la existencia de ayu­
das, este Ararteko reiterase la recomendación emitida, puesto que las relacio-

. nes que mantenía el Departamento de Educación, Universidades e Investiga­
ción. con esta concreta academia de .música, pese a no regirse por un conve­
nio de colaboración específico como tal, eran desde luego reconducibles, en 
un sentido material, a las relaciones de colaboración previstas en la disposi-
ción adicional novena de la LEPV. · 

Por otro lado, se consideró que no cabía. oponer argumentos tales como 
el de que en todos los casos se había seguidó el ériterid de valorar los servicios 
docentes prestados en centros de la red pública departamentál, puesto que lo 
que estaba en discusión era precisamente la consideración, como propios de 
la red pública,· de los servicios prestados en academias de música municipales, 
re!¡pecto de las cuales cupiera predicar una relación de colabor~ción. 

Por último, se advirtió igualmente que no cabía planteár la posibilidad de 
un estudio de incorporación en futuras convocatorias, como en efecto ha ocu­
rrido, por los perjuicios irreparables que ello podría acarrear a los opositores 
que, como la reclamante en queja, hubieran tomado parte en.· esta primera 
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convocatoria, en tanto que éstos podrían ver truncadas sus legítimas expectati­
vas de ingreso en la función pública docente. 

Tras diversos requerimientos, los responsables educativos continúan opo- . 
niéndose a la admisión de la recomendación emitida. · 

Debido a ello y entendiendo agotadas todas las. pósibilidades de mediá­
ción a su alcance, este Ararteko se ha visto obligado a proceder al cierre y 
archivo del expediente de queja, advirtiendo de su inclusión en la presente 
memoria. 

Concurso~oposici6n para provisión Cle vacantes de auxiliar de enfer- · 
mería en el Instituto Foral de Bienestar Social: vqloración .de servicios 
prestados en Osakidetza (105/94) 

El Instituto Foral de Bienestar Social de Alava (IFBS, en adelante) anun­
ció la convocatoria de un concurso-oposición con el fin de proveer las vacan­
tes de auxiliar de enfermería existentes en dicho instituto. 

En el baremo establecido para la fase de concurso, se dispuso la valora­
tión de la experiencia profesional, atendiendo tanto al medio en que se hubie­
ra' prestado como al tipo de trabajo desarrollado. 
· Una aspirante qtie contaba con experiencia previa al servicio de Osaki-
detza en funciones de auxiliar de enfermería similares a las indicadas en la · 
convocatoria, denunció ante esta. institución la falta de. valoración de tales ser-. 
vicios. 

En opinión de este Ararteko, la específica previsié>n contenida en el bare­
mo, a lá que anteriormente hemos hecho alusión, faculta al tribunal calificador 
para modular la valoración de los. distintos servidos previos que puedan ale~ 
garse en función de criterios objetivos, tales como, el grado de adecuación al 
contenido funcional del puesto de trabajo que se tráta de proveer, etc. 

Ahora bien, la previsión citada de ningún modo permite excluir de plario 
la valoración de servicios prestados bajo idéntica categoría laboral en entida­
des que actúen fuera del campo de los servicios sociales, ya que ello supone 
rechazar la valoración de una experiencia profesional que, en atención a datos 
estrictamente ób,jetivos, tiene un perfecto encaje en las bases de la convocato­
ria, como en efecto ocurre con los serviéios prestados en Osakidetza en cali­
dad de auxiliar de enfermería. 

Por todo ello, desde esta institución se recomendó la revisión de los crite­
rios de valoración de méritos adoptados por el tribunal calificador, dejando sin 
efecto el acuerdo relativo á la exclusión de los servicios prestados en Osakidet­
za en puestos similares al anunciado en la convocatoria de concur1>0-oposi­
ción. 

En su escrito de contestación a la recomendación emitida, el Director del 
IFBS mantenla, sin embargo, qu'e ni la propia categoría laboral (auxiliar de clí­
nica· en Osakidetza) ni el contenido funcional del puesto desempeñado por la 
reclamante en queja se correspondían con los del puesto objeto de convocato" 
ria. 
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Un simple contraste entre el detalle, funcional dél puesto de auxiliar de 
enfermería que se recoge en el anexo_JI de la convocatoria y el. correspondien­
te al concreto púesto de auxiliar de enfermería en servicios de enfermería que 
se contiene en el Estatuto del Personal Sanitario No Facultativo 'de las Institu-

. dones Sanitarias, de la Seguridad Social; al que cabe acudir para concretar las 
, funciones desarrolladas por algunos auxiliares de clínica en Osakidetza, permi­
te, en opinión de este Ararteko, llegar a otra solución bien distinta, cual es la 
de la correspondencia de funciones. 

Por ello y en tanto que los ser\licios de auxiliar de clínica de servicios de 
enfermería resultan equiparables a los prestados por personal semejante en el 
campo asistencial, se insistió en el cumplimiento de la recomendación emiti-. 
da, habiéndose reconocido fihalmente por parte del IFBS la admisión en el 
futuro de nuestra rt:icomendación. 

Distinta suerte ha corrido,. sin embargo, ia revisión de la valoración de ia 
experiencia profesional asimismo solicitada por la reclamante. en queja, toda 

, vez que al no. haberse hecho uso de los cauces de justicia administrativa pre­
vistos en la actual legislación reguladora del proceso administrativo, la existen­
cia de terceros interesados impide articular desde un punto de vista procesal 
una revisión de la valoración cuestionada. · 

Esta última circunstancia ha motivado, en defínitjva, el cierre y archivo 
del presente expediente, previo traslado a la interesada de las consideraciones, 
precedentes. ' 

. Acceso a la función pública docente: exención d~ titulac;ión para el 
· personal al servicio de ikastolas publificadas (234/94) 

Un coledivo de docentes de ikastolas. publifkadas que, por carecer del 
título de maestro, corrían el riesgo de resultar excluidos en la convocatoria de 
funcionarización que, en desarrollo de lo previsto en la disposición transitoria 
sexta de la LOGSE, debía ser anunciada en breve, solicitó la mediación de la 
Institución. 

Este Ararteko, conocedor. de la existencia de conversaciones tendentes a 
una solución del problema, se dirigió, en primer lugar; a tos responsables del 
Departamento de Educación, Universidades e Investigación, con el fin de con­
cretar 'el resultado de tales conversaciones . 

. En respuesta a nuestra solicitud, el Director de Gestión de Personal remi­
tió un informe en el que se recogía, como Único dato novedoso, la posibilidad 
de no agotar en una única convocatoria .el pr~'ceso de funcionarización del 
personal de ikastolas confluyentes, permitiéndose así, en tanto no se apurara 
el límite máximo previsto para tal proceso (24 de octubre de 1995), la obten­
ción de la titulación· necesq,ria: para· acceder a la condición de funcionario del 
Cuerpo de Maestros a todos aquellos docentes de ikastolas que se encontraran 
en trámite de conseguirlo. 

En todos los demás casos y según lo preceptuado eri la disposición tran- -
sitoria segunda de la Ley 2/l993, de 19 de febrero, de Cuerpos Docentes de 
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la Enseñanza no Universitaria de la CAPV, se concluía en la imposibilidad de 
articular o, en su caso, de garantizar el acceso a la condición de funcionario 
del Cuerpo de Maestros. 

Esta institución no pudo .sino compartir lo expresado en dicho informe, 
dado que, desde un punto de vista de estricta legalidad, elcarácter excepcio­
nal y transitorio del régimen de acceso al Cuerpo de· Maestros previsto en la 
disposición transitoria primera de la Ley de Cuerpos, en la que se contempla 
la exención de titulación. y que los reclamantes pretendían hacer extensivo al 
proceso de funcionarización del proceso de ikastolas confluyentes, impone 
una interpretación necesariamente restrictiva en cuanto a su ámbito de aplica-
ción. . . 

Por otra parte, este Ararteko entendió que tampoco cabía argüir un 
supuesto trato discriminatorio en el acceso a la función pública . 

. A este respecto, conviene señalar .que para que está circunstancia pueda 
llegar a apreciarse es necesario que tal trato desigual quede referido a situacio­
nes de idénticas o iguales características; extremo ~ste que no se daba eh el 
presente expediente, . ya que la posición de un funcionario interino, en la 
medida en que ha venido prestando sus ser\licios de manera normalizada e 
integrada dentro del propio sistema, no resulta equiparable. a la del personal 
de ikastolas que ha venido operando fuera de la red pública y que ahora planc 
tea su integración. 

De este modo, .no se estimó desproporcionado cori el fin último de reor­
denación general del sistema educativo, que· los funcionarios interinos viesen 
reforzadas sus expectativas de ingreso, gracias a la exención de titulación ·de 
carácter excepcional y temporal que se COI;)templa eh la disposición transitoria 
priméra de la Ley de Cuerpos, mientras que al personal proveniente de ikas­
tqlas que pretendiera acceder a la condición de funcionario se le exigiera el 
cumplimiento estricto de las condiciones establecidas para tal acceso, máxime · 
cuando tal exigencia cuenta con un mecanismo corrector, en éuanto a la esta~ 
bilidad laboral E!n el empleo, al estar prevista su continuidad como personal 
laboral indefinido, siendo únicamente sus plazas declaradas a extinguir. 

Por todo ello y no apreciándose, en definitiva, la conveniencia de una 
intervención, este Ararteko resolvió el cierre y archivo del expediente de 
queja, comunicándoselo así a los interesados. . 

Acceso a la condición de catedrático (283/94) 

Un grupo de funcionarios pertenecientes al Cuerpo de Profeso res T écni­
cos de. Formación Profesional solicitó a este Ararteko el detalle de las causas 
que les impedían el acceso a la condición de catedrático .. 

En respuesta a su petición, esta institución les hizo llegar el informe que 
a continuación se reproduce, comunicándoles .al mismo tiempo el cierre y 
archivo de su expediente, al no apredarse ·motivo alguno que pudiese funda­
mentar nuestra intervención: 
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, "( ... ) a partir de la entrada en vigor de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de 
octubre, de. Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE, en ade­
lante), no cabe plantear la existencia separada de un Cuerpó de Catedrá­
ticos Numerarios de Bachillerato, tal y como ocurría estando vígente la,· 
disposición adicional decimoquinta de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, 
de. medidas para la reforma· de la Función Pública, puesto que en la 
nueva ordenación de los cuerpos 'docentes que se recoge en la · dispósi-. 
ción adicional décima de· la LOGSE no se .encuentra ningún cuerpo que 
pueda ser asimilado al anterior Cuerpo de Catedráticos Numerarios de 
Bachillerato. 
Esta ley, por el contrario, introduce lo que se l:ia dado en llam;lr la condi-· 
ción de catedrático corno una condición personal a la que podrán tener 
acceso determinados funcionarios docentes. 
En este sentido, la citada disposición adicional décima de la LOGSE reco-

. noce adquirida la condición de catedrático de Enseñanza Secundaria a los 
funcionarios pertenecientes al Cuerpo de Catedráticos Numerarios de 
Bachillerato, cualquiera que sea su situación administrativa, al tiempo que 
declara la posibilidad de qUe los funcionarios pertenecientes al Cuerpo.de 
Enseñanza Secundaria puedan adquirir esta misma condición, siempre 
que cuenten con una antigüedad mín'ima de ocho años en el coffespon­
dienté cuerpo y especialidad, y resulten· seleccionados en las convocato­
rias que a té;ll efecto se realicen. 
La condición de catedráti~o se configura así como una suerte de promo­

. ción profesional reservada a los funcionarios del Cuerpo de Profeso res 
de Enseñanza Secundaria, estando pendiente, af día. de hoy, un posible 

· . desarrollo reglamentario mediante el que se concreten las tareas específi­
cas atribuibles a estos funcionarios, al margen .de las ya tradicionales 
comojefatura de seminario, etc., y que serían las que darían respuesta a 
toda esa serie de interrogantes que usted plantea en su escrito de queja. 
No obstante, y como ya. habrá podido advertir en .el curso de la exposi" 
ción, la causa que impide su acceso a la condición de catedrático no .es 
otra que la .de su no pertenencia al Cuerpo de Profeso res de Enseñanza · 
Secundári~, siendo tal circunstancia, en función del carácter básico que 
cabe predicar de la disposición adicional décima de la LOGSE, de pre­
ceptiva u obligada observaeión, y sin que quepa prever excepción alguna 
a sú aplicatoriedad, cualquiera que sea el desarrollo reglamentario que en 
un futuro pueda llegar a establecerse." 

Acreditación de residencia en la CAPV (475/94) 

Un aspirante al curso para la obtención del Certificado de ·Aptitud de 
Director de Escuelas Particulares de Conductores, convocado mediante Reso­
lución de 17 de marzo de 1994, der Director de TrMico y Parque Móvil del 
Departamento de Interior (BOPV nº 63 de 5 de abril), acudió a la Institución 
con motivo de su exclusión de las pruebas de selección previa para el acceso a 
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dicho curso, por no acreditar un período mínimo ininterrumpido de dos años 
de domicilio habitual o de residencia en el País Vasco, mediante certificación 
de empadronamiento o, en su defecto, de residencia ·en Ia CAPV. 

Según la información a la que pudo tener acceso este Ararteko, era evi~ 
dente que la interesada había incumplido con la obligación de empadrona­
mkmto en el municipio de residencia habitúa!, en el período intermedio com­
prendido entre la .{echa que causó baja en Bilbao (29-07-93) y la fecha en la 
que obtuvo una nueva alta .en Leioa (07-04-94), no siento factible, en conse­
cuencia, la emisión de certificado oficial alguno en relación con dicho período. 

, No obstante, la anterior deficiencia qi.Íédaba perfectamente superada, a 
los efectos acreditativos que interesaban, gracias a otros medios probatorios · 
de los que se desprendía, sin ninguna dificultad, que la interesada había tenido 
fijada su residencia en el ayuntamiento vizcaíno.de Galdakao. 

Así sucedía con las declaraciones-liquidaciones del Impuestd sobre la 
Ref\ta de las Personas Físicas correspondientes a los ejercicios 1990, 1991 y. 
1992, los contratos de arrendamiento de la vivienda habitual y, por último, 
con el certificado de baja erí el padrón expedido por el Ayuntamiento de Bil­
bao en el que se hacía constar el municipio de Galélakao como próximo desti-
no de residencia; · 

Por todo ello y en tanto que la interesada había formulado el pertinente 
recurso ordinario. ante el Viceconsejerq de Interior, oponiéndose a la excluc 
sión de la que había sido objeto, este Ararteko no pudo sino recomendar la 
admisión cautelar de la interesada, sin perjuicio de la resolución definitiva que 
en el futuro procediera adoptar al. respecto. · 

Tras atender la recomendación efectuada, el Vicetonsejero de Interior 
resolvió desestimar, sin embargo, el recurso ordinario interpuesto, consideran­
do 'a tal fin los medios de prueba previstos tanto .en las 'propias bases de la 
convocatoria como en la Ley de Bases de Régimen Local y en el Reglamento· 
de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales. 

En opinión de esta institución, si bien las previsiones de la legislación 
local no dejan lugar a dudas en cuanto a cuál debe ser el medio probatorio 
usual eón el fin de acreditar la condición de residénte, en supuestos como el 
planteado por la reclamante en queja, en los que no resulta factible aportar el 
elemento de prueba que expresamente se contempla en los artículos 62 y ss. 
del Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades 
Locales, ha de C0nsiderarse lo preceptuado en el art. 80.1 de la Ley 30/92, 
de 26 de diciembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 

"' del Procedimiento Administrativo Común, a tenor del cual: "los hechos rele-
vántes para la decisión de un procedimiento podrári acreditarse por cualquier 
medio de prueba admisible en Derecho"; habiéndose recomendado, por ello, 
la revocación de la resolución por: la que se había desestimado el recurso ordi­
nario interpuesto por la interesada y la emisión de una nueva, sustitutoria de 
la anterior, en la que se reconociese su admisión definitiva. 

Los responsables del Departamento de Interior, amparándose nuevamen­
te en las previsiones de las bases de la convocatoria, se han opuesto al 
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cumplimiento de esta última recomendación, sin perjuicio de 'asumir las consi­
deraciones realizadas desde esta institución a modo de sugerencia para futuras 
convocatorias. ' 

Entendiendo que con ello habían sido agotadas todas nuestras posibilida­
des de mediación, este Ararteko ha resuelto el cierre· y archivo del expediente, 
comunicándoselo así a la interesada. 

ORGANIZACIONADMINISTRATIVA 

PATRIMONIO 

Contrn ia deciaración p()r éi Ayuntamiento de ia títuiaridad pública 
de un camino, por .entender los vecinos que era de su propiedad y perte-
necía a su fin~a (370/94) ' . 

Vecinos de· Igorre acudieron al Ararteko porque el Ayuntamiento no les 
autorizaba el cierre de.su finca, en razón a que era atravesada por un camino 
que había sido recientemente declarado de titularidad pública municipal. Esta 
declaración implicaba que el camino debía quedar abierto para permitir el libre 
acceso· de cualquier vecino. 

Los Vecinos cuestionaban el acuerdo municipal porque entendían que no 
había indicios suficientes para concluir que se trataba de un camino público. · 

Por un lado, no figuraba incluido en el inventario municipal de. bienes, 
.. como es preceptivo según dispone el art. 17 y ss. del Reglamento de Bienes 

de las E11Íidades Locales, . . . 
Por otro lado, de la definición de linderos que figura en las escrituras 

notariales de los propiet~rios de la zona, no se podía deducir la titularidad 
pública del camino, ya que en ninguna escritura se mencionaba que ese tramo 
de camino constituyera un linpéro entre fincas. Al contrario, lo que se deducía 
era que las .fincas limitaban entre sí, unas con otras, sin solución de continui­
dad. 

El Ayuntamiento argumentaba que en iá fase de información al púbiico 
de las norm<;ts subsidiarias los vecinos afoctados no habían presentado ningu­
na alegación en contra de que figurara dicho camino como de titularidad 
pública. · · 

En opinión del Arartéko, el Ayuntamiento estaba confundiendo cuál era 
la finalidad del trámite de información pública enla aprobación del plan¡¿a­
miento, esto es, la participación· ciudadana, y además convertía el derecho a 
presentar escritos de alegación en una obligación. Además, al hecho de que 

·en las normas subsidiarias figurara el camino calificado como de titularidad 
pública le atribuía efe et os determinantes de la propiedad municipal, descono­
ciendo así la finalidad de la fase de ejecución y gestión del planeamiento, y en 
definitiva la propia filosofía de los planes de urbanismo . 
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También argumentaba el Ayuntamiento que en un plano .presentado por 
los afectados para solicitar una, licencia de obras, el camino figuraba rotulado 
con la denominación de camino público. El Ararteko le recordaba que se tra­
taba de un plano privado al que no se le pueden atribuir efectos distintos de 
los pretendidos por quienes lo presentaron, quienes habían aclarado después 
que se trataba de. un error de rotulación atribuible al técnico redactor del plano 
y no a ellos. · 

En el expediente· aparecían también éleclaraciones contradictorias de 
vecinos de la zona, así como otros datos y consideraciones de menor entidad. 

· El Ararteko dirigió una recomendación al Alealde diciéndole que, según 
la jurisprudencia del Tribunal Supremo es necesaria una prueba plena y aca­
bada de que el bien cuya titularidad se discute venía sie.ndo considerado comO 
de . titularidad pública, y que no es suficiente que existan meros indicios. Por 
ello, el Ayuntamiento de Igorre debería revocar Jos aéuerdos plenarios de 
declaración de posesión administrativa del camino, e iniciar un expediente de 
investigación por si pudieran aparecer nuevos datos .esclarecedores . 

. Finalmente esta recomendación fue rechazada por el Alcalde del Ayunta­
miento sfo aportar nuevos argu~entos que justificaran tal rechazo. 

3.5. HACIENDA 

A) Introducción 

. El área de Hacienda ha ido experimentando año a año un aumento pro­
gresivo en el número de quejas, alcanzando en 1994 .el 12% del totalde las 
recibidás. 

Por administraciones afectadas la distribución ha sido la siguiente:. 

- Diputaciones Forales ..................................................................... 41: 
- A~untamientos ················:························--···················.:···············25 
Dentro de los tributos forales, tanto el Impuesto sobre la Renta de las 

Personas Físicas, como el de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos· 
Documentados, continúan centrando ·et mayor número de quejas de los contri­
buyentes. 

En lo que respecta al IRPF, preocupa a esta institución el qlie debido a 
cuestiones de índole formal o procedimental, se wlneren los principios consti­
tucionalés de capacidad económica y .contributiva. Así, la imposibilidad de 
modificar la opción de tributación ejercitada por error, o la nó toma en consi­
deración d.el esfuerzo realizado por aquellos sujetos pasivos que soportan los 
gastos derivados de mantener en su unidad· éonvivencial a familiares que no 
son estrictamente ascendientes ni descendientes, denotan la imperfecdón del 
sistema tributario y han animado a la Institución a promover algunás modifica- · 
dones legislativas que han tenido distinta acogida. 
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·En. el apartado más negativo debemos apuntar la actitud de la Hacienda 
guipuzcoana, que llegó incluso a cuestionar la competencia del Ararteko para 
fiscalizar la actuación de esta administración tributaria. · 

En. el ámbito local, y aunque resulte reiterativo, es preciso hacer men- ·. 
ción, un año más, de las quejas suscitadas con motivo de la notificación de las 
liquidaciqnes tributarias, principalmente en los tributos d~nominados·de cobro 
periódico por recibo, y con carácter general corno consecuencia de la nueva 
regulación dada por la Ley 30/92 de Régimen Jurídico de las Administrpcio­
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

Los precios públicos mupicipales, y en particular los relativos a los servi­
cios sociales, han generado igualmente algunas quejas, derivadas· de que los 
presupuestos en este apartado se congelan en época de crisis, mientras que la 
demanda de los mismos aumenta, con lo que la aportación de los usuarios ha 
de ser- mayor. · 

B) Selección d~ ·quejas 

Sujeción al Impuesto Municipal sobre el Incremento del Valor de los 
ten;enos de una finca de uso público (122/93) . 

La reclamante, vecina de Bilbao, adquirió una vivienda con su garaje 
anexo mediante escritura pública otorgada en diciembre de 1987. 

Un año más tarde, el Ayuntamiento de esa capital giró tres liquid;:iciones 
en concepto de plusvalía correspondientes a la Vivienda, el garaje y un terreno · 
que supuestamente. habí;:i adquirido en lá misma operación. 

La interesada abonó los dos primeros recibos y recurrió la tercera liquida-
ei6n considerando que se había cometido un error. . . . 

Sin embargo, y tal como afirmaba el Ayuntamiento, pudo comprobar. 
que en la escritura de compraventa se incluía una "veintiunava parte de terre­
no en Bilbao, barrio· de La:rrazál::Íal, ... ", al tiempo que se advertía que "estando 
estos terrenos destinados a construir el día de mañana plazas y calles públicas, 
le compensará en beneficio de todos los que r.esulten dueños de los locales del 
barrio el valor que se obtenga por la expropiación, el que suponga o supon­
gan las contribuciones especiales u otros gastos comunes". 

No obstante, no constando que ~e hubiera tramitado expediente expro­
. piatorio alguno, se daba la paradoja de que terrenos que en la práctica eran 
de uso público, recibían un tratamiento tributario gravoso para sus titulares. 

A este respecto, el art. 3 del Reglamento de Bienes de las Entidades 
Locales, indica que:' . 

"Son bienes de uso público local los caminos, plazas, calles,· paseos, par~ 
ques, aguas de fuentes y estanques, puentes y demás obras públicas de 

. aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía sean 
de la competencia de la entidad local". · ' 
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Ante la evidenc,ia de que estábamos ante una vía pública de utilización 
general, cuya vigilancia y limpieza era ejercida por los correspondientes servF 
cios municipales, se solicitó ·del Ayuntamiento la anulación de la liquidación 
girada por este terreno, lo que fue admitido, procediéndose al archivo del 
expe'diente. 

Sobre la no admisión de la deducción por inversión en vivienda 
(260/93), 

En 1989, aún soltero, el reclamante solicitó un 'préstamo para la adquisi­
ción de una vivienda en construcción. 

Firializadas las obras, y unos tres meses antes de contraer matrimonió, el 
interesado y su actual cónyuge optaron por escriturar la vivienda a nombre de 
ambos. . . . . . 

En la declaración del IRPF correspondiente al ejercicio de 1991, la 
Hacienda Foral de Bizkaia practicó sendas liquidaciones provisionales, no 
admitiendo las deducciones practicadas por adquisición de vivienda, en la 
medida en que en el préstamo figuraba únicamente como titular el marido, 
pese a las alegaciones formuladas en el. sentido de que tanto las amortizacio­
nes como los intereses .del préstamo eran abonados con dinero ganancial. · 

A este respecto, el art.' 1.362 del Código Civil establece que: 

"Serán de cargo de la sociedad de gánanciales los gastos que se originen 
por alguna de las siguientes causas: · · 

(. .. ) 
2Q. La ádquisición, tenencia y disfrute de los bienes comunes". 

A juicio de esta institución, una interpretación distinta, iría frontalmente 
en contra del principio de capacidad económica que debe inspirar el cobro de· 
·los tributos. . 

Formulada la correspondiente recomendación, en el sentido de admitir la 
deducción del importe total de la inversión eh' vivienda del ejercicio, y pese a 
que los interesados habían formulado reclamación económico-administrativa, 
se estimaron las pretensiones de los contribuyentes. sin esperar al pronuncia­
miento del Tribunal Económico~Administrativo Foral. Dando por solucionado 
el objeto de la queja se procedió a su archivo. 

Denegación de la deducción por inversión en vivienda habitual en el 
IRPF (614/93) 

El reclamante, vecino de Donostia/San Sebastián, residió desde el mes 
de mayo de 1989 al mismo mes de 1992 en una vivienda de su propiedad, 
para cuya adquisición solicitó un crédito que fue desgravando por inversión en 
vivienda habitual en sus declaraciones del IRPF. 

En el mes de febrero de 1993, la Hacienda Foral de Gipuzkoa practicó la 
liquidación provisional en la que no se admitían las deducciones practicadas, al 

" 
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considerar que la vivienda objeto de desgravación no era la habitual del sujeto 
pasivo. Yello basándose en que el mismo no figuraba empadronado en ella. 

El interesado, por su parte, aportaba diversas pruebas tendentes a apo­
yar la condición de "habitual" de la vivienda objeto de controversia. 

Por otro lado, el propio Tribunal Supremo, entre otras sentencias, en la 
de 15 de noviembre de 1991, ha reiterado que la "residencia habitual" se 
identifica con el "ciomicilio civil", por mor del art. 40 del Código Civil, siendo 
independientes de la vecindad administrativa o la inscripción en el Padrón 
Municipal. . 

Así, por parte de esta institución, y considerando que el padrón munici­
pal no era el único medio de prueba que, en virtud del art. 115 de la Ley 
General Tributaria, pooía ser utilizado por el interesado, se solicitó de la 

.· Administración tributaria informaci6n acerca de los elementos que le hablan 
iievado a la conclusión de que la vivienda no tenía ia naturaleza de habituai. 

La Hacienda Foral, lejos·de aclarar estos extremos, y eludiendo entrar en 
el fondo del asunto, contestó poniendo en cuestión la competencia del Ararte­
ko para fiscalizar su actuación, y reconociendo como única instancia para dilu-· 
tidar las cont.roversias surgidas entre la Administración y los particulares a los 
Tribunales de lo Contencioso-administrativo. 

En este sentido, fue preciso. recordar a los responsables de la Haeienda 
Foral que el que el art. 105 de la Norma del IRPF, así como el propio art. 
117 de. la Constitución, atribuyan a los juzgados y tribunales con carácter 
exclusivo la función de juzgar y hacer cumplir lo juzgado, no obsta para que 
en vía administrativa, y po~ mor de la Ley 3/85 del Parlamenfo Vasco~ este 
Ararteko pued.a ejercer las competencias que la misma le atribuye. 

Considerando desestimada la recomendación formuiada, se procedió al 
cierre del expediente y a su inclusión en este informe. · , 

Reducción de precios públicos por utilización de in~tálaciones depor­
tiv9s (133/94) 

La alegante manifestaba que el Patronato del Polideportivo de Andoain 
excluía a los hijos mayores de 18 áños que conviven coh el sújefo pasivo, del 
abono familiar para la utilización de las instalaciones 'deportivas, pese á que 
carezcan de trabajo o estén estudiando, y sin ingresos propios, por tanto, 
para costeárselos por si mismos. 

Así, mientras el abono familiar asciepde en 1994 a 16.800 ptas. ánua­
les; que comprende la utilización por todos los miembros de la unidad familiar, 
el abono reducido para lbs mayores de 18 años supone 4.000 ptas. al año. 

. De esta manera una unidad familiar cuyo hijo sé encuentra realizando estudios 
universitarios, o simplemente carece de ingresos, ha de realizar de un año a 
otro un mayor esfuerzo contributivo por el merb hecho de que éste supere los 
18 años, pese a que su capacidad es similar o incluso menor. · 

Una vez analizada.detenidamente la normativa del IRPF, a Ja que indirec­
tamente se alude en la ord~nanza municipal, cabe concluir que el concepto de 
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unidad familiar se limita a las formadas por el matrimonio y los hijos menores,. 
así como las constituidas por el padre o madre solteros con los hijos menores. 

Como ya indicaba la Corporación en la contestación al escrito presenta­
do por el interesado, cuestión distinta es que se permita .deducir por los hijos 
hasta 30 años, siempre y cuando convivan con el sujeto pasivo y no obtengan 
rentas superiores a una cifra determinada. 

Correlativamente la ordenanza fiscal prevé la existencia de un abono 
individual reducido para las personas entre 18 y 28 años que convivan en el 
seno de una unidad familiar y carezcan de. ingresos, siempre que la unidad ' 
familiar de la que depertden esté abonada al polideportivo. 

· En este sentido, no cabe hablar propiamente de irregularidád o de vulne­
,ración de la legalidad por parte de la Corporación, quien en .cada momento 
adopta los acuerdos que estima pertinentes en función de la representatividad 
que le ha sido otorgada, sino más bien de discrecionalidad a la hora de optar 
por las bonificaciones que sean aplicables en cada ejercicio. . 

No obstante se trasladó al Ayuntamiento de Andoain la propuesta de 
ampliación del concepto de unidad familiar a estas personas. · · 

No admisión de deducción por gastos de estudios (227/94) 

El reclamante, vecino de AsÚgarraga .(Gipuzkoa), tiene uri hijo que cursa 
estudios en la única Escuela de Formación Profesional que dispone de la rama 
forestal, y que se encuentra en Murgia, Alava. 

Dado que el desplazamiento diario entre estas dos localidades sería exte­
nuante, además de los gastos que ·conllevaría, optaron por que compartiera 
un piso alquilado con· otros tres estudiantes en Vitoria/Gasteiz', abonando una 
renta mensual de 60.000 ptas. · · 

A este gasto había que añadir el del autobús que les trasladaba desde 
Vitoriá hasta Murgia, que as9iende a 30.000 ptas. por curso. 

A este respecto, el art. 78.3.d. de la Norma Foral del IRPF el Territorio 
Histórico de Gipuzkoa, establece el derecho a la deducción de· 20.000 ptas. 
por cada descendiente que resida fuera del hogar familiar con motivo de .la 

< ' realización de estudios universitarios, medios o superiores. 
Esta exigencia en cuanto a la naturaleza de "universitarios", impedía en el 

caso que nos ocupa que la unidad familiar se beneficiase de la correspondien­
te deducción, aun cuando desde el purlto de vista de la capacidad económica 
ésta se viera claramente alterada fruto de los gastos qué mensualmente tiene 
que afrontar en este apartado. 

A título de ejemplo, la Norma. Foral de Alava amplía la práctica de esta 
deducción a los estudios incluidos en los. planes del sistema educativo, requi­
riendo hallarse matriculado el curso completo. 

Esta regulación es, a juicio de esta institución, más acorde con el princi­
. pio de capacidad contributiva que debe inspirar la exacción de los tributos, 
máxime tratándose de un impuesto personal como el IRPF. 
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Con base en estas razones, el Ararteko estimó oportuno formular la 
recomendación de que para futuros ejercicios se ampliara la deducción en el 
sentido apuntado, convencido de que· con ello se contribuye a dotar la actua­
ción de la Admirtistración tributaria de una mayor objetividad en defensa de 
los derechos de los contribuyentes. · ·· 

Denegación de exención por minusvalía en el Impuesto sobre Vehícu-
. los de Tra~ción Mecc!inicG (292/94) · 

EL reclamante, vecino de Elorrio, sufre úna discapacidad física (amputa­
ción de la pierna izquierda) que le 'ílevó a solicitar la exención en el Impuesto · 
sobre Vehículos de Tracción Mecánica. 

La ordenanza fiscal reguladora del impuesto del municipio citado, esta-
blece que estarán exentos: · . 

"Los coches de. inválidos o vehículos especialmente adaptados· que perte­
nezcan a minusválidos titulares del correspondiente ·permiso de circula-
ción y para su uso exclusivo." .. 

El reclamante basaba su solicitud de exención en que el vehículb del que 
es titular cuenta con caja de cambios automática, de manera que se adapta 
perfectamente, sin mayores modificaciones, a la discapacidad que sufre. 

No obstante, el Ayúntamiento acordc5 denegar tal exención, aludiendo a 
que el vehículo en cuestión no está ''especialmente adaptado" puesto que su 
fabricación con caja de cambios automática se realiza en serie. 

Así, desde esta tinstitución se dirigió un ·informe a la Corporación cuestio­
nando la necesidad de que la especialadaptación se produjera con.. posteriori­
dad a su salida de fábrica, y si en caso afirmativo esto sería razón suficiente para 
excluir a su titular de la posibilidad de beneficiarse de este tratamiento fiscal. 

El Ayuntamiento, en su contestación, consideraba que el legislador no 
pretendía eximir del impuesto a todos los minusválidos, hecho que ocurriría, a 
su juicio, en el caso de estimar la solicitud planteada. 

Sin embargo, esta afirmación era inexacta, ,por cuanto que la exención 
·en el caso del reclamante se fundaba en las especiales características del. vehí­
culo, no sólo en su condición de minusválido. En este sentido, caso de no 
fabricarse este tipo de vehículos el1 serie, el solicitante se hubiera visto obliga­
do a adaptarlo espec;ialmente. 

En cualquier caso, la recomendación formulada desde esta institución en 
el sentido de estimar la exención no fue acatada por el Ayuntamiento, por lo 
que se procedió al cierre del expediente con la inclusión del mismo en este 
informe. . 

Sobre presentación de declaraciones del 1RPF a través de terceras 
personas (296/94) 

Se recibió en la Institución un escrito de queja a Jnstancia de varios con­
tribuyentes guipuzcoanos, y más concretamente por parte de gestores 
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administrativos, que se han visto en la imposibilidad de presentar sus declara­
ciones de IRPF del ejercicio 1993 a través de terceras personas, dada la nega­
tiva del, personal que atiende en las distintas oficinas tributarias, aduciendo que 

· recibían instrucciones de la Dirección de Hacienda. 

El art. 43~ 1 de la Ley General Tributaria establece que: 

"El sujeto pasivo con capacidad de obrar podrá actuar por medio de 
representante, con el' que se entenderán las sucesivas achiaciot1es adtnh 
nistrativas, si no se hace manifestación en contrario". 
En igual sentido se pronuntia el art. 32 de la vigente Ley 30/92 sobre 

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi­
nistrativo. Común, de aplicación supl~toria en materia tributaria, según el cual: 

"Cualquier persona con capacidad de obrar podrá actuar en representa­
ción de otra ante las administraciones públicas". 

Solicitada información.al respecto de láDirección· General c;le Hacienda 
de Gipuzkoa, mediante escrito de su responsable se negó que existieran pro­
blemas en este sentido, afirmando que los propios impresos recogían la posi­
bilidad de que las declaraciones sean presentadas por persona distinta del obli­
gado tributario. 

Cuestión distinta,' decían, es que el número máximo de declaraciones a 
presentar en eada cita concertada telefónicamente fuera de tres, con el fin de 
evitar esperas injustificadas en el resto de personas que pretenden realizar su 
c:leclaración. 

En cualquier caso, los problemas puntuales planteados por algunas gesto­
rías de San Sebastián y Rentería, fueron solventados favorablemente, de 
manera que, salvo con la limitación apuntada, la presentación por terceras 
personas se admitió en todos los casos. 

Imposibilidad de modificar la opción de tributación ejercitada en el 
IRPF (439/94) 

El reclamante y su cónyuge, vecinos de Zarautz, presentaron su declara­
ción-autoliquidación del IRPF del ejercicio de 1993 por medio de su cuñada, 
quien por error hizo constar la x en la casilla correspondiente a la modalidad 
de declaración individual, cuando la más ventajosa era la conjunta. Fruto de 
este error, el resultado de la liquidación provisional practicada por el funciona­
. rio de la oficina de Hacienda fue de unas 6.000 ptas. a ingresar, frente a las 
cerca de 100. 000 a devolver que les hubiera correspondido cobrar por la 
modalidad· conjunta. · 

Al advertir de este hecho al funcionario, manifestándole su deseo de rec­
tificar la declaración presentada, éste le informó de la imposibilidad de alterar 
los datos introducidos en el ordenador, y que si bien disponía de la ópción de . 
recurrir, la resolución sería desestimatoria, por aplicación de lo dispuesto en el 
art. 88 de la Norma Foral 13/1991, delIRPF, según el cual:· 
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. . 

"La opción ejercitada inicialmente para un período impositivo, no podrá 
ser modificada con posterioridad respecto del mismo". 
Por otro lado, tratándose de un aspecto que según el vigente Concierto 

Económico, compete regular a la Ley estatal; desde la Hacienda Foral de 
· .. Gipuzkoa se desestimó la posibilidad de rectifiear de oficio la liquidación prac­

tieada. 
Por lo que al Ararteko respecta, estos casos son considerados preocu­

pantes, por cuanto suponen de vulneración del prindpio constit_ucional de 
. capacidad contributiva, en Ja medida en que, a causa c;le un error formal, las· 
personas afectadas han de realizar uria aportación económica mayor que la 
que en razón a sus ingresos les hubiera correspondido. 

· En este sentido, se está estudiando Ja posibilidad cÍe trasladar esta cues- · 
tión, en colaboración con el Defensor del Pueblo estatal, al Ministerio compe- · 
tente. 

3.6. INTERIOR 

A) Introducción 

En el ejercicio correspondiente al año 1994, la Institución del Ararteko 
ha tramitado sesenta y una {61) quejas referidas a actividades de la Adminis­
tración General de la Comunidad Autónoma y de la Administración munici­
pal, encuadradas en el área de Interior.. De las quejas referidas,· cuarenta y 
nueve {49) corresponden a procedimientos de aplicación del régimen sancio­
nador en materia de tráfico, de las que dieciocho {18) derivan de expedientes 
incoados y resueltos por los órganos competentes de la Dirección de Tráfico y 
Parque Móvil del Departamento de Interior del Gobierno Vasco -en dos de 
ellas son, asimismo, objeto de investigación conjunta actuaciones de. la Direc­
ción de Finanzas del Departamento de Economía y Hacienda así como ·del 
Ayuntamierüo de Vitoria/Gasteiz-, treinta y una {31) a procedimientos trami­
tados por los ayuntamientos. D~_ Ios doce {12) asuntos restantes, cuatro {4) tie­
nen su origen en intervenciones de funcionarios de la Ertzaintza. y· dos (2) de· 
funcionarios·· de las pálidas locales; tres {3) a cuestiones relacionadas con el 
funcionamiento de los padrones municipales; una {1) referida a la calidad del 
euskara utilizado en lós impresos de los procedimientos sancionadores que se 
tramitan en la Dirección de Tráfico y Parque Móvil del Departamento de Inte­
rior del Gobierno Vasco; una {1) motivada por una actuación, asimismo, de la 
referida Dirección de Tráfico y Parque Móvil en un procedimiento de sele<;:­
ción para el acceso a un curso de formación y, finalmente, una {1) por un pro­
blema de discriminación racial en el que se vieron afectados los servicios de un 
ayuntamiento. r 

Como en ejercicios anteriores, y a la vista de los datos ofrecidos, se 
puede comprobar que el porcentaje mayor de entre las quejas que han sido 

· bbjeto de trámite, un 80,50%, corresponde a actuaciones relacionadas con la 
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' 
aplicación ele! régimen jurídico sancionador en materia de 'tráfico. De esas 
cúarenta y nueve (49), veintitrés (23) -cantidad que supone un 4 7% Cle las 
correspondientes a esta subárea y un 37,70% del total- han sido presentádas 
alegando defectos en la práctica de las notificáciones de los acuerdos adminis­
trativos dictados en los procedimientos correspondientes. De las veintitrés (23) 
referidas, catorce (14) corresponden a procedimientos de la Administración 
municipal y nueve (9) a. procedimientos de la Administración General de la 
Comunidad Autónoma. . 

Dar validez de notificación a determinados "rehúses" y, sobre todo, la 
práctica 'de la notificación edictal, sin haber agotado las posibilidades de notifi-

. cación ordinaria, se constituyen en elementos recurrentes de denuncia. Siri 
perjuicio de que no en todos los expedientes analizados se hayan constatado 
irregularidades en las notificaciones, podemos afirmar que su práctica viciada, 
objeto de denuncia, se ha convertido, en esta área de actuación adminÍstrati-· 
va, en un elemento distorsionador de la seguridad jurídica de los interesados, 
cuantitativamente relevante, si bien no con la misma intensidad en tódas las 
administraciones cuyas actividades han sido objeto de investigación. El proble­
ma tiene mayor incidencia en el ámbito de la Administración municipal que en 

. el del Departamento de Interior, en cuya práctica apenas se han detectado 
incorrecciones. La lógica preocupación de está institución se debe al hecho de 
que lo que está en juego es un derecho constitucional, el reconocido en el artí­
culo 24.1 de la CE, cuyo gjereicio puede verse vulnerado por las prácticas 
referidas. . 

Dos son, fundamentalmente, a juicio de este Ararteko, las rp.zones de las 
que pueden derivar esas práctic¡;¡s Irregulares en materia de notific_aciones. En 
primer lugar, una previsión normativa y, por otro lado, una cuestión estructu-
ral. . . . 

La causa normativa deriva del contenido del artículo. 59 .4 de la Ley 
30/1992, de 26. noviembre; de Régimen Jurídico de las Administradones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Cofuún, cuando, a través de un 
intentó de superar ciertas dificultades constatadas en la "praxis" administrativa, 
el legislador ha previsto la notificación edictal de los actos administrativos en 
los supuestos en los que la notificación personal "no se hubiere podido· practi­
car". Entendemos, en contra de la práctica observada por determinadas admi­
nistraciones municipales, que Lino o varios intentos fallidos de notificación per­
sonal no habilitan para acudir, sin más trámite y sin el desarrollo de la activi­
dad investigadora, a la notificación ·edictal de los actos administrativos. Se 
trata de una cuestión de interpretación de las normas cuyas dificultades irán 
superándose a medida que los órganos del poder judicial vayan expresándo su 
criterio al respecto. Sobre· este tema se podrán obtener unas conclusiones más 
concretas a través del análisis detenido de la recomendación de carácter gene­
ral que el Ararteko efectúa-, sobre la materia, en esta memoria. 

La segunda cuestión, la que calificamos como de" carácter estructural, se 
refiere a una inadecuada dotación de medios en los servicios administrativos 
encargados de tramitar los procedimientos sancionadores en la materia. 
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Dentro de esa insuficiencia podemos induit' la constatada en la operatividad 
de aquellos que son responsablesde la práctica de notificaciones. 

En atención a la preservación de los derechos de los ciudadanos; cuya 
vulneración puede derivar de las prácticas irregulares denunciadas, desde esta 

· institución se recomienda a las distintas administraciones afectadas, un esfuer­
zo para lá adecuada. cuantificación de· los. medios asignádos a los serviciós 
referidos, con obj~to de superar esta situación. . · · 

Sin perjuicio de lo anterior, salvando la evidente y lógica preocupación 
de esta institución y habida cuenta de que una de las causas del problema deri­
va<de una cuestión de interpretación de una norma de aprobación relativa­
mente reciente, sería inadecuado,e injusto valorar, inicialmente, como neglh 
gente la actuación dé los órganos administrativos afectados .. Con esta afirma- • 
ción queremos hacer público el hecho de que, a pesar de ias írregularldacles 
constatadas ·y de lo creciente de su proporción, la práctica totalidad de las 
recomendaciones de revocación . de sanciones. y procedimientos en vía de 
apremio tramitados en su ejecución dirigidas a las diferentes administraciones, 
han sido ~bj~to de atención, reponiéndose, en consecuencia, los derechos de 
los administrados que habían sido objeto de vulneración. ' 

No queremos firtalizár esta introducción sin hacer una referencia a la rea­
lidad que supone el hecho de que, en ocasiones, a través de Ía actividad inves­
tigadora de los procedimientos sancionadores erfmateria de tráfico, se efec­
túa, por derivación, un control de la actividad de los -órganos competentes 
para la exacción, por la vía de apremio, de las sanciones pecuniarias impues­
tas en . los expedientes referidos, ya sean de la Administración General de la 
Comunidad Autónoma, foral o municipal. La actividad de los órganos compe­
tentes en esta materia, a pesar .de no tener relación .sustantiva con el área 
administrativa de referencia, se convierte, igualmente, en elemento de análisis 
y valoración, pues en sudesarrollo, se pueden detectar irregularidades como 
consecuencia, de una falta de control sobre aquellos aspectos de los procedi­
mientos sancionadores de los que deriva, que pueden tener incidencia en su 

·trámite particular. Asimismo, en el desarrollo de su propia sustantividad, en ·· 
i9s procedimientos tramitados en vía· de apremio han podido ·constatarse las . 
mismas irregularidádes en la práctica de las notificaciones que en aquellas a 
las. que anteriormente se ha .hecho referencia. Esta circunstancia puede procu­
rar el efecto agravado de que un ciudadano puede comprobar cómo su patri­
monio es objeto de detracción sin la concurrencia de las mínimas garantías · 
sustantivas y formales. Entendemos que las éausas que . generan estas recu- ' 
rrentes deficiencias derivan de los condicionantes antes· apuntados,· por lo cual 
entendemos que sus soluciones sorÍ similares.' 

A continuación hacemos referencia a algunas quejas cuyo contenido, por 
lo específico, les ha hecho merecedoras de su inclusión en la presente memo­
ria. 
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B) Selección de quejas 

Sobre la falta de notificación suficiente en procedimiento sanciona­
dor en materia de tráfico (771192) . 

Un vecino ~de Bilbao se dirigió a esta ins.titución con motivo de. la apertu­
ra de un expediente sancionatorio por presunta infracción de la normativa de 
tráfico, circul?tción de vehículos de motor y seguridad vial. El objeto de la 

· queja consistía en su inicio en impugnar la denunciá presentada por el agente 
actuante. 

Como quiera que con el transcurso del tiempo el recurrente no obtuvo · 
respuesta directa a su pliego de descargos, consideró que el expediente san­
cionador habría sido archivado por la administración municipal. Esto no obs­
tante, recibió finalmente, tras el transcurso de once meses, uh.a notificación de 
providencia de apremio por el impago de la sanción fruto del expediente 
municipal. 

Esta institución solicitó al ayuntamiento bilbaíno información sobre la tra­
mitación del expediente sancionatorio, con especial atención a la realización · 
de los trámites de notifiCación. La administración municipal justificó su actua-
. ción alegando la notificación en plazo de todos los trámites, lo que en el caso 
de. la sanción se tradujo en un intento de· notificación por correo que, al resul- · 
tar ipfrui::tuoso por hallarse el interesado ausente de su domicilio en dicho 
momento, se convirtió en una notificación por medio del Boletín Oficial de 
Bizkaia. 

En. vista de lo ocurrido, esta institución, tras estudiar el supuesto pÍantea­
do, dirigió al Alcalde de Bilbao una recomendación .solicitando el archivo del 
expediente sancionatorio por insuficiencia de las garantías esenciales que el 
·trámite de notificación de una sanción quiere y debe cubrir, todo ello de 
acuerdo con la normativa actualmente vigente en materia de procedimiento 
administrativo. . · 

De este modo, en la propia recomendación se señalaba que "la imposibi­
lidad (de notificar) a que se refiere el artículo 59.4 de la Ley 30/1992, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi­
.nistrativo Común, debe consistir en una imposibilidad material, justificada con 
el intento reiterado y diligente de practicar una notificación real .al interesado;" 

Asimismo, la recomendación del Ararteko manifestaba expresamente 
que "para casos de procedimientos sancionadores como el presente, la Admi­
nistración está obligada a guardar un equilibrio entre el bien jurídico que se 
pretende proteger con la incoación del expediente sancionador y el prineipio 
de seguridad jurídica. Por ello, no puede entenderse suficiente un único inten­
to de notificación, máxime cuando éste se.produce en horas que ordinaria­
mente implican la ausencia de personas en el domicilio, debiéndose reservar 
la notificación por medio del boletín oficial para los casos en que resulte sufi­
cientemente probada la imposibilidad de notificar al interesado por los medios 
ordinarios." · 
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Finalmente, el Ayuntamiento estimó la recomendación emitida por este 
Ararteko· y ·procedió a archivar el. expediente sancionador incoado contra el 
interesado, por lo que, una vez .informado el mismo, se dieron por concluidas 
las actuaciones del Ararteko en este supuesto. 

Sobré la confidencialidad ·en las actuaciones de la Ertzaintza por per~ 
secución .de presuntos delitos (66/93) · 

Una ciudadana guipuzcoana interpuso ante esta institución escrito de 
queja con motivo de la detención de su hijo a causa de la comisión por el 
.mismo de un. presunto delito. En efecto, el hijo de la reclamante habia resulta­
do detenido por la Ertzaintza por encontrarse presuntamente implicado en un 
delito, lo que dio lugar, por una parte, a la puestá en cono~imiento del juez de 
la detención y su causa y, por otro iadó, ia emisión por parte de la 'policía 
autonómica dé una nota de prensa para facilitar a los medios de comunica­
ción información sobre su labor, tal y como cotidianamente se hace. 

Del análisis de la situación creada, esta institución pudo corhprqbar que 
la actuación de la Ert;zaintza en relación con la persecución del presunto delito 
había resultado plenamente acorde con la legalidad. Esto no obstante, se 
advirtió que e11 la nota de prensa emitida con ocasión del '§uceso desde el 
Departamento de Interior; siguiendo la práctica habitual, se procedía a cita.r a 
los inculpados mediante su nombre de pila, seguido de las iniciales de los dos 
primeros apellidos. · 

Este sistema de nombrar a las. personas inculpadas, unido a qtros datos 
identificátivos de las mismas como la edad o el pueblo en el que residen, lleva~ 
ban en la práctica en casos como el. presente a la identificación total de las 
personas detenidas, lo cual debía interpretarse como una intromisión en· el 
derecho a la intimidad de dichas personas, máxime cuando aún ni siquiera se 
han incoado contra ellas diligencias penales. 

Por ello, este Ararteko formuló al [>epartamento de Interior una reco~ 
meµdación ·en la que se pedía que se citara a los afectados por una detención 
por presunto delito únicamente con fas iniciales, tanto del nombre como de 
los apellidos, en las notas de prensa y se evitara, al mismo tiempo, ofrecer 
datos que originaran su cómoda identificación por personas de su entorno, 
tales como. su localidad de residencia, especialmente cuando la misma es 
pequeña, o su edad. · · · · · 

Dicha recomendación fue estimada por el Departamento de Interior, que 
procedíó a dar la oportuna orden a todas las· instancias poliGiales encargadas 
de emitir notas de prensa, con objeto de que siguieran en lo suce?ivo las ins­
trucciones sugeridas por el Ararteko. 

Sobre la falta de notificación en un procedimiento sancionador muni­
cipal en materia de tráfico (13/94) 

Uné;l vecina de Bilbao formuló queja ante esta institución con motivo de 
un expediente sancionador en materia de tráfico, incoado contra elli;i por el 
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1 . ' . 
Ayuntamiento de dicha ciudad por presunta infracción al artículo 146.1 del 
Reglamento de Circulación. ' 

· La interesada manifestaba haber recibido 
1 

notificación de sanción sin . 
haber tenido anteriormente noticia· alguna de la denuncia efectuada, lo cual 
implicaba su desconocimiento de la infracción cometida y de las posibilidades 
de defensa que en su momento le correspondian. 

Solicitada información al consistorio bilbaino, se recibió documentación 
en la que se hadan constar las circunstancias concretas de la presunta infrac­
ción, as! cómo de la notificación de denuncia. Según el Ayuntamiento, dicha 
notificación no pudo·. ser efectuada en su día, por encontrarse la destinataria 
ausente de su domiéilio, por lo que se procedió a la notificación por 'medio del 
boletin oficial del territorio histórico. . . . 

Ante dicha información, y habiéndose recibido expedientes similares al 
presente, el Ararteko advirtió al Ayuntamiento de Bilbao sobre· tas obligacio­
nes que se deben cumplir en los procedimientos sancionadores en- materia de 
tráfico, con especial referencia a las notificaciones dé denuncia y sanción. En. 
este sentido, se recordó que la facultad de notificar dichos actos por via del 
boletín oficial se reduce a los casos y supuestos previstos·expresamente en la 

·legislación vigente, y que. no podia interpretarse como adecuado a la realidad 
social el hecho de que se hiciera uso del boletin oficial cuando la primera 
notificáción, de la que no queda constancia, nó pudo practicarse por encon­
trarse el destinatario ausente de su domicilio. 

Por todo ello, se recomendó finalmente anular la sanción dictada por 
irregularidad en las notificaciones, as! como la devolución a la interesada de 
las cantidades ingresádas con motivo del expediente sancionador referido. 

Una vez sé recibió respuesta positiva del Ayuntamiento de Bilbao a dicha 
recomendación, y acreditada la devolución dé las cantidades adeudadas, se 
procedió al cierre y archivo del expediente de queja tramitado. 

Sobre el acceso al padrón municipal de ciudadanos de nacionalidad 
extranjera (137/94) 

Un grupo de ciudadanos extranjeros residentes en la localidad vizcaína de 
Galdakao formuló- ante el Ararteko un escrito de queja, por la medida adopta- · 
da en dicho municipio consistente en darles de baja en el padrón de dicha 
localidad. · 

La situación de baja del padr6n municipal entraña para los extranjeros 
claros y graves inconvenientes que afectan a derechos muy fundamentales, 
como pu~"den ser el acceso a la tarjeta sanitaria, a las ayudas sociales o al 
mercado inmobiliario. Por estas razones, la Institución del Ararteko realizó un 
amplio informe sobre esta confusa cuestión, con objeto de aclarar la situación 
de los ciudadanos extranjeros residentes en nuestra comunidad· autónoma res­
pecto a los padrones municipales,· y propiciar así una poli ti ca coherente y uni­
forme en los mismos. Dicho informe fue incluido en el apartado de recomen-· 
daciones generales del informe que sobre el ejercicio de 1993 presentó este 
Ararteko al Parlamento Vasco. 
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En el supuesto que. aquí nos ocupa; se daba la circunstancia de que 
algunas de las personas implicadas en la baja municipal eran solicitantes de 
refugio político, mientras que otras estaban a la espera de la resolución de. 
· s,u recurso judicial contra la denegación del reconocimiento de la ,condición 
de refugiac!o. Todas ellas, por tanto, residían legalmente en el Estado espa-
ficl. . . 

Conforme a los criterios expuestos en el informe mencionado anterior­
mente, y al que aquí nós remitimos, el Ararteko instó al Alcalde de Galdakao 
a dar de alta. en el padrón municipal a los ciudadanos cuya queja había sido 
recibida, lo cual fue cumplido de inmediato. Con .ello, y solucionado el objeto 
de la queja formulada ante la Institución, se procedió al cierre y archivo del 
expediente ,tramitado al respecto. 

3. 7. JUSTICIA 

A) Introducción 

El número de quejas en el áréa de Justicia ha sido. de 46 distribuidas de la 
siguiente manera: 

- Departamento de Justicia del Gobierno Vascó ..... : ........................... 37 
- Administración de Justicia ....................... , ............................. : .. ... : ... 9 

Es preciso recordar que la actuación del Ararteko en materia de justicia 
viene condicionada por el principio de iric;lependencia judicial, de manera que 
el análisis del fondo de los pronunciamientos judiciales le está vedado, fiscali~ 
zando únicamente lo que de aparato administrativo tieneh los tribunales. 

Por otra parte, dentro de este apartado incluimos las quejás que en un 
sentido muy amplio están relacionadas con la justicia. Así, de modo especial 
hay que hacér referencia a las quejas acerca de la actrn;1eión de los Colegios de 
Abogados, ante denuncias contra letrados pertenecientes a los mismos; y. de 
igual modo las relativas a denuncias dirigidas al Ministerio Fiscal, con el fin de 
que estudie la oportunidad de iniciar un procedimiento judicial, ya sea civil, en 
los casos de incapacitación, ya pénal. · 

B) Selección de quéjas 

Desaparición de la fianza depositada erÍ un juzgado (129/94) 

En. 1982 el interesado fue acusado junto con otras tres personas de lá 
comisión de un delito continuado de estragos, y obtuvo la' libertad provisional, 
previo depósito de la fianza de 100.bOO ptas., fijada al efecto en un juzgado . 
de Bergara. · 
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El mes de marzo de 1993, fue absuelto .. de todos los cargos, ordenando 
el juez que se procediera a la devolución de la fianza. 

Así, el interesado solicitó la devolución por escrito al que acompañaba 
copia de la sentencia y del resguardo acreditativo de haberla depositado, obte­
niendo por respuesta que en el juzgado no había constancia del mismo. 

Solicitada información del Fiscal Jefe de la Audiencia Provincial de San 
Sebastián, éste instó la apertura de un procedimiento penal por la comisión 
de un presunto delito de malversación de caudales públicos, solicitando que se . 
tomara declaración a las personas que en las fechas en que ocurrieron los 
hechos ostentaban responsabilidad en el mencionado juzgado. 

No obstante, fue imposible la determinación de la persona responsable 
de los hechos, toda vez que el juez y secretario titulares habían fallecido, y nin-. 
guno de los funcionarios que desempeñaban su labor en esas fechas pudieron . · 
añadir ningún dato relevante para su esclarecimientd. 

Estas circunstancias, unidas a la prescripción del delito, presuntamente 
cometido en fecha posterior y próxima al 27 de noviembre de 1982, llevaron 
al fiscal a solicitar el sobreseimiento y archivo de las actuaciones. · 

Consecuentemente, y dado que sin perjuicio de la responsabilidad penal, 
quedó acreditado el perjuicio causado al interesado como consecuencia del 
funcionamiento anormal de la Administración de justicia, se indicó a aquél la 
procedencia de solicitar del Ministerio competente la oportuna indemnización, 
impulsándose desde esta institución su tramitación sumaria. 

3.8. MEDIO AMBIENTE 

A) Introducción 

· En el ejercicio correspondiente· al año 1994 el número de quejas en esta 
área ha sido de 53, lo que representa un 9,4% del total de las recibidas, y su • 
distribución.por administraciones afectadas es la siguiente: 

En cuanto a su contenido, las podemos agrupar de la siguiente manera: 

- Ayuntamientos .... : .............. , ..... : ......... ,., ........................................ 46 
- Gobierno Vasco ................................................. · .... : ......................... 5 
- Diputaciones ..................... , ............................................................. 2 

En cuanto a su contenido, podemos agruparlas de la siguiente manera: 

- Actividades urbanas clasificadas ...................................................... 46 
- Otras afecciones medioambientales .................................................. 7 

Sobre las quejas referentes a la subárea de actividades urbanas clasifica­
das, podemos señalar que se .reproducen las denuncias por molestias de rui­
dos, humos y olores que se derivan· del funcionamiento de este ti'po de activi­
dades, denuncias hechas por los vecinos de las viviendas colindantes a las mis­
mas. 
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Las actividades causantes de estas molestias son principalmente estableci­
mientos de hostelería como pubs, bares, discotecas, etc., aunque también 
hemos podido percibir un aumento en el número de quejas por molestias prd­
dticidas por talleres de confección, ubicados normalmente en viViendas, acade~ 
mias de música o de educación, supermercados, etc. 

· Por otra parte, en el. infotme correspondiente al año i 992; 'advertíamos 
que habíamqs detectado un aumento en· el nú~ero de denuncias por las afec­
cion.es producidas por las guarderías de vehículos o garajes . 

. En concreto, estas quejas se concretan en las molestias que se deriván de 
. los ruidos producidos por los motores elevadores de las puertas de acceso de 
los vehículos. 

La sustitución del motor elevador o la adecuación de la puerta a las medi­
das correctoras impuestas 'en la licencia de actividad, solventaría en la mayoría 
de lcis casos los problemas de ruidos denunciad.os y, dado que estos garajes 
son colectivos, supone un coste mínimo para cada propietario la adopción de 
dichas medidas. Ello no obstante, bieh por la falta de acuerdo entre los pro­
pietarios de las plazas de garajé, o bien por desc9nocimiento general del pro­
blema, la resolución de estos casos se prolonga excesivamente en el tiempo. 

Por último, en cuanto a las quejas relativas· a otras afecciones medioam­
bientales en un sentido más amplio, destacan como en los ejercidos anterio­
res las motivadas por problemas de contaminación acústica, emisiones de 
polvo, etc., derivadas principalmente del actividad de canterás, así como pro­
blemas por vertidos y residuos tóxicos, como consecuencia del funcionamien-
to de determinadas industrias. · 

B) Selección de quejas 

Incumplímiento de las condiciones establecidas en la licencia de acti­
vidad (577/92) 

Una vecina de Deba presente? un escrito en el que .denunciaba las moles­
tias que por ruidos padecía en su vivienda como consecuencia del funciona­
miento de una actividad de bar, ubicada en e! bajo de'.su inmueble. 

Tras estudiar la documentación remitida por el Ayuntamiento de Deba; 
pudimos comprobar, en un primer momento, que el Ayuntamiento había 
requerido al titular del establecimiento a que presentara un nuevo proyecto de 
insonorización, dado que en las mediciones sonoras practicadas al efecto se ·· 
había podido determinar que el aislamiento acústico del establecimiento no se 
ajustaba a los niveles sonoros establecidos reglamentariamente. 

El propietario del , bar no presentó el proyecto requerido por lo que el. 
Ayuntamiento de Deba procedió a solicitar la retírada del equipo musical. 
. . No obstante, la interesada afírmába que las molestias de ruidos no habían 

¿esado, y que de su vivienda eran claramente perceptibles las conversaciones 
· de los·clientes del bar así como el ruido que producía la televisión. 
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Paralelamente, pudimos comprobar que lá puerta exterior del referido 
establecimiento daba al soportal del edificio, soportal que carecía lógicamente 
de insonorización, por lo que consideramos. que podía ser la causa de la trans-
.misión de ruidos a la vivienda de la reclamante. · 

· A tal efecto, había denunciado que la puerta del establecimiento en el.tes- ' 
ti6n normalmente permanecía abierta. · 

A este respecto, el Departamento de Medio Ambiente de la Diputación 
Foral de Gipuzkoa nos informó de que de la inspección que habían realizado 
los técnicos de dicha entidad foral, habían podido determinar que el sistema 
de ventiladón que disponía la• actividad no se ajustaba alproyecto qúe en su 
momento había presentado el titular del establecimiento en la solicitud de· 
licencia de actividad, y dicha actividad se .. había calificado basándose' en ese 
proyecto. . 

Asimismo, señalaba que el sistema de ventilación que se había instalado 
requería una comunicación con el exterior, que solamente podía producirse a 
través de la puerta que disponía el local. 

En este tipo de actividades es de obligado cump,limíento que las puertas. 
de los establecimientos permanezcan cerradas con objeto de evitar transmisio­
nes sonoras. 

Por lo tanto, deducíamos que las molestias que padecía la interesada en 
su vivienda se producían como cónsecuencia del sistema de ventilación instala­
do én el local, en cuanto que implicaba que la actividad funcionara mantenien­
do la puerta exterior del local abierta, con el fin. de lograr la . comunicación 
necesaria para que se produjera dicha ventilación. · 

Es por ello por lo que el Ararteko elevó al Ayuntamiento de Deba una 
recomendación solicitando que se instara al titular de la actividad a la adecua­
ción del local a las condiciones establecidas en la licencia de instalación conce­

. dida1 es decir, a que instalara el sistema de ventilación que contemplaba el 
proyecto técnico presentado para la tramitación del expediente de actividad. 

El Ayuntamiento de Deba no aceptó la recomendación formulada, por lo 
que este Ararteko, entendiendo agotadas las posibilidades de actuación en el 
presente caso, procedió al cierre y archivo del expediente. 

Conciertos de rock a organizar en vía pública (473/93) 

Se recibió en esta. institución un escrito de queja prom.ovido por un veci­
no de Donostia/San Sebastián, en el que denunciaba que los hosteleros de la 
zona de Reyes Católicos del citado municipio pretendían, con objeto de atraer 
clientela, organizar conciertos de rock. . 

·En este sentido, el alegante indicaba que ya padecían suficientes moles­
.tias por los ruidos que se derivaban d~l funcionamiento de las diferentes'activi­
dadés de bar, pub, etc.; concentrados en la zona, cómo para poder soportar 
más clecibelios por los conciertos en directo que los propietarfos de estos esta­
blecimientos querían organizar. 
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Tras solicitar la pertinente información ql Ayuntamiento de 
Donostia/San Sebastián, pudimos comprobar que únicamente autorizaban 
actuaciones musicales en la .calle Reyes Católicos en período festivo, y que a 
tal efecto la ·referida entida'd local adoptaba las medidas oportunas para no 

. causar molestias al vecindario, .sobre todo en cuanto a la limitación del horario 
de finalización de estos conciertos. 

Ello no obstante, este Ararteko dirigió una recomendación al Ayunta­
miento de Don.ostia/San Sebastián soliéitando que, habida cuenta de las recla­
maciones de los vecinos de la zÓna, . autorizara, en todo caso, únicamente la 
celebración de este tipo ~:le espectáculos en período festivo, y có.ncretamente 
en Semana Grande, limitando asimismo el horario de finalizadón. de los mis­
mos. 

Dicha corporación municipaf respondió que no organizaría ninguna 
actu9-cíón en la zona de Reyes· Catóiicos, ni en carnavaies, ni en Semana 

. Grande u otra fecha del año, todo ello para evitar molestias a los vecinos de la 
zona. 

Se dio traslado al interesádo del acuerdo adoptádo por el AYtintamiento 
de Donostia/San Sebastián, y se procedió al cierre y. archivo del expediente, 
entendiendo solucionado el problema objeto de la queja. 

Actividad clandestina de un tallér de reparación de vehículos (577/93) 

Se recibió en esta institución un escrito de queja promovido por un 
· grupo de vecinos de Ondarroa, en el que denunciaban que desde hacía unos 

años venían padeciendo molestias pór los ruidos, olores, etc., que se producí­
an en sus viviendas como consecuencia del funcionamiento de una actividad 
de taller de reparación de vehículos, ubicada en el bajo de sus inmuebles. Asi­
mismo, señalaban que este hecho lo habían denunciado eri varias ocasiones 
ante el Ayuntamiento de Ondarroa, y que hasta la fecha no habían obtenido 
una respuesta' satisfactoria al problema planteado. · 

El Ayuntamiento nós facilitó copia del expediente de la actividad, en el 
cual pudimos comprobar que el referido taller carecía de la preceptiva autori­

. zación municipal, en tanto que no se había concedido el cambio de titularidad 
solicitado por el nuevo propietario del taller. ·· 

A este respecto, el Tribunal Supremo ha considerado que la transmisión 
de . la titularidad de un establecimiento supone el nacimiento de una nueva 
licencia de apertura, ya que la solicitud. de cambio de titularidad implica la 
necesaria comprobación por parte del Ayuntamiento de si el pretendido tras­
paso determina la continuación de la misma actividad o una distinta de la 
anteriormente autorizada, y a su vez la comprobación de ia adecuación de la .. 
misma a las medidas correctoras oportunas; que finalizará con la conéesión o 
denegación de la autorización (STS de 23 de febrero de 1983, Ar. 938;· STS 
de 7 de noviembre de 1980, Ar. 4.402). 

Por otra parte: pudimos comprobar que el edificio donde se ubicaban los 
locales objeto de la queja estaba fuera de ordenacion en la Modificación 
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Puntual del Plan General de Ordenación Urbana de Ondarroa, aprobada defi­
nitivamente el 6 de septiembre de 1985, y estaba calificado como urbano 
residencial (Ensanche de las NNSS aprobadas inicialmente el 27 de marzo de · 
1991). En dicha calificación no estaba permitido el uso de taller mecánico ni 
el de chapistería. · 

Por lo tanto, la áctividad no cumplía la legalidad desde el punto de vista 
· urbanístico .y, en cualquier caso, por dicho motivo no podía ser legalizado con·-
·forme al procedimiento establecido en el RAMINP. · 

El problema se agravaba teniendo en 'cuenta que de las inspecciones rea­
lizadas por los servicios técnicos municipales, .se había podido constatar el 
incumplimiento del establecimiento respecto a las medidas ·correctoras necesa­
rias para su adecuado funcionamiento. 

Por todo ello, este Ararteko dirigió una recomendación al Ayuntamiento 
de Ondarroa solicitando que, de acuerdo con la normativa vigente, se proce-
diera a la clausura de la actividad. . · 

La citada entidad lopil nos indicó que no les era posible adoptar tal 
acuerdo, dada la situación' económica del municipio, aun cuando consideraban 

, comprensibles las denuncias de los vecinos. , . 
Nos señalaron, asimismo, que en las NNSS recién aprobadas se califica­

ba el barrio de Rentería del municipio' como zona industrial, por lo que "algún 
día" las industrias se trasladarían a la misma, pero que momento no había otra 
sólución. · 

Este Ararteko comunicó al Ayuntamiento que consideraba como no 
aceptada la recor.nenda~ión formulada, por lo que, de acuerdo a lo dispuesto 
en el art. 27 de la Ley 3/85, de 27 de febrero, por la que se crea y regula 
esta institución, se incluiría este incumplimiento en el inforr:ne anual que pre­
sentamos ante el Parlamento Vasco, así como que consideraba inadecuada la 
argumentación ü,tilizada, apelando a ia situación económica del municipio 
para justificar. su falta de actuación, teniendo en cuenta que en este supuesto 
concreto háy una normativa de obligado cumplimiento no sólo para los ciuda­
danos, sino también para la propia Administración~ dado que el principio de 
legalidad debe informar todas las actuaciones de los poderes públicos. 

Contaminación atmósférica por actividad industrial (48/94) 

Un vecino de .Irun denunció ante esta institución que el personal de dos 
pabellones ubicados en ·la zona industrial del citado munkipio padecía graves 
molestias cQmo consecuencia del funcionamiento de una actividad industrial, 
que se dedicaba al tratamiento y transformación de materiales plásticos y pro­
ductos químicos como polímeros, poliésteres, etc. 

En este sentido, el alegante manifestaba que debido a la defecfüosa o, tal 
vez, inexistente instalación protectora para el tratamiento de estos materiales, 
así como a la fragilidad de los materiales con que estaban construidos !Os 
pabellones del polígono, se filtraban fácilmente los gases tóxicos que producía 
la citada actividad, contaminando el ambiente de sus almacenes y oficinas, 
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hasta el punto de causar baja laboraJ por dolencias de cabeza, sequedad y 
picor en la gargant<;l del personal de las empresas colindantes. 

Por todo· ello, este Ararteko solicitó colaboración a la Viceconsejería de 
Medio Ambiente del Gobierno Vasco. A tal efecto, los servicios técnicos de 
dicha viceconsejería procedieron a efectuar la preceptiva inspección, compro-

> bando que d ejercicio de la actividad desarrollada por la empresa dénunciada .. 
estába creando serios problemas en su entorno, por. no haber adoptado las 
medidas correctoras necesarias para la eliminación de la contaminación 

· · atmosférica impuestas en la calificación de la actividad; . · 
A la visth de las deficiencias observadas, la Viceconsejería & Medio 

. Ambiente instó al titular de la empresa en cuestión a. que instalara filtros de 
carbono activado, y a la captación y depuración de los gases y partículas sóli­
das desde todos los puntos susceptibles de contaminación. · 

Por lo tanto, agotadas las posibilidades de actuación de este Ararteko en 
el presente cáso, y entendiendo que en breve plazo se solucionaría el proble~ 
má denunciado, se comunicó al in.teresado el cierre y archivo del expediente. 

Tala de árboles autóctonos para la construcción de una carretera 
(55/94) 

Un vecino de Bilbao denunció ante esta institución que la Diputación 
Foral de Bizkaia había procedido en el término municipal de Berriz a la tala de 
198 robles y 4 hayas, para la construc.ción de uha rotonda dentro de las obras 

·del corredor Abadiño-Ondarroa, cuando el Ayuntamiento de Berriz estaba 
gestionando su traslado a otras zonas ·del municipio donde ·fuera posible. su 
.conservación. 

A este respecto, el Departamento de Obras Públicas de la Diputación. 
Foral de Bizkaia nos comunicó que para la. ejecución de las obras de acondi­
ciQnamiento y ensanche del corredor Berriz-Ondarr9a, se había tramit9do un 
expediente expropiatorio para la ocupación de los terrenos propiedad del 
Ayunto,miento de Berriz, con diversas plantaciones de especies autóctonas que 
servían como vivero. 

Asimismo, nos indicaron que, ante la falta de acuerdo entre el Servicio 
de Gestión del Suelo y la Corporación Municipal en la fase de justiprecio, la 
Dirección General de Obras Públicas mantuvo diversas reuniones con todos 
los grupos políticos de la Corporación, brindándose bien a replantar el mismo 
número de árboles de idéntico porte en el lugar a convenir, o a llegar a un 
acuerdo económico, llegándose a esta última solución consensuada. Manifes­
taban también que había concluido este· resarcimiento a entera satisfacción del 
Ayuntamiento. 

Por otra parte, en cuanto a la restitución medioambiental, se señalaba 
que el Departamento de Obras Públicas de la Diputación Foral de Bizkaia 
tiene por norma estudiar, en la fase de proyecto, la vegetación de interés que 
pudiera ser afectada por el trazado de una carretera, intentar preservarla y, en 
el ;caso de que esto no resultase finalmente posible, restituirla. Para ello, los 
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proyectos cuentan con 1,m apartado de la Ordenación Ecológica, Estética y 
. ,Paisajística. · 

Como muestra de tal talante, nos aportaron un resumen de las inversio­
nes que se habían realizado en los tramos ya construidos del corredor Berriz~ 
Ondarroa, y de las previstas en el tramo en cuestión. 

Así, se Tef!ejaba que en este tramo de Berriz pn~éticamente todas las 
plantas previstas eran de especies autóctonas (roble, abedul, haya, ·castaño, 
fresno, aliso, cerezo, carpe, arce,. .. ), con la única salvedad de algunas dispues­
tas en intetsecciones, barreras visuales o espacios llanos ajardinados .. 

A la" vista de .todo ello, este Ararteko consideró que la actuación de la 
entidad foral habla sido conforme a la legalidad vigente y, dado que quedaba . 
'suficientemente compensado con el proyecto de repoblación la posible lesión 
al medio ambiente que podía haberse producido, se procedió al cierre del 
expediente. 

Molestias por los rnidos derivados del funcionamiento de una cafete­
ría (85/94) 

Un vecino de Valle de Trápaga-Trapagaran denunciaba ante esta institu­
ción las molestias por ruidos que padecía en su vivienda como consecuencia 
del funcionamiento de una actividad de cafetería, ubicada en el bajo de su 
inmueble. . . . . 

En concreto, el interesado manifestaba que el local de referencia carecía. 
, de insonorización, ya que desde su domicilio podía percibir claramente las 

conversaciones qué se seguían en la cafetería, además de los· ruidos produci­
dos por el equipo musical, televisión, sistema de aire acondicionado, arrastre 
de mobiliario, etc. 

Había denunciado estos hechos ante el Ayuntamiento de Valle de Trápa­
ga-Trapagaran, pero indicaba que no se había adoptado medida alguna con 
objeto de solucionar el 'problema. · , ' · . . 

Tras solicitar información a la citada entidad local, la asesora jurídica de 
esta institución pudo comprobar que los técnicos municipales habían realizado 
varias mediciones sonoras respecto al local, const~itándose en todas ellas que 
los niveles sonoros que se producían sobrepasabán los límites má}(imos esta­
blecidos reglamentariamente, y que el establecimiento no disponía de insono­
rización .. 

P.or tal motivo, el Ayuntamiento había requerido al titular de la actividad 
mediante decreto. de alcaldía ·a que ado}".:>tara las medidas precisas para que 
cesara la emisión de ruidos, y a modo informativo se le indicaba que se 
"prohibíii el uso de aparatos musicales excepto radio, televisión e hilo musical, 
los cuales estarán andados de modo que no sobrepasen los 75 dB(A) en cual­
quier punto del local." 

No obstante, este Ararteko creyó conveniente realizar unas consideracio­
nes respecto al contenido de dicho decreto. Por una parte, porque teníamos 
constanci.a de que en el referido bar-cafetería había instalado un equipo 
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musícal, por lo que entendíamos que era preciso exigir al titular del estableci­
mientb que ajustará la insonbrización al nivel de 90 dB(A) en el interior del 
local, tal como prevé el apartado 3.2.4. del capítulo 1 º sección 1 ª del Decreto · 
171/85, de 11 de junio, sobre Normas Técnicas de Carácter General de Apli­
~ación a las ActiVidades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas á Estable-
cerse en Suelo Urbano Residencial. · · 

Asimismo, considerábamos necesari.o que se debía haber. concretado en 
el requerimiento reálizado al titular de la· actividad a que presentara un ·"pro~ 
yecto de insonorización" ajustado a los niveles señalados anteriormente. 

Es por ello por lo que este Ararteko elevó al Ayuntamiento una recomen­
dación solicitando que : "Mediante decreto de .alcaldía requieran al titular del 
establecimiento ( ... ) a que presente un proyecto de insonorización con sus cál­
culos correspondientes a 90dB(A) en el interior del local, para la preceptiva 
autorización de la utilización del equipo musical instalado, en un plazo de dos 
meses, advirtiéndole que, en caso de incumplimiento, se procedería al precin­
taje de dicho aparato musical y a exigirle la presentación de un proyecto de ·· 
insonorización con.los cálculos a 75 dB(A)." 

La citada entidad local aceptó la recgmendación efec:;tuada, por lo que se 
procedió al archivo del expediente. 

Irregularidades procedentes de una 9ranja cunícula (93/94) 

. \ 

. Uri vecino de Andoain se quejaba ante esta institución por las molestias 
que padecía por el funcionamiento de una actividad de granja cunícÚla, ubica-
da a poca distancia de su Vivienda. . 

En este sentido, el interesado manifestaba que, dada la escasa distancia 
· existente entre su casa y el edificio donde se ejercía la· actividad, sufría moles­

tias por los fuertes olores que emanaban de la granja cunícula, así como ·por 
los orines, y que era evidente que ello suponía un constante atentado contra la 
salud. 

Nos dirigimos al Ayuntamiento de Andoain con objeto de recabar infor­
mación sobre la cuestión. 

Así, der expediente facilitado pudimos comprobar que la actividad estaba 
legalizada, y que ante las denuncias presentadas por el vecino ante la citada 
entidad local se habían realizado varias inspecciones por parte de los técnicos 
de la Viceconsejería de Medio Ambiente, así como por los técnicos de Osaki-
detza. · 

A la vista de los informes emitidos por los organismos citados, el Ayunta­
miento había requerido al titular de la actividad para que corrigiera" las defi-
ciencias apreciádas a finales del año 1992. . 

A tal efedo, a comienzos del año 1993 los técnicos del Departamento 
de Sanidad de la Delegación Territorial de Gipuzkoa. del Gobierno Vasco pro­
cedieron a efectuar la preceptiva inspección, comprobando que se habían 

· adoptado tas medidas correctoras impuestas. 
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No obstante, ante la denuncia presentada por el vecino en esta institu~ 
ción, y teniendo en cuenta las pruebas aportadas por el mismo, en concreto, 
fotografías en las que se podía apreciar que la fosa de recogida de excremen­
tos de animales y la fosa de residuos líquidos estaban sin vaciar, produciéndo­
se filtraciones, este Ararteko solicitó al.Ayuntamiento de Andoain que los téc­
nicos. municipales procedieran a realizar una nueva inspección para compro~ 
bar el cumplimiento de las medidas correctoras impuestas. , 

Efectuada la inspección requerida desde esta institución, el Ayuntamiento 
nos facilitó el informe elaborado por el técnico mÚnicipál que giró la visitá de 

··comprobación. · 
De dicho informe se podía concluir que no se apreciaban irregularidades 

en el funcionamierifo de la actividad susceptibles de producir molestias, así . 
. como que se cumplían las medidas correctoras impuestas en la licencia de ins- . 
talación. 

Ello no obstante, considerando que en este tipo de actividades ocásional­
mente, o a veces frecuentemente, se pueden producir molestias, como las que 
se evidenciaban en las fotografía facilitadas por el reclamante, este Ararteko le 

~ comunicó que cuando apreciaran estas irregularidades se pusiera en contacto 
con el técnico municipal,· para que éste pudiera proceder a una inmediata ins­
pecci6n y, en' su caso, se pudieran adoptar las medidas pertinentes para la 
solución del, problema denunciado. 

Dado que no se había podido probar de las inspecciones i:ealizadas que 
de la actividad de ref eren cié), se derivaran irregularidades, entendiendo pór 
ello agotadas las posibilidades de actuación de este. Ararteko en el presente 
caso, se comunicó al interesado el cierre provisional ,del expediente de 
queja, 

3.9. OBRAS PUBLICAS Y SERVICIOS 

A) Introducción 

Las quejas que se presentan en esta área son muy variadas al igual que lo 
sori los distintos servicios que presta la Administración. En cualquier caso los 
expedientes que con más· frecuencia se tramitan hacen referencia al suminis­
tro de agua,· al de gas, y al de transporte, en especial al servicio rodado de 
transporte en autobús. 

En lo que respecta a las obras públicas, a tenor de las quejas presentadas, 
resu!tan. conflictivas tanto en el momento previo ,a su ejecución, en la fase de 
proykcto, como en la fase de ejecución, por las afecciones y responsabilidades 
que originan. . 

Las quejas que cuestionan la conveniencia de ejecutár una obra pública o 
sus características y diseño suelen venir personificadas por asociaciones . y 
colectivos vecinales. Por el contrario, las quejas derivadas de su ejecución las 
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encabezan personas individµales y suelen ser más concretas (daños por res­
ponsabilidad, reparación de servicios,· restrícciones de accesos y supresión de 

· antiguos caminos, etc ... ). 

B) Selección de quejas 

Prohibición de acceso de coches de niños a autobuses de Eusko Tren­
bideak (294/92) 

. ' 

Se recibió en esta institución la denuncia de una vecina de Zumarraga, en 
la que mostraba su malestar porque no se le había permitido acceder al auto­
bús de la !!nea Zumarraga-Zumaia por llevar un coche pe niño. · 

A este respecto, este Arartekó comprobó que la no admisión de ·coches 
. de nifios en los autobuses citados se basaba en él criterio fijado en una circular 

de 1;:1 Dirección Comercié}! de Eusko Trenbideak; en poncreto, dicho precepto, 
Circular 17 /89, establecía que: "no se autorizará el acceso de coches de niños 
a los autobuses, excepto las sillas plegables de bastón, y éstas, lógicamente, 
plegadas". · · 

. 0 
Teniendo erí cuenta que en las líneas del ferrocarril del Urola se ac!mití-

an todo tipo de coches de niños, considerábamos desde esta institución que 
la disposición citada sup9nía una discriminación injustificada que vi.tlneraba 
el principio de igualdad reconocido en el. art. 14 de la Constitución, así 
como una vulneración de Jo previsto en el art. 39, que prevé que los pode­
res públicos han de asegurar la protección social, económica y jurídica de la 
familia. · 

Es por ello pbr lo que este Ararteko dirigió una recomendación a Eusko 
Trenbideaksolicitando la modificación de la Circular 17 /89, en el sentido de 
evitar posibles discriminaciones y, en su casó, en tanto no se modificará la cir­
cular, se ordenara que por las circunstancias especiales que concurrían en la 
línea de autobuses del U rola, se pudiera autorizar el· acceso de coches de 
niños sin realizar distinción alguna. 

~dirección de Eusko Tre~bideak nos informó,. tras realizar varias consi~ 
deraciones a la recomendación formulada, que no era posible por el momento 
seguir la recomendación,. con la única excepción de las expediciones atendi­
das por autobuses provistos de maleteros, lo que en orden a garantizar a prio­
ri un viaje, no era viable. Asimismo, nos indicaron que en la medida en que 
Eusko Trenbideak fuera incorporando a su flota autobuses de plataforma baja, 
podrían estabiecerse excepciones de la Circular 17 /89, toda vez que dicho 
tipo de vehículo· sí permitía transportar coches de niños en condiciones de 
relativa. seguridad. 

Posteriormente, comprobamos que se había adscrito un autobús de pla­
taforma baja a la línea del Urola, por lo que procedimos al cierre y archivo del 
expediente. 

-140-



. Sobre la no electrificación rnun!cipal de parcela destinada a uso 
industrial (84/93) 

Se presentó ante el Ararteko escrito de queja a instancia de una empresa 
alavesa de reciente instalaéión en uno de los polígonos industriales que rodean. 
la ciudad de Vitqria/Gasteiz. Se manifestaba en la queja que el Ayuntámiento 

. de la éapital había incumplido su compromiso de financiar la instalación de la 
1nfraestn1ctura necesaria para la ubicación de la empresa, particularmente en 
lo que se refiere a la electrificación de la parcela sobre la que aquélla iba situa­
da. 

En efecto, en el contrato de compraventa del te~renó se incluía una cláu­
sula por la que, además de fijarse el precio de la transmisión, se aclaraba que 
"en el referido terreno se'ha incluido junto al valor propío del terreno, la total 
terminación de la urbanización del polígono, colectores de aguas ~esiduales, -
suministro de energía eléctrica en alta y baja tensión". 

Demandada la oportuna información al Ayuntamiento de la capital al~ve­
sa, éste contestó que en su día suscribió un convenio con la compañía sumi­
nistradora de energía para la electrificación del polígono industrial, en el que 
preveía para cada parcela una pótencia a instalar de 125 W/m2 sobre el 60% 
de la superficie total de la parcela. Asimismo el mencionado convenio seña\a· 
baque.para potencias sólicitadas por el usuario iguales o inferiores a 170 KW 
el suministro se realizaría en 1baja tensión, mientras que para el caso de potenc. 
cias superiores sería preciso un transformador propio a cuenta del usuario. 

Con base en el éonvenio explicádo, d Ayuntamiento, una vez conocida 
la petición de potencia realizada por .la empresa reclamante, que superaba a la 
prevista para la baja tensión, estableció el criterio de acometer el suministro 
de electricidad, cofinanciando con la empresa adjudicataria la diferencia eco­
nómica que originaba el exceso de potencia solicitado. Con este sistema, el 

' Ayuntamiento solicitó a la empresa el ingreso de una cantidad de dinero como 
medio de financiar dicha diferencia, comprometiéndose por su parte a sufra-
gar otra parte de dicho diferencial. . . . 

La e~presa adjudicataria, al est~r en desacuerdo con dicho .razonamien­
to, .recurrió la decisión administrativa, no obstante lo cual realizó el pago para 
evitar la incoación de un procedimiento ejecutivo en su contra. 

Este Ararteko consideró que el desconocimiento del convenio suscrito 
entre el Ayuntamiento de Vitoria/Gasteiz y la empresa suministradora de 
energía por parte de la empresa reclamante a la hora de formalizar el contrato 
de compraventa de la· parcela resultaba un dato definitivo, toda vez que de la 
lectura del contrato susáito no se derivaba ningún limite a. la obligación muni­
cipal de sufragar la electrificación de la parcela. 

Por todo ello, esta institución envió al Alcalde de la ciudad una recomen­
dación argument~ndo en este si:mtido la necesipad de proceder por parte del 
Ayuntamiento al pago integro de la demanda de energía eléctrica efectuada 
para la puesta en marcha de la actividad industrial, así como de reintegrar a 
los reclamantes las cantidades ingresadas hasta la fecha por dicho concepto. 
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Esto no obstante, el Ayuntamiento vitoriano negó el cumplimiento de. la 
recomendación, alegando la imposibilidad de aplicar la misma a todas las par­
celas del polígono indústrial, lo cual a juicio de este Ararteko no justificaba la 
incorrecta actuación municipal en el supuesto concreto planteado. 

Sobre irregularidades en la administraciqn de polideportivo munici­
pal (200/93) 

Se recibió en esta institución escrito de queja a instancia de un vecino de 
la localidad vizcaína de Ondarroa, denunciando presuntas irregularidades en la 
administración de cierto polideportivo municipal. En particular, la reclamación· 
sé refería a las restricciones horarias que afectaban al uso por parte del públi­
co de algunas de ias instalaciones de dicho centro. · 

Por una parte, ocurría, según se pudo saber mediante la información 
. facilitada por el propio Ayuntamiento de Ondarroa, que cierta instalació~ 
deportiva permanecía cerrada al público durante un período de tiempo pro­
longado, especialmente en horario de ,tarde, a consecuencia de la realización 
en la misma de cursillos· orgánizados desde el propio servicio municipal de 
deportes. Esta )estricdón de acceso al público que se ocasionaba durante las 
horas en que se impartian dichos cursillos, suponía la imposibilidad de acceder 
a dicha sala durante tres tardes de la semana y la mañana de los sábados, ade­
más de restringir el acceso a horas tardías en el resto de los días, lo cual impli­
caba a juicio del Ararteko una restricción inadmisible en el derecho al.disfrute 
de los socios o usuarios, máxime cuando tal restricción había surgido una vez 
empezada la temporada. . 

Por otra parte, una segunda instalación ·deportiva permanecía cerrada 
para el público durante más de cuatro horas diarias en horario de tarde, 
momento en el cual se produce una mayor afluenda de. usuarios, lógicamente 
como consecuencia de la jornada laboral mayoritaria. 

Por todo ello, se recomendó al Ayuntamiento to~ar las medidas perti­
nentes para que ambas salas qu~daran abiertas al público en general durante 
un espacio de tiempo suficiente y apropiado para su posible utilización. En 
este sentido, se estimaba como suficiente aquel espacio de tiempo mínimo 
equivalente a la mitad del horario total en que el pólideportivo permanece 
abierto. 'De igual manera, para que, además de suficiente, se estimara el hora­
rio de apertura como apropiaclo, debería distribuirse de modo igualitario entre 
los diferentes días de la semana y partes del mismo día. 

La recomendación del Ararteko, pues, concluía instando al Ayuntamien-
. to a asegurar que todas y cada una de las instalaciones del po!ideportivo per" 

manecieran abiertas al público al menos la mltad del horario de apertura del 
polideportivo, en cada mañana y en cada tarde de los distintos días en que 
aquél se encuentra abierto. 

Finalmente, el Ayuntamiento de Ondarroa, aceptando la recomendación 
del Ararteko, adoptó un nuevo horario para la utilización de ambas salas, con 
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lo que, estimando solucionado el objeto de · 1a queja formulada, se ordenó el' 
archivo del expediente. · 

Reclamación planteada por el autor sobre la propiedad de una escul­
tura entregada junto con una obra pública (602/93) 

Un artista había solicitado al Ayuntamiento de Vitoria/ Gasteiz la devolu­
ción de una: escultura porque entendía que, en los términos que exponía en su 
reclamación, su obra le pertenecía. . · 

La escultura füe entrégada en su día c;il Ayuntamiento de Vitoria/Gasteiz, 
que la había recibido junto con las obras correspondientes a la· estación ele . 
bombeo de Ullibarri. Esta escultura había sido encargada al autor por parte de 
la emprésa adjudicataria de las obras del embalse . 

. El conflicto· no era nuevo, ya que en su día, a causa de un desacuerdo en 
el precio de la escultura, el aufor acudió a los'tribunales_sin conseguir que su 
pretensión fuese estimada. 
· El reclamante funda~entaba ahora su pretensión en la consideración que 
la sentencia del tribunal realizó en el sentido de que la obra artística contrata­
da por la empresa, no llegó a ser entregada por el autor. 

A pesar de que en los antecedentes del caso aparecía un pronunciamien­
to judicial, el objeto de la queja tenía' ahora distinta naturaleza u objeto, por lo 
que ésta fue admitida a trámite. 

En el informe que el Ararteko solicitó al Ayuntamiento, éste indicaba que 
había sido.ajeno a la relación contractual entre la empresa y el escultor, y que, 
en cualquier caso, la escultura debía ser considerada como aportación de la 
obra (el embalse) a un fin artístico, según la norma aprobada por el pleno del 
Ayuntamiento de 16 de noviembre de 1984. 

Por lo que respecta a este acuerdo, el informe del Ayuntamiento obviaba 
que no estaba ~igente cuando la obra del embalse fue adjudicada,. ni cuando la . 

· misma fue recibida. 
Al margen de la vigencia de este acuerdo, nada impedía que a-través del 

correspondiente pliego de condiciones del contrato suscrito para la ejecución 
de la obra del embalse, .se establ~ciese la obligación de entregar una obra 
artística. 

Ni el. informe del Ayuntamiento, ni la documentación aportada al expe­
diente se referían, sin embargo, a la existencia de esta obligación. 

Junto con estás observaciones, se tuvieron en cuenta otros aspedos del 
problema, entre ellos las consideraciones recogidas en la propia sentencia dic­
tada en su momento. En ella se establecía que la obra artística contratada por 
la empresa constructora no había sido entregada por .su autor, lo que precisa­
mente llevó a determinar que la empresa . no estaba obligada al pago de la 
cantidad reclamada. 

De todo ello resultaba una determinada posición sobre la propiedad de la 
escultura, respecto de la cual no se conocía, al menos de la documentación 
analizada, ninguna circunstancia que hubiese podido alterarla. 
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Era esta posición, que resultaba de la propia sentencia, y que el awerdo 
del pleno del Ayuntamiento de·l984 no alteraba, la· que a juicio del Ararteko 
debía dirimir el fundamento de la pretensión del reclamante. 

En consonanda con esta evidente apariencia de propietario que tenia el 
reclamante, el Ararteko dirigió uha recomeridación al Ayuntamiento para que 
accedfese a la devolución de la escultura solicitada por el autor. 

El Ayuntamiehto, por medio de·un escrito en el que los. fundamentos de 
nuestra recomertdación no quedaban cuestionados, no accedió al cumplimien­
to de la recomenda~ión.. .. 

Vecinos protestan por el traslado del Cine-teatro municipal d un local 
propiedad de una sociedad benéfico-recreativd (725/93) 

. Unos vecinos de Ermua se qirigieron al Ararteko manifestando su oposi­
ción a que el Ayuntamiento desmantelara el cine"teatro murticipal El Ateneo, 
para cerr~rlo y trasladar su equipamient0 al Cinema Ermua, de propiedad de 
uria sociedad benéfico-recreatiVa, lo. que ádemás conllevaba la inversiórt de 

. una importante cantidad dé dinero público en la renbvación de un local priva-
do. · 

. . También denunciában el procedimiento que había seguido el Ayunta­
mient~ para lleva~ a cabo esta operación, haciendo casó o~iso de fa opinión 
de muchos vecinos dé Ermua, e incluso cometiendo importantes Irregularida­
des administrativas. 

El Ararteko, despues de visitar ambos cine-teatros y estudi¡:¡r er asunto, 
l<?s contesf6 a los vecinos que la Ley de Bases de Regimen Local reconoce a 
los ayuntámientos una potestad amplia para crear, suprimir, modificar y orga­
nizar los servicios de su competencia. En ese sehtido, el· convenio firmado 
entre la sociedad beneficcHecreativa y el Ayuntamiento, en base al cual sé jus­
tificaba el traslado del teatro desde un local público• a uno privado y la consi­
guiente inversión, no ·constituía irregularidad alguna. 

Por otro lado, el Ararteko se dirigi6 a la Corporación Local para recor­
darle que· desde el punto de vista urbanístico el edificio de El Ateneo estaba 
calificado por el Plan General de. Ordenación Urbana de Ermua como un sis­
tema general de equipamiento comunitéirio, y que este uso se debía mantener 

. cualquiera que fuese el destino futuro del edificio de El Ateneo. 
Finalmente, la InstitUción apreció que el Ayuntamiento había inturrido en · 

irregularidades administrativas en la ejecución de los trabajos de acondicioná­
miento del local propiedad de la sodedad benéfiéo-recreatiVa. Por un lado, no 
se había redactado ni aprobado un proyecto o memoria: técnica valorada 
donde se describieran y justificaran los trabajos a realizar. Y por otro lado, el 
Ayuntamiertfo había gastado veinticinco míllones de pesetas sin contar con 
consignación presupuestaria, y Sin que hasta transtUrridos unos meses se tra-, 
mitara una modHícádóh presupuestaria que habilitara credito suficiente p¡:tra 
cubrir tales gastos. · 

~144~ 



Sobre irregularidades en el cobro de recibos 'por consumo de agua 
(26/94) 

Un vecino de Bilbao y propietario de una segunda residencia en ~l muni­
cipio de Bakio presentó e;mte este Ararteko queja contra el Ayuntamiento de 
dicha localidad costera, por el recibo, a su juicio irregular, que se le habla gira­
do recientemente con motivo del consumo de agua. 

El interesado sostenía que, dado que la. vivienda permanecía deshabitada 
durante largos períodos de tiempo por su carácter vacacional, no se efectua­
ban las lecturas semestrales del contador de agué,\, tal y como era norma en las 
viviendas del municipio. Al no efectuarse dichas lecturas semestrales, se giraba 
un recibo por el mínimo consumo, que se venía pagand.o por el interesado 
con normalidad. Estó no obstante, el último recibo del agua, girado una vez se 
rea)izó la oportupa lectura del contado~, contenía una cantidad que, según el 
interesado,. no había sido disminuida en la misma cantidad en que se habían 
ido ingresando cori anterioridad cantidades mínimas. Esto significaba que las 
cantidades mínimas ingresadas eri los semestres anteriores no habían sido 
tenidas en cuenta al girarse el recibo de la última lectura del contador, c'on lo 
que se procedía ·a cobrar por duplicado una parte del consumo realmente 
efectuado. 

Dado que la versión del reclamante fue estimada como correcta por el 
Ararteko, así se advirtió al Ayuntamiento de Bakio, que además de explicar a 
esta institución el mecanismo para el cobro del servicio de agua, procedió a 
devolver al interesado las cantidades cobradas indebidamente. 

3.10. SANIDAD Y BIENESTAR SOCIAL 

A) Introducción 

Dentro de esta área, las quejas presentadas en materia de salud pública 
han servido para mostrar la dificultad con la que, mu'chas veces, los titulares 
de algunas actividades aceptan la exigencia de requisitos en materia de sani­
dad, higiene o seguridad. Una muestra de ello han sido las quejas qúe se han 
presentado en relación cori la aplicación de la reglamentación .sobre piscinas 
de uso colectivo. . 

En el apartad<S referido a la asistencia sanitaria, junto con las quejas que 
son consustanciales a la prestación sanitaria propiamente dicha, los usuarios 
se han dirigido al Ararteko planteando problemas en relación cori la efectivi­
dad de ~lgunos derechos recogidos en la Carta de Derechos y Obligaciones 
Clel Usuario. 

Este es ~I caso de algunos usuarios que denunciaban dificultades en la 
elección de hospital y de servicio especializado. Estos supuestos se han debi­

.. do, sin embargo, más a dificultades burocráticas o a una falta de agilidad en 
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'. 
los procedimientos, que al reconocimiento del derecho a elegir un hóspital y 
un servicio especializado, cuya ~xistencia no se cuestionaba. 

La dificultad qué ha podido tener el ejercicio de estos derechos que ya 
han sido legalmente configurados en él ámbito sanitario, nada tiene que ver 

. con las dificultades encontradas en el apartado de bienestar social, donde, 
· · todavía, la configuración de algunos derechos tiene un carácter incierto y sus 

límites son más difusos. El modo en que se lleva el acceso a las listas dé espe­
ra para habitaciones individuales en ~lguna residencia pública,• nos ha permiti­
do comprobar este extremo. 

B) Selección de quejas 

'Sobre expediente sancionador contra el presidente de un club rnuni<;i­
. pal _de jubilados (323/93)' ' 

Se presentó en la Institución el ex-presidente de un club municipal de ter­
cera edad de la ciudad de Vitoria/ Gastéiz, para formular queja contra la reso­
lución sancionadora que en su contra había dictado el Ayuntamiento. En efec­
to, elservicio de tercera edad de dicha corporación había sandonado al recla­
mante conforme al estatuto de los clubes de tercera edad de Vitoria/Gasteiz, 
con la suspensión de los derechos de socio por un período de seis meses, y el 
cese como miembro de la junta del club e inhabilitación para el cargo durante 
el período de un año. 

· La sanción se había hecho efectiva a causa de las irr~gularidades presun­
tamente cometidas por el interesado en el ejercicio de su cargo y que, según 
la resolución sandonadora municipal, se concretaban en la preséntación falsa 
·de documentos, uso indebido_ del dinero del club destinado a actividades cultu­
rales, de ocio y tiempo libre, y en la malversación de los fondos destinados_ al 
mismo programa. . 

La investigación del conflicto fue prolongada y compleja, debido funda­
mentalmente al cónfuso estado de las c1.1entas élel club y a la difiéultad de rela­
cionar las supuestas pruebas. con las declaraciones que se ofrecían tanto de 
parte del inculpado como desde los argumentos de la Administración. Fueron 
necesarios numerosos éontactos con ambas partes.y, finalmente, incluso una 
reunión con presencia de los afectados para poder calibrar la veracidad y la 
prueba de las'contrapuestas interpretaciones. 

Finalmente, pudo ·concluirse. por parte de esta institución la adecuadÓh a 
. derecho de parte de la. sanción recurrida, la que hacía referencia a la presenta­
ción falsa de cierto documento. Respecto al resto de imputaciones realizadas 
por el Ayuntamien,to, no pudo entenderse como probada ninguna de ellas, 
siempre bajo los principios del Derecho sancionador, por lo que la recomenda-. 
ción final emitida por el Ararteko. estimó· probada la existencia de una falta 
grave, contra la inicial presencia de tres faltas de carácter muy grave según la 
apreciación del Ayuntamiento. Ello se traduda igualmente en la recomendación 
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de revocar la sar:ición impuesta y 'proceder a dictar nueva sanción por el 
hecho probado, conmutándose el resultado de .la misma con lo ya cumplido 
en tal momento por el interesado. 

La recomendación del Ararteko fue estimada· en su integridad por el 
Ayuntamiento, por lo que finalmente .pudo cerrarse satisfactoriamente el 
expediente de queja. 

Exigencias para piscinas privadas de uso colectivo (419/93) 
í' 

La reglamentación sanitaria de piscinas de uso colectivo regula los requi-
sitos que . éstas deben cumplir para Óbtener la autorización administrativa 
c~rrespondiente .. 

Estas condiciones, que sé establecen en principio con carácter general 
· para todas las piscinas, pueden tener una variación en función del número de 
viviendas de la urbanización o comunidad de vecinos donde estén ubicadas. 

En funeión de estefactor, se puede exigir o no, como requisito adicional, 
la preseneia de un socorrista. - . . 

Esta última exigencia motivó la presentación de. una queja· por parte del 
presidente de una comunidad de propietarios: 

El estudio de la queja no se centró en lo ade.cuado o no de los. requisitos 
reglamentariamente ,establecidos, pues se consideró que su determinación 
correspondía a la Administración sanitaria, sino en la posibilidad de que tales 
reqúisitos pudiesen ser exigibles respect9 de aquellas actividades desarrolladas 
en un ámbito privado con un uso colectivo, como era el caso: ' 

A pesar de que en otros ámbitos igualmente privados con mayor 'tradi­
eión respecto de la intervención de la Administración no se cuestiona la exi­
gencia de requisitos higiénicos y sanitarios (cédula o permiso de habitabilidad 
de viviendas, por ejemplo), en otros campos más redentes o novedosos, esta 
intervención pública no suele ser pacíficamente admitida por los destinatarios 
a quienes se exige el cumplimiento de ciertos requisitos. , 

La exigericia de unas condiciones dirigidas a evitar consecuencias negati­
vas para la salud, cuya protección corresponde a los poderes públicos, pueden. 
ser gradualmente modificadas de acuerdo con los distintos niveles de desarro­
llo alcanzados por una.sociedad. Esto puede explicar que en correspondencia 
con los distintos.ámbitos sociales, culturales o económicos, iguales actividades 
lleven aparejadas distintas exigencias, o incluso que algunas de estas activida­
des carezcan de regulación. 

Es así como;lós avances de uha sociedad se ven acomp;;iñados de mayo­
res medidas relacionadas no únicamente con la reparación de daños, sino 
también con la promoción. de las condiciones para la disminución de los ries­
gos que puedan producirlos. 

En el concreto caso planteado en la queja, otras exigencias de control 
como son las referidas a la calidad del agua, no parecerían ser cuestionadas, 
quizás por la mayor tradición que tiene el cumplimiento de esta condición. Sin 
embargo, la competencia que tanto para la exigencia de unos y otros requisitos 
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tienen los poderes públicos resultaba ser .la misma: la atribuida respecto de 
aquellás actividades que pueden tener incidencia negativa para la salud. 

De acuerdo con estas consideraciones, el objeto. de la queja quedaba cir­
cunscrito a lo adecuado o ·.no de los requisitos exigidos por la reglamentación 
sanitaria, ámbito éste en el que el Ararteko enténdía que no podía llegar a sus­
tituir a la Administración sanitaria. Esta consideración, sin émbargo, no impe­
día llamar la atención sobre el hecho de que otras. nqrmativas autonómicas, 
coincidían en la misma regulación y recogían en sus ordenamientos la exigen­
cia de un socorrista. 

Después de trasladar estas consideraciones a. los. interesados, se dispuso 
el archivo de la queja. 

' ' 

La existenciá en Bizkaía de un centro de acogida y atención ª'minus-
válidos graves (452/93) · 

Una persona. tetrapléjica que se encontraba ingresada en u~ centro de 
Osakidetza se dirigió al Arartekó solicitando ser trasladado a un centro de 
atención a minusválidos físicos graves de la Comunidad Autónoma. 

El problema que planteaba. no era nuevo . en esta. institución, ya que la 
existencia de este campo desatendido había sido detectada e incluida de modo 
especifico en los informes correspondientes a los años 1991 y 1992, reco­
mendando a los departamentos forales de bienestar social ql!le abordaran el . 
problema mediante la creación de plazas para los casos más acuciantes en el 
ámbito de nuestra Comunidad Autónoma .. 

En Alava y Gipuzkoa se crearon varia,s plazas de atencióh a este tipo de . · 
minu~válidos, pero no así en Bizkaia. 

El reclamante debía abandonar el centro hospitalario donde se encontra­
ba para ser trasladado a una residencia asistida de tercera edad. A este respec­
to, planteaba el hecho de la diferencia de edad entre los a!H residentes -mayo­
res de 65 años- y él mismo, que contaba con 30 años. 

Esta institución se informó sobre la posibilidad de que el reclamante 
pudiera ingresar en un centro de atención en otra provincia, pero no pudo ser 
por carecer ambos centros de plazas' libres y tuvo que ingresar en la citada 
residencia de tercera edad. . . 

Ante ello, el Ararteko volvió a dirigirse al Departamento Foral de Bienes­
tar Social de Bizkaia planteándole la conveniencia de que Bizkaia dispusiera 
de un centro propio de acogida y atencion a minusválidos físicos graves y 
recomendando que se realizaran las gestiones oportunas tendentes a disponer 
de un deterrhinado número de· plazas con dicha finalid¡;¡d. · · 

En su respuesta, la Diputación vizcaína señaló que la solución de este 
proqlema " ... forma parte de sus objetivos más ó menos in.mediatos ... " aunque. 

· en el presupuesto para el ejercicio 1994 no e'Xistía partida asignada para la 
construcción de un centro propio. Añadía que, sin embargo, el Departamento 
de Bienestar Social seguiría " ... trabajando en la búsqueda de una solución defi­
nitiva y satisfactoria de la cuestión planteada ... " atendiendo, mientras tanto, 
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los casos existentes mediante el ingreso de los interesados en otro tipo de cen-
tros con los que tiene establecido un convenio. . 

Queda, de este modo, penc\iente, la solución de estos problemas, sobre 
los que el Ararteko se ve necesariamente obligado a llamar la akmción. 

Se le interviene de.µna patología, en vez de hacerlo de otra (580/93) 

La madre de un joven de 16 años planteó el problema médico sufrido 
por su hijo y manifestó que con ello no pretendía obtener indemnización algu­
na, sino que su testimonio sirviera para que hechos como el que describía no 
se repitieran. , . 

Su hijo acudió a una clínica'privada, concertada eón Osakidetza, a instan­
cia de este organismo, para ser intervenido de una fístula. Al día siguiente se 
realizó la intervención, pero no por parte del médico que estaba previsto que 
la hiciera; sino por otro distinto. . 

Este último, que no había visto al paciente con anterioridad, le operó .de· 
hemorroides en vez de hacerlo de la fístula, por érror. Como consecuencia de 
esto, el joven tuvo que ser intervenido de nuevo dos días después, esta vez de 
la fístula. Ambas intervenciones se realizaron bajo anestesia general. 

Esta institución trasladó el caso a ü'sakidetza, por entender que debía 
investigar sobre lo. expuesto, con el fin de corregir los defectos que pudieran 
observarse. · · 

Lo!? informes remitidos por Osakidetza se referían a las investigaciones 
llevadas a cabo, tanto en la propia clínica donde se habían producido los 
hechos como por parte del Colegio Oficial de Médicos, a donde había acudido 
la reclamante. 

En ellos se reconocía el error, que afortunadamente no habíá tenido con-
secuencias graves, y 1se aducían los siguientes· motivos: · 

' Por un lado, que las actuaciones quirúrgicas se llevan a cabopor equipos 
y no individualmente. En este caso, concurrió la circunstancia de encontrarse 
de vacaciones un miembro del equipo y la ausencia de otro, lo que supuso que 
el paciente fuera intervenido. por otro médico distinto del previsto. 

Por otra parte, se adujo también a la similitud conceptual existente entre 
las dos patologías implicadas: Fístula-quiste sacrocoxígeo (la fístula que el 
paciente tenía diagnosticada) y Fístula periana (hemorroides}. Hay que añadir 
que el paciente tenía ambas patologías . 

. Tales m9tivos explicaban en parte las razones que condujeron al error, 
aunque, evidentemente, no lo justificaban. Por ello en los informes se indicaba 
que las partes implicadas habían tomado las medidas oportunas para que 
hechos como el descrito no volvhzran a suceder. · 

El problema ocasionado por la existencia de gatos vagabundos y el 
plan municipal para su recogida (699/93) 

Un vecino de una localidad vizcaína se quejó ante esta institución por la 
falta de actuación del ayuntamiento de su localidad ante las molestias 
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originadas por el elevado número de gatos vagabun.dós. en la calle· donde él 
residía, así como por los malos olores que desprendían los restos de comida .. 
que algunas personas del vecindario ponían para, dichos animales, lo cual 
podía derivar en un problema sanitario. 

· Recabada información del ayuntamiento afectado, resultó que desde 
dicho órgano, municipal se habían realizad.o diversas gestiones tendeiites a 
solucionar el problema denunciado. · · 

Se habían enviado escritos· a. las personas denunciadas por el reclamante · 
para que cesaran ·de lanzar comidas a· 1os gatos; se había consultado con· el 
servicio municipal de veterinaria sobre. el modo más adecuado para. capturar 

· esos animales y se había requerido al médico titular unJnforme sanitario sobre 
la zona. . . 

A continuación, el ayuntamiento había suscrito un convenio con una aso­
ciación protectora de animales para la " ... recogida y traslado de aquellos ani­
males abandonados, . perdidos .. , bien sea por llamada dei ayuntamiento (poli­
cía municipal, etc.) como por cualquier vecino que se identifique y lo solicite". 

· La actividad de la sociedad protectora venía desarrollándose desde apro­
ximadamente cinco meses antes de· que s~ formulase la reclamaGión en esta 
institución, y. se habían recogido numerosos gatos, tanto en la· zona de resi­
dencia del reclamante como é'n el resto del municipio. La recogida se había 
producido ante llamadas realizadas por numerosos ciudadanos que contribuían 
a la captura de los animales indicando donde se encontraban y se escondían 
éstos; El reclamante también había realizado algunas llamadas, pero sin pres'­
tar la colaboración ;necesaria que facilitara la captura y progrésiva desapari-
ción de los gatos. · 

Tras todo lo anterior, esta institución consideró que el ayuntamiento 
había dado respuesta al problema planteado por el reclamante, poniendo los 
medios adecuados tendentes a la solución del mismo. Pero era claro que, dada 
la .naturaleza del problema, se requería la colab()ración ciudadana, que en este 
caso concreto no había sido todo lo deseable. Por tanto, al no observarse 
actuación irregular por parte del Ayuntamiento, se procedió al archivo del 
expediente. · 

El deseo de centralizar toda la a~istencia especializada en un solo 
centro (99/94) 

La planificación sanitaria llevada a cabo por Osakicletza en Alava, según 
la cual la asignación de hospital -Santiago o Txagorritxu- se realiza en función 
de la zona geográfica de residencia de los pacientes, fue motivo de una recla­
mación. 

Una persona estaba siendo atendida desde hacía once años en un.servi­
cio especializado del Hospital de Txagorritxu, a donde acÚdía periódicamente. 
Por prescripción facultativa, tomaba diversa medicación. 

Tras la división administrativa séñalada, el paciente continuaría siendo 
ate.ndido por el mismo servicio, pero cuando necesitara la asistencia .. de un 
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servicio .especializado distinto, se le remitiría al Ótro hospital de la ciudad, que 
,,era el que ahora le)::orrespondía. 
'' Esto había provocado ya/algún problema, puesto qu.e algún especialista 
del nuevo centro, a:l no disponer difectamente de .la historia clínica anterior del 
paciente, ignoraba sus antecedentes, así como el tratamiento' y medicación a 
la que estaba siendo sometido. 

Por ello, el paciente deseaba que toda la atención-especializada que pre­
cisara, la recibiera en el mismo hospital, concretamente en el de Txágorritxu, 
por la atención que ya venía recibiendo. 

Con este· fin, había realizado numerosas gestiones, verbales y éscritas en 
díversas dependenciás de Osakidetza, d_esde los propios hospitales hasta la. 
Dirección de Area, sin resultado satisfactorio, por lo que acudió al Ararteko. · 

Esta institución realizó las gestiones oportunas con Osakidetza quien, a la 
vista de las razones alegadas, accedió a la,,.petición del reclamante, quedando 
así solucjonado el problema. 

El derecho a la elección' de servicio médico especializado (209/94) 
. . 

Una: señora había sido tratada en el Servicio de Traumatologíá de un 
hospital general de Osakidetza durante varios años, donde ya fue intervenida. 
Con el tiempo, su situáción se tornó más compleja y precisaba, una nueva 
intervención, pero los médicos de ese hospital consideraron que las p0sibilida­
des de éxito eran mínimas, por lo que decidieron no realizarla. 

Algún tiempo después, la paciente seguía sufriendo dolores y molestias, 
por lo que solicitó atención sanitaria a Osakidetza; peró en un servicio distinto 
del que la había atendido anteriormente. 

Desde Osakidetza se la remitía al mismo centro. Ante su insistencia, se 
intentó darle cita en otro hospital, pero finalmente la respuesta fue negativa, 
ofreciéndole de nuevo el mismo servicio hospitalario. 

Planteado el caso en esta institución; se consideró que el asuntó podía 
enmarcarse dentro del derecho a la elección de hospital y de servicio hospitaJi.: 
zado en el SVS-Osakidetza, desarrolléi.do mediante' la· Orden de 25 de enero 

· de 1990, pe! Consejero de Sanidad y Consumo, .recogido en el Decreto 
175/1989, de 18 de julio. · 

El Ararteko dio traslado de estas consideraciones a Osakidetza, que final­
mente ofreció a la paciente la posibilidad de ser atendida en un centro concer-
tádo. . 

Solicitud de reintegro de gastos a Osakidetza tras el tratamientCí en 
un centro privado (400/94) 

Uria persona aquejada de molestias en su garganta había acudido al 
médico de cabecera, quien lo remitió al especialista del ambulatorio y ésté a su 
vez; tras dos visitas, lo envió al servicio especializado de un hospital general. 

-151~ 



. ' 

En este hospital se le realizaron una serie <:le pruebas, tras las c~ales se le dia~-
nosticó un tumor cancerígeno. · · · 

El facultativo propuso al paciente la realización de microcirugía de larin­
ge, fijando fecha para ello, con el fin de conocer con detalle el tipo y la exten­
sión deltumor y decidir eitratainiento que se considerara más adecuado, que 
podría comprender una irttervención quirúi-gica. · · 

Sin embargo, el paciente no se personó para la realización de esta última 
pruel:>a y decidió acudir a un centro hospitalario privado, donde se le aplicó un 

. tratamiento, que no incluyó intervención quirúrgica. · 
. Dieho tratamiento tuvo un elevado costo económico que el paciente 

quiso repercutir a Osakidetza, alegando que en el tratamiento que se le habla 
aplicado· en el centro privado le resultaba más satisfactorio que el que le hubfo~ 
ra dado el hospital de Osakidetza. Adei:rtás, indicaba que tal gasto habría pódi­
do evitarse si Osakidetza lo hubiera enviado a un centro (privado, pero que él 
crela público) especializado en :tratamientos de este tipo y de cuya existencia 
habla tenido Coí)ocimiento . 

. · La solicitud de reintegro de gastos fue desestimada, al igual que el recur-
so correspondiente, por lo que el interesádo' acudió a esta institución. 

Estudiado el asunto por el Ararteko, se observó que Osakidetza habla 
atendido debidamente _al paciente y lo había hecho en un tiempo razonable, 
puesto que en el plazo de un mes desde que fuera remitido al especialista del 
ambulatorio, el paciente contaba ya con diagnóstico en el hospital, a falta úni­
camente de la última prueba -que estaba previsto se realizara al cabo de unos 
días- para decidir el tratamiento a aplicar. . 

Al haber abandonado el paciente este proceso antes de que el hospital de 
Osakidetza le propusiera el tratamiento, no podla juzgarse el mismo, por ser 
descónocido. Tampoco se podla descartar la posibilidad de que el tratamiento 
hubiera podido ser similar al recibido en la dlnica privada ni que, incluso, el 
paciente. fuera remitido al centro especializado que: él mencionaba, por ser un 
centro concertado con Osakidetza. . 

Por todo lo anterior, se deducía que el paciente habla acudido al centro 
privado voluntariamente y por decisión personal, sin que fuera enviado por 
Osakidetza ni existieran causas justificadas para ello. Por tanto, en aplicación 
de la normativa reguladora de la prestación de asistencia sanitaria en servicios 
ajenos a la Seguridad Social, no correspondla el reintegro de gastos solicitado 
por el interesado. 

) 

3.11. TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

· A) Introducción 

Las 2 quejas recibidas en esta área se han distribuido como sigue: 

- Gobierno Vasco ........................... · ............................................ 1 
- Ayuntamientos . .-..... , ......................... ~ ........................ : ............... .. 1 
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El hecho de que las quejas presentadas en este área hayan sido sólo 2, es 
reflejo de las escasas competencias que en esta materia tiene reconocida la 
CAPV. Así, se ha incluido en este apartado una queja referida al sistema de 
previsión complementario del de la Seguridad Social, cuya desaparición pro­
gresiva, para su integración eri éste, ha acarreado ciertamente algunos proble­
mas. 

B) Selección de quejas 

Supresión del complemento de Montepío en la integración de la 
M&NPAL en el régimen ger¡eral de la Seguridad Social (239/92; 197/94, 
'198/94). , 

Varios pensionistas que habían sido trabajadores del Ayuntámientó de 
Bilbao presentaron una queja por la supresión de un complemento que perci-
bían con cargo al sistema de Montepío. · · 

A través de esta pensión del Montepío se garantizaba la percepción de 
·una cantidad, lo' que se conseguía a través de un complemento respecto de la 
.pensión principal que los interesados percibían del MUNPAL. . . 

Los afectados eran además beneficiarios igualmente de otra pensión, con 
cargo al régimen general de la Seguridad Social, sin que existiese ninguna 
incompatibilidad en la percepción de estas pensiones: MUNPAL, Montepío y 
Régimen general. · · 

.El problema que motivó la queja traía causa en la aplicación del RD 
480/1993, de 2 de abril, que integraba los regímenes especiales de la Segµri­
dad Social en el régimen general. 

Como consecuencia de esta· integración, los interesados percibían como · 
única pensión la suma de lo que antes era la pensjón del MUNPAL y la 
correspondiente al régimen general. · · 

En este contexto, el Ayuntámiento de Bilbao consideró que la.pensión a 
complementar a través del Montepío, que antes era la de la MUNPAL, era 
ahora la pensión única resultante de la áplicación del RD 480/1993 de inte- • 
gración en el régimen general. · 

Con ello, la Institución del Ararteko estimó que si bien una lectura literal. 
aislada podía llevar a e){plicar la actuación del AYüntamiento de Bilbao, mani­
festada a través de un Decreto de Alcaldía, esta decisión no se justificaba, por­
que obviaba el origen de la variación que había sufrido la pensión que ahora 
se configuraba como única. . · 

Mientras los interesados habían venido percibiendo el complemento del 
Montepío, la referencia para el cálculo previsto para su absorción en el Acuer­
do Regulador del Montepío estaba constituida únicamente por la pensión del 
MUNPAL. . 

' La pensión que por su· actividad privac;:la habían causado los interesados 
en el régimen general de la Seguridad Social; no era tenida en cuenta a los 
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efectos de la absorción que ahora se disponía en el Decreto de Alcaldía origen 
de las quejas. ' · · · . 

En materia de pensiones públicas, amén de los requisitos para causar las 
mismas, existen unas limitaciones, tanto en lo que toca a su cuantía máxima 
mensual, como en lo que corresponde a la prohibición.de concurrencia entre. 
algunas de ellas. Estos líJTiites, de los .que se vienen ocvpando las distintas 
Leyes Generales Presupuestarias, de las cuales es ún ·desarrollo _el citado Real 
DecretoAS0/1993, no parecían haber sido transgredidos en los casos de.los 
reclamantes. · 

Por . un lado., la diferencia respecto de· 1a situación anterior· se redúcía, 
dada la consideración de pensiones públicas que ya tenían ambas prestaciones 
(l\1UNPAL y régimen general}, a una separación de dos sumandos que ahora 
desaparece. Por otro lac:io, en el decreto de alcaldía no se alegaba una infrac~ 
ción del principio de no duplicidad entre el. régimen general de Segundad 
Social y el régimen de clases pasivas, lo que parece. correcto si tenemos en 
cuenta que no se corresponden con prestaciones de servicíos a una única 
Administración. 

La consideración como única pensión, abonada ahora en su totalidad 
por el régimen general, nada añade, a efectos del apartado 1.c) del Acuerdo 
Regulador del Montepío; a la situación anterior a la integración, en la que 

. ambas prestaciones tenían igualmente el carácter de pensiones públicas en los 
términos recogidos por las leyes de presupuestos en cuanto a los límites para 
su percepción: 

El efecto atribuido a la integradóri por parte del Ayunt¡:tmtento es cuando 
· menos una consecuencia no deseada por el mencionado Real Decreto 

480/1993. . 
~ Era cierto que esta superposición en una sola cantidad de dos pensiones 

públicas antes distintas, podía dificultar la aplicación de un instrumento funda­
mental en el complemento del Montepío, como es el de su absorción en fun­
ción de las cantidades correspondientes al ,MUNPAL al desaparecer esta pen-
sión pública como tal. · · 

· Esta dificultad, sin embargo, a juicio del Ararteko, no debía ser resuelta a 
costa de la supresión de la pensión del Montepío. La cantidad en la que se 
cifraba la anterior pensión del MUNPAL, a la que se podrían aplicar las poste­
riores revalorizaciones en materia de pensiones públicas, podía ser·quizás una 
fórmula adecuada a este caso. · 

Con posterioridad a la presentación de la queja, y después de que se diri­
gió una recomendación al Ayuntamiento de Bilbao, los interesados plantearon 

'un recurso contencioso-administrativo, con lo cual, de conformidad con lo pre­
visto en el art. 13, se resolvió la suspensión de las actuaciones. del Ararteko. 

Control del contenido mínimo dé los convenios colectivos por la 
autoridad laboral (818/93) 

Un ciudadano denunció ante la Institución la falta de consignación expre­
sa de la remuneración anual en función de las horas anuales de trabajo en el 
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XI convenio colectivo del Consorcio de Aguas, Abastecimientos y Saneamien-
tos de Bilbao. · . 

La lectura del texto del convenio .coleétivo citado, permitió comprobar a · 
· · esta institución que la técnica empleada por dicho consorcio a la hora de fijar 

las distintas retribuciones no respondía a un criterio común. 
Así, en determinados complementos· distintos del sueldo base (nocturni­

dad, atención al público), 'el monto se concretaba consignando el tanto por 
ciento que representaba en rela.ción con el sueldo bas<?. · . 

En otros· complementos, por el contrario (dedicación exclusiva, activida­
des especiales), se dejaba constancia expresa del monto económico global 
correspondiente. · · . . 

El sueldo base, por su parte, era objeto de un tratamiento remisorio sin­
gular, al disponerse los incrementos salariales, en atención a los incrementos 
establecidos para ejercicios precedentes. 

A juicio de esta institución, la técniea empleada en este último supuesto, 
que afectaba a su vez, de manera indirecta, a los complementos .calculados 
con referencia al sueldo base, no resultaba acorde con lo prevenido en el art. 
26.5 del Estatuto de los Trabajadores, que dispone el deber de hacer constar, 
de modo expreso, en el texto de los convenios colectivos, la remuneración 
anual en función de' las horas de trabajo. 

Por ello y habida cuenta de la función de control de la legalidad que tiene 
atribuida la autoridad laboral en esa materia, este' Ararteko instó a los respon­
sables del Departamento de Trabajo y Seguridad Social la adecuación del con­
venio colectivo del Consorcio de Aguas. 

En el escrito de contestación a la anterior recomendación, los menciona­
dos responsables negaban la existencia de una conculcación de. la legalidad 
vigente: ' 

Argumentaban ál efecto que el convenio establecía unos incrementos 
salariales para cada año de vigencia· en referencia al salario base del año ante- . 
rior, cuya tabla en ningún momento había sido remitida para el depósito y 
registro en la Delegación Territorial de Bizkaia, ni en este convenió ni en los 
anteriores, por no acordarlo así las partes negociadoras, pero que evidente­
mente era conocido por los trabajadores, al ser de aplicación lo preceptuado 
en el art. 1.273 del Código Civil. 

Asimismo planteaban las dificultades procesales para instar cualquier 
variación en el .texto de un convenio colectivo ya registrado. 

A la vista de este escrito, el Ararteko hubo de insistir en que la supuesta 
ilegalidad en la que puede llegar a incurrir un convenio no puede determinarse , 
en función del mayor o menor acuerdo de las partes negociadoras, sino que, 
por el contrado, un convenio colectivo conculcará la legalidad vigente en 
tanto en cuanto no se observen en el mismo lás normas formales que deben 
presidir la negociación o, eri su caso, las normas materiales de derecho nece­
sario, entre las que se han de incluir aquellas que hacen referencia al conteni­
do mínimo de los convenios. 
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En este sentido, la propia dicción literal del art. 26.5 del Estatuto de los 
Trabajadores -"deberá exi$tir constancia expresa en los convenios colectivos· 
de la remuneración anual en función de las horas anuales de trabajo"- deter­
mina que tal constancia deba ser considerada como un contenid9 mínimo de 
carácter necesario y. que,· en consecuencia, su /nobservancia haya de reputarse 
como motivo o causa de ilegalidad. · 

En cuanto a las dificultades de orden procesal alegadas, se advirtió que la 
recomendación efectuada ("insten la adecuación del texto XI Convenio (. .. ) a 
las previsiones del art. 26.5 del Estatuto de los Trabajadores') no debía re~on­
ducirse exclusivamente a una impugnación en el orden jurisdiccional corres-
pondiente. · .. . · 

Se matizó cómo a este respecto existían precedentes jurisprudenciales en 
los que no se había cuestionado. Ja legalidad· del convenio, pese a la omisión 
material de.contenidos mínimos y necesarios, gracia$ al conocimiento que de 
tales contenidos hubiera llegado a tener la propia autoridad laboral. 

Por ello se sugirió que la autoriclad competente', sin perjuicio de las efecti­
vas intervenciones que pudieran darse en un futuro de manera previa al regis­
tro de los convenios, requiriese la presentación de la tabla salarial omitida en 
el convenio y se asegurase de su general conocimiento por parte de los traba­
jadores d~ la empresa y de los afectados por este convenio . 

.Tras este paréntesis, los responsables del Departamento de Trabajo y 
Seguridad Social confirmaron su conocimiento de los distintos conceptos sala­
riales, lo que llevó a esta institución a ordenar el cierre y archivo del expedien­
te, al entender que se habían adoptado las medidas oportunas en ordén a un 
correcto tratamiento de la denuncia plapteada en la queja. 

3.12. URBANISMO Y VIVIENDA 

A) Introducción 

En las quejas se. pone de mariifiesto un.a cada vez mayor participaciqn e 
interés de los ciudadanos en las actuaciones urbanísticas. que afectan a la uni­
dad ·y a sus intereses más particulares; unas veces son los vecinos· individual" 
mente quienes presentan las quejas; y otras son asociaciones vecinales quie­
nes las promueven. 

Las quejas que afectan al planeamiento cuestionan aspectos puntuales, 
como suele ser el destino o clasificación urbanística de una parcela o de un 
ámbito de actuación concreto, o el tipo y características de los nuevos equipa­
mientos a instalar. 

En materia· de gestión urbanística las quejas las promueven propietarios 
afectados, que piden una aplicadón e$tricta de la normativa urbanística en 
defensa de sus derechos, o que cuestionan la procedencia de la cesión del 
15% del aprovechamiento al ayuntamiento correspondiente. 
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En cualquier caso ha sido la concesión de 'licencias de obras la que ha . 
dado lugar a un mayor número de quejas. Algunas denuncias se puede decir 
que son en ejercicio de la acción. pública,. ya que en estos casos los vecinos no 
tratan de proteger intereses personales, sino colectivos, pero en la mayoría de 
las ocasiones se denuncian las afeccion~s personales y perjuicios que se van a 
derivar de las futuras construcciones o usos. . 

La aplicación del derechq del realojo reconocido por la disposición, adi­
cional 4ª de la Ley del Suelo de 1992 y ¡:lesarrollada por la disposición adicio­
nal 4ª del Decreto .del Gobierno Vasco 109/93, también ha dado origen a 
varias quejas. En ellas, los vecinos afectados manifestaban su preocupación 
ante una actuación que implicaba el abandono de su vivienda habitual para 
habi~ar una nueva, normalmente tras un período de ak)jamiento provisional 
en ótra vivienda que . hacía de puente hasta que se construyeran los nuevos 
pisos. 

En lo que se refiere a la acción pública de promover el acceso de los ciu­
dadanos a una viviendá digna, las quejas que sé han pres~ntacjo transmitían la 
preocupación porque se respetara el derecho de igualdad eri el acceso a una 
vivienda. Además: se pedía que no se discriminaran, en una promoción con-

: creta, los derechos de aquellos que quieren acceder a una vivienda social y se 
han sentido postergados incluso a veces se denunciaban los criterios de las 
bases que favorecían á un sector de ciudadanos frente a otros. 

B) Selección de quejas 

Sobre el deficiente ~stado de la vía pública en zona urbana (197/92) 

Una asociación de vecinos de Bilbao interpuso ante esta institución eseri~ 
to de queja denunciando el mal estado de urbanización de cierto entorno eQ el 
barrio de San Jghació, así como la peligrosidad de un tramo viario en el que 
confluían numerosos vehículos y un cruce con un acceso en curva muy pro­
nunciada. 

Como quiera que la referida asociación formuló sús demandas también 
ante elAyuntamiento de Bilbao, la labor del Ararteko se superpuso a la trami­
tación de los oportunos ápedientes administrativos. En primer término, se 
procuró poner fin a la peligrosidad viaria porlos evidentes riesgos inmediatos 
que conllevaba, avalados ádemás por los accidentes ocurridos en la zona.· 

De este modo, se adoptaron diversas medidas tendentes a garantizar' la 
seguridad del entorno para el tráfico rodado que, por otra parte, resulta muy 
abundante de.sde que a consecuencia de las obras del metro de Bilbao, se des­
viara el tráfico de la avenida del Lehendakari Agirre en San Ignacio hacia las 
calles que actualmente conforman la denominada "variante baja" de Deusto. 

Mitigados en gran parte los riesgos para la circulación, se procedió a 
abordar el tema referente al e~tado urbanístico de ciertas parcelas del mismo 
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entorno. En efecto, tras girar visita al lugar afectado pÚdo advertirse que el 
soladindante con la calle y que correspondía al techo de unos almacenes 
industriales en desuso, se encontraba en defiéiente estado de conservación,· 
con presencia de aguas y socavones en su superficie a la que, por otra parte, 
se accedía con total facilidad desde la misma calle. Ello entrañaba un claro 
peligro para las personas que pasearan por el entorno, especialmente los 
niños, e incluso para los animales domésticos llevados allí por sus.dueños. · 

Además de ello pudo advertirse la existéncia. de una cavidad de notables 
dimensiones y profundidad, originada sin duda pór una obra 'constructiva no 
acabada. Dicha cavidad quedaba separada de .la vía· pública mediante .una 

. tapia pero, desgradadamente, era relativamente fácil acceder a su borde, con 
· .. el lógico peligro para los niños que usan dicha zona para su esparcimiento. 

Por todo ello, el Ararteko instó al Ayuntamiento de Bilbao a la incoación 
de los oportunos expedientes por el estado de peligrosidad física y sanitaria de 
los mencionados locales, así como a delimitar la propiedad de los mismos y 
depurar las correspondientes responsabilidades. Tras las actuaciones llevadas 
a cabo, pudo saberse que la titularidad de los. terrenos correspondía finalmen­
te al propio Ayuntamiento que, no obstante, hab.ía suscrito con la empresa 
anteriormente titular un convenio para el traspaso de los solares. 

Finalmente, y dada la plena aceptación por parte del Ayuntamiento de la 
recomendación que esta institución le. dirigió una vez conocidos los _resultados 

· de los expedientes administrativos t~amitados por aquél, se decidió el cierre 
del caso, entendiendo solucionado el objeto de la queja¡nicialmente presenta­
da. 

La [)iputación Foral de Bizkaia se negaba a concederles la reversión 
de los terrenos expropiados (732192) 

Vecinos de Bermeo se dirigieron al Ararteko planteando que el Gobierno 
·, Vasco les expropió en 1983 sus terrenos para ejecutar un proyecto de varian­

te de carretera, cuya construcción nunca se inició. Y que los terrenos, en vir; 
tud de la Ley 27 /83 de Territorios HiStóricos, fueron transferidos por el 
Gobierno Vasco, y pasaron a ser propiedad de la Diputación Foral de Bhkaia. 

En 1988, una vez transcurridos cinco años desde la expropiación, los 
vecinos solicitaron de la Diputación Foral de Bizkaia la reversión de los terre-
nos sin que recibieran contestación alguna. · 

En junio de 1993 represertantes del Departamento Foral de Ob'ras 
· Públicas y del Ayuntamiento de Bermeo se reunieron con los afectados, y les 
propusieron que si en la revisión de las Normas Subsidiarias que se iba a ini­
ciar en breve, el Ayuntamiento de Bermeo recogía como propuesta un nuevo 
y distinto trazado de la variante, lo que en ese momento parecía factible, la 
Diputación· Foral de Bizkaia tramitaría de inmediato la ~eversión de los terre-
nos. · 

Sin embargo, en el Avance de la Revisión de las Normas Subsidiarias el 
Ayuntamiento. de Bermeo mantuvo el trazado inicial de la variante, por lo que 
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el Ararteko se dirigió al Diputado Foral· de Obras Públicas recordándole· el · 
cumplimiento de los deberes legales, ·y qué, conforme a lo dispuesto ·en los 
arts. 53 y 54 de la Ley de Expropiación Forzosa, debía iniciar' de inmediato 
los trámites para que los terrenos expropiados en 1983, previo pago del justi­
precio, revirtieran a sus antiguos propietarios. 

Una asociac1on de vecinos denuncia prepotencia en la forma de 
actuar de la Administración, ·y se opone. a las condiciones de rea/ojo del 
barrio (57/94) 

Una asociación de vecinos de Sestao se dirigió al Ararteko manifestando 
su rechazo a la actuación que estaban promoviendo mediante convenio entre 
el Departamento de Urbanismo, Vivienda .y Medio Ambiente del Gobierno 
Vasco y el Ayuntamiento para la recuperación urbanística del barrio, su ejecu­
ción conllevaba lil expropiación y demolición. de 'varias viviendas y el real ojo 
de sus ocupantes en unas condiciones con las que no estaban de acuerdo. 

Los· vecinos protestaban contra el trato que habían recibido de la Admi­
nistración por no proporcionarles ningún tipo de información ni contar con 
ellos para nada. Además indicaban que en el realojo ·dé. los vecinos de. un 
barrio en un municipio cercano, se había seguido el crite.rio de permutar 
vivienda antigua por vivienda nueva, y pedían que en esta actuación también 
se siguiera ese mismo criterio. . . 

Finalmente, se oponían a que aquellos vecinos titulares de viviendas 
cuyos ingresos no alcanzaran los establecidos como mínimo se les ofreciera a 
cambio una nueva' vivienda en régimen de alquiler, y no en propiedad. 

El Ararteko, tras estudiar el caso, les iriformó a los vecinos de que estas 
actuaciones se basaban en un convenio firmado por el Gobierrio Vasco con el 
Ayuntami~nto, pero Ja diferencia respecto al ayuntamiento vecino consistía en 
que en aquel caso el municipio había aportado una subvención complementa­
ria, que era la que había permitido que se efectuara el traslado del barrio per­
mutando vivienda antigua por vivienda nueva. 

Por otro lado, se planteaba a la asociación que el Ararteko siempre había 
def en di do que la Administración debe procurar esforzarse en el desarr-0110 dél 
art. 4 7 de la Constitución, que proclama el acceso de todos los ciudadanos a 
una vivienda digna. En este sentido, lo accesorio debería ser cuál es el régi­
men de tenencia de la vivienda, en alquiler o en propiedad, y lo sustancial es 

; que se hiciera efectivo el acceso a una vivienda digna. 
Desde esta perspectiva entendíala Institución que cuando el Ayuntamien­

to estaba ofreciendo viviendas nuevas en alquiler a los propietarios de vivien­
das antiguas que no. alcanzaban el nivel de ingresos mínimos actuaba correcta­
mente, ya que, por un lado, pagaba la vivienda antigua que expropiaba y, por 
otro lado, los importes de las rentas, graduadas según el nivel de los ingresos, 
se podía pensar que eran asequiOles para los ing~esos de cualquier vecino. 

La única preocupación del Ararteko se centraba en que el plazo de los 
contratos de arrendamiento que ofrecía la Administración garantizara a los 
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inquilinos una estabilidad en su vivienda. El Ayuntamiento informó que en este 
aspecto estaba garantizada la estabilidad de los inquilinos, 'yá que muchos 
alquileres, sobre todo los de personas mayores, se podían considerar vitalieios. 

Finalmente el Ararteko se ponía a disposición de la asociación de vecinos 
para examinar casos concretos en los que el proceso de realojo pudiera dejar . 
a algún vecino en una situación personal delicada. 

Un vecino denuncia que un vertedero de tierras está funcionando sin 
licencia del ayuntamiento (97/94) ' 

Un vecino .de Erandio se dirigió al Ararteko planteando que con el con­
sentimiento tácito del Ayuntamiento se estaban llevando a cabo vertidos en la 
zona de Enekuri, .y que pese a haberlo denunciado ante las autoridades múni­
cipales, no se había adoptado ninguna media al respecto. 

El Ararteko pidió información al Ayunt;;imiento ·y le contestó que h:i 
empresa promotora tenía concedida una autorización para construir el camino 
de acceso al vertedero, y que las normas subsidiarias preveían el uso del verte- · 

·clero en dicha zona, previa redacción de un Plan Especial qµe se estaba trami-. 
~~o. , 

Al. realizar una visita de inspección al lugar del vertedero se ~onfirmó que 
realmente no sólo se trataba de unas obras de acondicionamiento de un acce­
so, sino que también existía una actividad de vertedero de materiales inertes 
de importantes dimensiones en el que ya se habían depositado muchos 
metros cúbicos. · 

Mientras tanto el Diputado Foral de Urbanismo había decidido suspender 
la aprobación del· Plan Especial del vert~dero hasta que no se introdujeran 
determinadas correcciones y se incluyera un proyecto de recuperación 
ambiental y paisajístico. ·· · 

Una de las consecuencias de la dejación municipál era que no se estaba 
llevando a cabo ningún tipo de control que garantizara la procedencia de los 
vertidos y su contenido no tóxico. · 

El Ararteko envió una 'recomendación al Ayuntamiento de Erandio orde­
nando que adoptara las medidas oportunas para que se suspendieran inmedia­
tamente los vertidos y se cesara en la actividad hasta que se aprobara definiti­
vamente el Plan Especial y se concedieran los permisos necesarios .. Además 
se indicaba que debería efectuar, unos análisis de los vertidos que garantizara 
su carácter ipocuoy no contaminante. . . 

A la vez se dio cuenta a la Viceconsejería de Medio Ambiente para que 
tuviera conocimiento. de que se estaba produciendo una actividad clandestina 
de vertidos que no contaba con la autorización del Departamento. 

El Ayuntamiento de Erandio le contestó al Ararteko diciendo que acepta­
ba su recomendación y en consecuencia, ordenaba que se suspendieran los. 
vertidos y la obra de acondicionamiento del camino de acceso; y que se incoa~. 
ra un expediente sancionador. . 
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Denegación de VPO por no alcanzar el mínimo de ingresos económi-
cos exigido (164/94) 1 

Una vecina de Bilbao denunciaba que a dos de sus hijós no les había sido 
aceptada la solicitud para acceder .a una vivienda de protección oficial, oferta­
da por el Ayuntamiento de Bilbao, por no al~anzar el mínimo de ingresos eco­
nómicos exigidos. 

A este respecto, indicamos a la .interesada que la función que este Ararte­
ko tiene encomendada, en virtud de .lá Ley 3/85, de '.27 de febrero, por la que 
se crea y regula esta institución, consiste en sálvaguardar a los ciudadanos 
frenfe a .los abusos de autoridad y poder y las negligencias de la Administra­
ción pública vasca, de acuerdo con el marco jurídico vigente, y dado que los 
límites de ingresos económicos exigidos para acceder a una vivienda de pro­
tección oficial están establecidos normativamente, debíamos considerar que la 
actuación administrativa había sido conforme a la legalidad, con lo éual no se 
podía apreciar en este caso una conculcación de derechos que justificara nues­
tra intervención. 

No obstante, este Ararteko quiso poner de manifiesto a ·la redamante 
que la Consejería de Urbanismo y Vivienda estaba realizando consi.derables 
esfuerzos para mejorar las condiciones establecidas para acceder al prog~ama 
específico de primer acceso en propiedád a la vivienda, para aquellos solici­
tantes cuyos ingresos anuales ponderados fueran menores, buscando dar res-

. puesta a los colectivos más necesitados en esta materia. En este sentido, con 
fecha 29 de abril de 1994 se publicó en el. Boletín Oficial del País Vasco un 
nuevo decreto de medidas urge_ntes en materia de viviend§t, en el que se con­
templaban' nuevas medidas financieras para el acceso a primera vivienda de 
aquellos cuyos ingresos económicos fueran bajos. 

Se denuncia la pasividad del alcalde en reaccionar frente a ilegalida-
des urbanísticas (178/94) · · 

Vecinos de Plentzia acudierón al Ararteko denunciando que en el casco 
viejo se estaba ejecutando una obra ilegal sin que por el Ayuntamiento se 
adoptaran las medidas pertinentes para suspender la construcción de las 
viviendas, y seguidamente ~erificar si procedía su legalización o, en su caso, su 
demolición parcial. 

Se solicitó del Ayuntamiento umi copia del expediente, y se pudo com­
probar cómo \a actuación municipal había. tenido un carácter más testimonial 
que efectivo. En efecto, el Alcalde había dictado tres decretos de paralización, 
pero sin embargo la obra denuneiada había proseguido ejecutándose hasta su 
total finalización. · · 

Por último, un decreto de Alcaldia, adoptado un año después de la última 
orden de paralización, había resuelto aplicar el -principio de proporcionalidad, 
y aunque se reconocía que existia un exceso de altura y de superficie en la 
envolvente de la cubierta, sin embargo se consideraba que la infracción no 
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revestía especial gravedad, y que el equilibrio de intereses aconsejaba moderar 
la deCisión, y limitar la reacción administrativa a un expediente sancionador:. 

El Ararteko en su escrito de recomendación no entraba a analizar si pro­
cedía o no la aplicación del principio de proporcionalidad, pero sí recordaba· 
al Alcalde que existe una cierta díscrecionalidad en la apreciación de si concu­
rren las circunstancias necesarias para aplicar este concepto jürídico indéter­
minado, y que además no debe servir para amparar cualquier tipo de ilegali­
dad urbanística que no revista el carácter de grave, ya· que de lo contrario que­
darían prácticamente impunes. · 

Además, se le recordaba al Alca.lde que la situación había venido dada 
por la Jaita de celeridad en adoptar decisiones disciplinarias o preventivas, y 
por falta de diligencia en hacer cumplir y ejecutar los acuerdos municipales 
cuya responsabilidad según la Ley de Bases de Régimen Local corresponde a 
la Alcaldía. · 

Principio de igualdad en el acceso a una vivienda de protección oficial 
(214194) 

· Las bases de. adjudicación de unas viviendas cuya construcción estaba 
' promovida por una sociedad privada municipal, exigían como requisito para · 

acceder a las mismas la pertenencia a una unidad familiar compuesta por dos 
o más familiares. 

Con este motivo, un Ciudadano que no cumplla esta condición presentó 
uná queja porque entendía que estaba discriminado en relación con aquellas 
unidades familiares a las que quedaba restringido el acce~o a las viviendas. 

A juicio del Ararteko, un tratamiento diferenciado respecto de aquellas 
personas que no cumplían esta exigencia, por sí mismo, no constituía un 
motivo suficiente para considerar que la queja estuviese fundamentada. · 

En este sentido, si el trato favorable. otorgado a algunas situaciones es 
proporcionado con la finalidad que se. persigue, el tratamiento desigual resul­
tante puede ser adn;itido. 

Sin embargo, la exclusión de determinadas situaciones, en este caso 
aquellas que tiernm las personas que no componen una unidad familiar de dos 
personas como mínimo, situaba a las personas que no cumplían este requisito 
.en la imposibilidad de acceder a las viviendas. . 

Dé este modo, esta exclusión, por lo desproporcionado de la medida en 
relación con la finalidad perseguida con el trato favorable, en tanto ql!e impide 
acceder a las viviendas a sujetos que cumplen otros requisitos específicos, 
lle.vó al Ararteko a considerar la discrimiqación como carente de fundamento, 
y poi; tanto contraria al principió de igualdad. 

Este principio de igualdád no puede quedar devaluado cuando los pode­
res públícos actúan, como ocurre en este 'caso, en su papel de promotores 
para que los ciudadanos vean satisfechos sus derechos . constitucionalmente 
reconocidos, entre los que se encuentra el derecho a disfrutar de una vivienda. 
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Por ello, se .estimó oportuno dirigir una recomendadón para que en las 
próximas promociones de viviendas no resultaran excluidas aquellas situado_. 
nes como las que habían motivado esta queja, sin perjuicio de la valoración 
que pudiera otorgarse a determinadas circunstancias sociales o económicas. '. 

La aplicación del derecho a rea/ojo en actuaciones urbanísticas 
(278/94) 

Un vecino de Zarautz planteaba que como consecuencia del expediente 
de reparcelacióh del· Sector 30-Aritzbatalde de Zarautz, había sido desalojado 
de su vivienda ya que estaba prevista su demolición en el Plan Parcial. 

Añadía que en aplicación del derecho de realojamiento y retorno recono­
cido por la disposición adicional cuarta del Texto Refundido de la Ley del 
Suelo de 1992; el Ayuntamiento de Zarautz le había facilitado un realojo pro­
visional, en régimen de alquiler, hasta la constrúcción de las nuevas viviendas 
sociales en dicho sector 30. · 

Sin embargo, de continuar con su actual situación de desempleo en el 
momento del retorno a las nuevas viviendas, o si en ese momento sus ingre­
sos no superaran en 1,8 veces el salario mínimo interprofesional, o si no dis­
pusiera de la sexta parte del precio de la vivienda contando la indemnización 
recibida, según la normativa vigente no podría acceder a una vivienda de pro­
tección oficial en régimen de propiedad, que era en el que tenía su anterior 
vivienda, teniéndose que conformar con una vivienda en alquiler, lo cual le 
parecía injusto. 

El Ararteko después de pedir información al Ayuntamiento de Zarautz y 
tras estudiar el asunto le contestó. diciendo que la. corporación municipal lo 
que debía tratar de garantizar es el disfrute de una vivienda digna y adecuada a 
las necesidades de cada unidad familiar, sin distinguir entre diferentes regíme­
nes jurídicos de disfrute. 

En este caso lo que debía garantizar el Ayuntamiento de Zarautz era un 
arrendarriiento según las condiciones de las viviendas de protección oficial, es 
decir, con una renta máxima de un 4,5% del módulo ponderado, que para 
1993, y teniendo en cuenta que los ingresos del vecino eran inferiores al SMI 
(65.219 ptas./mes) sería de aproximadamente unas 15.000 pts/mes. 

Respecto al plazo durante el· cual el vecino podría disfrutar de la nueva 
. vivienda én alquiler tendría que estar a lo que dispusiera el Ayuntamiento de 
Zarautz, aunque garantizándole que mientras se mantuviera su actual situación 
económica seguiría teniendo derecho a suces,ivas prórrogas. 

A nombre de quién se deben escriturar las viviendas protegidas adju­
dicadas a µnidades convivencia/es futuras (467/94) 

Un vecino de Basauri se dirigió al Ararteko planteando que había solicita­
do acceder a la propiedad de una vivienda concertada, y para ello había ., 
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presentado una instancia en la qus él figuraba como adquirente, y sus dos her­
manas como restantes miembros de la unidad· convivendaI, careciendo éstas 
de ingresos. 

Tras la celebración d~I sorteo resultó agraciado con una vivienda, y a 
continuación la empresa constructora, adjudicataria de la promoción, le ofre­
ció firmar un contrato en el que figuraban como adquirentes los .tres miembros 
de la unidad convivencia!. 

El vecino se quejaba de c¡ue la vivienda la iba a tener que pagar íntegra­
mente él, por carecer de ingresos sus hermanas, y sin embargo únicamente 
iba a figurar como propietario de una tercera parte del inmueble. Además, 
entendía que siendo él. el solicitante de la viVienda ninguna norma le obligaba 
a compartir la titularidad. con sus hermanas. 

El Ararteko tras pedir información al Gobierno Vasco y estudiar el caso, 
concluyó que se trataba de un supuesto ctle una unidaci convivencial futura, ya 
que hasta entonces los hermanos vivían con sus padres. 
. . En estos supuestos, al igual que por ejemplo en los de los novios, la 
Administración entiende que son adquirentes de la vivienda. todos los miem­
bros de la pareja o de la unidad convivendal futura, independientemente de 
que la solicitud sé presentara a nombre de uno o de todos los miembros de la 
unidad c.onvivencial. · 

El Ararteko no apreciaba que se hubiera producido irregularidad alguna 
en la actuación de la Administración, pero sí entendió que se debia clarificar la 
información que se fácilita alciudadano y eliminar la laguna o ambigüedad 
existente, de ahí que formulara la siguiente recomendación: 

"El Departamento de Urbanismo, Vivienda y Medio· Ambiente debería 
recoger en la normativa regúladora de la adjudicación de viviendas socia­
les o protegidas, que en los supuestos de unidades convivenciales futuras 
se entenderá que la totalidad. de sus miembros reúnen la condición de 
adquirentes de la vivienda, con independencia de quien sea el que enc.a­
bece o presente la solicitud. Asimismo, una cláusu[a en este sentido se 
debería recoger en los pliegos de condiciones reguladoras de las sucesi-
vas adjudicaciones de viviendas." _ , 

Al poco tiempo la Administración contestaba diciendo que aceptaba la 
. recomendación formulada, y que á este respecto la Dirección de Planificación 
y Gestión Finan,ciera había dictado la Instrucción 6/94, de 19 de diciembre, 
sobre los· conceptos de adquirente y de miembro de la unidad convivencia!. 
Además, se añadía que en el momento en que se modificara la normativa se 
introdudrian los conceptos recogidos en la circular. 

La pasividad municipal dq lugar a que prescriba el plazo para derri- , 
bar una construcción ilegal (545/94) · 

Un vecino se dirigió al Ararteko planteando que llevaba tiempo denun­
ciando ante el Ayuntamiento de Andoaih la construcción de una chabola 
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ilegal, a menos de un metro de su vivienda, y que pese a que la Alcaldía había 
adoptado varios decretos ordenando su derribo, la chabola continuaba en pie. 

El Ararteko pidió información al Ayuntamiento, quien le comunicó que 
cuando en 1987 la Corporación tuvo conocimiento de la construcción ilegal, 
ordenó al propietario que la derribara por no ser legalizable, y desde entonces 
había adoptado varios decretos en el mismo sentido que habían sido reiterada-
mente incumplidos. , ' 

El Ararteko en su recomendación criticaba la actuación ~e la Alcaldía, al 
no haber procedido por vja subsidiaria a derribar la chabola, tal y como exigí­
an la Ley del Suelo y las Normas Subsidiarias .. Añadía que, en su opinión, e.l 
Ayuntamiento no había actuado con eficacia, sino que había existido una deja~ 
ción de funciones, y que como consecuencia de todo ello había transcurtido el 

· plazo de cuatro años de que disponía el Ayuntamiento para derribar las edifi­
caciones ileg(lles, consolidándose así una infracción urbanística en perjuicio 
del interés general y de los vecinos denunciantes; 

3.13. GESTIONES DIVERSAS 

A) Introducción 
} 

. Como viene siendo tradicional, se recogen en el presente apartado todas 
aquellas quejas que por razón de la materia afectada no pueden ser reconduci-: 
das a ningúrn1 de las áreas señaladas anteriormente. · 

Durante 1994 se han contabilizado un total de 13 expedientes de queja, 
lo que representa un 2,2% del total de las quejas tramitadas la Institución deL 
Ararteko. 

No resulta fácil indicár, habida cuenta de lq heterogéneo de las quejas 
encuadradas en este apartado, los temas representativos de este grupo de 
expedientes. 

Ello no obstante, al igual que en ejercicios anteriores, cabe destacar la 
presencia de quejas referidas a materias relacionadas, en mayor o menor 
grado, con el reconocimiento de prestaciones sociales. 

Asimismo, se han tratado temas que, aun siendo propios del ámbito pri­
vado, precisaban de una intervención mediadora del Ararteko, dado su pro-
fundo alcance humano. · · 

B) Selección de quejas 

La rescisión de un contrato de compraventa de vivienda (274/94) 

Un ciudadano acudió a esta institución planteando el siguiente problema: 
había suscrito un contrato de compraventa cori una empresa constructora por 
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el qu~ adquiría una vivienda de protección oficial de. promoción privada en su 
localidad. El mencionado contrato, establecía el éompromiso del comprador al 
pago de 1.537.000 pesetas como anticipo a cuenta, y el resto sé abonaría en 
el momento de la entrega de las llaves; resto éste que pretendía financiarse 
mediante un préstamo hipotecario. 

Con anterioridad a la firma de dicho contrato, el interesado había consul­
tado en una entidad financiera de la que era cliente la posibilidad de obtener 
un préstamo hipotecario, a lo cual se le había. respondido afirmativamente, de 
modo verbal. 

El interesado abonó dicha cuantía pero cuando acudió a la entidad finan­
ciera en la que había .planteado la consulta a resolver los trámites formales del 
préstamo hipotecario ya apalabrado, se encontró con que le exigían requisitos· 
no mencionados anteriormente, y que a él le result.aban imposibles de cum­
plir. Por esta razón, no pudo obtener el préstamo que esperaba y, en conse­
cuencia, tampoco pudo cumplir las cláusulas del contrato para adquirir la 
vivienda. 

Si bien esto ya era un problema para esta persona que estaba desahu~ia­
da de la vivienda que ocupaba, no lo era menos el hecho de que había abona­
do más de 1,5 millones de ptas. y, solicitada su devolución ante el incumpli­
miento del contrato a la empresa constructora, ésta le garantizaba únicamente 
la devolución de la mitad de la cantidad entregada como anticipo, acogiéndo­
se a .una cláusula del contrato. La cantidad que el interesado perdía en la ope­
ración -768.500 ptas.- era importante y necesaria para él para la adquisición 
de otra vivienda de segunda mano que habíá encontrado, a un precio bastante 
inferior a la anterior: 

Además, debido al impago del comprador, y al no estar éste de acuerdo 
.en rescindir el contrato en las condiciones antes señaladas, la empresa cons­
tructora le había requerido primero notarialmente, y después por medio del 
juzgado el pago o la resoluci.ón del contrato. ' 
. La Institución sé puso en contacto con la empresa, constructora, y se 
'llegó al acuerdo de rescindir el. contrato, devolviendo al comprador la totalidad 
que había abonado como anticipo a cuenta, excluyendo el importe de los gas­
tos que el asunto había originado a la constructora y que los valoraba en 
110.000 ptas. · 

Así, esta institución· redactq el texto de un acuerdo en los términos seña­
lados, que fue firmado por las dos partes y por. el Ararteko como aval y 
rrtediado.r de la solución. A los pocos días se nos remitió el documento banca­
rio por el que la empresa constructora justificaba haber abonado 1.427.000 
ptas. al reclamante, y se procedió al archivo del mismó. 

Renuncia· a la condición de funcionaria de una docente aquejada de 
un fuerte déterioro de su capacidad psíquica (304/94) 

La Delegación.Territorial de Educación de Gipuzkoa tramitó la solicitud 
de renuncia a la condición de funcionaria. presentada por una docente del 

- 166 .;.__ 



cuerpo de maesti:os aquejada de un importante deterioro de su capacidad psí­
quica. 

Un familiar de esta funcioriaria demandó la ayuda de esta institución ante 
las graves consecuencias que conllevaba la admisión de dicha renuncia. · 

Como primera actuación, este Ararteko requirió. la colaboración del· 
Director de Gestión de Personal del Departamento de Educación, quien mos­
tró su disposición favorable a regularizar la situación administrativa de la fun­
cionaria, no otorgándose efectos a la solicitud formuladél, en tanto la familia 
tramitaba la correspondiente baja por incapacidad laboral transitoria. 

·Como siguiente paso, este Ararteko remitió al Ilmo. Sr. Fiscal"Jefe de la 
Audiencia Provincial de Donostia/San Sebastián toda la doctirn.entación 
obrante en poder d.e esta institución, con el ruego de que se incoase; caso de 
estimarse procedente,' la correspondiente declaración judicial de· incapacidad. 

Ante la también favorable acogida de esta· última propuesta y consideran­
do, por ello, que la situación denunciada en la queja se hallaba en vía.s de solu­
ción, esta institución dio por concluidas sus actuaciones. 

-167-. 



CAPITULO IV· 

ESTADISTICA . 



4.1. OBSERVACIONES GENERALES 

Durante el ejercicio correspondiente al año 1994 se han· recibido . en la 
Institución del Ararteko un 'total de 3.838 escritos y documentos, y se ha dado 
salida a 3.632 oficios y escritos. 

De estas cifras se deduce que con relación a 1993 l.a cifra de documentos 
remitidos, que és la qué refleja .la actividad y la producción documental de la 
Institución, ha experimentado una variación positiva de un 6%. Por -el contra­
rio, ha disminuido en un 5% el v;>lumen de entradas registradas. 

Entradas 
Salidas 

1994 

3.838' 
3.632 

Variación 
·respecto a 1993 

-5% 
+ 6% 

La media mensual de salida de escritos se eleva a 303, en tanto que la de 
entradas por mes es de 320. Según se desprende de lo reflejado en el siguien­
te cuadro, las llegadas y salidas de escritos se reparten de un modo relativa­
mente uniforme en los doce meses del año, excepción hecha del mes de agos­
to, en el que la actividad social y administrativa experimenta una ralentización 
significativa, que también deja sentir su efecto en el registro de .la Institltción. 

Mes Entradas Salidas· 

Enero 335 . 262 
Febrero 348 282 
Marzo 360 411 
Abril 293 290 
Mayó 400 396 
Junio 370 378 
Julio 276 245 
Agosto 151 134 
Setiembre 203 256 

·Octubre 339 236 
Noviembre 432 359 
Diciembre 331 383 

Año 1994 3.838 3.632 

(Ver diagrama 1 en pág. 197) 
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. Quejas recibidas 

En 1994 se han recibido en la Institución del Ararteko un total de 7 55 
' quejas, lo que comparado con las 823 del año anterior representa un deseen-
. so porcentual de un 9%. . 

Tal vez· Ja explicación de que se haya · intérru'mpido la tendencia aseen.., . 
· dente de los últimos años en cuantó al número de quejas haya que buscarla en 
· la situación de Interinidad en que se encuentra el titular del cargo desde marzo 
de 1994. A menudo desde la perspectiva de los ciudadanos se confunde esta 
situación con la de vacante del puesto, y en cualquier caso.,en nada ayuda a 
·generar la· confianza de los ciudadanos en Ia Institución, ¿ondición imprescin­
dible para que aquellos se decidan a plantear sus quejas ante el Ararteko. . 

En cualquier caso hay que destacar que respecto al año precedente ha 
disminuido sensiblemente el número de recladiaciones rechazadas, lo que 
parece reflejar un mayor conocimiento por parte de los ciudadanos de las 
funciones de la Institución. , . . 

Este mejor conocimiento tiene su reflejo en que si bien el número absoluto 
de quejás presentadas en 1994 ha disminuido respecto á 1993 en un 9%, sin 
embargo, si descontamos las reclamaciones rechazadas por diversas circunstan­

. cías, nos encontramos con que Ja presentadas con la Administración pública 
vasca sólo han disminuido en un 1 %, tal y como se refleja más adelante. 

Otro dato a te¡:ier muy en cuenta es que aunque ha disminuido el número 
de quejá.s ha aum~ntado la producción de escritos de la Institución, lo éual 
parece indicar que la actividad no ha decaído sino todo lo contrario. 

1989 1990 1991 1992 1993 1994 

Total de 585 614 769 783 823 755 

(Ver diagrama 2 en pág. 198) 

.. Quejas rechazadas 

El artículo 21 de la Ley 3/85, que crea y regula la.Institución del Ararte­
ko, señala las circunstancias que concurren para la inadmisión de quejas de los 
ciudadanos. En este sentido, del total de las computadas en 1994 deben dife­
renciarse, en primer lugar, las que se han rechazado por diferentes motivos. 
Principalmente, se ha debido a que la queja planteada se refería a asuntos 
entre particulares, o porque se trataba de una cuestión que ya estaba plantea­
da ante Jos tribunales, sobre la que ya se había dictado sentencia firme o esta­
ba pendiente de resolución judicial. 

En cualquier caso, esta institucion ha mántenido en 1994 su política de 
ofrecer la mayor cobertura jurídica posible a las reclamaciones, de manera que 
ha procurado dar una interpretación de las normas procedimentales siempre 
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favorable al· administrado. Debe señalarse que respecto a las quejas rechaza­
das, la Institución procura, en todo momento, orientar al ciudadano sobre los 
cauces o vías que puedan resultar más oportunos para la solución de los pro-

. blemas expuestos. 

Quejas.rechazadas y circunstancias 

-: Asunto entre particulares ............................................................... 33 
- Quejas ya planteadas en via judicial ................................................. 28 
~Incompetencia en la materia .......................................................... 27 · 
- Evidente inexistencia de irregularidad .............................................. .22 
- No planteada previa reclamación·adtva ........... , ........ : ........................ 7. 
- Debe esperar los plazós legales ........................................................ 6 
- Falta de interés legitirno ................................................................... 3 
-Transcurrido más de un añó ........................... : ................................ 2 
-Anónimo ........................................................................................ 1 
- Varios .............................................. · ......................................... : ...... 1 

Total .......................................................................................... 130 

(Ver diagramas 3 y 4 en pp. 199 y 200) 

·Quejas remitidas al Defensor del Pueblo 

D~ntro de las quejas que no se dirigén directamente contra la Administra~ 
ción pública se incluyen las que, en virtud de la materia a la que.se refieren, se 
remiten para su tramitación a la institución estatal del Defensor del Pueblo, 
por tratarse de actuaciones de la Administración del Estado no sometidas, por 
tanto, al ámbito de ¡::antro! del Ararteko. 

Durante 1994, el número de quejas remitidas al Defensor del Pueblo ha 
sido muy inferior al de 1993, lo que ha' supuesto un decremento. del 36%. 

- Quejas remitidas al Defensor del Pueblo .......................................... 49 
- Quejas remitidas a otros defensores ................... · ............................... 1 

Quejas que han dado lugar a gestiones diversas 

A efectos estadísticos se computan de modo diferenciado las reclama.do­
nes que, aun habiendo sido admitidas y tramitadas en la propia Insti.tución del 
Ararteko, sin embargo no se hah dirigido, en rigor, contra una actuación 
determinada a la Administración pública vasca. 

Es decir; son quejas que han dado lugar a la realización de gestiones 
variadas para solucionar el objeto del problema que ha planteado el ciudadano 
y que,como es 1ógico, incluyen asuntos y problemas de muy váriada índole. A 
este respecto, en el capitulo correspondiente al área de este nombre se recoge 
un esbozo de los temas que se han abordado. 
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Respecto al ejercicio anterior, el número. de quejas que ha dado lugar a 
gestiones diversas ha dismin~ido sensiblemente.· , 

• Quejas que han dado lugar a gestiones diversas .............................. 13 

4.2. ESTADISTICA POR AREAS 

Al 'estudiar las q1,1ejas en función del área temática con el que se relacio-
. nan, destacan, encabezando la lista, las de Función Pública y Organización 
Administrativa con un aumento respecto al año anterior de un 5%, debido al 
incremento de las reclamaciones presentadas por los funcionarios y emplea-
dos de la Administración. · 

Otras áreas que aumentan notablemente· el número de quejas son Inte­
rior (33%), Medio Ambiente (20%) y Justicia (35%). Conviene reseñar que el 
área de Hacienda aunque no aumenta respecto al año 1993 el número de 
quejas, pasa a ser la segunda área que más quejas ha recibido en 1994. 

Es de destacar la importante reducción del número de quejas que experi­
menta el área de Sanidad y Bienestar Social en un 31%. Otras áreas que tam­
bién reflejan una disminución de reclamaciones son Urbanismo y Vivienda, y 
Educación. , t 

. Por último, el resto de las áreas experimentan porcentajes muy similares 
a los registrados en ejercicios anteriores, con pequeñas variaciones en el 
número de reclamaciones recibidas. 

Es importante resaltar que el número de reclamaciones contra la Admi­
nistración admitidas a trámite en 1994, prácticamente no ha disminuido .res~ 
pecto al año 1993, el año pasado se contabilizaron 568 quejas y este ejercicio 
seis menos, 562. 

Fi'inción P. y Org. Admva. 
Hacienda 
Urbanismo y Vivienda 
Interior 
Medio Ambiente 
Justicia . 
Sanidad y Bienes. Social 
Educación 
Obras PúbL y Servicios . 
Agr. Ind. Com. Tur. 
C1,.1ltura y Bilingüismo. · 
Trabajo y S. Social 

Total 

Quejas 
Recibidas· 

131 
66. 
.62 
60 
53 
46 
44 
41 
25 
18 
14 

2 

562 

(Ver diagrama 5 en pág. 201) 
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23 
12 
11 
10,6 
9,4 
8,2 
8 
7,3 
4,4 
3,2 
2,5 
0,4 

100 



División de qu,ejas por subáreas 

Profundizando en el análisis de la división por temas de las quejas recibi­
das a lo largo .del año 1994, puede apr~ciarse en el siguiente cuadro la 
influencia de cada subárea en las variaciones ·que han tenido lugar en cada 
una de las áreas temáticas en las que este Ararteko sistematiza su trabajo. 

Se observa, en primer lugar, que el incremento en el área de Función 
Pública y Organización Administrativa se debe al espectacular aumento de los . 
asuntos relacionados con la subárea de Funéión Pública, donde se han conta­
bilizado 38 quejas más que en 1994. Asimismo, en la subárea de Tráfico se , 
aprecia un notable incremento, que justifica la mayor presencia específica del 
área de Interior en el conjunto de quejas. Por ultimo, resulta también significa­
tivo el crecimiento habido en la subárea de Tributos forales en el área de 
Hacienda. 

Respecto a las áreas que han .mostradó una tendencia a la baja en 1994, 
nos encontramos con que en la de Sanidad "y Bienestar Social han sido los 
asuntos relativos a la Sanidad los que han provocado un descenso én el con­
junto de quejas que se incluyen en ese apartado. Por otra parte; el descenso 
que se advierte en el área de Edu.cación debe atribuirse, en gran medida, a la 
dismiriuciónen el planteamiento de problemas relacionados con la programa­
ción general de la enseñanza, también es de destacar el.descenso que refleja el· 
subárea de Vivienda. 

·_ Función Pública y Organización Administrativa .............................. 131 

- Función Pública ........................................................ 85 
- Organización Administrativa ...................................... 46 

- Organización Administrativa ......................... 36 
- Procedimiento admvo ......... , ... : .................. , .... 4 
- Contratación y patrimonio .............................. 4 
-Protección dcho. intimidad ............................. 2 

~Hacienda ............................................................................. .'; ....... 66 

-Tributos forales .......................................... ; ............. 39 
- Impuestos municipales ....................................... , .... : .11 
- Precios públicos ........................................... : ............. 7 
- Tasas municipales ....................................................... 7 
- Otro~ ........ ~ ................................................................ 2 

- Urbanismo y Vivienda .' ............... , .................................................. 62 

- Urbanismo .......... : ..................... : ................................ 43 . ' ' 

- Vivienda .......................... ,. ....................................... 19 

·-Interior .......... : ................................ -.................. : ................ , ......... 60 

- Tráfico .................................................................... 53 
- Orden público .................................... , ....................... 7 
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- Medio Ambiente .,.; ................................................... , .... : .............. 53 

- Actividades urbanas clasificadas ..... ,, ...... , .................... 46 
- Otras afecciones medioambientales .............................. 7 

- Justicia ............... , ... :., ................... : ................................................ 46 

- Actuación de. la Administración Autónoma .................... 9 
- Actuación de los servicios administrativos de la ~ 

Administración de Justicia ............................ .' ..... 37 ·· 

- Sanidad y Bienestar_ SociaL ........................ , .... : ............................. 44 

- Sanidad .................. .' ................................................ 18 
- Bienestar Social. ........................................................ 26 

- Educaciqn .................................................... "' .............................. 41 

- Conciertos, apoyos especiales y otros ......................... 16 
- Programación gral. de la enseñanza ..... ~ ............. : ......... 9 
- Becas y ayuda al estudio., .. · .......................................... 8 
" UPV /EHU ...................... · ....................................... , ..... 5 . 
- Derecho elección centro docente ................................. 3, 

- Obras Públicas y Servicios ............................. : ............................... 25 

- Obras Públicas ......................................................... 15 
. - T ran~portes ............. ; ................................................. '. 7 

- Servicios municipales ..... : .. , ......................................... 3 

· - Agricultura, Industrié}, Comercio y Turismo , ..................................... 18 

- Comercio ................................................... :-.. ............. 9 
-Agricultura, ganadería y-pesca ..................................... 7 
- Industria .................................. : ................................. 1 · 
-Turismo ...................................................................... 1 

- Cultura y Bilingüismo .................................................. : .................. 14 

- Bilingüismo .................................... · .......................... 10 
- Deporte ............................................................... ·: ..... 2 
- Patrimonio histórico-artistico , ...................................... 1 
- Otros ..................... .-......... : ......................................... 1 

- Trabajo y Seguridad Social ............................................................... 2 

-Trabajo ....................................... '. .. · ... : .......................... 1 
- Seguridad Social.. ............ , .......................................... 1 

. . 
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4.3. ESTADISTICA POR ADMINISTRACIONES AFECTADAS· 

Quejas contra los servicios administrativos de la Administración· de 
Justicia en la Comunidad Autónoma del Pais Vasco. 

El artículo 9.2 de la Ley 3/85, reguladora de la Institución del Ararteko, 
prevé que las quejas que tengan por objeto el funcionamiento de la Adminis­
tración de Justicia se.rán trasladadas al órgano· que en cada caso sea compe­
tente para investigar o resolver. 

Por ~llo, se debe diferenciar este cupo de quejas a la hora de contabilizar 
las reclamaciones recibidas contra las administraciones públicas vascas, ·toda 
vez que se trata de denuncias <:ontra el funcionamiento de un poder separ¡:ido. 

· Como se ha, venido explicando en anteriores Informes presentados al 
Parlamento Vasco, la actuación de la Institución en estos casos consiste en 
dar traslado de la queja al Ministerio Fiscal o, en su caso, al Consejo General 
del Poder Judicial, con el fin de que· esas instancjas cumplimenten la labor 
investigadora e informen q. esta institución de las gestiones que se hayan reali-
zado. · 

En c=;l ejercicio correspondiente a 1994, se han tramitado un tptal de 37 
expedientes de queja que han tenido por objeto el funcionamiento de los ser­
vicios· administrativos de la Administración de Justicia en la Comunidad Autó­
noma del País Vasco, lo que supone un sensible incremento respecto al núm~~ 
ro de reclamaciones' del año anterior. 

- Quejas contra los servicios administrativos de lit Administración de 
Justicia en la Comunidad Autónoma del País Vasco ...... : ................ : ...... : ... 37 

Por lo que se refiere a las quejas recibidas en 1994 contra alguna de las 
administraciones vascas cuya actuación queda dentro del ámbito de investiga­
ción del Ararteko, nos encontramos con que, rompiendo la estabilidad de 
estos (!!timos años, se producen importantes variaciones en el reparto de las 
quejas entre las tres administraciones. 

Los datos reflejan un aumento de las quejas motivadas por la gestión de 
lá Administración local, y, a la inversa, una disminución notable de las quejas 
motivadas por las actuaciones de la Administración de la Comunidad Autóno­
ma. En lo que respecta a las administracione.s forales se aprecia que aumentan 
ligeramente las quejas presentadas. 

Consecuencia de todo ello es que por vez primera en la breve historia de 
esta institución las quejas presentadas contra actuaciones de la Administración 
local superan a las presentadas contra la gestión de lá Administración autopó­
mica, y además con una diferencia porcentual bastante significativa de diéz 
puntos. 
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-·Administración local 
~Administración del Gobierno Vasco 
- Administración foral 

{\ler diagrama 6 en pág. 202) 

Nº 

259 
203 

91 

553 

% 

. 46,8 
36,7 
16,5 

100 

Quejas presentadas contra las administraciónes forales 
' ·, / 

Las administraciones forales contra las que· se han presentado. un mayor 
número de redamaciones a lo largo tle 1994 sol'l' Gipuzkoa y Bizkaia, ambas 
igualadas en número, y a continuación Alava. 

Este orden se altera si relacionamos el número de quejas con el de habi­
tantes de cada territorio histórico,· Los datos· reflejan que la Administración 
foral alavesa es la que proporcionalmente ha recibido un mayor núme'ro de 
quejas, seguida de Gipuzkoa con una ratio bastante similar, y Bizkaia es la de 
menos. 

Quejas por diputaciones forales 

Bizkaia 
Gipuzkoa 

.Alava 

Total 

(Ver diagrama 7 en pág: 203) 

Nº 

36 
36 
19 

91 

Quejas presentadas contra la Administración local 

% 

39,6 
39,6 
20,8 

100 

En cuanto a las quejas presentadas contra las administraciones locales de 
la Comunidad Autónoma de!País Vasco, se advierte, en primer lugar, que 
como es lógico, Bizkaia resulta ser el territorio con niayor número de quejas, 
en términos absolutos, seguido en este orden por Gipuzkoa y Al.ava. 

Nuevamente son .Jas tres administraciones de las capitales de los territo­
rios históricos las que mayor número de quejas han recibido en 1994, desta­
cando por· su número Bilbao y en menor medida Vitoria/Gasteiz. Sin duda, 
una vez más debemos señalar que la presencia física en Vitoria/Gasteiz de la 
sede de la Institución redunda en una mayor accesibilidad de la misma para lo$ 
ciudadanos de esta capital. · · 
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En cuanto al resto de los municipios de la Comunidad Autónoma, desta­
can· los casos de Getxo y Sestao en Bizkaia, e Irun en Gipuzkoa, como los úni­
cos que han superado la cantidad de 5 quejas en 1994, al igual que ya ocurrió 
con estos Ínism9s municipios en 1993. 

Quejas cQntra .la Administración. local 

Ala va 

Vitoria/Gasteiz ················'·····.············································''·····; ....... 34 
Ayala ............................. : .......................................... : ........ ; ............. 3 
Amurrio .................. · .......... · ................•.... '. .............. : .................. · .......... 3 

. Artziniega· .. , ............................... ~ ..... · .................. : ........................... · .. 3 
Ribera Alta .......................................................................... · ........ : ..... 2 
Lapuebla de Labarca ........................ ; .. : ..................... , ....................... 2 
Urcabustalz ..•... , .... ~ ................................ : .......... ~ ............................ : .. 2 
Baños .de Ebro ..... ' ........................ , ..................................................... l 
Barrundi·a ........................................ : ................................................ 1 
Valdegoyía ..................................................... : ................. .' ... , ........... 1 
Iruña de Oca ...................................................................................... 1 
Llodio ...... : .... ; .... , ........................... , .......................... , ....................... 1 
Zalduondo ................................ : ...... , ................................................ 1 

TÓtaL ..................... : ..... : .....................•....................... : .................. 55 

(Ver diagrama 8 en pág. 204) 

Bizkaia 

Bilbao ............................................................................................ 46 
Basauri ............................... ; ............ · ................................... : ............. 9 
Getxo .............................................................................................. 6 
Abanto y Ciervana/ Abanto Zierbena ............................ , ..................... 4 
Barakaldo ., ................................................. : ..................................... 4 
Portugalete ............. : ......................................................................... 4 
Valle de Trápaga/Trapagaran ........................... : ................................ 4 
Durango ............................................................. , ............................ 3 
Elorrio ....................................................................... : ...................... 3 
Erandio .......................................... ; ....... : .......... : .............................. 3 
Ermua ........................... ; ... : ................................. · ....................... · ...... 3 
Galdakao ........................... , ............................... , ............................. 3 
Mallabia ........................... i ........................................................ : ...... 3 
Sestao ......................................................... '. .................................... 3 
Bakio ......................... -. ..................................................................... 2 
Bermeo .................................. : ......................................................... 2 
Gorliz .............................................. : ......................................... , ..... 2 

. -179-



Igorre .............................. : ................................................................ 2. 
Lekeitio · ..................................................... ~ ..................................... 2 
Plentzia .................................. · ......................... : ................................. 2 
Santurtzi ........................................................................................... 2 
Sopelana .. ". ............... :: .................................... : ............... , .... : ............ 2 
Alonsotegi ....... :. , ........................................... ~ ................................... 1 
Balmaseda ...... : .................................... , ............. : ......... : .................... 1 
Busturia ........ :: ......................... , .. : .. ....... ..... : .... : .. : ...... ....................... 1 
Gernika-Lumo ... : ...... · .................. : ........... : ....... i ••••..•. • ..............•• : •••...•.. 1 
Markiria-Xemein ........................ .- .................... : ............................. ,. .... 1 
Forua ........... : ..................... : ...................... c •. ,.·: •••••••••• : ••••••••.•..•....••..•• 1 
Leioa ..•..................... t •••••••.••• : .....•.•.••••••..•...•..•...••• : •••••••••••••.•••....••.••• 1 
Mungia .. : .................. ; .................. ~ ...................................................... 1 
Murueta ................ .' ...... : ............. · ................................... : .................. 1 
Urduliz ............. .' ........ · .................................. : .......................... : ........... 1 
Zaldibar · .......................................... : ... :· ............ : .............•... , ............. . 1 

Total. .. : .................. · ..... :'. ........ : .......................... .' ........ : .... , ........... 125 

(Ver diagrama 9 en pág. 205) 

Gipuzkoa 

Donostia/San Sebastián ............................................ , ........ ·, ............ 18 · 
Hondarribia .......................... : ............................................................ 8 
Irun .. , ............ '. .........................................•... : ................• , ............. : ... 6 
Eibar ........ : ............................ : .................................................... : ..... 5 
L¡:i.sarte-Qria .. .' ....................................... : .................................. · ........ 5 
Andoain ....... : ............. .' ............... , ....................................................... 4 
Hernani ........................................................................................... ,.4 
Pasaia ............................ 1 ••••••••••••••••••••••••••••••••••.••••••••••••••••••••••.•••••••• 3 

'Elgeta ............................................................................................... 2. 
Elgoibar .............. : .............................................. : ...........................•.. 2 
Getaria .......................................... : ................................................. 2 
Tolosa ...........................................................................•............. : .. ,2 
Zarautz ............................................... : ............ : .................... : ........... 2 
Zumaia .............................................. : .............. .' ................. : ............ ~ .. 2 
Abaltzisketa ...................................................................................... 1 
Antzuola ........ :· ............................................ : ...................................... 1 
Astígarraga .......... , ................................................ .' .. : ............... .' ......... 1 
Belauntza .... · ............. : ..... .' ........................................ .' ......................... 1 
~ergara ....................... : ..........•................ . : .... : ............. · .. ,. "··· ............. 1 
Billabona ........•.... : ........................... : ................. .-: ........... · ....................• 1 
Rentería .. : .. , .....................................................................•....... , .... · .... 1 

~e~~:~.:::::::::::::::::::::::::'.:::::::::::::::::':::::::::::::::::::::::::::::::::;:::::::::::::~· 
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Orio , ............ : ............................ , .................................................. : .. 1 
Soraluze/Placencia de las Armas ........................................................ i 
Urretxu: ............................................................................................ 1 
Usurbil .......................................................... , .................................. l 
Zumarraga ........................... : .......................................... , ................... 1 

TotaL ...................... : ..... · ............................................... : ............... 79 

(Ver diagrama 10 en pág. 206) 

Distribución por áreas de las quejas presentadas contra la. Adminis­
tración general de la Comunidad Autónoma (Gobierno Vasco) 

. Por lo que refiere a las quejas planteadas contra las actuaciones u omisio- · 
nes de la Administración del Gobierno Vasco, las áreas de Educación y Fun­
ción Pública y Organización Administrativa, así como Interior y Sanidad y Bie­
nestar Social, vuelven a acaparar la mayqr parte de las mismas. 

Las áreas que más quejas han motivado han sido la de Educación, Fun­
ción Pública y Organización Administrativa e Interior. . . 

Por su parte los ascensos más significativos han correspondido a las tres 
áreas siguientes: Educación, Interior y Justicia. En el· sentido contrario,. han 
sido las áreas de Función Pública y Organización Administrativa y Sanidad las 
que han sufrido los descensos porcentuales y absolutos más destacables. 

Educación' 
Función P. y Org. Admva. 
,Interior 
Sanidad y Bien. Soc. 
Urb, yViv. 
Agr., Ind., Com,, Tur. 
Justicia 
Cultura y Bilingüismo 
Medio Ambiente 
ObrasPúb. y Sei:v. · 
Trabajo y S. Social 

Total 

Quejas 
· recibidas 

,55 
51 
26, 
21 
16 
10 
9 
6 
5 
3 
1 

203 

(Ver diagrama 11 en pág. 207) 
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% 
27,1 
25,l 
12,8 
10,3 

7,9 
4,9 
4,4 
3, 
2,5 
1,5 
0,5 

100 



Quejas contra el Gobierno Vasco distribuidas por d~partamentos 

Quejas 
recibidas 

Educación, Univ. e Inv. 
Interior 
SVS/Osakidetza 
Urb:, Viv. y M. Ambiente 
Justicia ·· 
Comercio, Consumo y Turismo 
Sanidad 
Industria y Energía 
Cultura 
Pres,, Rég. Jur. y Des. Aut. 
Transportes y Obras Públicas 
·Agricultura y Pesca 
Economía y Hacienda 
Trabajo y $. Social 

Total 

SS 
33 
30 
18 
9 
6 
6 
5 
4 
2 
2 
1. 
1 
1 

203 

41,9 
16,3 

·14,8 
8,9 
4,4 
3 
3 
2,5 
2 
1 
1 
0,4 
0,4 
0,4 

100 

El departamento del Gobierno Vasco contra el que se ha pesentatlo un 
mayor.número de quejas ha sido; y de forma destacada, el de Educación, Uni­
versidades e fnvestigación. A continuación fnterior y Osakidetza, así como 
Urbanismo, Vivienda y Medio Ambiente en menor medida, son los otros 
departamentos que han sido objeto de un mayor número de reclamaciones. 

Por el contrario los departamentos que en 1994 han. planteado menos 
conflictos a los ciudadanos, tomando como parámetro las quejas presentadas 
ante el Ararteko, han sido Economía y Hacienda, Trabajo y Seguridad Social 
. y Agricultura y Pesca. 

Distribución por áreas de las quejas presentadas contra las admi­
nistraciones foraies 

Al igual que en· anteriores ejercicios es el área de Hacienda la que acapa­
ra la mayor 'parte de las quejas que se presentan en la Institución del Ararteko 
contra las administraciones forales de los territorios históricos, destacando el 
caso de Gipuzkoa con 22 reclamaciones. 

Asimismo, las áreas de Sanidad y Bienestar Social, de Función Pública y 
Organización Administrativa y de Obras Pública,s y Servicios vuelven a ser los 
siguientes .en importancia, en cuanto a los expedientes tramitados para inves-
tigar la actuación de los entes forales. . . 

Experimentan un ascenso las áreas de Función Pública y Organización' 
Administrativa y Hacienda, mientras que desciende la de Sanidad y Bienestar 
Social. 
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Ala va Bizkaia Gipuzkoa Total % 

Hacienda 4' 15 22 41 45 
Sanidad y B. S. 3 6 6 15 16,5 
Fun. P. y O. Admva .. 5 6 4 15 16;5 

'Obras Púb. y Serv. 2 3 1 6 6,6 
Ag., In., Com., Tur. 3 1 4 4,4 
Cultura y Bilingüismo · 2 1 1 4 4,4 
Urb. yViv. 2 1 3 3,3 
Medio Ambiente 1 1 2 2,2 
Educación 1 1 1,1 

(Ver diagrama 12 en pág. 208) 

Quejas presentadas contra la Administración local por áreas 

En la distribución temática de las quejas contra lasAdministraciones loca­
les viene siendo frecuente la alternanciá en la primera plaza entre las áreas de 
Medio Ambiente y de Urbanismo y Vivienda. 

Este año ha correspondido q Medio Ambiente, al aumentar en diez que­
jas, encabezar la relación de áreas, seguida; como no, por Urbanismo y 
Vivienda que ha dismiriuido en cuafro quejas: 

También en el ámbito de la Administración local se han incrementado 
notablemente el volumen de las reclamaciones referidas a Interior, temas ref e­
ridos a la circulación de vehículos, y a Agricultura, Industria y Comercio, y en 
menór medida Obras Públicas y Servicios, Función Públiéa y Organización 
Administrativa y Hacienda. ' 

Entre las áreas en las que ha disminuido el volumen de reclamaciones 
destaca, además de la ya citada de Urbanismo y Vivienda, la de Sanidad y Bie­
nestar Social. 

Ala va Bizkaia Gipuzkoa Total % 

Medio Ambiente 12 24 15 51 19,7 
Urb. yViv. 6 23 19 48 18,5 
F. P. y O. Admva. 10 21 15 46 17,8 
Interior 8 26 3 37 14,3 
Haciénda· 7 9 8 24 9,3 
Ob.ras Púb. y Serv. 7 11 .6 24 9,3 
Ag., In., Com., Tur. 1 3 8 12 4,6 
Sanidad y B. S. 2 4 5 11 4,2 
Cultura y Bilingüismo 2 2 4 1,5 
Educación 1· 1 0,4 
Trabajo y S. S. 1 1 0,4 

(Ver diagrama 13 en pág. 209) 
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4.4: ESTADISTICA TERRITORIAL 

Al igual que.otros años, los ciudadanos del Territorio Histórico de Bizkaia 
han sido los .que han presentado el mayor número de reclamaciones ante la 
Institución del Arárteko. En comparación con los datos referentes a los años 
anteriores se observa. una tendencia continuista ya que cada térritorio hi~tórico 
ha mantenido el mismo porcentaje de quejas presentadas respecto al total de 
la Comunidad Autónoma, que el que se produJÓ en 1993. 

! ·. 

Distribución territorial según el origen de las quejas 

1989 1990 1991 1992 1993 1994 Tendenci;;. 

Bizkaia 288 284 293 332 376 349 -9% 
Gipuzkoa 188 195 244 241 250 234 -9% 
Ala va 97 125 158 201 182 160 -9%. 

(Vér diágrama 14 en pág. 210) 

Distribución de las quejas en cada territorio 

·contamos, una vez más, la preeminencia de las tres capitales en cuanto 
al origen de los ciudadanos que han presentado quejas en la Institución del 
Ararteko en 1994. Esa circunstancia es extremadamente acusada en el caso 
dé Alava, donde los ciudadanos de Vitoria/Gasteiz acaparan el 76% de· las 
· reclamaciqnes efectuadas. 

Por el contrario, en los casos de. Bizkaia· y Gipuzkoa, más de la mitad de · 
las quejas presentadas al Ararteko provienen de personas residentes en otras 
localidades fuera de la cápital de dichos térritorios, de tal manera que la rela­
ción capital/resto de municipios, en lo referente a la fórmulación de reclama­
ciones, es notablemente más equilibrada en estos dos territorios históricos que 

. en el caso de Alava, aéentuáridose más en Gipuzkoa el peso del resto de los 
.. municipios respecto a la capital que en el caso de Bizkaia. · 

Número % 

Ala va 
Vitoria/Gasteiz ................................................ 121 
Otros municipios ................................................ 39 

160 

Bizkaia 
Bilbao ................................................... ; ......... 148 
Otros municipios ............................... '. ............. 201 

349 
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75,6 
24,4 

100 

42,4 
57,6 

100 



Gipuzkoa 
· Donostia/San Sebastián ..................................... 6 7 
Otros municipios .... : ............ ; ........................... 167 

234 

(Ver diagrama i5 en pág. 211) · 

Quejas procedentes de fuera de la CAPV 
' . 

28,6 
71,4 

100 

Como sucede habitualmente, existe un pequeñ.o número de quejas que 
. procede~ del exterior de la Comunidad Autónoma del País Vasco. Este año su 
número se ha incrementado y han llegado a 13 las quejas presentadas desde 
otras comunidades autónomas .. De éstas; 12 provenían de otras zonas del. 
Estado y i proveniente del extranjero. · 

Procedentes de otras comunidades autónomas 

C. A. de Canarias .... : ....... , ............................... , ..... -..................... 3 
C. A. Castilla-LeÓn: ......................................... · ....... , .................. 2 
C. F. de Navarra ................................... _. ... · ...... · .......................... 2 
C. A. de:Cantabria ....................... : .............................................. 2 
C. ·A. de Madrid i ......... ; ............................................................. 1 
C. A. de Andalucía ......... ; .............................. -. .............. : ..... -. ...... 1 
C. A. de Aragón ....... : .... : ................. ; .... , ............... ; ................ ~ .. 1 

Procedentes· de otros Estados 

Francia ..................................................... · ......................... : ....... 1 

Distribución territorial de las quejas por cada 10.000 habitantes 
. ' . 

Para efectuar un análisis comparativo de la procedencia de las quejas en 
función del territorio histórico, relacionaremos el número absoluto de reclama­
ciones ,recibidas desde cada provincia con la población dé cada una de ellas. 
En el siguiente cuadro se ofrecen los datos referentes a las quejas recibidas de 
cada territorio por cada 10.000 habitantes. 

En esta comparación puede observarse que Alava resulta nuevamente el 
territorio con mayor presencia porcentual de quejas, si bien en 1994 el ratio 
correspondiente a Alava se ha visto disminuido, y de ese modo se'ha acortado 
la distancia que existía en anteriores ejercicios respecto a los otros dos territo­
rios. 
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En lo que se refiere a los otros dos territorios históricos podemos decir 
que se han mal)tenido en porcentajes similares a los del año precedente, si 
bien con· una ligera disminución. De cualquier modo continúa siendo Bizkaia 
el territorio que dispone de una .menor. presencia relativa como reclamante 
ante la Institución del Ararteko. 

1989 1990 1991 1992 •1993 1994 

Ala va 4,3 4;5 5,8 7,4 6,7 5,9 
Gipuzkoa 3,3 2,7 3,6 3,5 3,7 3,5 
Bizkáia 3 2,9 2,5 2,8 3,3 3 

(Ver diagrama 16 ~n pág. 212) 

4.5. ESTADISTICA PROCEDIMENTAL 
. . , 

De las 525 quejas recibidas en 1994 contra alguna.de las administrado-· 
nes públicas vascas, la tramitadón del 54% de las mismas se ha finalizado en 
este mismo año, mientras que otras 239 permanecían en trámite el 31 de 
diciembre. Lógicamente se incluyen en esta última cifra todos los expedientes 
de queja abiertos hasta esa misma fecha. 

Razón No razón 
Nº % recia. recia. Otros 

Trámite 239 45,5 
Concluidas 286 54,5 99 173 14 

(Ver diagramas 17 y 18 en pp. 213 y 214) 

Expedientes concluidos en el año 1994 distribuidos por años de ini­
cio 

Junto con las 286 quejas que se han tramitado totalmente en 1994, se 
ha finalizado en este ejercicio la tramitación de 277 expedientes que corres­
pondían a reclamaciones formuladas en años anteriores, cuya resolución no 
fue posible completar en su año de presentación. La mayor parte de este blo­
que corresponde lógicamente a los expedientes que se iniciaron en el segundo 
semestre de 1993. 
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.1989." ...... " .. ".".""" .· ..... :.; ... "."."."."" "." ... ".1 
1990.; ................................. ; ............................ 5 
1991 : .. ". " .. " " . : . " ... " " .. " .. "" . : " .. " .... " . ,; ... " .. " 1 7 . 
1992".""" ........ "." .'."." .. "" ... "." ...... · ..... " ....... 48 
1993 ..... " .. "" .. \" ... "" .. ".""." ... " ..... :. " .. ·." .... 206 
1994 ...........................•..... .' .......................... 286 

Total de expedientes concluidos en 1994 .......... 563 

Quejas concluidas y quejas en trámite por áreas 

En función de las áreas. temáticas en las que se estructura el trabajo jurídi­
co de esta institución, hemos de señalar que en 1994 únicamente en el área 
de Función Pública y Organización Administrativa se ha· producido mayor 
número de quejas en las que se ha reconocido la razón al reclamante. Entre 
las rechazadas en la mayoría de los bloques temáticos, han predominado los 
expedientes cerrados con· una resplución cóntraria a los argumentos expues-
tos en principio por los interesados. · 

Razón No razon 
Trámite Concluidas. recia. recia. Otros 

F. P. y O. Admva, 62 69 34 29 6 
Hacienda 31 35 9 26 
Urb. y Vivienda . 27 35 9 24 2, 
Interior 26 34 16 17 1 
Medio Ambiente 31 22 5 17 
Sanidad y Bien. Soc. 16 28 7 19 2 
Educación ' 12 29 6 23 
Obras Púb. y Serv. 14 11 4 6 1 

. Agr., Ind., Com., Tur. 8 10 2 7 1 
Cult. y Biling. 7 7 5 2 
Justicia 5 4 -2 2 
Trabajo y S: S. 2 1 ·1 

Total 239 286 99 173 14 

(Ver diagrb.mas 19 y 20 en pp. 215 y 216) · 

· Estadística· procedimental de la Administración general de· la .Comu­
nidad Autónoma 

De las quejas tramitadas contra la Administración general de la Comuni­
dad Autónoma, conocida vulgarmente como Gobierno Vqsco, se han cerrado 
en este mismo ejercicio un total de 107 expedientes, y de ellos se ha recono­
cido la razón al reclamante en un tercio de los casos. 
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. ' 

· Quejas concluidas y quejas en trámite. Gobierno Vasco 

-

Razón No razón 
Trámite Concluidas recia. recia. Otros 

F. P. y O. Adnwa. 40 30 15 13 2 
Educación 9 27 5 22 
Sanidad y Bien. Soc. 10 11 3• 6 2 
Urb. y Viv; 7 9 4 5 
Interior 11 15 3 11 1 
Trabajo y S. S. 1 1 
Agr., Ind., Com., Tur. 4 6 4 1 1 
Obras Púb. y Serv. 2 1 1 
Cult. y Biling. 5, 1 1 

.. 

Medio Ambiente 3 2 2 
Justicia 5 4 2 ·2 

-
Total 96. 107 37 64 6 

Ner diagramas 21 y 22 en pp. 217 y 218) 

Estadística procedimental de las administraciones .forales 

En el apartado de quejas referentes a las administraciones forales, para 
final de áño han quedado concluidos la mitad de los expedientes abiertos en 
1994, y de ellos se ha ~econocido la razón a los interesados en 16 ocasiones. 

' . 

Quejas concluidas y en trámite.· Administraciones forales 

Razón No razón 
Trámite · Concluidas recia. recia.· Otros 

Haciend~ '23 18 3 15 
Sanidad y Bien. Soc. 4 11 8 3 
Obras P. y Serv. 3 2 1 1 
F. P. y O. Admva. 9 6 3. 3 
Urb. y Viv. 3 
Agr., Ind., Com., Tur. 2 2 2 
Cultura. y Biling. 2 2 1 1 
Medio.Ambiente 2 2 
Educación 1 1 

Total 46 44 16 27 1 

(Ver diagramas 23 y 24 en pp. 219 y 220) 
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Estadística procedimental de la Administración·local 
. ' '· . 

Finatmente, '.en lo ql1e afecta a las administraciones locales de nuestra 
comunidad autónoma, más de la mitad de las quejas tramitadas por esta insti­
tución han quedado resueltas. En estos casos, puede señalarse que en algo 
más de una tercera parte de ellas se ha reconocido la validez de los argumen-
tos expuestos por los ciudadanos. · 

Quéjas concluidas y en trámite. Administración local ; 

Razón No razón 
Trámité Conclúidas recia. recia. Otros 

Medio Ambiente 31 20 5 15 
Urb. yViv. 21 27. 5 20 2 
F: .P. y q. Admva. 16 32 17 11 4 
Obras Púb. y Serv. 17 7 3 4 
Hacienda 7 17 6 11 
Interior 18 19 13 6 
Sanidad y Bien. Soc. 4 7 1 6 
Educación 1 
Cultura y Biling. 1 3 2 1 
Agr., lnd., Com., Tur. 5 7 1 6 
Trabajo y S. S. 1 1 

-· -
Total 121 140 53 80 7 

(Ver diagramas 25 y 26 en pp. 221y222) 

4.6. ESTADISTICA SOCIOLOGICA 

Tras el análisis sociológico de las reclamaciones presentadas en 1994, 
podemos concluir que se ha producido un incremento en el número de denun­
cias formuladas por mujeres aunque sigue pred~minando la presenda de 
hombres, ya que éstos han presentado más de la mitad de las quejas recil:>idas. 

Sexo Número % 

Hombres 391 51,8 
Mujeres 239 31,6 
Colectivo 125 16,6 

'(Ver diagrama 27 en pág. 223) 

Por lo que se refiere al uso de las dos lenguas oficiales de la Comunidad 
Autónoma del País Vasco, del total de 755 quejas presentadas en la 
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Institución en 1994, solo 20 han sido redactadas· en euskara, y el resto en 
castellano, rompiéndose la tendencia de años anteriores que indicaba un crech 
miento de las quejas presentadas eh euskara. · 

El criterio de este Ararteko es el de efectuar todá la tramitación del ex pe~ 
.dieúte de queja en el idioma elegido por el ciudadano para presentarla, siem­
pre bajo el estricto cumplimiento de la legislación vigente en nuestra comuni~ 
dad autónoma en materia de normalización lingüística. · 

Idioma 

Castellano 
Euskara 

Número 

735 
20 

(Ver diagrama 28 en pág. 223) 

% 

97,4 
2,6, 

Por último, y en lo que se refiere a la· forma de présentac;:ión de las que­
jas, viene siendo habitual que los ciudadanos opten por relacionarse por escri­
to con la Institución, si bien un número· importante de quejas se han presenta­
do <le modo oral en la propia sede del Ararteko, tal y como puede apreciarse 
en el siguiente cuadro. 

Presentaéión 

Por escrito 
Oral 

Número 

560 
195 

(Ver diagrama 29 en pág. 224) 

% 

74 
26 

4. 7. SERVICIO DE INFORMACION AL CIUDADANO 

En informes anteriores, señ?1lábamos que la utilización de este servicio 
por parte de los ciudadanos vascos se había estabilizado, Así lo confirman, en 
esta ocasión, los datos referentes á 1994. , · 

Durante este año, se han recibido 423 visitas en la Jnstitución, lo que 
representa una media mensual de 35. De todas ellas, se materializaron en 
queja formal 145, es decir, el 34% del total. En lo que conc:ierne al resto de 

· visitas, debemos indicar que en algunos casos se referían á asuntos que exce­
dían del ámbito de actuación del Ararteko, por lo qué no era p9sible tramitar­
lo.s como queja, o bien requerían la aportación de más documentación, o la 
visita se debía al deseo del ciudadano de conocer el estado de tramitación de 
su expediente de queja. 

La mayoría de las visitas recibidas, un 66%, han sido individuales, mie~­
tras que el 34% restante corresponde a ciudadanos que han acudido en grupo. 
En suma, la cifra tot9l de personas .que se han acercado a este servicio ha sido 
de 577, de las cuales, el 51% han sido hombres y el 49% mujeres, destacando 
que. ha aumentado la proporción de éstas respecto a la de aquéllos. 
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Visitas recibidas en la Institución 

Número % 

Individuales 
Colectivas 

Total 

(Ver diagrama 30 en pág. 225) 

281 
142 

423 

Número de personas que han acudido 

66 
34 

100 

Número % 

Hombres 
Mújeres · 

Total 

(Ver diagrama 31.en p6g. 225) 

293 
284 

577 

51 
49 

100 

En lo que se refiere a la edad, los grupos menos numerosos que han acu­
dido personalmente a la Institución han sido el de los más jóvenes (menores 
de 23 años) y el. de los de más edad (mayores de 60 años), quienes conjunta­
mente han representado el 22% del total. El 78% restante corresponde a visi­
tas dé personas comprendic!as entre los tres tramos de edad (24-59 años), con 
mayor incidéncia de las que cuentan entre 35 y 46 años, que han supuesto el 
29% del total, como puede observarse en el cuadro ªdjunto. 

Distribución de las visitas por grupos de edad 

Edad Número % 

hasta 23 35 6 
24-34 131 22,7 
35-46 166 28,8 
47 -59 153 26,5 
60 ó más 92 16 

----
Total 577 100 

Varias de las consultas y visitas realizadas a la Institución se han desarro­
llado en euskara, y eti este idioma se han mantenido las relaciones verbales. 
con esos ciudadanos. Sin embargo, a la hora de formalizar la reclamación por 
escrito, muchos han preferido utilizar el castellano para las relaciones escritas, 
de modo que, estadísticamente, el número de quejas tramitadas en castellano 
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en este servido de información ciudadana ha superado al de las tramitadas en 
eltskara. 

En cuanto a la distribución de las visitas a lo largo del año, se mantiene 
de forma bastante regul~r, desfacandÓ. un máyor incremento en los meses de 
mayo y junio, y el lógico descenso en el mes de agosto. · 

Distribución mensual de las visitas 

Eriero 
Febrero 
Marzo 
Abril 
Mayo 
Junio· 
Julio 
Agosto 
Sefü~mbre 
Octubre 
Noviembre 
Diciembre 

Total 

34 
42 
39 
36 
51 
48 
29. 
13 
26 

·. 44. 
31 
30 

423 

(Ver diagrama 32 en pág. 226) 

En lo que respecta a la procedencia geográfica de estas visitas, debernos 
destacar. nuevamente la incidencia que tiene ei: hecho de que Vitoria/Gasteiz 
albe,rgue la sede de la Institución, Así,. el 59% del total procedía de esta ciu­
dad, lo que representá el 82% de las visitas de los ciudadanos alaveses. 

Ror territorios históricos hemos de señalar que el número de visitas pro­
. venientes de Bizkaia y Gipuzkoa ha sido parecido, 15% y 13% respectivamen­
te, mientras que las visitas de alaveses han supuesto el 72% del total, cuando 
este territorio representa el 13% de la población de la CAV. 

Procedencia geográfica de las visitas por territorios históricos 

Número % 

Ala va 
Bizkaia 

. Gipuzkoa 
Ofros 

Total 

302 
64 

! 55 
2 

423 
(Ver diagrama 33 en pág: 227)' 
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Por iocalidades, la distribución ha sido la siguiente 

Procedencia geográfica de las visitas por municipios 

,Afava 
Vitoria/Gasteiz .. , ........................................... 248 82 % 
Lapuebia de Labarca ......................................... 9 
Artziniega ................................................ : ....... 5 
Amurrio ............................................................ 4; 

. Iruña de o·ca .................................................... 4 
Ribera Alta ......... ; .................. : ............. '. ............ 3 
Llodio .......................................... · ...................... 3 
Leza ....... : .. , .... : ........................ : ....................... 3 
Baños, de·E~ro ............... : ........... ; ......... : ............ 2 
Labastida .............. , ........................................... 2 

· Laguardia ............... ; ...... '. ............ , ...................... 2 · 
Alegría/Dulantzi .................... : .......................... 2 
Urcabustaiz ........................................................ 2 
Zalduondo ......................................................... 2 
Zigoitia ........... : ................... : .. ........................... 2 
Ayala ................................. :.· .................... ~ ...... . 1 
Aramaio ................................... .'. : ................... , 1 
Arrazua-Ubarrundia ..................................... ; ... . 1 
Berant~villa . .' ............................................. ; ...... 1 
Valdegovia ....................................................... 1 
Campezo ............ ~ .......... , ................................. 1 
Cuartango .... , ........ ; .................. · ......... .1 ...... " ...... • 1 

· Lanciego ........................................................ ... 1 
Legutiano ..................... : ................................ .. 1 

Total ............................. : ............. 302 

Bizkaia 
Bilbao.; .......................................................... 23 36 % 
Barakaldo ........................................................ 7 
Basauri .................. , ................ ' .......................... 7 
Getxo ....................... : .............................. ., ....... 3 
Leioa ................................................................ 3 
Durango ............................ : ............................. 2 
Zierbena ................. : ........................................ 2 
Amorebieta-Etxano ........................................... 2 
Arrigorriaga . , . : ............. : ......................... , ....... : .1 
Gautegiz de Arteaga ......................................... 1 
Bermeo .......................... : ................................ 1 

. Elorrio ............................................................. 1 , 
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Erandio .............................................. : ....... : ..... 1 
Galdakao ....................•.................................... 1 
Gernika-Lumo ........ : : ....................... · ................. 1 
Lekeitio ............................................................ 1 
Loiu ......................... · ................................. -....... 1 
Mallapia ............................ _. .. ;· ................ ; , ......... 1 
·Mañaria .......................... : ............................... ;. l 
Mungia .... .-....................................................... 1 
Portugalete ..... : ............ ~ .................................... 1 

·Sestao ......... ,. ............................................... -... ,.1 
Zaratamo .... : ..................................................... 1 

Total .................... ; ........ ; ............... 64 

Gipuzkoa 

Donostia/San Sebastián .......................... · ........ 1 O 18% 
Eibar ................................................ : ..........•. 10 
Irun ... ; ......... -.... : ............................................... 5 · 
Tolosa ............ : .......................................... , ..... 4 
Arrasate/Mondragón ........................................ 3 
Eskoriatza ............................................ : ....... -.... 3 
Beasain ...... : ...... .' ..................... · ................ \, ........ 2 
Bergara ........................................................... 2 
Abaltzisketa ...................................................... 'i 
Andoain ..................................................... , ..... 1 
A$tigarraga ................................... , .................. 1 
Azkoitia ........................................................... 1 . 
Elgoibar ....................... : ............ ., ...................... 1 
Lasarte-Qria ............ , ............. , _. .. ~ ...................... 1 
Leintz-Gatzaga ................................................. 1 
Olaberria ............................................... .' ......... 1· 
Orio ......................................... : ...................... 1 
Urretx:u ...................... :-. .......... ~ .: .. ......... ; ........... 1 
Usurbil .............................................................. l 
Zarautz ............................................................ 1 
Zumaia ... , ......................................................... 1 

Total ............................................. 55 

Otros . 

Miranda de. Ebro (Burgos) ............... : .................. 1 
Alicante .......................... .' ........... :: ................... 1 

Total ............................................... 2-
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En cuanto a las administraciones contra las que se ha reclamado en las 
visitas, cerca del 61 % dé las cuestfones planteadas han sido contra los distin­
tos organismos de la Administración pública vasca. Un 23% de los asuntos 

· presentados han tenido que ser rechazados por tratarse de problemas entre 
particulares o haber sido ya planteadas ante los tribunales de justicia.' Final­
mente, el motivo de algunas visitas ha sido plantear quejas contra la Adminis­
tración del Estado, un 9%, o conocer el estado en que se encontraba la trami­
tación de su expediente, un 6%. 

El motivo de las quejas reeibidas en las visitas a la Institución que afectan 
a las administraciones públicas vascas ha sido muy diverso, como se aprecia 
en el cuadro que· sigue, si bien destacan cuatro áreas, que representan más de 
la mitad del total (63%): son las de Función Pública y Organización Admínis-

. trativa, Sanidad y Bienestax Social, Urbanismo y Vivienda y la de Hacienda. ' 

Motivo de la visita por áreas afectadas 
-administraciones vascas-

Are a 

Función Pública: y Org. Admva. · 
Sanidad y Bienestar Social 
Urbanismo y Vivienda 
Hacienda 
Interior. 
Medio ·Ambiente 
Obras Públicas y Servicios 
Educación y CultUra 
Agrit., Ind.; Comer. y Turismo 

Total 

(Ver diagrama 34 en pág. 228) 

Número 

65 
41 
40 
36 
25 
23 
13 
8 
6 

257 61% 

En cüanto al objeto de las reclamaciones que afectan a la Administración 
del Estado ha sido el siguiente: 
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Administración del Estado 

Número 

Seg. Social y clases pasivas del Estado .•.................... :22 
Economía y Hacienda ........................... : .................... A -· 

. Educación ............ -.. : ... : ................................. : ............... 4 
Interior ...................................................................... 4-
Correos y. Telégr~fos ....................... , .......................... 3 · 
Servicio militar ....... .-........................ ._ .... ; .................. , .. 2 
Sanidad ... -. .-................................................. , ............. 1 -

Total ............................................. 0 ••••••••• 40 

.Admón de Justicia ...... : ............................................. 15 

. 1 

Asuntos privados ...................................................... 80-
Consulta sobre estado trámite expte ........................... 25 
Otros .•............. : .... -.................................................... 6 

9;5% . 

3,5% 

19% 
6% 
7% 

Para finalizar, como se indicaba en el i~forme del año anterior, hemos de 
señalar que -continúa en funcionamiento el plan de atención. urgente al ciuda­
dano, a través del número telefónico 088 del Servicio SOS-Deiak del Departa­
mento de Interior del Gobierno Vasco. Su uso está siendo ocasional pero no 
obstante su existencia ofrece la garantía de una atención ihmediata éuando el 
caso así lo r~quiere. . ' . -· 
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400 

300 

200 
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o 

DISTRIBUCION MENSUAL DE DOCUMENTOS 
PERIODO COMPRENDIDO DESDE 01-01 A 31-12 

ENE FEB MAR ABR MAY JUN JUL AGO SEP OCT NOV DIC 

ENTRADAS 335 348 360 293 400 370 276 151203339 432 331 

SALIDAS 262 282 4.11290396 378 245 134 256 236 359 383 

ENTRADAS 811 SALIDAS 

DIAGRAMA 1 
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ADMITIDAS 
625 

SITUACION DE LAS QUEJAS 
TRAS EL PROCESO .DE ADMISION 
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DISTRIBUCION DE LAS .QUEJAS RECHAZADAS 

TRANSCURRIDO :MAS. DE UN A~O 
2 

ASUNTO ÉNTRE 
PARTICULARES 

33' 

ANONIMO 

1 
6 

NECESIDAD DE ESPERAR 
. PLAZOS LEGALES 

EVIDENTE INEXISTENCIA DE IRREGULARIDAD 
22 

28 

VARIOS 
1 

INCOMPETENCIA 
EN LA MATERIA 
27 

FALTA DE 
INTERES LEGITIMO 
.3 

NO PLANTEADA RECLAMACION 
ADMINISTRATIVA PREVIA 

QUEJAS YA PLANTEADAS 
EN VIA JUDICIAL 

DIAGRAMA 4 
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DISTRIBUCION POR AREAS DE LAS QUEJAS 
CONTRA LA ADMINISTRACION PUBLICA VASCA 

o 20 40 . 60 80 100 120 140 160 

. FUNCION PUBLICA 31 

HACIENDA 

URBANISMO Y VIVIENDA 

INTERIOR 
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OBRAS PUB. Y SERV. 

AG R., IND., GO M., TUR. · 
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TRABAJO Y S. SOCIAL 
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DI.AGRAMA 5 
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DISTRlBUCION, DE LAS QUEJAS 
POR ADMINISTRACIONES' 

ADM.INISTRACION 
LOCAL. 

259 

ADMINISTRACION 
FORAL 
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ADMINISTRACION DEL 
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QUEJAS POR ADMINISTRACIONES FORALES AFECTADAS 

BIZKAIA 
36 

ALAVA 
19 
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, QUEJAS POR AYUNTAMIENTOS AFECTADOS EN ALAVA 

o 5 10 15 20 25 30 35 40 45 50 

VITORIA/GASTEIZ 

AYALA 

AMURRIO 

ARTZINIEGA 

RIVERA ALTA 

LAPUEBLA. DE LABARCA 
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BARRUNDIA 

-
VALDEGOVIA 
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ZALDUONDO 

o 5 1 o 15 20 25 30 35 40 45 50 

DIAGRAMA 8 
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QUEJAS POR AYUNTAMIENTOS AFECTADOS EN BIZKAIA 

o 5 1 o 15 20 25 30 35 40 45 50 55 

BILBAÚ ~=~~~~,~~~11 BASAURI • o 
GETXO s 
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BARAKALDO 
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MUNGIA 
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o 5 1 o 15 20 25 30 35 40 45 50 55 

DIAGRAMA 9 
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QUEJAS POR .AYUNTAMIENTOS AFECTADOS EN GIPUZKOA. 

o 5 10 15 ,20 25 30 

DONOSTIA/S.SEBASTIAN 
HONDARRIBIA 8 

IRUN 6 

EIBAR 5 
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o 5 10 15 20 25 30 

DIAGRAMA 10 
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DISTRIBUCION POR AREAS DE LAS QUEJAS 
PRESENTADAS CONTRA EL ,GOBIERNO VASCO 
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DIAGRAMA 11 
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DISTRIBUCION POR AREAS DE LAS QUEJAS 
PRESENTADAS CONTRA LAS ADMINISTRACIONES FORALES 

o· 5 10 15 20 

HACIENDA 15 

SANIDAD Y BIEN. SOC. 
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AGR.,IND.,COM., TUR. 
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EDUCACION 

o 5 10 15 20 

- ALA VA - BIZKAIA 

GIPUZKOA 

25 

22 

25 

DIAGRAMA 12 
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DISTRIBUCION POR AREAS DE LAS QUEJAS 
PRESENTADAS .CONTRA LA .A,DMINISTRA'.CION LOCAL 
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DlAGRAMA 13 . 
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DISTRIBUCION TERRITORIAL SEGUN EL ·ORIGEN .DE LAS QUEJAS 
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DISTRIBUCION DE LAS QUEJAS EN CADA TERRITORIO 
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$ITUACION DE LAS QUEJAS ADMITIDAS 
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DISTRIBUCION POR AREAS DE LAS QUEJAS 
CONCLUIDAS Y DE LAS QUEJAS EN TRAMITE 
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DISTRIBUCiúN POR AREAS DE LAS QUEJAS 
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ADMINISTRACION GOBIERNO VASCO: DISTRIBUCION POR AREAS o' . . 
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ADMINISTRACION GOBIERNO VASCO: DISTRIBUCION POR AREAS 
DE LAS QUEJAS CONCLUIDAS SEGUN EL RESULTADO 
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ADMINISTRACIONES FORALES: DISTRIBUCION, POR AREAS 
DE LAS QUEJAS CONCLUIDAS Y DE LAS QUEJAS EN TRAMITE . 
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ADMINISTRACiONES FORALES':• DISTRIBUCION POR AREAS 
DE LAS QUEJAS CONCLUIDAS SEGUN EL RESULTADO 
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ADMINISTRACION LOCAL: DISTRIBUCION POR AREAS 
DE LAS QUEJAS CONCLUIDAS Y DE LAS QUEJAS EN TRAMITE 
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ADMINISTRACION LOCAL: .DISTRIBUCION ·POR AREAS DE 
DE LAS QUEJAS CONCLUIDAS SEGUN EL RESULTADO 
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DISTRIBUCION DE LAS QUEJAS 
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DISTRIBUCION MENSUAL DE LAS VISITAS 
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PROCEDENCIA GEOGRAFICA DE LAS VISITAS 
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·MOTIVO DE LA VISITA POR AREAS AFECTADAS 
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CAPITULO V' 

RESISTENCIA 'DE 
· , DETERMINADOS ORGANISMOS 

'ADMINISTRATIVOS AL DEBER DE 
INFORMAR EN EL PLAZO 



Como es conocido, el artículo 24 de la Ley 3/85, de 27 de febrero, 
faculta al Ararteko para destacar eri la sección correspondiente ele su informe 
anual aquellas conductas de los funcionarios, autoridades y trabajadores o res­
pe>nsables de la empresa concesionaria o sometida a alguna forma de control 
administrativo que suportgan .negligencia o entorpecimiento a su labor de 
investigación, así como cualquier actitud que impida o dificulte al Ararteko el 
acceso a lós expedientes o a la documentacipn administrativa. 

A este respecto, si bien se puede afirmar que la disposición de las admi­
nistraciones públicas es, en general, la de satisfacer las solicitudes de informa­
ción realizac!as por est~ institución, no han faltado, sin embargo, démoras 
injustificadas que han repercutido negativamente en .la tramitación de los 
expedientes, incidiendo, por tanto, en un retraso no deseado en la resolución 
de· las . quejas, lo que puede ser calificado como una falta de respeto no sólo 
para eón esta institución sino también éon los prOpios ciudadanos. .. 

En los listados que figuran a continuación se relacionan las administracio­
nes que durante este año 1994 han incumplido su deber legal de contestar a 
la petición de información del Ararteko, así como los distintos requerimientos 
que tal actitud ha originado. 

Así, entre los departamentos de la Administración general de la Comuni­
dad Autónoma del País Vasco, destaca sobremanera en la falta de diligencia 
en la colaboración con esta institución el Departamento de Educación, Univer­
sidades e Investigación, si ·bien se hace necesario advertir que el ejercicio que 
rios ocupa se corresponde con el último año de actividad' de los ·equipos de 
gobierno de la pasada legislatura. 

En lo que a los departamentos de las administraciones forales respecta, 
sobresalen el Departamento de Agricultura y Espacios Naturales de la Diputa­
ción Foral de Gipuzkoa y el departamento de Bienestar Social de.Bizkaia. 

Por último y en cuanto a las administraciones locales, destacan el Ayun­
tamiento de Vitoria/Gasteiz en el Territorio Histórico de Alava, los Ayunta­
mientos de Donostia/San Sebastián y Hondarribia en Gipuzkoa y los Ayunta­
mientos de Plentzia y Basauri en Bizkaia. 

Es preciso señalar que, en cualquier caso, el hecho de que determinados 
departamentos y ayuntamientos figuren en esta sección con uno o más reque­
rimientos, no significa que no hayan colaborado con la Institución en otras 
ocasiones. 
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La primera fecha que apárece en los siguientes listados hace referencia a 
la fecha de emisión del oficio de solicitud. Las llamadas entre paréntesis indi­
can el número de requerimientos que .se han realizado, y seguidamente las 
correspondientes fechas de emisión. Por su parte, las siglas T y F indican res­
pectivamente si el expediente se encuentra en trámite ó finalizado. 

5.1. RELACION DE ORGANISMOS QUE HAN EXIGIDO SER 
REQUEIDDOS PARA ENVIAR. lA INFORMACION SOLICITADA 
POR.EL ARARTEKO 

A) Gobierno Vasco 

Departamento de Educación, Universidades e Investigación 

Director de Gabinete Técnico 

21/94 - F - Valoración de titulación en pruebas de acceso al Cuerpo 
de Maestros. 
ll-,02~1994 (1) 21-03~1994 

. 29 /94 - F - Grave indefinición en la que se encuentran profesores per- .. 
tenecientes al Cuerpo de· Maestros respectó a su situación 
administrativa. 
'04-02-1994 (1) 25-03-1994 

107 /94 - F - Homologación de certificaciones idiomáticas. 
25-02-1994 (1) 21-0"3-1994 

127 /94 - F - Cambio de modelos lingülsticos en colegio público .. 
18-03~ 1994 (1) 02~06-1994 

476/94-T- Integración de empleada docente en la red pública; 
11-11-1994 (1) 28-11-1994 

481/94 - T - Funcionario docente reclama las diferencias retributivas no 
percibidas durante el desarrollo de otro trabajo. 
10-10-1994 (1) 28-11-1994 . 

512/94 - F - Revisión de calificaciones otorgadas en tribunal de selec­
ción. 
16-08-1994 (1) 26-09-1994 

622/94-T- Anulación de desti.no. a funcionario y adjudicación del 
anterior. 

624/94-T-
09-11-1994 (1) 25-11-1994 
Denegación de ayuda por gastos de residencia, en convo-
catoria de becas universitarias. · 
11-11-1994 (1) 28-11-1994 
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DepartamentQ de Industria y Energía 

Director de Servicios Generales 

157 /94 -T - Funcionamiento del servido público de suministro dé gas 
natural. 
11-11-1994 (1) 22-12-1994 

Departamento de Interior 

Conseje~o de Interior 

19/94 - F - Uso inadecuado del euskara en las multas de tráfico. 
14-03-1994 (1) 22-04-1994 

Direétor de Tráfico 

169/94 - T - Actuación policial. 
25-03-1994 (1) 27-04-1994' 

Departamento de Sanidad 

Director.General del SVS-Osakidetza 
. ' 

504/94 - F - Silencio administrativo. 
! 16-08-1994 (1) .02-12-1994 

B) Diputaciones forales 

· Diputación Foral de Alava 

Departamento de Cultura 

Diputado de Cultura 

500/94 - T - Concesión de licencia para rehabilitación de vivienda. 
05-09-1994 (l) 0.7-11-1994 
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- Diputación Foral de Gipuzkoa 

Departamento de Agricultura y Espacios Naturales 

Diputado de Agricultura y Espacios Naturales , 

34/94 - F - Problemas c¡ue la caza causa a un municipio vizcaíno. 
04-02_:1994 (1) 21-03-1994 

223/94 - T - Cumplimiento. de los fines de la Sociedad Pública Ñañarri 
de Abaltzisketa. 
19-08-1994 (1) 09-11-1994 

· .104/94 - F - Demora e.n la devolución del exceso retenido en concepto ' 
de IRPF. 
03-03-1994_(1) 14-04-1994 

Departamento de Hacie1;1da y Finanzas 

Diputado de.Hacienda y Finanzas 

375/94 - 439/94 - F~ 
Confusión al optar en la modalidad de tributación. 
01-07-1994 (1) 12-09-1994 

'" Diputación Foral de Bizkaia 

Diputado de Hacienda y Finanzas 

109 /94 - F - Sujeción al IRPF de lás ayudas equivalentes a la jubilación 
anticipada. 
18-03-1994{1) 14-04~1994' 

Departamento de Urbánismo 

Diputado .de Urbanismo 

220/94 - F - Denegación de licencia para construir dos viviendas unifa­
miliares vinculadas a explotaciones agropecuarias. 
15~06-1994 (1) 13-09-1994 
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' . 
C) Ayuntamientos 

- Territorio Histórico de Alava 

Alcalde de Artziniega 

237 /94 - F - Problema de retención de aguas de lluvia tras arreglo de 
carretera. 
15-06-'1994 (1) 08~09-1994. 

500/94 - T - Concesión de licencia para rehabilitación de ~vienda .. 
05-09~1994 (1) 07-11-1994 

Alcalde de Vitoria/Gasteiz 

59/94 e F-

302/94- F ~ 

427/94-T-

Actividades molestas. 
24-11-0994 (1) 16-01-1994 
Sanción de tráfico. 
16~12-1994(1)17-07-1994 
Actuadón del Ayuntamiento· en materia de oposiciones y 
concursos. 
07-07~1994 (1) 08-09-1994 

440/94 - F - Sanción de tráfico. 
07-07-1994 (1) 12-09-1994 

473/94:.. T - Deman9a de responsabilidad por accidente peatonal 

479/94 -T-

480/94-T-

durante la ejecución de obras en calle. 
01-08-1994 (1) 29-09-1994 
Actividades molestas. 
22-07-1994 (1)13-09-1994 
Sanción.de tráfico. 
18-07-1994 (1) 12-09-1994 

Alcálde de Zalduondo 

319/94 - F. - Aparcamiento de vehículos frente a su casa. · 
30-05-1994 (1) 12-09-1994 

Presidente de la Ju.nta Administrativa de Izarra 

291/94 -T - Suministro dé agua. 
3_0-05-1994 (1) 12-09-1994 

- Territorio Histórico de Bizkaia 

Alcálde de Alonsotegi 

578/94 - F - Actividades molestas. 
10-10-1994 (1) 14-11-1994 
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Alcalde de Bakío 

26/94 - F - Cobro de consumo de agua. 
: 18-03-1994 (1) 14-04-1994 

Alcalde de Básauri 

10/94 -T- Actividades molestas. 
10-10-1994 (1) 13-12-1994 

265/94 - T - Actividades molestas. · 
22-07-1994 (1) 08-09-1994 . 

· 495/94 ~ .. T - Actividades .molestas~ 
01-08-1994 (1) 08-09-1994 

Alcalde de Bilbao 
' 

197/94-·198/94- F-
Complemento dél Montepío a empleados del Ayuntamien­
to. 
24-03-1994 (1) 03-05-1994 

289/94 - F - Sanción de tráfico... · 
~ 13-06-1994 (1) 12-09-1994 

Alcalde de Durango 

273/94 -T - Sanción de tráfico .. 
.. 16-05-1994(1) 07-07-1994 

Alcalde de Elorrio 

292/94 - F - Denegación de exención del Impuesto sobre Vehículos de 
Tracción Mecánica por ser minusválido. 
30-05-1994 (1) 12-09-1994 

Alcalde de Galdakao . 

137 /94 - F - bnposibilidad de acreditación de empadronamiento de · 
extranjeros en el municipio. 
27-04-1994 (1) 24-05-1994 

Alcalde de Getxo 

73/94 - F - Licencia de actividad de establecimientos hosteleros. 
30-03~ 1994 (1) 06-05-1994 . 

76/94 - F - Silencio administrativo. 
' ' 30-03-1994 (1) 09-05-1994 ' 

,306/94 - T -Denuncia presencia continua de vehículos pesados esta­
cionados en el casco urbano . 

. '30-05-1994 (1) 12-09-1994 
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Alcalde de Gorliz 

· 493/94 -T ~ Actividades molestas. 
10-10-1994 (1) 14-11-1994 

Alcalde de Mallabia 

207 /94 ~ 313/94 - F - .· 
Modificación de paradas de autobús al realizar .un nuevo 
trazado del vial. · 
24-06-1994 (1) 04-1O-i994 

·Alcalde de Portugalete 

435/94 - T - lncoaCión de expediente disciplinario a funcionario. 
10-10-1994 (1) 28-11-1994 

Alcalde de Sestao 

366/94 - T - Actividades molestas. 
11-llc1994 (1) 22-12-1994 

597 /94 - T - Actividades. molestas. 
20-10-1994 (1) 28-11~1994 

Alcalde de Valle de Trápaga(frapagaran 

85/94 - F - Actividades molestas. 
09~03-1994 (1) 14-04~1994 

- Territorio Histórico de Gipuzkoa 

Alcalde dé Andoain 

93/94 - F - ActiVidades molestas. 
22-04-1994 (1) 24-05-1994 

Alcalde de Astigarraga 

121/94 - F - Licencia de obra para construcción de pabeÚón industrial. 
22-04-1994 (1) 02-06-1994 

. Alcalde de Donostia/San Sebastián 

148/94 -T- Expropiación de. terrenos. 
18-03-1994 (1) 14-04-1994 

311/94 -T- Situación precaria de un edificio. 
30-05-1994 (1) ÓB-09-1994 
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Alcálde de Elgoibar 

487 /94 - T" Actividades molestas. 
' 01-08-1994 (1) 08-09-1994 

Alcalde de Hondarribia 

275/94 - F -. Actividades molestas. 
16-05-1994(1)16-06-1994 

521/94 - T - Actividades molestas. 
10-10-1994 (1) 14-11-1994 

Alcald.e de Lasarte-Oria 

'1 

124/94 - F - Contra· liquidación girada en concepto de precio público 
por utilización del servicio de comedor. 
18-04-1994(1)18-05-1994 

. . Alcald~ de Muiriku 

156/94 - F - Silencio administrativo. 
' 28-06-1994)1) 08-09-1994 

Alcalde de Orío 

· 394/94 - F - Reconocimiento de servicios previos. 
' 13-06-1994 (1) 20-09-1994 

Alcalde de Rentería 

135/94 - F - Cesión de vivienda municipal. 
22-04~1994 (1) 04-07-1994 

5:2. RELACION DE ORGANISMOS ADMINISTRATIVOS QUE HAN 
EXIGIDo' SER REQUERIDOS MAS DE DOS VECES PARA 
ENVIAR LA INFORMACION SOLI<;:JTADA POR EL ARARTEKO 

A) Gobierno Vasco 

Departamento de Educación, Universidades e Investigación 

Director del Gabinéte Té~níco 

29/94 - F - Grave indefinición en la que se encuentran profesores per­
tenecientes al Cuerpo de Maestros respecto a· su situación 
administrativa. 

' 04-05-1994 (2) 02-06-1994 / 01~01~1994 
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179/94 - 213/94 - F -
Concurso de méritos para acceso a catedrático. 
27-05-1994 (2) 05~07-1994 / 08~09-1994 

Dep~rtamento de Industria y Energía 

Director de Servicios Generales 

· 25/94 - F - Mal trato recibido al someter su vehículo al trámite de la 
Inspección Técni~a de Vehículos. 
25-02-1994 (2) 21-03-1994 / 25-05-i994 

Universidad del País Vasco 

Secretario General 

184/94 -T - Validez oficial de los estudios de dietética y alimentación 
humana en todo el territorio nacional. , 
22-04-1994 (2) 02-06-1994116-01-1994 

B) Diputaciones forales 
·' 

- Diputación Foral de Bizkaia 

Departamento de Agricultura 

Diputado de Agricultura 

240/94 - F - Silencio administrativo. 
16-05-1994 (2) 16-06-1994 / 04-07-1994 

' 

Departamento de Bienestar Social 

Diputado de Bienestar Sócial 

186/94 -T- Suspensión de pensión. , 
15-04-1994 (2) 04-07cl994 / 12-09-1994 

228/94 - T ~. Silencio administrativo. , 
22-04-1994 (3) 25-05-1994 / 07-07-1~94 / 
19-091994 
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C) Ayuntamientos 

· ~ Territorio Histórico de Bizkaia. 

Alcalde de Básauri 

10/94 - T - . Actividad~s molestas; 
21-01-1994 (2) 25-02-1994/ 21-03-1994 

Alcalde de Durango 

79/94 -T- Silencio administrativo. 
30-03-1994 (3) 09-05-1994 / 04~07~ 1994 / 
16-01-1994 

Alcalde de Getxo 

7 4/94 - F - Silencio administrativo: 
30-03~ 1994 (Q) 06-05-1994 / 04-07-1994 

453/94 -T ~ Silencio administrativo. 
22-07-1994 (2) 08-09-1994 /28-11-1994. 

· - Territorio Histórico de Gipuzkoa 

Alcalde de Andoaín 

119/94 - F - AGtividades mole.sías. 
11-03-1994 (2) 14-04-1994 / 04-07-1994 

Alcalde de Donostía/San $ebastián 
. . . 

191/94 - F - Venta de artículos de prÉ!nsa en panaderías. 
. 25-03-1994 (2) 25-05-1994/ 07-07~1994 . 

. Alcalde de Hondarribia 

161/94 -T - Autorización de venta ambulante en fiestas patronales. 
09-05-1994 (2) 04-07-1994./ 08-09~1994 

Alcalde de Irun · 

7 /94 - F - Actividades molestas. 
21-10-1994 (2)25-02-1994118-03-1994 

110/94 -T ~· Actividades molestas. 
09-03-1994 (2) 14-04-19941 .. 04-07-1994 

~240-

I 



·. 

5.3: RELACION DE ORGANISMOS ADMINISTRATIVOS QUE HAN 
EXIGIDO SER REQUERIDOS PARA CONOCER SU RESPUES;. 
TA ANTE UNA RESOLUCION DEL ARARTEKO 

Ayuntamientos 

- Territorio ·Histórico de Alava 

Alcalde de Lapuebla de Labarca 

407 /94 - T - Errónea información urbanistica da lugar a gastos de pro­
yectos de particulares. ·. 
30-09-1994 (1) 02-12-1994 

Alcalde de Vitoriq/Gasteiz 

193/94 " T - Responsabilidad en el pago de la reparación de una Vivien-
da municipal. . 

. 05-04-1994 (3) ll-05~1994 / 07-07~1994 / 
12~09-1994 

- Territorio Histórico de Bizkaia 

Alcalde de Plentzia 

60/94 - T - Consorcio de Repoblación Forestal. 
11-03-1994 (2) 21-04-1994 / 20-06-1994 

Alcalde de Vallede Trápagá-Trapagaran 

85/94 - F ~ Actividades molestas. 
20-05-1994 (1) 06-07-1994 

- Territorio Histórico de Gipuzkoa 

Alcalde de Donostiq/San Sebastián 

171/94 - F - Silencio administrativo. 
24-03-1994 (1) 02-06-1994 

Alcalde de Irun 

110/94-T- ·Actividades molestas. 
18-07-1994 (1) 16-12-1994 
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CAPITULO VI 

.CUMPLIMIENTO DE LAS 
RESOLUCIONES DICTADAS POR 

ELARARTEKO 



El artícúlo 14 de la Ley 3/85, de 27 de febrero, por la que se crea y 
regula esta institución, niega al Ararteko la posibilidad de anular, revocar o 
modificar los actos dictados por las distintas administraciones sometidas a su 
ámbito de actuación. 

· Sin embargo, J'.~l artículo 11 b) de ~stq. misma ley establece que el Ararte7 
ko podrá dirigir 'recomendaciones o recordar los deberes legales a los órganos 
competentes, a los funcionarios o a sus sÚperiores, para procurar corregir 
actos ilegales o injustos, o lograr una mejora de los servicios de la Administra­
ción. 

Con carácter general, el Ararteko tiene además competencia para incitar 
o impulsar a la Administración una modificación de lós criterios utilizados en 
la producción ?e los actos o resolUciones, si considera que aun cuando se ha , 
actuado conforme a la legalidad, éstós conducen a un resultado injusto, poco 
equitativo o quizás discriminatorio. . 

·Asimismo, puede proponer fórmulas de· conciliación o de acuerdo que 
faciliten una resolución positiva y rápida de las quejas. 

Si bien, como hemos indicado, las resoluciones dirigidas desde esta insti­
tución carecen de poder coercitivo y, por ello, las administraciones públicas a 
las· que van dirigidas pueden o no aceptarlas,· en todo caso, el Ararteko, en 
calidad de comisionado parlamentario, débe conocer cuál es la respuesta de la 
Administración eón el fin de poderlo comunicar al ciudadano que plantea, la 
queja y además debe poner eri conocimiento del Parlamento Vasco el· grado 
de cumplimiento de las recomendaciones formuladas, así como el contenido y 
carácter de las mismas. · 

En este capítulo se procede, en consecuencia, a recoger de forma· siste­
matizada la respuesta dada por las distintas administraciones públicas vascas a 
las resoluciones del Ararteko, diferenciándolas entre estimadas, pendientes y 
desestimadas. 

No siempre resulta fácil calificar una recomendación como estimada o 
desestimada, ya qµe sucede, a veces, que una resolución es admitida parcial­
mente o con carácter futUro y no para el supuesto concreto planteado. 

No faltan tampoco respuestas elusivas o ambiguas que impiden conocer 
de modo cierto cuál va a ser Ja actitud de la Administración. 

Entre todas ellas, en el presente ejercicio de 1994, nos vemos oblígados a 
destacar, a modo de ejemplo de lo señalado, por su manifiesta ambigüedad y 
por tratarse de una innegable muestra de falta de colaboración, la contestación 
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dada a una de nuestras recoinendacio~es ·por el Concejal Delegado del Servi­
cio de Re.cursos Humanos del Ayuntamiento de Bilbao. 

Mediante dicha contestación, se pretendía dar por cerrado un expediente 
de queja relativo a una convocatoria· pública. de concurso-oposición para la 
proVisión, entre otras, de unas plazas del servicio de extinción de incendios, 
con un escrito del siguiente tenor literal: 

" ... le comunico que se toma nota de t'al RECOMENDACION, si bien no 
se comparte su opinión del concepto de plaza, en el sentido de ser la 
~b!'!tracción de los puestos de trabajo vacantes, ni la interpretación del; 
art. 30 de la LFPV, en e.l sentido de que la correspondencia perfecta de 
requisitos¡ signifique que la no indicadón de una titulación académica 
expresa para el desempeño de un puesto en la RPT (requisito no impres­
cindible) implique la imposibilidad· de concretar titulaciones específicas 
precisas para concurrir a un proceso .selectivo, ambas expresadas en su 
escrito de 20 de enero del año en curso." 
La pretendida indefinición de este criterio y el hecho último de qye de lo 

expresado en el mismo no podía deducirse Una voluntad clara y cierta de aca­
tar nuestra recomendación, al menos en los término.s en los que ésta había 
sido efeduada, motivó u11 escrjto de cierre de este Ararteko, en el que se 
advertía que esta instituciónhabía resuelto considerar la recomendación como 
no atendida, a los efectos de su inclusión en la memoria anuai'que se había de 
elevar en breve al Parlamento Vasco, sin que hasta.el momento de la redac­
ción del presente informe se haya recibido comunicación alguna . a este res­
pec~o. 

A) Gobierno Vasco 

Departamento de Educación, Universidades' e Investigación 

Consejero de Educación, Universidades e Investigación 

45 7 /94- Requisitos _de titulación para acceso a la función pública docente: 
Contenido: que procedan a la admisión condicional de todos 
aquellos opositores que, habiendo alegado la titulación de Inge­
niería Técnica, en orden a ser admitidos como aspirantes al · 
Cuerpo de Profesores de Enseñanza Secund.aria · -especialidad 
de Tecnología-, hayan sido excluidos de la convocatoria de 
pruebas selectivas de acceso a' la función pública docente. 
Desestimada. 

Viceconsejero de Administración Educativa 

377-394/94 y 536/94-
Concurso de traslados de maestros. 
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· Contenido: 
1. Que la catalogación de los puestos de trabajo docentes se 
adecúe a la realidad de las dotaciones presupuestadas existentes. 
2, Que, una vez realizada esta adecuación, en los próximos 
concursos. de .traslados ·se anuncien t~mtos puestos vacantes 
como resulten de la nueva catalogación. Pendiente. 

/ 

Director del Gabinete Técnico 

431/93- Perfiles lingüísticos .. 
Contenido: 
1.r Que. se intenten garantizar l.os niveles de euskaldunización 

· alcanzados, siempre que las disponibilidades de recursos y la 
planificación educativa lo permitan, todo ello, con el fin de 
continuar con la generalización de la cooficialidad .lingüística y 
de potenciar Ja autonomía de los centros educativos. 
2'. Que los niveles de euskaldunización queden reflejados en las 
correspondientes relaciones de puestos de trabajo, de maneta 
que se posibilite una consolidación del derecho a la oferta edu­
cativa y la existencia de un mínimo de seguridad jurídica en las 
relaciones que· necesariamente deben darse entre este derecho .. 
y la programación general atribuida a la AdmiI}istración .educa­
tiva. Estimada. 

2/94- Retirada de plus de especialidad por traslado forzoso. · 
Co,ntenido: que se respete el derecho a continuar percibiendo 
lá cantidad que corresponde al plus de especialidad, por no tra­

. tarse de un traslado voluntario. Estimada. 
11/94- Valoración de méritos en concurso de acceso a cátedra. 

Contenido: que se proceda a la baremación del Curso de Actua-
· lización Pedagógica en Dibujo, debidamente alegado y acredita­
do por el interesado, con arreglo a los criterios de valoración 

. previstos en Ja Orden de convocatoria del concurso de méritos; 
así como, caso de ser necesario, a la pertinente corrección de la 
Orden de 23 de junio de 1993 por la que se hizo pública la 
resolución definitiva de dicho concurso. Estimada. 

512/94- Revisión de calificaciorn~s otorgadas en tribunal de selección. 
Contenido: que se recabe el testimonio de los miembros que 
integraron el órgano selectivo, con el fin de. contrastar la ver­
sión defendida por el reclamante en queja, toda vez que dicho 
testimonio se constituye en el único medio de prueba efeetivo. 
Estimada. 

568/9,4- Calificación otorgada en oposiciones al Cuerpo de Maestros. 
Contenido: que se proceda a una convocatoria extraordinaria 
que resuelva satisfactoriamente tanto el recurso administrativo 
pendiente de resolución como, en última instancia, el expe­
diente de queja. Pendiente; 
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Departamento de Interior 

Viceconsejero de Administración y Régimen Jurídico 

66/93- Vulneración del derechp a la intimidad .por filtración de infor­
mación de la Policía Vasca a la prensa·. 
Contenido: que se identifique exclusivamente mediante inicia­
les a las personas que sean objeto de información en las notas 
de prensa que en lo sucesivo se publiquen desde ese departa-
mento. Estimada.· ' 

Director de ;Tráfico y Parque Móvil 

778/93- Silencio administr¡;üivo. 
Contenido: que se proceda a la resolución del recurso ordina-

. rio presentado por el reclamante estimando su pretensión y 
dictando en consecuencia nuevo. actó sancionatorio en el que 
se dé contestación a las alegaciones expresadas por el interesa-
do. Estimada. ' . 

779/93- Silencio ad!11inistrativo. 
Contenido: que se proceda a la resolución del recurso ordina­
rio presentado por el interesado estimandó su pretensión y dic­
tando en consecuencia nuevo acto sané;ionatorio en el que se 
dé contestación a las alegaciones expresadas por el interesado. 
Estimada. 

196/94- Sanción de tráfico. 
Contenido: 
L Que se revoque la sanción por infracción del art. 72.3 de la 
Ley de Tráfiéo y se archive el expediente sancionatorio trami­
tado por dicho rnotivo. 
2. Que se impulse, en caso de que se estime pertinente, el 
expediente sancionatorio incoado por utilización de ticket de 

. estacionarniento indebido. 
3. Que se devuelva al interesado el importe abonado a cuenta 
de la sanción y cuya revocación se solicita. Estimada. 

212/94- Sanción de tráfico, 
Contenidó: que se archive el expediente sancionatorio incoado 

. contra el interesado por presunta infracción del art. 19 de la 
Ley de Tráfico. Desestimada. 

475/94- Acreditación de residencia. 
Contenido: que se proceda a Ja admisión condicional de la 
interesada como aspirante a las pruebas. de selección previas 
para el acceso· al curso con vistas a obtener el Certificado de 
Aptitud de Director de Escuelas Particulares de Conductores, 
sin perjuicio de la resolución definitiva que proceda adoptar al 
respecto. Estimada. 
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4 75/94- Acreditación de residertcia.~ 
Contenido: que se revoque la Resolución de 19 dé setiembre 
de 1994 del Viceconsejero de Interior, y se emita una nueva, 
sustitutoria de· la anterior, en la que se reconozca la admisión 
definitiva de la interesada. Estimada. 

530/94- Sanción de tráfico: 
Contenido: 
1. Que en el supuesto de que la interesada haya interpuesto el 
pertinente recurso administrativo contra la resolución sanciona­
toria, este sea objeto de Ja oportuna estimación, fundamentán~ 
dose, amén de las irregularidades procesales que han sido 

· constatadas, en la prescripción de Ja acción para sancionar. 
2. Que en el supu~sto de que la interesada no haya interpuesto 

· recurso administrativo contra la resolución sancionatoria, el 
órgano competente de esa Dirección de Tráfico y Parque 
Móvil, entendemos que el Responsable Territorial de Tráfico 
de Bizkaia, dicte, por las razones antes expuestas y al amparo 
de lo previsto en el artículo 105 de la Ley 32/1992, de 26 dé 
noviembre, resolución revocatoria del acuerdo sancionador. 
Pendiente. 

Director de la Unidad Técnica Auxiliar de Policía (UTAP) 

32/94- Composición de Comisión de Valoración. 
Contenido: que en las convocatorias de futuros concursos de 
méritos por los que se prevea la realización de pruebas prácti­
cas, se garanticé la presencia de varios especialistas como 
~miembros de la Comisiórt de Valoración y que, caso de que esto. 
último no resultara posible, se haga urt uso efectivo de la facul­
tad de nombrar.asesores colaboradores externos. Estimada. 

B) Diputaciones forales 

- Diputación Foral de Alava 

Departamento de Bienestar Social 

Diputadó Foral de Bienestar Social 

105/94- Evaluación de mé~itos en pruebas selectiv<;ls. 
Contenido: que procedan a la revisión de los criterios de valo­
ración de méritos adoptados por el Tribunal Calificador del 
concurso-oposición convocado para la provisión de pl¡:izas de 
auxiliar de enfermería, dejando sin efecto Ja decisión de excluir 
la valoración de los servicios prestados en Osakidetza. Estima­
da. 
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- Diputación Foral de Bizkaia 

Departamento de Bienestar Social 

Diputado Foral.de Bienestar Social 

228/94- Silencio administrativo. 
Contenido:. que se dicten resoluciones expresas en reladón con 
lás .solicitudes de ayuda económica individual cursadas por . el 
interesado. Pendiente. · . 

463/94- Provisión de puestos para turno de noche en residencia depen­
diente del Instituto Foral de Bienestar Social (IFBS). 
Contenido: que se proceda a la catalogación individualizada de 
los puestos de auxiliar de enfermería según se correspondan 
con turnos de día o de noche, posibilitándose así, en el futuro, 
un acceso del personal basado en principios de mérito y capa­
cidad. Pendiente. · 

Departamento d.e H,acienda y Finanzas 

Diputado Foral de Hacienda y Finanzas 

260/93- DeducciÓn por inversión en vivienda habitual. 
Contenido: qµe se permita deducir el préstamo para adquisi­
ción de viyienda a los dos cónyuges, aunque el préstamo esté a 
nombre de uno de ellos. Estimada. 

4 7 4/93- Deducción por familiares minusválidos. 
Contenido: que se permita la práctica de la deducción por 
aquellos familiares que no sean estrictamente, ascendientes o 
descendientes. Pendiente. 

27 /94- Exención en eUmpuesto de Matriculación. 
Contenido: que se declare exenta la matriculación de un vehí-
culo cuyo titular padece una minusvalía. Pendiente. · 

252/94- Silencio administrativo. 
Contenido: que se proceda a la oportuna modificación del 
catastro urbano, haciendo figurar como propietaria de la par­
cela a la persona que actualmente ostente la titularidad de la 
misma, dando de baja al interesado. Desestimada. 

346/94- Derecho a elección de idioma. 
Contenido: que la Administración conteste al interesado. en el 

1 

idioma.que ha solicitado. Estimada. · 
450/94- Deducciones en IRPF. 

Contenido: que se permita la deducción por hijos a. los sujetos 
pasivos del IRPF que abonan pensión alimenticia por decisión 
judicial. Estimada. 
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, ' 

- Diputación Foral de Gipuzkoa · 

Departamento de Hacienda y Finanzas 
¡ , . 

Diputado Foral de Hacienda !) Finanzas 

246/93- Desgravación de intereses por adquisición de vivienda habitual. 
Contenido: que se permita desgravar de la base imponible los 
intereses de préstamos para adquisición de una vivienda de 
nueva construcción. Desestimada. . . 

447 /93- Exención en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales 
(ITP) de las viviendas a preció tasado. 
Contenido: que se declare exenta la primera transmisión iOter­
vivos de viviendas de protección oficial. Desestimada. 

614/93- Deducción por vivienda habitual. , 
Contenido: que se considere vivienda habitual aquella en la que 
reside efectivamente, aun cuando no figure empadronado en 
ella. Desestimada.· 

227/94- Deducciones en IRPF; 
Contenido: que se permita la práctica de la deducción por estu­
dios universitarios a todos lós incluidos en los planes de estu~ 
dios. Desestimada. 

C) Ayuntamientos 

- Territorio Histórico de Alava 

Alcalde de Amurrio 

323/94- Actividades molestas. 
Contenido: 
1. Que como medida cautelar se proceda a la clausura de una 
actividad sociorecreativa del municipio de Amurrio. 
2. Que se requiera al titular de la actividad en cuestión para 
que proceda a la legalización del mismo conforme al procedi" 
miento establecido en el RAMINP, indicando que para ello 
debe presentar la correspondiente solicitud de licencia, junto 
con el proyecto técnico necesq.rio ajustado a las condiciones 
técnicas que establece el Decreto 17.1/1985, de 11 de junio, 
del Gobierno Vasco. Pendiente. 

323/94- Actividades molestas. 
Contenido: que procedan a la modificación puntual de las Nor­
mas Subsidiarias del Planeamiento del Municipio de Amurrio, 
aprobadas definitivamente el 30 de marzo de 1990, y a su 
adecuación a las disposiciones del Decreto 171/85, de 11 de 
junio, del Gobiernd Vasco. Aceptada. 
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Alea/de de Lapuebla de Labarca 

401 /94- Erronea inf 9rmación urbanística da lugar a gastos de proyectos 
de los particulares. · 
Contenido: que el Ayuntamiento indemnice el coste de adapta­
ción del proyecto para reubicar la bodega, al haber incurrido 
en irresponsabilidad por una información urbanística confusa e 
insuficiente. Pendiente. ' . 

Alcalde de Vitoria/Gasteiz 

84/93- Actuación del Ayuntamiento respecto a'la urbanización de par­
celas. 
Contenido: 

· 1. Que se revoque el Decreto de Alcaldía-Presidencia que con­
tiene ~l acuerdo por el que se requiere a la empresa para que 
abone la parte que le corresponda en la acometida de electrici­
dad de su parcela. 
2. Que se proceda a la devolución de la cantidad abonada por 
el interesado tras la desestimación del recurso de reposición 
presentado. Desestimada. 

323/93- Expediente sancionador incoado al presidente de uri club de 
jubilados . 

. Contenido: que se revoque la sanción emitida contra el intere­
sado con base eh la argumentación fáctica y jurídica, que, en 
caso de que sé estime oportuno incoar dicho expediente, se 
proceda a dictar sanción por falta grave sobre el hecho de falsi­
ficación de factura, conmutándose la sanción con la ya cumpli­
da. Estimada. 

· 602/93- Devolución de escultura al autor de la obra. 
Contenido: que se retire la escultura. Desestimada. 

676/93- Domiciliación de cobro del impuesto de circulación. 
Gontenido: que se le admita el pago del impuesto sin recargo 
en las oficinas municipales, sin necesidad de domiciliarlo. Pen­
diente. 

301/94- Sanción de tráfico. 
Contenido: 
1. Que se revoque la sanción. impuesta contra el interesado. 
2. Que se devuelvan a la interesada las .cantidades satisfechas 
por dicha sanción, así como por la retirada de su vehículo de la 
vía pública por la grúa municipaL Pendiente. · 

480/94- Sanción de trMico. 
Contenido: que se revoque la resolución por medio de la cual 
se impone al interesado una sanción por infracción de las nor­
mas reguladoras de la circulación, y la de 24 de abril de 1993, 
por ·la que se desestima el recurso de reposición interpuesto 
contra la anterior. Pendiente. 
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-Territorio Histórico de.Bizkaia 

Alcalde de Basauri 

10/94- Actividades molestas, 
Contenido: que, de acuerdo éon lo previsto en los artículos 36 
y ss. del Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Noei­
vas y Peligrosas, mediante Decreto de Alcaldia se imponga al 
titular del bar un último plazo de un mes para que presente los 
correspondientes proyectos para la adecuación del local a la 
normativa vigente, apercibiéndole de que en casó de incumpli­
miento se procederá a su cierre provisional: Pendiente. 

438/94- Situación de ábandono del barrio por parte del Ayuntamiento. 
Contenido: que garantice en un ·barrio del.municipio de Basau­
ri una actuación continua de vigilancia polícial, para evitar que 
se produzcan los conflictos que se. denuncian en el escrito pre­
sentado por los vecinos. ante esta· institución, procurando, de 
esta forma, dar una respuesta inmediata a las denuncias que 
pudieran presentar los residentés de la zona citada ante esa 
éntidad local. Pendiente. 

711/94- Acceso a pruebas selectivas. 
Contenido: qµe se re.suelva expresa y motivadamente la recla­
mación planteada por la interesada, y ello con el fin de procu­
rar la debida tutela judicial efectiva de los derechos que la asis-
ten. Pendiente. · · 

Alcald~ de Berango 

589/93- Pago de cantidades adeudadas al Ayuntamiento por servicio de 
suministro de agua. 
Contenido: que se anulen los recibos por el servicio de suminis- . 
tro domiciliario de agua, ya que el servicio que presta el Ayun­
tamiento se limita al mantenimiento de las captaciones, y ade­
más carece de una tarifa en sus ordenanzas fiscales que le per­
mita liquidar una tasa por dicho servicio~. Pendiente. 

Alcalde de Bilbao 

771/92- Sanción de tráfico. 
Contenido: que se anule la nqtificación efectuada en el Boletín.· 
Oficial de Bizkaia al interesado y, por consiguiente, en aplica­
ción de lo establecido en el art. 81 del Texto Refundido de la 
Ley de Tráfico, Circulación dé Vehículos a Motor y Seguridad 
Vial, que sea sobreseido el expediente sancionatorio referido 
por prescripción de la· acción para sancionar. Estimada. 

388/93- Sanción de tráfico. 
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Contenido: que se anule la notificación efectuada en el boletín 
Oficial de Bizkaia a la interesada y, por consiguiente, en aplica­
ción de lo establecidó-en eLart. 81 del Texto Refundido de. la 
Ley de Tráfico, Circulación de Vehiculós a Motor y Seguridad 
Vial, que· sea sobreseído et expediente sancionatorio referido 
por prescripéión de la acción para sancionar. Estimada. 

686/93- Actividades molestas. · 
Contériido: . 
l. Que se ordene, mediante decreto de Alcaldía, la clausura y 

·cese,. con .precinta.je-si fuera necesario, de la actividad de una 
· Sociedad Cultural Recreativa. · ' 
2. Que se advierta que dicha clausura se mantendrá en tanto 
no obtenga la preceptiva licencia de apertura, una vez que se 
haya podido determinar por los servicios de inspección que . la 
actividad se ajusta a fas condiciones impuestas en la licencia de 
instalación. Pendiente. 

728/93- Silencio administrativo. 
Contenido: 
l. Que se conteste expresamente al interesado sobre las cues­
tiones planteadas en sus escritos, informándole de las últimas 
actuaciones municipales en t9rno al asunto planteado en aqué- · 
llos. 
2. Que se dicte orden de reparaCión a la Comunidad, de con­
formidad con los criteriOs aportados por los técnicos <;le ese 
ayuntamiento, es decir, que sé asegure la impermeabilización 
necesaria para evitar filtraciones de agua en la lonja del edificio 
d cualquier otra anormalidad con incidencia en la salubridad o 

· seguridad de las personas y bienes relacionados directamente 
- con dicho inmueble. Estimada. 

13/94- Sanción de tráfico. 
Contenido: . 
1. Que se anule la notificación efectuada en el· Boletín Oficial 

·de Bizkaia y, por consiguiente, en aplicación de lo establecido 
en el art. 81 del Texto Refundido-de la Ley de T~áfico, Circula~ . 
ción de Vehiculos a Motor y SeguridadVial, sobreseer el expe­
diente sancionatorio referido por prescripción de la acción 
para sancionar. 
2. Que se proceda a la devolución de la cantidad ingresada por 
la interesada por causa del expediente impugnado. Estimada. 

244/94- Sanción de tráfico. · 
Contenido: que se revoque el a.do sancionatorio acordado en 
el expediente sancionador, y todos aquellos posteriores dicta" . 
dos en la via de apremio, única vía para reponer 'al reclamante 
en el pleno ejercicio de sus derechos. Estimada. 

356/94- Exigéncias de titulación en proceso selectivo. 
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Contenido: que en las pruebas selectivas que en el futuro con­
voque el,Ayuntamiento, los requisitos de acceso que se exiján a 
los posibles candidatos interesados en dichas pruebas· guarden 
total correspondencia con los requisitos de desempeño que con 
respecto a las plazas que se trate de proveer se hayan estable- . 
cicló en la relación de puestos de trabajo. Pendiente. 

465/94- Silencio admir{istrativo. · · 
Contenido: que se proceda a la resolución expresa de cuantos 
escritos se hayan planteado por el interesado ante el Concejal 
del Area de Cultura del Ayuntam!ento, dando traslado del con­
tenido de tales resoluciones a esta institución. Estimada. 

556/94- Actividades molestas. 
Conhmido: que se proceda a realizar una inspección técnica de 
las actividades de carnicería ubicadas en el mercado de Santu'­
txu, para comprobar si· las mismas se adecúan a las medidas 
corr'ectoras requeridas y actual nor.mativa urbanística. Pendiente. 

584/94- ·Sanción de Tráfico. 
Contenido: 
l. Que se revoque la sanción impuesta alinteresado. 
2. Que se proceda a la devolución al interesado dé la cantidad 
abonada para satisfacer· 1a multa impuesta por la resolución 
sancionatoria. 

592/94- Sanción de tráfico. 
Contenido: 
1. Que . se proceda a la revocación de la sanción impuesta. al 
interesado. · 
2. Que se proceda, asimismo; a la revocación del expediente 

· de apremio tramitado en los servicios de recaudación ejecutiva 
para la ejecudón forzosa dé la sanción pecuniaria impuesta al 
interesado. Pendiente. 

615/94- Actividades molestas. 
Contenido:. 
1. Que· se proceda a ordenar la clausura de la actividad . de 
enseñanza hasta que la misma sea legalizada conforme al pro­
cedimiento previsto en el RAMINP de 1961, así como de 
acuerdo con las condiciones técnicas exigidas en el Decreto 
171/85, de 11 de junio, del Gobierno Vasco y demás normati- . ~ 
va urbanística municipal aplicable. 
2. Que se proceda a ordenar la clausura definitiva.de la activi­
dad de hostelería, en tanto que la misma es ilegalizable. Pen­
diente. 

661/94- Sanción de tráfico. 
Contenido: 
1. Que se revoque la sanción impuesta al interesado, por 
decreto de Alcaldía. 
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2. Que se revoquen y dejen sin efecto los actos de recaudación 
ejecutiva desarrollados en el expediente de vía de apremió tra­
mitado para hacer efectivo el abono de. la multa impuesta a tra~ 
vés de la sanción a que se ha hecho referencia. Pendiente. 

Presidente dél Consorcio de Aguas, Abastecimiento y Saneamiento 

211/93- Desproporción registrada en el recibo de agua. 
Contenido: que se gire nuevo recibo al interesado en concepto 
de consumo de agua, suponiendo qué el consumo efectuado es 
el resultante de prorratear los consumos realizados en los tres 
trimestres anteriores y en los tres posteriores a dicho plazo, 
liquidándose con él interesado la cantidad resultante según pro­
ceda. Estimada. 

· Alcalde de DUrango · 

511/94- Sanción de tráfico. Inmovílización de vehiculo. 
Contenido: 
l. Que se revoque la, medida cautelar de inmovilización del 
vehículo. 
2. Que se proceda a lq devolución del importe cobrado por la 
adopción de la medida de inmovilización, que asciende a 
10.000 pts. Aceptada. · 

273/94- Sanción de tráfico. 
Contenido: que se suspenda la medida cautelar de inmoviliza­
ción del vehiculo, y por esa razón, que se dewelva al interesa­
do la cantidadabonada. Pendiente. 

Alcalde de Elorrio 

292/9.4- Exenciones en el Impuesto de Circulación. 
Contenido: que se reconozca la exención del Impuesto sobre 
Vehículos de Tracción Mecánica al interesado, procediendo a 
la anulación de la liquidación girada. Desestimada. 

Alcalde de Erandio 

97/94- Denuncia de funcionamiento clandestino de un vertedero. 
Contenido: que se proceda a la suspensión inmediata de la 
actiVidad de vertedero y se incoe un expediente sancionador. 
·Pendiente. 

Alcalde de Ermua 

725/93- Acondicionamiento de teatro municipal. 
Contenido: que se respeten las normas presupuestarias y que 
no se comprometa. a un gasto sin que exista crédito. Pendien­
te. 
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Alcalde de Gorliz 

166/94- Rescisión de concesión ádministrativa. 
Contenido: que se rescinda la concesión otorgada para la utili­
zación privativa de un bien de dominio público con el fin de 
inst.alar un quiosco de ventad~ prensa y, simultáneamente, ini­
ciar el procedimiento preciso para otorgar una nueva canee- . 
sión administrativa al respecto. Pendiente. 

493/94- Actividades molestcas. 
Contenido: 
1. Que se prohíba al titular del bar-restaurante el funciona­
miento de la actividad de restaurante, dado que la misma ha de 
consid~rarse comó dandestina, y· se. mantenga dicha prohibi­
ción hasta qu~ fa misma sea legalizada. 
2. Que se requiera al propietario del,,establecimiento a la legali­
zación de la actividad como bar~restaurante, informándole que 
debe presentar el correspondiente proyecto técnico ajustado .a 
las condiciones exigidas en el Decreto 171/85, de 11 de junio, 
del Gobierno Vasco, así como demás normativa urbanística 
vigente. Pendiente. r ·. 

370/94- Los vednos protestan contra la declaración por el Ayuntamien­
to de un camino como· de titularidad pública sin disponer de 
elementos de prueba suficientes para éllo . 

. Contenido: que se revoquen los acuerdos adoptados por el 
Ayuntamiento, en virtud· de .los· cuales se declara probado el 
uso público del camino. Por otro lado, si el Ayuntamiento lo 
estimara procedente,· podría incoar un expediente de investiga­
ción., por si pudieran aparecer nuevos datós o hechos que 
pudieran constitufr prueba plena de la titularidad· pública· del 
camino. Desestimada. 

Alcalde de Leioa 

172/94- Sujeeión al Impuesto de Plusvalia. 
Contenido: que se declare no sujeta la operación a efectos del 
Impuesto sobre Incremento del Valor de los Terrenos, anulan­
do la liquidación girada. Desestimada. 

Alcalde de Mallabia 

527 /94- Señalización de carretera . 
. Contenido: que se deberá indicar al usuario a través de una 
señal de c111rva peligrosa a la derecha. Pendiente. 

Alcalde de Plentzía 

· 60/94- Consorcio de Repoblación Forestal. 

-257-



Contenido: que procedan al abono inmediato de las cantidades 
pendientes de pago al interesado en función de · 10 estipulado 
en el consorcio para la repoblación forestal del monte Urzuria­
gas. Pendiente. 

178/94- Ejecución de ob.ra .sin ajustarse a la licencia, y pasividad y lenti­
tud en la rea.cción del Ayuntamiento que hace inoperante cual­
quier m"7dida. 
Contenido: · . 
l. Que el Ayuntamiento actúe con mayor celeridad en los 
expedientes de disciplina urbanística, cuando se detecte la 
comisión de presuntas obras ilegales, de tal manera que no 
vuelva a ocurrir que la dilación e.n el tiempo dé lugar a la· con­
solidación de obras ilegales, con el consiguiente perjuicio para 
el interés.general en su aspecto urbanístico .. 
2. Que la Alcaldía recabe los medios necesarios y adopte las 
medidas pertinentes que garanticen lé\ ejecución de los acuer­
dos que se adopten por los distintos órganos del Aylintamien- . 
to. Desestimada. · 

Alcalde de Sestao 

396/93- Equiparación de titulaciones a efectos de ingreso en fa función 
pública. 
Contenido: que· se equipare el· título otorgado por . la Federa­
ción Española de Nátación de "monitor nacional de natación" 
al título de "salvamento y socorrismo acuático" a los efectos de 
las próximas con\loc.atorias de plazas para monitores socorris­
tas. Desestimada. 

Alcaide de Sope/ana 

147 /94- Actividades molestas. 
·Contenido: 
l. Que ese ayuntamiento, mediante deáeto de Alcaldía, 
requiera al titular de una sala. de juegos recreativos,· para que 
proceda a la inmediata insonorización del establecimiento, 
ajustando la misma a las medidas correctoras impuestas en la 
licencia de instalación, presentando al efecto el correspondien­
te proyecto técnico conforme prevé el Decreto 171/85, de 1.1 
de junio, del Gobierno Vasco. 
2. Asimismo, qué se requiera la instalación de doble puerta, tal 
como exige el decreto citado para este tipo de actividades, con 
objeto de ·evitar transmisiones sonoras a· los vecinos colindan­
tes ál establecimiento en cuestión. , 

. 3. Si aún el referido local no dispone de la preceptiva licencia 
de apertura, que se proceda a la paralización de la actividad 
hasta que la misma se legalice. Aceptada. 

< 
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Alcalde de Valle de Trápaga/frapagaran 

85/94- Actividades molestas. 
Contenido: que mediante decreto de Alcaldía requieran al titu­
lar de establecimiento para que presente un proyecto de inso­
norizacion con sus cálculos correspondientes a 90 dB (A) eh el 
interior del local, para la preceptiva autorización de la utiliza­
ción del equipo musical· instalado, en un plazo de dos meses, 
advirtiéndole que, en caso de incumplimiento, se procederá al 
precintaje de dicho aparato musical y a exigirle la presentación 
de un proyecto de insonorización de los cálculos a 75 dB (A). 
Estimada. 

- Territorio H,istórico de Gipuzkoa 

Alcalde de Astigarraga 

121/94- Protesta contra las condiciones de la licencia de obras para 
construir un pabellón. . 
Contenido: que se revoquen algunas de las 'condiciones de la 
licencia y se insta al Ayuntamiento a que apruebe definitiva­
mente las normas subsidiarias. Estimada. 

Alcalde de Bergara 

760/93~ Actividades molestas. 
Contenido: 
l. Que los servicios técnicos municipales realicen una inspec­
ción técnica de los establecimientos, con ,el fin de comprobar si 

· la actividad de los mismos de. adecúa a lo previsto en el Decre­
to 171/85, de 11 de junio, 'sobre las técnicas generales que 
deben aplicarse. a las Actividades Molestas Insalubres, Nocivas 

. y Peligrosas desarrolladas en suelo urbano residencial. 
2. Si como consecuencia de dicha inspección se aprecia alguna 
irregularidad en el funcionamiento de los establecimientos, se 
informe sobre ello a los dueños, y se les inste para que, confor­
me al Reglal!lento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas 
y Peligrosas, subsanen las deficiencias .constatadas. Pendiente. 

Alcalde de Donostia/San Sebastián 

386/93- Silencio administrativo. 
Contenido: que se anulen las resoluciones sancionatorias emiti­
das contra el interesado por prescripción de la acción para 
sancionar conforme al artículo 81 del Texto Refundido de la 
Ley de Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad 
Vial. Pendiente. 
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.86/94-. Admisión a pruebas selectivas. 
Contenido: que .mediante resolución de esa ,Akaldía-Presiden­
cia se h¡:igan públicas las listas definitivas de aspirarites admiti­
dos-excluidos en el conc.urso de méritos para la provisión de 
cuatro plazas de sargento de Guardia Municipal, y se incluya al 
interesado en las mismas, modificando, de esta manera, la 
resolución de 8 de marzo de 1994. Desestimada. 

171/94- Silencio administrativo. 
Contenido: que procedan a la. resolución expresa del recurso 
de reposición planteado por el interesado ante esa Alcaldía­
Presidencia, dando traslado de su resultado a esta institución. 
Estimada. 

238/94- Baja en el padrón municipal sin previa notificación. 
Contenido: que se revoque el acuerdo adoptado por el ,que se 
da de baja al· interesado, c~nsiderando la situación de alta del 

•interesado en dicho período a los efectos que sean oportunos. 
Estimada. 

Alcalde de Eibar 

6~6/94- Actividades molestas. 
Contenido: 
l. Que se proceda a la clausura de la actividad de guardería de 
vehículos, y se mantenga dicha clausura hasta que la actividad 
sea legalizada. , 
2. Que .se proceda a la incoación del correspondiente expe­
diente sancionador. contra el o los titulares del establecimiento 
en cuestión; por ejercer una actividad sin haber obtenido las 
preceptivas licencias municipales. Pendiente. 

Alcalde de Elgoíbar 

487 /94- Actividádes molestas. 
Contenido: 
1. Que los se.rvicios técnicos procedan a realizar la preceptiva 
inspección, con objeto de póder determinar si la actividad de 

~ bar~restaurante se ajusta a las condiciones técnicas exigidas en 
el Decreto 171/85, del Gobierno Vasco. 
Si mediante dicha inspección se comprueba que la actividad en 
cuestión no reúne las condiciones técni¿as exigidas y se consta­
ta la existencia de las mólestias, que se realice una valoración 
sobre la posibilidad técnica de la ejecución de las obras de 
acondicionamiento. 
2. En su caso, ·requerir. en ún plazo determinado la adopción 
de las medidas c6rrectoras al titular de la actividad. Pendiente. 
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Alcalde dé Hernani 

531/94~ Actividades .molestas. 
Contenido: · 
1. Dado que de las mediciones sonoras realízadas hasta el 
momento se ha podido constatar que el nivel sonoro transmiti­
do a las viviendas más afectadas excede del nivel máximo per­
mitido, que se adopte como medida cautelar la retirada del 
equipo musical: 
2. Que se inste al titular a que. presente el proyécto de insono­
rización con s4s cálculos correspondientes a 90 dB (A), tal 
como exige el art. 3.2.4. del Decreto 171/85. Pendiente. 

Presidente del Consejo de Administración de Hondarribia Lantzen 
S.L. , 

214/94- Requisitos de admisión para adjudicación de vivienda. 
Contenido: que en las próximas promociones de viviendas no 
resulten excluidas aquellas situad.enes como las que han moti­
vado esta queja; sin perjuicio de la valoración que pueda otor­
garse a determinadas circunstancias sociales o económicas. 
Desestimada. 

Alcalde de Irun 

804/93- Subvenciones concedidas por el Ayuntamiento para actividades 
deportivas. . . 
Contenido: que se proceda a la concesión de subvenciones 
económicas al club interesado en función de la baremación de 
lo$ criter:ios generales aprobados por ese ayuntamiento para 
dicho fin. Estimada. · 

110/94- Actividades molestas. 
· Contenido: que los técnicos municipales procedan en el plazo 
de 15 días a realizar una inspección técnica rigurosa y en con­
diciones para determinar si la actividad de bar-restaurante se 
ajusta o no a la legalidad vigente. Pendiente. -

Alcalde de Lasarte-Oria 

809/93- Pasividad del Ayuntamiento ante una infracción urbanística por 
cierre de balcón. 
Contenido: que se ejecuten y hagan cumplir los acuerdos del 
Ayuntamiento ordenando la reposición de los bienes afectados 
al estad.o anterior al inéumplimiento de la normativa, e incluso, 
si ello fuera necesario, acudiendo a la ejecución subsidiaria. 
Pendiente. 
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. . 
Alcalde de Soraluze/Placencia de las Armas 

691/94- Denuncia del cobro ilegal de tarifa por mantenimiento de con-
tador. · 
Contenido: que el Ayuntamiento deje de cobrar el precio públi­
co por el cohcepto de "alquiler de contador" a aquellos vecinos 
que,sean propiétarios de dicho contador. Pendiente. · 

. Alcalde de Tolosa 

406/92- Situación irregular de funcionario. 
Contenido: que se proceda a la subsanación de la situación 

· irregular en la que se encuentra el reclamante en queja, bien a. 
través de una nueva catalogación del puesto de trabajo de 
administrativo/a de ,matadero, o bien mediante la readscrip­
ción del interesado en un puesto de trabajo propio de su cate-
goría.· Estimada: · 

Alcalde de Zizurkil 

566/93- Actividades molestas. 
Contenido: 1 

1. Que los servicios técnicos municipales procedan en el plazo 
más breve posible a realizar una inspección técnica de los esta­
blecimientos denunciados, para determinar si los mismos de 
adecúan a lo dispuesto en el Decreto 171/85, y en concreto 
respecto a los apartados 3.1.2., 3.2.3., 3.2:4., 3.2.5, y'3.2.6 
del capítulo 1 sección 1 ª de dicha disposición. ' 
2. Que se requiera a los titulares de los establecimientos para 
que corrijan las deficiencias detectadas conforme prescriben el 
art. 36 y siguientes del RAMINP, si de la inspección se com­
probaron irregularidades en el funcionamiento de las activida­
des. Estimada. 
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CAPITULO Vil, 

SUGERENCIAS Y· ... 
·RECOMENDACIONES DE 

CARACTER GENERAL 



Durante el año 1994, el Ararteko, en cumplimiento de las previsiones 
contenidas en el artículo 11 b) de la Ley 3/1985, de 27 de febrero, tras el tra-

' tamiento y análisis individualizado de las quejas presentadas, ha emitido reco­
mendaciones y recórdatorios dél cumplimiento de la legalidad, en relación con 
las cuestiones planteadas, poniendo, de esa manera, fin a los expedientes tra­
mitados. A través de las resoluciones adoptadas, los problemas residenciados 
en esta institució~, han recibido la conveniente y particularizada atención. 

· En muchas ocasiones las denunciás objeto de estudio y resolución, traen 
causa de actuaciones administrativas de idéntica factura .. Esta reiteración en el 
origen de los problemas determina, obviamente, una dimensión cuya trascen­
dencia. se proyecta sobre la colectividad de una manera generalizada. Por otro 
lado, se constata que, a veces, las quejas individuales no reflejan la totalidad de 
los aspectos problemáticos que inciden en la materia objeto. de atención, 
hecho éste que puede suponer un análisis parcial de los asuntos . 

. En el desarrollo de las responsabilidades de esta institución se examinan 
problemas cuya particular naturaleza, aun en el.supuesto de no ser recurrentes 
y de poder ser objeto de la debida atención, provoca ·eventuales índices de 
preocupación por uná potencial ampliación de su ámbito de incidencia. 

La canalización de las inquietudes derivadas de las circunstancias ante­
riormente descritas se ha materializado a través de determinadas actuaciones 
del Arartéko, que, durantesus años de funcionamiento, y al amparo de lo prec 
visto en el artículo.11 c) de su ley constitutiva, ha elaborado recomendaciones 
y sugerencias, de carácter general, ·dirigidas a 'los poderes públicos, que, sin 
resolver quejas concretas, analizan esas problemáticas anteriormente referidas 
que, a criterio de esta institución, afectan o puede\") afectar, de manera univer­
salizada a los derechos de los ciudadanos. 

Estas recomendaciones y sugerencias de carácter general, tienen como 
finalidad señalar las deficiencias en la legislación, los vacíos normativos en 
aquellas materias que afectan a los derechos de los ciudadanos, así como 
superar determinadas prácticas administrativas cuyo ejercicio se valora como 
disconforme con el respeto a esos derechos. 
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7.l. DE LA NECESIDAD DE APROBAR LAS DIRECTRICES DE 
ORDENACION DEL TERRITORIO (DOT) PARA UNA ADEqJA­
DA ESTRUCTURACION DEL TEIPUTORIO DE LA CAPV 

' . 

En cumplimientó del mandado de la Ley 4/90 de Ordenación del T erri­
torio de la CAPV durante estos cuatro últimos años la Administraeión, y en 
especial el Departamento de Urbanismo, Vivienda y Medio Ambiente del 
Gobierno Vasco, ha realizado un importante esfuerzo intentando estructurar 
el territorio, darle cohesión y planificar su desarrollo. Para ello ha promovido· 
la redacción de los siguientes documentos de 9rdenación: 

~Directrices de Ordenación del Territorio (DOT). 
~ Plan Territorial Sectorial para ordenación de .las actividade? económi-

- Plan Territorial Sectorial de-ordenación de los cauces fluviales de la ver­
tiente cantábrica. 

- Plan Territorial Parcial del subárea funcional del Gran Bilbao. 
Además, la Diputación Foral de Gipuzkoa y el Gobierno Vasco han sus~ 

crito un convenio para la redacción de los planes territoriales de las seis áreas 
funcionales de Gipuzkoa: Beasain-Zumárraga, Donostia'/San Sebastián, Eibar, 
Mondragón-Bergara., T olósa y Zarautz-Azpeitia. De estos docµmentos el 
correspondiente al área funcional de Donostia/San Sebastián ya ha sido pre­
sentado para tramitar la fase de avance. 

Es evidente que el documento básico; la piedra angular a partir de la cual 
se diseña toda la ordenación del territorio de la CAPV son las DOT; su ámbito 
territorial afecta a toda la Comunidad Autónóma, e integra todas aquellas 
determinaciones que condicionan la ordenación delterritorio: el medio físico, 
las políticas del suelo residencial y para actividade.s económicas, el patrimonio 
cultural, la rehabilitación y renovación urbana; las áreas de esparcimiento, las 
infraestructuras básicas, la ordenación de los equipamientos, así como una 
división del territorio en áreas funcionales que permitirá actuar en una escala 
intermedia con mayor operatividad'. 

Las DOT pretenden cohesionar e integrar todas aquellas actuaciones que 
tienen un reflejo en el territorio, creando así un esqueleto o armazón que debe 
ser respetado y desarrolladó por las actuaciones de las distintas administració­
nes y organismos públicos con competencias generales o sectoriales. 

El urbanistno, y se puede decir que, .por extensión, la ordenación del 
territorio, se caracteriza por estar sus competencii'lS repartidas .entre distintos 
ámbitos institucionales (ayuntamientos, diputaciones forales, Comunidad 
Autónoma), por lo que a veces adolece de·un exceso de planteamientos indivi-

. duales y descoordinados. Este problema se resuelve en gran medida a través 
de los contenidos de las DOT y de los demás instrumentos de ordenación del 
territorio, ya que establecen unas bases comunes de actuación y unos objetí­
vos, que además son vinculantes para las distintas administraciones. 
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La elaboración de un documento tan ambicioso, con unos contenidos tan 
·sustanciales, es lógico o al menos a nadie sorprende, que cree tensiones y 
reacciones enfrentadas, e incluso él rech~zo en algunas dé las administracio­
nes afectadas. Ahora bien, algo tan razonable e incluso positivo como es la 
defensa de los intereses locales no puede llegar al extremo de impedir que se 
llegue a algún tipo de acuerdo sobre el sistema de ordenación del territorio de 
toda la Comunidad Autónoma. Es imprescindible buscar puntos de encuentro, 
concertar voluntades, y' crear un marco flexible e integrador que permita, 
desde el respeto a la autonomía de cada Administración, superar las posturas 
unilaterales o disgregadoras. 

No podemos olvipar que somos una comunidad autónoma pequeña, con 
alta densidad de poblacion, y con sectores de actividad relativamente dinámi~ 
cos, Ío que crea fuertes tensiones sobre el territorio. Esto nos obliga, si quere­
mos salvag~ardar y preseniar el entorno y en definitiva nuestra calidad d~ 
vida, a actuar de una forma lo más ~acional posible evitando un mal uso o el 
deterioro del reducido territorio de que disponemos. 

Una adecuada ordenación y estructuración del territorio debe posibilitar 
buscar economías de escala localizando adecuadamente los polos de ubicación 
de actividades, además de facilitar la coordinación de las distintas políticas sec- . 
toriales. También, deb'e permitir reducir las situaciones en que las administra-

. dones compiten para loe.alizar en su territorio ·actividades .rentables, lo que 
indefectible111ente, a la experiencia nos remitimos, ha conducido a apuestas a 
la baja para atraer dichas actividades. · 

Por la estructura troncal de planeamiento, hasta que. no se apruebe el 
documento base que son las DOT, no es posible la aprobación del resto de los 
documentos de ordenación del territorio que se subordinan a sus determina­
ciones; esto es, sin la aprobación definitiva de las DOT no pueden entrar en 
vigor los planes territoriales sectoriales y parciales que desarrollan sus determi­
naciones. 

Como es sabido la tramitación de las DOT ha seguido un largo proceso: 
su redacción fue acordada el 17 de julio de 1990; el avance se expuso al 
público en diciembre de 1991; después de estudiar las sugerencias presenta~ 
das se aprobaron in.icialmente el 24 de enero de 1994; tras una nueva fase de 
alegaciones se aprobaron provisionalmente el 29 de julio de 1994. En estos 
momentos se encuentra pendiente de lograr el consenso político que posibilite 
su aprobación definitiva. · 

Desde esta institución, teniendo en cuenta. los mecanismos de ordena­
miento del territorio que establece la Ley 4/90 del ParlamentoVasco, se con­
sidera imprescindible que la CAPV cuente en breve con unas DOT aprobadas 
definitivamente y de plena aplicación. Por ello, tanto el Gobierno Vasco como 
los responsables de· 1as distintas administraciones públicas deberían, desde 
una perspectiva solidaria y responsable, realizar un esfuerzo que permitiera 
consensuar la ordenación del territorio de la CAPV, posibilitando así la apro­
bación definitiva de las DOT. 
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7.2.,•CONSIDERACIONES VARÍAS SOBREIA REDACCION DE IAS 
NORMAS SUBSIDIARIAS DE PIANES GENERALES 

Con motivo .de que muchos ayuntamientos han iniciado, o lo van a hacer 
próximamente, la revisión y/o adaptación de su planeamiento básico al nuevo 
Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992 resulta oportuno desde esta ins-
titución efectuar algunas reflexiones. . . 

Según dispone la disposición transitoriá primera del Decreto 132/94 del 
Gobierno Vasco, los munidpios de más de 25.000 habitantes y aquellos com-. 
prendidos en el Bilbao-Metropolitano y en el área fÚncional de Donostia/San 
Sebastián, disponen de plazo hasta el 8 de abril de 1998 para adaptar su pla~ 
neamiento vigente al Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992. 

A esta obligación· legal se añade la de que los ayuntamientos mayores de 
7. 000 habitantes deberán calificar como suelo residencial destinado a la cons~ 
truccióh de viViendas· sujetas a protección pública el 2.0% del suelo urbano 
residencial y el 65% del.urbanizable residencial. así lo establece el art. 2 de. la 
Ley l'Z/94 del Parlamento Vasco, de 30 de junio, de medidas urgentes en 
materia de vivienda y de tramitación de los instrumentos de planeamiento y 
gestión urbanística. · - · · · 

. . 
. El planeamiento vigente, redactado en su gran mayoría en la décaéla 

pasada, se enfrentaba en el momento_ de su el.aboración con el reto de reequi­
par la ciudad, dotarla de espacios libres. y zonas verdes, planificar las infraes­
tructuras, reducir densidades edificatorias, diversificar la oferta de viVienda, 
proteger el pátrimonio edificado, etc. Hoy en ,día estos objetivos, aun cuando 
no h~ri sido conseguidos en su totalidad, sí, al menos, han quedado reflejados 
en los correspondientes planes generales y normas subsidiarias, lo que en 
principio debería ser una garantía de que se realizarán los esfuerzos necesarios 
para su consecución. 

Si tenemos en cuenta la experiencia urbanística ·acumulada en estos 
años, tenemos que convenir en la necesidad de que desde el planeamiento se 
actúe con grandes dosis de pragmatismo, y se tengan en cuenta y prevean las 
dificultades 'de la gestión a la hora de planificar y diseñar las unidades de eje­
cución. Un -excesivo apego al diseño en la redacción del planeamiento, sin la 
debida reflexión sobre las dificultades dé trasladarse al suelo de la ciudad, ha 
conducido a muchas normas subsidiarias y planes generales a proponer actua­
ciones formalmente impecables, pero que nada han aportado a modificar y 
mejorar la realidad urbana, ni han servido para alcanzar el objetivo de urbani-
zar y poner en el mercado suelo residencial. · 

El planeamiento y la gestión urbanística van indefectiblemente unidos, 
· por ello es conveniente que los planes, ya desde el proceso de su elaboración, 

se anticipen a las dificultades de la gestión evitando obstáculos y proponiendo 
soluciones alcanzables. Es deseable que en los procesos de adaptación o de 
revisión del planeamiento básico se tengan en cuenta estos criterios, para no 
volver a incurrir el1 errores que siempre acarrean consecuencias negativas 
pára los duda.danos. 
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. También se debe propugnar que desde el planeamiento se asuma como 
· uno de los grandes objetivos el contribuir a paliar la problemática de la vivien­

da, en especial la de vivienda protegida. Sería de interés que se diseñaran 
programas abiertos en los que tenga un papel relevante la promoción privada 
y que permitan coordinar y acoger las inversiones e iniciativas de las distintas 
administraciones públicas. 
' Estos últimos años hemos asistido a un proceso de encarecimiento de la 
vivienda tal, que parece que hoy queda más lejos' que hace una década la con­
secución del objetivo de posibilitar a los ciudadanos el acceso y disfrute de una 
vivienda digna y adecuada, principio éste que debe ser rector de la política 
económica y social de las administraciones públicas según dispone el art. 4 7 
de la Constitución. Desde el planeamiento se debería intentar dar una res­
puesta adecuada a la actual demanda .de vivienda, conscientes a' la vez de .las 
propias limitaciones de esta técnica. · 

A este respecto, no creemos que se pueda decir que en estos años haya 
existido falta de suelo calificado residencial, pero sí, sin embargo, se ha careci­
do de suelo urbanizado dispuesto para ser edificado, y esto refleja que no ha· 
existido en muchos casos una gestión urbanística eficaz. En definitiva, no se 
ha actuado coti la decisión ni se han puesto los medios que las necesidades de 
vivienda demandan. · . 

El planeamiento urbanístico y la gestión deberían ser suficientemente fle­
xibles .y atractivos como para inducir a los agentes e iniciativas privadas a 
invertir en la urbanización y promoción de vivienda, siendo conscientes de que 
lo importante es consegUir los objetivos urbanísticos concretos y que· resulta 
accesorio quién sea el protagonista de cada 9ctuación. · 

Al hablar de la acción pública en materia de vivienda, conviene llamar la 
atención sobre los patrimonios públicos de suelo que se verán dotados, entre 
otros, por las cesiones en terrenos o en metálico del 15% del aprovechamien­
to tipo. Estos patrimonios tienen su destino vinculado a la construcción de 
viviendas sujetas a algún régimen de protección pública. Es de esperar, que los 
ayuntamientos alejados de tentaciones lucrativas, utilicen éstos patrimonios 
como una herramienta de primer. orden para que, juntamente con la reserva 
obligatoria de suelo para· este fin impuesta por la Ley 17 /94 del Parlamento 
Vasco, permitan que la disponibilidad de lqs suelos para viviendas de protec­
ción oficial sea una realidad, aun cuando desde una consideración de mercado 
se trate de uno delos usos menos lucrativos. 

A modo de recapitulación y conclusión de lo expuesto se plantean las 
siguientes recomendaciones generales:. 

- Los ayuntamientos de la CAPV mayores de 25.000 habitantes y los de 
las áreas metropolitanas de Bilbao y Donostia/San Sebastián, deben iniciar 

· cuanto antes la adaptaciqn de sus planes generales y normas subsidiarias 
al Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992, sin que quede justificada la 
demora de este proceso de adaptación. . 

En estos trabajos de adaptación los municipios de más de 7 .000 habi­
tantes deberían introducir las .reservas de suelo residencial para VPO, 20% en 
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suelo urbano y 65% en: urbanizable, que establece la Ley 17/1994; de Medi­
das Urgentes en materia de vivienda y de tramitación de los instrumentos de 
planeamiento y gestión urbanística. · 

-·Las adaptaciones y revisiones del planeamiento que se formulen deberí­
an huir de propuestas excesivamente formales,, que rara vez resultan viables, 
para, adelantándose a las dificultades de la gestión, ofrecer soluciones reales y 
factibles que terigan vis6s de llegar a quedar reflejadas en la ciudad. 

- Se debería dar prioridad a resolver. la problemática· de la vivienda, y eh 
especial la de la protegida, para buscar soluciones adaptadas a cada ciudad, 
de tal modo. que los programas de vivienda cbnstituyan uno de. los grandes 
objetivos y ejes en torno al cual se planifique y programe el desarrollo urbano . 

. - Es necesario que los responsables municipales huyan de la pasividad en 
que han caído en algunos casos, y con renovadailusión retomen el pulso de la 
gestión urbanística y de la política de vivienda, incluyéndolas entre sus priori-
dades más inmediatas. · 

7.3. LA INFORMACION AL CIUDADANO Y EL CORRECTO CUM­
PLIMIENTO DE SUS OBLIGACIONES TRIBUTARIAS 

.El esquema tradicional de pago de los tributos, según el cual los ciudada­
nos ponían en conocimiento de la Hacienda la realización de un hecho con 
relevancia tributarip. y era ésta la que determinaba la deuda a ingresar, aplican~ 
do las normas correspondientes a cada caso, se ha visto alterado con la gene­
ralización del sistema de autoliquidaciones, de manera que en la actualidad se 
pide al ciudadano que asumá esta carga atribuida anteriormente a la Adminis­
tración, coh · 10 que el. riesgo de inclJrrir en un error y con ello de infringir el 
Ordenamiento y sufrir la imposición de una sanción, aumenta considerable­
mente. 

En el Informe al Paflamento Vasco de esta institución correspondiente a 
1990 ya . se apuntaba la situación real de indefensión en ·que se colocaba al 
contribuyente con el concúrso de esta circunstancia, agravada por la diversi­
dad de procedimientos impugnatorios y revisorios a utilizar en función de la 
causa por la que pretendiera combatir una liquidación tributaria. · 

La complejidad inherente al Ordenamiento jurídico-administrativo, cobra, 
, si cabe, mayor crudeza en el ámbito tributario. Así, si bien esta opacidad 

podría predicarse igualmente de otras áreas del Derecho público, bien es ver­
dad que en ningún otro campo el administrado tiene que vérselas con la 
Administración con mayor frecuencia que a la hora de contribuir al sosteni­
miento de los gastos públicos mediante el pago de sus impuestos. 

La elección, por ,tanto, del tema de esta re.comendación no es. capricho-
sa, en la medida en que muchas de las obligaciones que se.imponen al contri­
buyente exigen de él un conocimien~9 y una pericia técnico-jurídicos que exce­
den de los límites aceptables de razonabilidad, y deberían ir acompañadas de 
la necesaria información·acerca de su praxis, de manera que su cumplimiento, 
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ya de por sí· gravoso, no conlleve además la posible imposición de una san­
ción o la producción de un perjuicio irreparable. 

En los años de funcionamiento del Ararteko,' hemos podido constatar las 
repercusiones prácticas de la previsión contenida en el art. 6.1 del Cód~go 
Civil, según el cual' "la ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento". 
Curiosamente, pese· a su extracción jurídica, esta máxima goza de una difu~ 
sión inusual entre los administrados, aunque. ello no. obsta para que realmente 
el común de los ciudadahos navegue a la deriva en el mar de disposiciones de 
distinto rango legal que son publicadas diariamente. 

Sin embargo, a la luz del principio constitucional de seguridad jurídica al 
que la Constitución, en su art. 9.3, somete la actuación de los poderes públi~ 
cos, la exigencia al ciudadano del cµmplimiento de sus obligaciones tributarias 
ha de estar precedida de la necesaria claridad de las normas que son de apli­
cación y de una adecuada información y formación de los obligados tributa­
rios. 

Nuestro Tribunal Constitucional, en su sentencia de 4 de octubre de 
1990, declara que: 

"Los principios de seguridad jurídica y· de interdicción de la arbitrariedad 
de los poderes públicos exigen qµe la norma sea' clara para que los ciu­
dadanos sepan a que atenerse ante la misma, y en este orden de exi­
gencias, no cabe· subestimar la importancia que para la certeza del dere- . 
cho y la seguridad jurídica tiene el empleo de una depurada técnica jurídi­
ca en el proceso de elaboración de las normas, singularmente en un 
sector como el tributario que, ~demás de regular actos y relaciones jurí­
dicas en masa que afectan y condicionan la áctividad económica global 

. de todos los ciudadanos,. atribuye a éstOs una participación y un protago- -
nismo crecientes en la gestión y aplicación de lós tributos." 
Y prosigue, con una precisión y clafidad paradigmáticas: 
"Resulta inexcusable en este contexto el esfuerzo del legislador, tanto 

.. estatal como autonómico, por alumbrar' una normativa tributaria abar­
cable y comprensible para la mayoría de IÓs ciudadanos a los que va 
dirigida, puesto que una legislación¡eorífusa, oscura e incompleta, dificul­
ta su aplicación y, además de socavar la certeza del Derecho y la confian­
za de los ciudadanos en el mismo, ruede terminar por empañar el .valor 
de la justicia." · 
No obstante estas apreciaciones de nuestro más alto tribunal, la práctica 

diaria nos enseña que hablar al ciudadano de cuestiones como los tributos de ' 
cobro periódico, la providencia de ·apremio, la misma tasación pericial contra­
dictoria,· o el recurso económico-administrativo, es como hablar a un· hombre 
prehistórico de los avances en ingeniería genética, con la diferertcia de que a 
éste no se. le examina de esta disciplina, y sin embargo el ciudadano, a lo 
largo de un sólo ejercicio, es compelido a cumplimentar ~umerosas reladÓnes 
de conocimientos ajenos a su formación. 

Así, el Tibunal Supremo en sentencia de 2 de noviembre de 1987, 
advierte: 
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''El principio en virtud del cual la ignorancia tde las leyes no excusa del' 
deber de su. cumplimiento, ha de.ser m9tizádo en el ámbito de la potes­
tad sancionadorá, mediante las circunstancias subjetivas y objetivas con­
currentes y, por ello, determinantes dé la actuación o inactividad del 
inculpado. . 
Al cíudadanQ común, que no tiene el deber de conocer los complejo!? 
entresijos del ordenamiento jurídico, cada día más frondoso, no cabe 
exigirle el conocimiento de unos saberes con unas características eso-
téricas y desprovistas de exactitud." . . 
En este contexto, no podemos ocultar nuestra decepción ante comporta­

mientos de la Administración tributaria que, amparados en la presunta objeti­
vidad de la legislación fiscal, atentan contra los más elementales principios de 
justicia e igualdad. . 

Durante el año 1994 esta institución tuvo la opórtúnidad de analizar las 
diversas quejas planteadas por· los contribuyentes como consecuencia de la 
presentación de sus respectivas declaradones del IRPF. , 

En tres de estos expedientes, los interesados, a la hora de optar por lá 
modalidad de tributación, individual o conjunta, de la unidad familiar, lo hicie­
ron erróneamente por la más perjudicial de las dos, con el resultado de que en 
lugar de serles practicada la devolución que esperaban, vieron con sorpresa 
que la Hacienda Foral de Gipuzkoa les exigía el ingreso de fuertes sumas de 
dinero. 

Lo más sangrante de esta situación, es que . el error fue advertido en el 
momento mismo en que el funcionario habilitado al efecto les hizo entrega de 

· la correspondiénte hoja de liquidación, en las propias dependencias de 
Hacienda. Cuando solicitaron la rectificación, el funcionario actuante les infor­
mó de que lo único que cabía era presentar la oportuna reclamación económi­
co-administrativa, ·advirtiendo al misrrio tiempo de la· inutilidad de tal medida, 
dado que según la normativa del impuesto no es posible modificar la opción 
de tributación ejercitada respecto de un mismo ejercicio. 

Más grave aún fue que en uno éle los casos el presentador de la deciara­
ción, con carácter previo, manifestó su deseo de conocer qué opción le era 
rriás beneficiosa, lo que le fue negadb al no aportar dos impresos cumplimen~ 
tados con cada una de las modalidades. Como puntilla, y cuando presionado 
por la insistencia del funcionario, optó al. azar por una de ellas, no fue infor­
mado de las consecuencias de tal elección, es decir, la imposibilidad de cam: 
biar la opción, con el resultado que acabamos de relatar. 

·A juicio de esta institución, y pasando por alto otras consideraciones, nQ · 
es admisible que fruto de esta actuación, una persona cuyas retenciones ingre­
só Hacienda con Un año de anticipación, que tuvo que solicitar día y hora 
para efectuar sú declaración, armarse de valor para cumplimentarla, y por últi­
mo emplear. una buena dosis de paciencia en guardar cola para presentarla, 
finalmente, y en clara colisión con el principio ·constitucional de capacidad 
económica, acabara pagando a las arcas forales uria cantidad mucho mayor 
que la que por derecho le hubiera corr~spondido. 
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En fase de gestión hubiera sido fácil, de existir voluntad para ello, subsa­
nar este "error", pero las actuaciones del Ararteko tendentes a conseguirlo 
fueron infructuosas. 

En ningún momento se desmintió desde la Hacienda de Gipuzkoa el rela­
to de los hechos, y se justificó el resultado afirmando que a todos los declaran­
tes se les facilitó "un sistema de cá!Cuk> previo de emulación que les posibilita­
ba una elección adecuada"~ Lo que parece indudable es que ello no impidió 
que al menos las· personas que acudieron .al Ararteko, si. no más, incurrieran 
en un error de consecuencias graves para sus intereses· económfcos. 

Según la sentencia del Tribunal Supremo del ·25 de septiembre de 1987: 
" ... nada se opone más a la tutela efectiva de un derecho que su yugula­
ción porel incumplimiento de un requisito formal de carácter fiscal." 
Y la,más reciente de 26 de julio de 1994, según la cual: 
" ... una indefensión corregida por la doctrina reiterada del Tribunal Supre­
mo, que obliga a la Administración, que utiliza al ciudadano en funcio­
nes impropias de él y propias de un funcionario técnico, .a indicarle el 
cauce a seguir cuando en la mención de los hechos, o en la subsunción 
en el derecho incide en error ... " 
Es obvio, que para poder "optar"· en sentido estricto, es preciso contar 

con la información necesaria y los elementos de juicio que permitan obtener 
una, visión completa de las conse9uencias que derivan de orientar en un senti-
do determinado nuestra manifestación de voluntad. · 

Desgradadamen~e, y por las razones apunt~das a lo largo de este tn:i.ba­
jo, el contribuyente actúa en muchos casos guiado por mera intuición. 

Son innumerables las quejas que se tramitan en esta institución en las 
que subyace comó elemento determinante de la producción de un resultado 
dañoso' para los intereses del reclamante el desconocimiento por el mismo del 
complejo entramado jurídico-administrativo, y muy pocas las ocasiones en que 
esta ignorancia es atemperada por la Administración mediante una informa­
eión detallada de cuáles son los derechos que asisten al ciudadano. . · 

A este respecto, el art. 35 de la Ley 30/1992, de Régimen Juridico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, (de 
aplicación supletoria en materia tributaria), cuando enumera el listado de dere­
chos que asisten a los ciudadanos en sus relaciones con la Administración, 
reconoce el derecho de éstos a: · 

"Obtener información y orientación acerca ·de los requisitos jurídicos o· 
técnicos que las· disposiciones vigentes impongan. a los proyectos, actua­
ciones o solicitudes que se propongan realizar." 

Por su parte, la Ley General Tributaria, en su art. 107 ,' contempla la 
posibilidad de que los contribuyentes formulen a la Administración. consultas 
debidame'nte documentadas, si bien, se ~atiza, la contestación tendrá carácter 
de mera información y no de acto administrativo, no vinculando a la Adminis-
tración, salvo que por ley se disponga lo contrario. 

-273-



El Decreto Foral 76/1989, de 26 de abril, por elque se crea el servicio 
de información y asistencia al contribuyente, dentro'del Departamento de. 
Hacienda y Finanzas de la Diputación Foral de Bizkaia, supone, tal como 
expresa sú preámbulo, un intento loable por "aproximar las posiciones entre 

. los dos polos de esta tensión", Estado y ciudadanos. 
· Con todo, esta. iniciativa n6 ha evitado ·que, como ya hemos dicho, 

numerosas quejas en materia tributaria provengan de esa falta de información 
de los contribuyentes. · 

Así, en su sentencia de 28 de noviembre de 1990, elTribunal Supremo 
aclara que: 

"La posibilidad de·dirigir consulta a la Administración, no pesvirtúa .el 
efecto exculpatorio del error de derecho provocado por la oscuridad de 
las normas jurídicas; dado que el actual art. 107 de la LGT degrada el 
valor de la consulta a mera información, no vinculando a la Administra­
ción( ... ), por lo que la consulta no hubiera resuelto la cuestión plantea­
da." 

A este hecho hay que sumar la incertidumbre qüe crea en el ciudadano el 
que,· ant.e preguntas formuladas en relación con un mismo supuesto de hecho, 
las soluciones dadas por la Administración sean en ocasiones contradictorias. 

y de esta manera enlazamos con otra cuestión de singular importancia, 
cual es que en ocasiones el problema no ·es tanto el poder acceder a determi­
nada información, sino la garantía c;le que tal información podrá hacerse valer 
.ante cualquier instancia de la Administración. 

A este respecte> hémos de acudir nuevamente ·a lá experiencia de esta 
. institución en. la tramita.ción de las quejas presentadas por los ciudadanos con- . 
tra la actuación de las administraciones tributarias. Sirva de ejemplo la queja 
planteada por una usuaria del s.ervicio de suministro de agua potable, q(te se 
personó en las oficinas de un importante municipio con el fin de formalizar su 
baja; derivada del cambio de titularidad. de un comercio que regentaba. El fun­
cionario actuante le aconsejó que solicitara su baja simultáneamente al alta del 
nuevo titular. No obstante y debido al retraso de éste en acudir a formalizar el 
trámite, la recaudación ejecutiva municipal giró a la anterior titular del local el 
importe de los recibo!;) pendientes más el correspondiente recargo de apremio ' 
(20%). ' . . 

Cuando desde esta institución. se recabó información del servicio compe­
tente, la respuesta fue que "la norma de este organi~mo ante una solicitud de 
bajá es 'la de su concesión sin más requisitos que la firma del solicitante y el 
pago del consumo pendiente"; pero proseguía,:"este Ayuntamiento nó duda 
de la buena fe de la abonada que insiste en que cuando se personó para solid­
tar su baja le dijeron que sería conveniente el formalizarla al mismo tiempo 
que el alta ... ", reconocimiento inequívoco de que en la práctica se informaba 

. en el sentido apuntado por la reclamante. . 
También sobre esta cuestión se han pronunciado los tribunales. Según la 

sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 11-07-1991: 
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"La solicitud verbal dirigida a un funcionario de la Delegación de hacien­
da de instrucciones referentes a cómo plasmar fiscalmente su actividad 
profesional, en ·Ja declaración tributaria no tiene·carácter de consulta, lo 
que no significa que la información errónea suministrada por la 
Administració,; deje de tener relevancia jurídica, porque los hechos 
derivados de esta última darán lugar siempre a un acta de rectificación 
sin penalidad". · 

Para terminar, se impone una alusión, cuando menos somera, a la exce~ 
siva demora en la tramitación de las reclamaciones económico-administrati­
vas, en la medida en que, cuando los mecanismos de prevención descritos 
fallan, estas reclamaciones suponen en muchos ·casos la ultima oportunidad 
que le queda al contribuyente para lq. subsanación y restitución de su derecho, 
antes de acudir a la jurisdicción contencioso-administrativa, cuyos costos implí-

. citos, derivados de la intervención de abogado y procurador, la hacen desa­
conseja ble eQ asuntos de.escasa cuantía. 

Se ha cohstatado la excesiva duración de los procedimientos.económico­
administrativos, ·que· en ocasiones roza lo que los tribunales han considerado 
que equivale a la denegación de la tutela judicial ef ectivá. En pocos casos está 
por debajo del año y rriedio, y a veces llega a tres. . 

Sirva como botón de muestra el expediente de queja tramitado en esta 
institución con el número 593/94. Los interesados interpusieron una recla­
mación ante el Tribunal Económico-Adfuinistrativo Foral de Gipuzkóa el 12 
de septiembre de 1991, contra una liquidación en concepto de transmisiones 
patrimoniales notificada veinte días antes. El 15 de julio de 1994, es ,decir, 

. casi tres años después, el tribunaf tuvo la deferencia de comunicarles el 
siguiente acuerdo: . ' . 

"Teniendo en cuenta que la presente reclamación fue interpuesta el 12 
de setiembre de 1991, y que según establece el art. 164.l de la Ley 
General Tributaria, el plazo para su interposicióri es de quince días, a 
contar desde. el día siguiente al de la notifieación del acto recurrido, este 
tribunal ~a adoptado el siguiente: 

ACUERDO 

Confirmar las liquidaciones giradas, por haberse interpuesto la presente 
reclamación fuera de plazo." 

O sea, casi tres años para llegar ·a la difícil conclusión de que la reclama­
ción era extemporánea, tiempo durante el cual. los interesados, en virtud del 
principio so/ve et repete, tuvieron que pagar o avalar el importe de la liquida­
ción girada, para que se suspendiera la ejecución del acto impugnado. 

A este respecto, ya hemos dicho que el derecho a la tutela efectiva de los 
jueces y tribunales lleva ínsito el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas 
y con todas las garantías (SSTS 26 y 27 de diciembre de 1990). 

' ' 
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La recentísima sentencia del Tribunal Constitucional 7/1995, dé 10 de 
enero, ha venido a precisar que, el concepto indetérmin~do de "dilación inde­
bida" ha de concretarse en cada caso, atendiendo a la complejidad del asunto, 
la conducta del recurrente y lá del órgano judicial, de mánera que: 

"No . puede considerarse razonable que, en un litigio de escasa compleji-
. dad como el de autos, se haya postergado la Vista del recurso de apela- ' 
ción planteado por la parté. contraria a una fecha tan lejana e inhabitual 
( ... ). ' 

Ni siquiera una hipotética sobrecarga de. recursos en el órgano judicial 
podría explicar la demora de lá'. vista a fecha tan remota ( ... ). En efecto, 
como tien~ declarado el Tribunal europeo de derechos humanos, aquella 
circunstancia no exonera al Estado del cumplimiento de su obligación de 
proveer inmediatamente de los medios personales y reales necesarios a 
su Administración de justicia a fin de, poderdotarla de la: necesaria celeri­
dad y eficacia que la Constitución reclama(: .. )." . 

De todo lo expuesto, podemos extraer las siguientes conclusiones: 
.~ Cón la generalización del sistema de autoliquidaciones, se hace preciso . 

el esfuerzo de las distintas admiÍ1.istraciones por alumbrar una normativa tribu-
. taria comprensible para la mayoría de los ciudadanos. · 

- El desconocimiento por el ciudadano común del complejo entramado 
jurídico-administrativo, ha de ser compensado y atemperadó en la exacción de 
los distintos tributos por una información cl~ra y veraz, que le permita dispo­
ner de todos los elementos de juicio necesarios para precisar el contenido de 
su declaración tributaria, evitando de este modo el riesgo de incurrir en error. 

- Los órganos de gestión tributaria han de velar por que Ja declaración­
liquidación del contribuyente se ajuste escrupulosamente al principio de capa­
cidad económica, de manera que nadie pague más por el mero hecho de des­
conocer lá aplicación de las normas tributarias. 

- El principio de seguridad jurídica exige que la información facilitada . a 
Jos administrados por los distintos órganos que intervienen en el procedimien­
to tributario, tanto. en sus fases de gestión como de recaudación e inspección 
ofrezca mayores garantías, de manera que puedan hacerse valer ante cual­
quier instancia de la propia Administrat;::ión.. · 

- El derecho a la tutela'efectiva de jueces y tribunales exige que las resolu­
ciones a las reclamaciones económico-administrativas. interpuestas por los par­
ticulares se dicten dentro de .. unos plazos razonables, sin. dilaciones indebidas, 
aunque ello exija la dotación de suficientes medios personales y materiales. 

7 .4. LOS PRECiOS PUBLICOS POR SUMINISTRO DE AGÜA POTA-
BLE Y lA PROTECCION A IA. FAMILIA . 

Esta breve recomendación encuentra su razón de ser en las diversas con­
sultas planteadas ante esta institución por usuarios del suministro domiciliario 
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· de agua, acerca de la licitud de qve los ayuntamientos fijen los correspondien- · 
tes precios públicos a partir de tarifas diferenciadas, en función de los m3 con­
sumidos .. Sobre este particular; la reciente sentencia dictada por el Tribunal 
Superior c,ie Justicia de Galicia, el 30 de setiembre de 1994, si bien se pro­
nuncia a favor de la legalidad de tal sistema, nos sirve de pretexto para abor­
dar esta cuestión desde un punto de vista más acorde con. Ja prestación de un 
servicio público de primera riecesidad. · · 

Así, en la sentencia aludida, el recurrente, concejal del Ayuntamiento de 
Finisterre (La Coruña), impugnó el expediente aprobado por el pleno munici­

. pal que establecía una tarifa diferente en atención al número total de metros 
cúbicos de agua consumidos, al entender que vulneraba·los principios constitu­
ciónales de igualpad y de protección a la familia. 

. Mediante este sistema, el preéio mínimo era idéntico cualquiera que fuera 
el número de usuarios de un domicilio, con .lo que las familias salían pe_rjudica­
das al verse obligadas a corisumir, agua en volumen superior al de una sola 
persona. 

El. establecimiento de una tarifa diferenciada por tramos de hasta 9 m3
, 

entre 9 y 15 m3
, y más de 15 m3, traía como consecuencia el que, por ejem­

plo, una familia de cinco miembros que consumiera en total 10 m3
, pagara 

más por m3 que una so.la persona que consumiera 9 m3
, aunque ésta los utili­

zara para llenar su piscina o lavar el coche . 
. El caso es que el Tribunal Superior de Galicia entiende que el hecho de 

que la tarifa no sea lineal, y resulte más gravosa superados unos límites, no 
ate·nta al principio de igualdad y, · 

' ' 
"en fin, y en atención a lo exptiest6, nada tiene que ver la modificación 
impugnada con una desprotección de la familia y consiguiente incumpli­
miento de los mandatos de los arts. l y 39 de la Constitución." 
Ahora bien, si esta interpretación puede ser válida desde una·perspectiv~ 

estrictamente constitucional, no es menos cierto qlde los ayuntamientos tienen 
a su disposición un instrumento excelente, rio ya para be~eficiar a las familias, 
sino cuando menos para evitar que paguen rnás por el mero hecho de serlo. 

En efecto, el art. 47 de las respectivas Normas Forales Reguladorás de 
las Haciendas Locales, al establecer la· cuantía de los precios públicos por 
prestación de servicios, prevé la posibilidad de que: 

"Cuando existan razones sociales, benéficas, culturales, o de interés 
público que así lo aconsejen, la entidad podrá fijar precios públicos por 
debajo de los límites previstos en los dos apartados anteriores". (Con 
carácter general el importe deberá cubrir como mínim.o el coste del serví­

. cio) . 

.. Una muestra del carácter básico de este servicio, es que esté incluido 
entre aquellos servicios mínimos cuya prestación obligatoria impone a los 
munidpios lá Ley 7 /1985, Reguladora de las Bases de Régimen Local (art. 
26.a). 
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En este sentido, los responsablés municipales no pueden permanecer 
indiferentes ante la situación objetiva de desventaja en que se. si.túa a las fami­
lias con este sistema de cobro por tarifas. 

En el.seno de la Comunidad Autónoma, no existe un tratamiento unifor­
me de esta cuestión. Así, si tomamos como referencia las tres capitales vas­
cas, nos encontramos con que tanto Bilbao como Vitoria/Gasteiz utilizan el 
sistema de tarifas, con un primer tramo conoddo como· "mínimo'' que es de 
20 m3

, y otros dos tramos de hasta 40 y 60 m3 en los que la tarifa aumenta 
en más del 100% con respecto a la establedda para los 20 primeros m3

• 

· En Donostia/San Sebastián, por el contrario, se há optado por cobrar un 
precio fijo por m3

, sin gravar el consumo excesivo. 
Este sistem,a utilizado por el ayuntamient~ donostiarra nos parece el más 

equitativo de todos, puesto que si lo que se pretende es gravar el consumo 
excesivo de agua, como· bien escaso de primera necesidad que es, ya hemos· 
comprobado mediante el ejemplo expuesto que el sistema de tarifas no evita 
que se malgaste. 

Recapitulando, podemos decir ql1e,.a juicio de esta institución los munici~ 
pi os vascos no pueden permanecer· indiferentes ante la incidencia negativa 
que en las economías familiares tiene el sistema de tarifas por suministro. de 
agua domiciliaria. . . 

En este sentid~, y más allá de que desde una· óptica· constitucional, no 
pueda afirmarse que este sistema de determinación del cobro de los, precios 
públicos vulnere l\)s pri.ncipios de igualdad· y de protección a la familia, los 
ayuntamientos deben hacer uso de la previsión contenida en la normativa de 
haciendas locales y tomar en consideración las razones sociales y de interés 
públicos'· que concurren en la prestación de un serVicio de vital importancia 
como el suministro de agua, adoptando el sistema de cobro que por las razo­
nes expuestas se muestra como más justo. ' 

7.5. EL PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD EN LA COMPOSICION DE 
LOS ORGANOS TECNICOS DE SELECCION 

" ... basta recordar la doctrina reiterada de esta Sala del Tribunal Supre­
mo (. .. ), manteniendo que los Tribunales calificadores de concursos y 
oposiciones gozan de amplia diserecionalidad técnica, dada la presumible 
imparcialidad de sus componentes, especialización de sus conocimientos 
e intervención directa en las pruebas realizadas, pues en principio los Tri­
bunales de Justicia no pueden convertirse, por sus propios conocimien~ 
tos ó por los que le pueda· aportar una· prueba pericial especializada, en 
segundos tribunales calificadores que revisen todos los concursos y oposi­
ciÓnes que se celebren, sustituyendo por sus propios criterios de califica­
ción los que en virtud de esa discrecionalidad técnica corresponden al tri­
bunal que ha de juzgar las pruebas selectivas ... " 

STS de 30 de abril de 1993 (Ref. Aranzadi 2.876). 
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Esta cita resume de manera clara y concisa la doctrina imperante en 
cuanto al carácter que cabe atribuir a la actuación de los tribunales u órganos 
técnicos de selección. · . 

En efecto, la discrecionalidad técnica que se reconoce en favor de este 
tipo de órganos impide la revisión de su actuación, salvo en los contados 
supuestos en los qu~ en la· misma concurran defectos formales sustanciales o 
se haya pródJ,icido indefensión, arbitrariedad o desviación de poder. 
· Sin embargo, la luchá constante pór reconducir a sus verdaderos límites 
esfa importante facultad de lp. discrecionalidad, así como la conveniencia de 
asegurar su cor;ecto ejercicio, obligan a que instancias de control cómo. lo es 
ésta del Ararteko se inte~esen por destacar la innegable transcendencia de 
determinados principios que, tal y como se advierte en la propia cita jurispru­
dencia! recogida al ,inicio, se constituyen en los presupuestos o antecedentes· 
inmediatos que explican y jrn;tifican esta discrecionalidad y que no son otros 
qué el de la imparcialidad y especialización de conocimientos de sus compo-
nentes. . .. 

Ciertamente, la objetividad que debe presidir todo actuar administrativo, 
aun cuando se trate del ejercicio de potestades de carácter discrecional, impo­
ner que en la formación de los órganos de selección, el carácter. exclusiva­
mente técnico del juicio deba quedar salvaguardado de todo riesgo de desvia­
ción hacia intereses de parte o en general ha~ia intereses distintos de los pro­
pios del proceso selectivo, cuyo objetivo no puede ser otro que el de la elec­
ción de los candidatos mejores, habidél cuenta de los principios de mérito y 
capacidad que han de regir el acceso al empleo público. 

Esta exigencia, conlleva, a renglón seguido, que en la composición de los 
órganos de selección y en la medida en que se ha de garantizar una elección 
final fundada sobre la aplicación de parámetros neutrales y determinados sola­
m~nte por la valoración de las aptitudes y la preparación de los candidatos, la 
presencia de téc~icos o expertos deba ser, si no exclusiva, almenos prevalen-
te. · 

En otras palabras, no puede ser suficiente la mera posesión por los inte­
grantes del órga,no tecnico de un título de estudios o profesional de nivel igual 
o superior al exigido para participar en las pruebas selectivas, sino que se 
requiere que en los -mismos concurra Ja suficiente idoneidad, técnica para cali­
brar, en función del contenido de las pruebas, el mérito y la capacidad de los 
participantes. . 

Se trata, en definitiva, de la exigencia de una suficiente preparación e 
idoneidad material (necesaria cualificación técnica) por encima del mero requi­
sito formal de la posesión de ·un título d~ nivel o grado superior al exigido. 

Estos mismos principios de objetividad e imparcialidad a los que venimos 
haciendo constante alusión, explican; a su vez, la transcendencia constitucio­
nal de este principio de especialidad que de ellos se deriva y que ahora nos 
interesa. 

Así, si bien el artículo 103 de la CE no contiene, al menos en su formúla­
ción literal, una expresa proclamación de este principio de especialidad, en 
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todo caso y como acertadamente a,dvierte el profesor J. M. Alegre Villa, Ja 
teleología inmanente a .dicho principio se halla sin duda reflejada en el postu­
lado básico del número uno de dicho artículo, según el cual "la Administración 
sirve con objetividad los intereses generales" y, más aún, cuando en su núme­
ro tres, al ocuparse del estatuto de los funcionarios públicos, se refiere tanto a 
la imparcialidad como al mérito y capacidad que han de regir, no sólo en el 
decurso de la vida. funcionarial strictu sensu, sino también, lógicamente, la 
propia constitución del vínculo funcionarial en sí, circunstancias, todas ellas, 
que sólo podrán ser evaluadas· objetivamente' por quienes cuenten con la sufi­
ciente y necesaria idoneidad y cualificación profosionales~ 

Es por ello por lo que la regulación legal a la que el propio artículo 103 de 
la CE· remite el estatuto de los funcionarios públicos en general y, ·más concre­
tamente,· el acceso a la función pública de acuerdo con los principios de mérito 
y capacidad,· no ha podido obviar las exigencias inherentes a tales. principios. 

En este sentido y en· Jo que a la· regulación de. ámbito.estatal respecta, 
cabe destacar los siguientes preceptos: · · · 

- Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de. la FUn- , 
dón Pública: 

(Art. 19 .2) "El Gobierno regulará la composición y funcionamiento de los 
· 6rganos deselecdc5n;·· garant!Zancfo ··1a esi:>édaHzad6n de 105··1r1tégrantés 
de los órganos selectivos ... ". 

- RO 2.223/1984, de 19 de diciembre, por el que se aprueba el Regla­
m~nto . General de Ingreso del Personal al servicio de la Administración · 
del Estado: 

(Art: 11.2) "En la composición de los Tribunales se velará por el cumpli­
miento del principio de especialídad, en base al cual, al menos la mitad, 
más uno de sus miembros· deberá poseer una titulación correspondiente 
a la misma área de conocimientos que la exigida para el ingresoy la tota­
lidad dé los mismos de igualo superior nivel académico". 

(Art. 12.1) "Las Comisiones permanentes de selección .y los Tribunales 
podrán· disponer la incorporación a. sus trabajos de asesores especialistas 
( ... ). Dichos asesores se limitarán al ejercicio d{3 sus especialidades técni­
cas en base exclusivamente a las cuales colaborarán con el órgano de 
selección". · 

Por su parte, y si bien la regulación autonómica no ha descendido hasta 
un nivel reglamentario, la ley 6/1989, de .6 de julio, de Función Pública 
Vasca, reproduce con un contenido similar( los preceptos estatales que han 

· sido señalados.· Así: · · 

(Art. 31.2) "En ia composición de los tribunales se velará p9r el. cumpli~ 
miento del principio de especialidad. Al menos la mitad de los miembros 
del tribunal deberán poseer una titulación . correspondiente a la misma . 
área. de conocimientQs que la exigida para el ingreso, y la totalidad de los · . 
mismos de igual o superior nivel académico. En todo caso, en los tribu­
nales figurará un representante designado por el Instituto Vasco ·de 
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Administr-ación Pública y otro· del personal, designado por la representa­
ción sindical." 

(Art. 31.3) ~'Los tribunales podrán disponer la incorporación a sus traba­
jos de asesores, para todas o algunas de las pruebas de las que conste el 
proceso selectivo, que se limitarán al ejercicio de sus especialidades técni­
cas" .. 

Llegados a este punto, es preciso matizar que si bien este desarrollo· 
legal, en su dicción literal, utiliza una expresión más. relajada como la de "se 
velará", tal extremo, es decir, la ausencia de un mandato imperativo, no 
puede ser considerado como una flexibilización del deber de observancia de 
este principió. 

Antes al contrario, en opinión de esta institución, esta flexibilización sólo 
puede ser interpretadá como una· cautela ante una posible inviabili<;lad en la 
práctica de nombrar titulares especialistas, supuesto para el qµe a su vez se 
dispone una fórmula correctora complementaria de designación de asesores 
externos. 

En otro caso, de no seguirse esta interpretación, se correría un serio ries- · 
go en cuanto a la calidad técnica del proceso de evaluación, ya que la califica­
ción final de las aptitudes y conocimientos de los candidatos no sería resultado 
de la valoración conjunta de los miembros del tribunal, sino que el peso de 
esta calificación podría hacerse recaer en un sólo miembro, con la pérdida de 
objetividad que ello puede suponer. 

A este respecto, la experiéncia práctica de esta institución, en atención a 
los expedientes de queja que vienen siendo tramitados, demuestra que, si bien 

. no puede hablarse de un claro incunwlimiento del principio de especialidad · 
que nos .ocupa, sin embargo, puede señalarsé que no existe una conciencia 
clara en cuanto a la conveniencia e importancia, no sólo de procurar, sino de 
impulsar la debida especialización de los componentes de los órganos técnicos 
de selección en el sentido material.antes apuntado, esto es, en cuanto a sufi­
ciente cualificación técnica por encima de una mera cualificación formal. 

Así, no es difícil encontrarse con asuntos en lós que tras una aparente 
oposición al resultado de una évaluación y que, como. ya se ha expuesto, 
queda bajo el amparo de la discrecionálidad técnica reconocida a los tribuna­
les, se deja entrever una velada denuncia ª la insuficiente cualificación técnica 
de los miembros del tribunal. 

A modo de ilústrativo traeremos a colación el ejemplo de unas pruebas 
de acceso al cuerpo de administrativos de un importante ayuntamiento de la 
CAPV, en las que, tras una primera corrección de las pruebas basadas en 
supuestos prácticos de eminente contenido técnico-jurídico y que fueron masi­
vamente contestadas, el tribunal hubo de recurrir al nombramiento de un ase" 
sor externo, e~pecialista en la materia, con el fin de asegurar una corrección 
mínimamente rigurosa, lo que de alguna manera puso en évidencia la falta de 
cualificación técnica de los miembros integrantes de este órgano selectivo,. así 
como, cuando menos, lo limitado de esta segunda valoración, ya que la misma 
se hizo recaer en un único especialista .. 
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No obstante, la conveniencia de un efectivo cumplimiento de este princi­
pio de especialidad· no puede quedar referida únicamente a la composición de 

• órganos selectivos específicos de pruebas de ingreso en la. Administración 
pública. . · 

.En opinión de este Ararteko, la virtualidad de este principio se ha de 
hacer igualmente extensivo a la cómposición de las comisiones encargadas de 
resolver los procesos de provisión de puestos reservados a funcionarios . 

. En efedo, la práctica de los procesos de provisión de puestos de trabajo 
ofrece, en estos últimos años, una clara tendencia a intentar apurar al máximo 
las posibilidades de selección del candidato mejor cµalifícado en aquellos pues-
tos que; en atención a su naturaleza, así lo requieran. , 

Dicha tendencia encuentra fácil acomodo en la normativa propia de la 
CAPV, ya que el art~ 46.3 de la Ley 6/1989, de 6 de julio, de Función Públi­
ca Vasca, prevé de manera expresa la posibilidad de establecer, como una 
fase más del procedimiento y,corrto elemento añadido .a la valoración de méri­
tos ustialmente considerados, la realizaeión de pruebas de caráder práctico. 

La normativa estatal, por su parte, (RD 28/1994, de 15 de enero, por el 
que se aprueba el reglamento general de provisión) prevé la existencia de con­
cursos específicos en los que, además de los méritos generales comunes a 
todas las convocatorias, se valoren otros méritos específicos, adecuados a las 
características de cada puesto y para los que se dispone, asimismo, la posibili-
dad de elaborar memorias y celebrar entrevistas.. · 

Estas previsiones anteriores, al menos en el ámbito estatal, vienen acom­
pañadas por otras medidas complementarias; tendentes a asegurar, cuando 
por su propia composición no sea posible, un asesoramiento especializado 
adecuado que posibilite y garantice una actuación objetiva y ·correcta de los 
miembros del órgano técnico a quienes se encomiende la valoraci~n t.anto de 
la capacidad como de los méritos de los aspirantes. Así el art. 16.1 del ya cita­
do RD 28/1990 de 15 de enero, dispone textualmente que "las comisiones 
de valoración podrán solicitar de la autoridad convocante la designación de 
expertos que, en calidad de asesores, actuarán con voz pero sin voto". 

Ello denota que la asunción de prácticas propias de procesos· selectivos 
(pruebas prádicas) debe llevar aparejada igualmente la observancia de princi~ 
pios tradicionalmente ligados a las técnicas selectivas, como lo es el principio 
de especialidad que ha de presidir la composición de tribunales, ya que, de 
otra manera, y como reiteradamente venimos insistiendo, difícilmente puede 
garantizarse una actuación acertada de la éomisión de valoración, en cuanto a · 
la rectitud, objetividad e imparcialidad de su juicio, cuando en su composición 
no está prevista la presencia de aufériticos especié\listas en la materia. 

De nuevo, los requisitos generales que resultan exigibles a los miembro? 
de cualquier comisión de valoración (pertenencia a grupo de titulación igual o 
superior al requerido para el acceso al puesto convocado) se muestran ir:isufi­
cientes, cuando estos miembros han de valorar pruebas de lndole práctica que 
tratan de medir la capacitación de los aspirémtes a puestos de trabajo que pre­
cisan de una especial cualificación. 
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Tras. toda esta s.erie de consideraciones, no parece que pueda haber 
dudas sobre cuál haya de ser la recomendación que corresponde efectuar a 
esta institución del Ararteko. • 

\ . . 
· Enlazando con los comentarios iniciales, es preciso que las distintas admi-

nistraciones públicas vascas tomen conciencia de la necesidad de garantizar 
una adecuada observancia del principio de especialidad en. la composición de 
los tribunales u órganos técnicos de selección, removiendo, cuando sea preci­
so, todos los obstáculos que impidan o dificulten su efectivo cumplimiento. 

De esta manera, se logrará reconducir a sus verdaderos límites la discre­
cionalidad técnica que tienen atribuida este tipo de órganos técnicos, . asegu­
rando al mismo tiempo un correcto ejercicio de la misma. 

7.6. LA PRACTICA DE LA NOTIFICACION EDICTAL EN LOS PRO­
CEDIMIENTOS SANCIONADORES DE Í.A ADMINISTRACION 
AL AMPARO DE LAS PREVISIONES DE .LA LEY 30/1992, DE 
26 DE NOVIEMBRE, DE REGIMEN JURIDICO DE LAS ADMI­
NISTRACIONES PUBLICAS Y DEL PROCEDIMIENTO ADMI­
NISTRATIVO COMUN 

La entrada en vigor de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi­
men Jurídico de las Administraciones Públicas y· del Procedimiento Adminis­
trativo Común (LRJAP y PAC), habida cuenta de las modificaciories introdud­
das en el régimen jurídico de las notifieaciones de las actuaciones administrati­
vas, motivó una recomendación de carácter generalsobre su práctica qúe, si 
bien con carácter específico estaba referida a los procedimientos de liquidacio­
nes tributarias, determinaba ciertas líneas de actuación en el campo general 
de las notificaciones ·administrativas. Esa vocación de generalidad venía mati­
zada por una espedal preocupación derivada de la ii¡iterpretacióJ;J. que los 
órganos de la Administración podían otorgar al contenido del artículo 59.4 de 
la Ley en referencia a las circunstancias que podían posibilitar la notificación 
edictal, sobre todo en los supuestos en los que, como prescribe el precepto 
citado, intentaba la notificación (personal) no se hubiere podido practicar. 

Resulta de .interés recordar algunas de las consideraciones recogidas en la 
recómendación .citada. Se concluía lo siguiente: 

"Todos los mecanismos y garantías cdn que el ordenamiento jurídico 
rodea a la notificación, sirven a los principios constitucionales de tutela 
judicial efectiva y de seguridad pública, por lo que la Administración no 
puede seguir haciendo caso omiso de los pronunciamientos1 que sobre el 
particular han emitido tanto ei TS como el TC. 

En particular, la Administración debe evitar en lo posible acudir a la notl­
ficación edictal, en la medida en que, a diferencia de otros medios posi­
bles, por medio de aquélla no queda constancia de la recepción por el 

· interesado.' ' 
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La Administración deberá modular la aplicación del apartado cuarto del 
artículo 59 de la LRJAP que prevé este modo de notificación cuando 
intentada la notifiCac.ión no. se hubiere podidó practicár. A juicio de 
esta institución; cuando no haya dudas acerca del ·lugar donde haya de 
practicarse la notificación, ésfa. deberá intentarse tantas veces como sea 
necesaria, sin que la genérica autorización del citado precepto haga caer 
eri la tentación de finalizar un trámite de tal trascendencia acudiendo a la 
publicación edictal. Igualmente deberá aceptarse que la presunción de 
veracidad que juega a favor de las declaraciones de los funcionarios 
éncargados de la práctica de las notificaciones, es iuris tantum, y, por lo 
tanto, admite prueba en contrario"; 

La práctica por parte de las administraciones públicas constatada en · 1a 
tramitación de determinados procedimientos sancionadores a la hora de 
entender expedita la vía de la notificación edictal, c0n incumplimiento no sólo 
de la recomendación efectuada sino también del marco de referencia determi­
nado por la jurisprudencia constitucional, nos induce a considerar, nuevamen-, 
te, la necesidad de efectuar una recomendación al respecto que, complemen­
taria a la de 1992, ofrezca directrices concretas. 

El TC ha entendido que los principios inspiradores del Derecho penal 
son .de aplicación, con matices, al Derecho administrativo sancionatorio, dado 
que ambos son manifestaciones del orden punitivo del Estado (STC 8 de junio 

·de 1981). En consecuencia, el régimen de garantías previsto en el artículo 
24.1 de la CE resulta de estricta observancia en. la tramitación de aquellos 
procedimientos admini~trativos sancionatorios orientados a la protección del .· 
orden general (STC 66/1984). Desde esa perspectiva constitucional se va a 
configurar y ·diseñar el mbdo en· el que los órganos de las admitlistraciones 
públicas deberían, en la práctica, interpretar el alcance de las previsiones del 
artículo 59.4 de la ley 30/1992, dé 26 de noviembre, en Jo que se refiere a la 
posibilidad de utilizar la vía edictal cuando, intentada una notificación perso­
nal, ésta no se hubiera podido practicar. 

· El citado artkulo 59.4 establece desde la perspectiva del interesado, tres 
.situaciones enJas que la Administración competente está habilitada para noti­
ficar edictalmente las resoluciones y actos administrativos que afecten a sus 
derechos e intereses. Dos de ellas ya el)taban previstas en el artículo 80.3 de 
la derogada LPA -cuando los interesados fueren desconocidos o se ignore eL 
lugar de la notificación-,'y la tercera, que se constituye en innovación legislati­
va,· contempla el supuesto de que, intentada la notificación personal, ésta no 
se hubiere podido practicar. . 

Desde. el inicio de su andadura, el TC ha determinado que el artículo 
24 .1 de la CE contiene un mandado implícito al legislador y al intérprete con­
sistente en promover la. defensión, en la medida de lo posible, mediante la 
correspondiente contradicción (STC 9/1981), procurando la efectividad del 
ejercicio del derecho a· la justici? por encima de interpretaciones· rituarias de 
lasnormas (SSTC 14 y 46/1987). Resulta evidente que la interpretación de 
las normas del ordenamiento jurídico ha de tender·ª la promoción del ejercicio 
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real del derecho a la tutela judicial, evitando cualquier lectura que púeda pon­
derar el mero ejercicio de la acción administrativa en detrimento del respeto a 
los derechos constitucionales de los Ciudadanos. Las normas legales han de 
interpretarse de conformidad con la Constitución y en el sentido más.favora­
ble para la efectividad del Derecho constitucional (STC 77 /1984). 

Si tenemos en cuenta que la lesión de los derechos fundamentales reco­
nocidos en el artículo 24 de la CE se produce cuando se priva al ciudadano .de 
impetrar la protección judicial de sus derechos e intereses o cuando se crea un 
obstáculo que la dificulte gravemente (STC 70/1984), si el apartado 1 del 
precepto constitucional referido establece una ·garantía previa a todo tipo de . 
proceso jurisdiccional, asegurando la . tutela efectiva a través· de la posibilita­
ción de su acceso (STC 46/1982), y si entendemos que la práctica irregular 
de las notificaciones administrativas puede cohfigurarse como un elemento 
distorsionador del ejercicio del elemental derecho de defensa, debemos con­
cluir indefectiblemente que el artículo 59A de la LRJAP y PAC, en lp referen-

. te a la utilización de la vía edictal para notificar actos y acuerdos dictados por 
las administraciones públicas en los procedimientos sancionadores, debe ser . ··· 
interpretado con el objetivo de primar el respeto al principio pro actione. 

Pa:rtiehdó de este inicial parámetro consideramos que la interpietación 
de la previsión del ¡;¡rtí~ulo 59.4 de la LRJAP y PAC en lo referente a permitir 
la notificación edictal cuando, intentada la personal, ésta resulta fallida, no 
puede plantearse desde la perspectiva, constatada por la práctica de algunos 
órganos de las administraciones públicas, de su configuración como un meca­
nismo para facilitar la .tramitación y resolución de los procedimientos adminis­
trativos, sino, antes bien, de modo restrictivo de forma que no se impid?t a los 
interesados tener conocimiento directo de las actuaciones administrativas de 
su interés, y poder, de esa manera, desarrollar sin trabas su constitucional 
derecho de defensa, pues estar atento a la publicación del correspondiente 
anuncio en el boletín oficial, e incluso al tablón de anuncios del ayuntamiento 
respectivo, es algo que excede a todas luces de la carga jurídicamente exigible 
a cualquier titular de derechos e intereses legítimos (SSTC 63/1982, 
117 /1983). , ··. 

El precedente encuadre interpretativo no coincide con el tei:iido en cuen-
. ta por determinados órganos administrativos a: la hora de, como anteriormen~ 
te se ha manifestado, entender expedita la vía para proceder a la notificación 
edictal de los actos y resoluciones administrativas dictados en ptocedimientos 
sancionadores. Resulta práctica habitual el hecho de que cuando el agente 
notificador, bien sea propio de la estructura administrativa del órgano compe­
tente o bien funcionario del servicio de correos constata, tras uno o varios 
intentos, efectuados incluso en horas diferentes, la ausencia del interesado, su 
representante o persona alguna en el domicilio .en el que ha de llevarse a .cabo 
la notificación, el órgano competente da por cumplida la previsión del artículo 
59.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en cuanto a que la notificación 
ha sitio intentada sin efecto, y a continuación se procede sin más trámite a la 
notificación edictal. 
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A la hora de valorar esta práctica no debemos perder la perspectiva de 
cuáles son lqs valores que están en juego y, cuáles los derechos constituciona­
les que pueden ser objeto de vulneración. Hemos referido anteriormente que 
las garantías recónocidas en el artículo 24. l de la CE son de aplicación a. los 

~ . procedimientos administrativos sancionadores. Son muchos los pronuncia-
mientos del TC a la hora de. determinar el alcance de ese derecho fundamen­
tal de defensa en relación con el fenómeno general de las comunicaciones.de 
acuerdos, sobre todo en el ámbito de la Administráción de Justicia. 

La jurisprudencia constitucional ha determinado que antes. de acudir a la 
vía edictal el órgano. competente debe agotar todas aquellas modalidades que 
aseguren «~n may& grado la recepción por el destinatario, la correspondiente 
nótificacjón y que, en consecuencia, garanticen en mayor medida el derecho a 
·la defensa (SSTC 16/1987, 234/1988, 227/1994) yque, incluso cuando se 
utiliza el servicio de correos como medio de comunicación y la notificación 
sea fallida, no se. permite sin más acudir a la notificación edictal, pues este sis­
tema sólo ha de ser utilizado cuando no conste el domicilio, de quien debe ser 
emplazado o se ignore su paradero por haber cambiado de domicilio, ya que 
la comunicación edictal ha de considérarse como remedio último (SSTC 
38/1987, 140/1988; 9/1991, 41/1994, 51/1994, 227/1994). Por ello, 
en los casos en. los que los servicios de correos devuelvan la notificación con 
indicaciones de ''se ausentó" o "desconocido", etc., el órgano ( ... ) incurrirá en 

· vulneración del derecho a no ·sufrir indefensión si no cumple con la ratio esen­
cial de las normas de emplazamiento, cual es la de asegurar que' el receptor de 
la comunicación la ha recibido fehacientemente. Por ello el órgano ( ... ) no 
puede pasar directamente a la citación edjctal, cuya eficacia de conocimiento 
por el interesado es muy limitada, sin agotar todos lo,s medios a su alcance .de 
naturaleza más personal (STC 227 /1994). 

La doctrina vertida por el intérprete de la CE, si bien referida a cuestio~ 
nes surgidas como cónsecuencia de actuaciones de los órganos jurisdicciona- · 
les, es de aplicación a la problemátiea de, las notificaciones administrativas, 
pues el valor jurídico a proteger es el mismo derecho de defensa y a la tutela 
judicial efectiva que puede verse vulnerado por la práctica administrativa refec 
rida. ' 

La precedente construcción arroja, como conclusión obvia, la siguiente: 
la notificación edktal prevista en el artículo. 59.4 de la Ley 30/1992, en el 
supuesto de intentos fallidos de notificación personal de los actos y acuerdos 
dictados en procedil)1ientos administrativos sancionatorios, únicamente podrá 
efectuarse en los supuestos en los que exista una imposibilidad material de lle-· 
varia a cabo por los medios ordinarios. 

Entendemos que esa imposibilidad material no puede predicarse del 
hecho ex<;:lusivo de que el agente notificador determine la ausencia de su desti­
natario del domicilio en er que la notificación haya de practicarse: Def ende­
mos esta valoración aun en el supuesto de que la notificación personal sé 
haya intentado una pluralidad de veces y en horarios diferentes. La adminis­
tración afectada habrá de investigar si esa ausencia se debe a razones 
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coyunturales o temporales o a un cambio de d<Dmicilio, y ampliarse al hecho · 
de si la notificación puede llevarse a cabo en otro lugar, para lo cual deberá 
desplegár todos los recursos a su alcance~ Sitodas las investigaciones efectua­
das dan un resultado negativo, habilita a la notificación edictal del acto o 
acuerdo de que se trate, pero siempre que este presupuesto se halle funda­
mentado en criterios·de razonabilidad que lleven a la conVicción o certeza de 
la inutilidad de aquellos otros medios notmales de comunicación (SSTC 
157 /1987, 234/1988). 

Descrita y diseñada teóricamente la problemática y los mecanismos para 
su superación, resulta conveniente definir una práctica cuyo cumplimiento 
p~rmitiría valorar que las actuaciones de las administraciones implicadas, a la 
hora de proceder a la notificación edictal de los actos y resoluciones dictados 
en procedímientos saneionatorios, no vulneran el derecho a 1a defensa reco­
nocido en el artículo 24.1 de la CE. 

No resultaría adecuado el tratamiento de la presente cuestión sin hacer 
referencia a la causa que en mayor medida ha producido la inquietud genera­
dora de esta recomendación; sin embargo, deberá ser tenida en cuenta con 
una perspectiva general. Nos estamos refiriendo a la problemática suscitada 
en la aplicación déí régimen sancionador d.e las infracciones de las normas 
reguladoras de tráfieo, circulación y seguridad vial. . 

En el comentario introducido a las actividades de esta institución en el 
área de Interior se valoraba la problemática referida, haciendo especial men­
ción de la incidencia que, sobre su propia funcionalidad, derivaba del elevadísi­
mo número de procedimientos sancionatorios que en la materia se veían en la 
responsabilidad' de tramitar los órganos administrativos competentes. Se 
apuntaba también la concurrencia de determinados aspectos organizativos que 
impiden que el ejercicio. de esá competencia administrafivá se desarrolle den­
tro de unos parámetros normales de gestión. En este sentido hemos calificado 
corr¡o ·insuficientes. los recursos . de que los órganos competentes disponen 
para llevar a cabo el ejercicio de sus responsabilidades. Entendíamos, asimis­
mo, que esta insuficiencia redundaba en Ía "calidad" sustantiva del procedi­
miento y solicitábamos un esfuerzo cuantitativo para solucionar estas caren­
cias. Sin embargo debemos concluir que estas cuestiones de naturaleza estrucc 
tura! no pueden suponer una merma en las gararitías de los referidos procedi­
mientos· sancionadores. 

A la hora de plasmar el ideario doctrinal anteriormente descrito en una 
recomendación como ésta, presidida por una vocación práctica, entendemos 
necesario tener en cuenta no sólo el encuadre normativo referido y sus modos 
de aplicación, sino cualesquiera otras posibilidades que una actividad adminis­
trativa de esta naturaleza puede desplegar en orden a procurar su ejercicio sin 
merma de los derechos de los interesados. Esta filosofíá es la que vamos a 
imprimir en las conclusiones que a continuación procedemos a reflejar. 

1) Las notificaciones de los actos y acuerdos administrativos dictados en 
expedientes sancionatorios se llevarán a cabo, en primera instancia, en los 
lugares en los q~e las normas configuradoras de su régimen jurídico se 
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determinen,. teniendo en cuenta la. posibilidad de que, como establece el · 
párrafo segundo del articulo 59.2 de la LRJAP y PAC, el interesado no se 
hallare presente en ese lugar en el momento de practicprse, podrá hacerse 
cargo de la misma cualquier persona que allí se encuentre y haga constar su 
identidad. La constatación de esta última circunstancia es de capital importan- · 
cia para valorar la regularidad de la notificación de este modo practicada. A 
tal efecto se insta a que los· agentes notificadores, ya formen parte de . la 
estructura administrativa de la administración competente, ya sean parte dé . -
los servicios de correos, extremen la diligencia en el cumplimiento de ese 
requisito de constatación. · 

2) Tras el primer intento de notificación fallida, debera reiterarse a través 
de los medíos que se estimen convenientes dentro de un horario en el que, 
habida cuenta de los usos y costumbres de los ciudadanos de hoy, resultaría 

· factible encontrar en el lugar en el que ha de practicarse al. interesado o a 
alguna persona que pudiera hacerse cargo de la notificación,. 

3) Si este segundo intento. resulta asimismo infructuoso, el agente notifi­
cador deberá depositar en un lugar al que el interesado tenga fácil accesof por 
ejemplo el buzón del correo, una comunicación en la que se le haga saber el 
motivo de la fallida notificación, indicándole la referencia· oportuna y· el servi­
cio u órgano administrativo que tramita el procedimiento. El depósito de esta 
comunicación debería ser convenientemente diligenciado por el agente notifi­
cador, con expresa referencia a las circunstancias de_ identidad de la misma, 
de quien practica, de lugar y de tiempo. 

4) Si el segundo intento de notificación se efectuara a través de los servi- · 
dos de correos en las habituales secuencias de funcionamiento y resultara, asi­
mismo, fallido, la comunicación a que se refiere el apartado anterior podría 
remitirse por correo ordinario. 

5) Constatado el segundo intento fallido dé notificación personal, el servi­
cio u órgano administrativo encargado de la tramitación del expediente sán­
cionador deberá comprobar, a través de los registros correspondientes ~ de 
los medios que estime oportunos, si el, interesado mantiene invariable su 
domicilio o el lugar en el que han de practicarse las notificaciones en ese pro­
cedimiento específico. 

6) Si de las investigaciones practicadas se concluye que el interesado ha 
modificado sti domicilio o el lugar en el que han de practicarse las notificacio­
nes y el órgano competente tuviera conocimiento de los mismos o de otro en 
el que las mismas pudieran ser llevadas a cabo, las comunicaciones se remiti-
rán a la nueva dirección. "" 

.. Si a pesar de la constatación de esas modificaciones de domicilio o del 
lugar en el que han de practicarse las notíficaciones, el órgano competente no 
tiene conocimiento del nuevo lugar de residencia o de cualquier otro en el que 
éstas pudieran efectuarse, la Administración podrá entender expedita la vía 
para la notificación edictal. 

7) Si de las investigaciones practicadas se concluye que el interesado man­
tiene el domicilio y/o el lugar en el que han de practicarse las notificaciones,. 
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_deberá intentarse nuevamente la notificación personal, extremando en este 
caso las medidas para que la mismá no resulte fallida, .sobre todo en lo ref e­
ren te al momento del dia en el que ha de .llevarse a cabo. 

Si a pesar de esos nuevos intentos, en aplicación de crite.rios de razonabi­
lidad, se llega á la convicción de la inutilidad del uso de medios normales de 
comunicación,· el órgano competente podrá acúdir igualmente a la. vía de la 
notificación ediftal. . . . " · 

8) Sin perjuicio de su carácter no procedimental, siempre que se produz­
ca ?J. partir del segundo intento una notificación fallida, debería actuarse con­
forme a lo determinado en el apartado tercero, tat;ito en lo referente al depó­
sito de la comunicación como a su conveniente diligenciamiento. 

9) En el supuesto de que los intentos fallidos de notificación traigan causa 
de que los mismos han sido llevados a cabo dentro del habitual ámbito tempo­
ral. de funcionalidad de los mediós utilizados para su comunicación, las subsi­
guientes remisiones deberían desarrollarse a través de mecanismos o sistemas, 
propios o ajenos al órgano administrativo competente, que puedan procurar · 
su ejecución en dias y horas en los que su práctica pueda resultar factible .. 

· 1 O) Con objeto de procurar un¡;¡. mejora en el desarrollo de las actividades 
referidas, las administraciones públicas deberían dotar a los servicios adminis­
trativos competentes de los medios personales y materiales necesarios para 
mar:itener el equilibrio necesario entre el ejercicio de la competencia y el res­
petó a los derechos e intereses de los ciudadanos. 

7. 7. LA PROBLEMA TICA DE LA ACCESIBILIDAD EN EL MEDIO 
FISICO 

(Mientras mayor sea la calidad .de vida. de las personas con minusvalía o 
de las personas marginadas de un pueblo, mayor es la calidad de vida de· 
ese pueblo.) 

7.: 7 .1. liltrodtícción 

La falta de accesibilidad en el entorno físico es hoy en día un problema 
que repercute negativamente en gran parte de la población, y de una manera 
significativa en el colectivo de las personas con movilidad redueitla. 

En este sentido, han sido varias las quejas que han presentado en esta 
institución asociaciones de minusvtílidos de esta comunidad autónoma, denun­
ciando supuestos de incumplimiento de la normativa vigente en materia de 
supresión de barreras físicas, tanto urbanísticas como arquitectónicas. 

, A este respecto, a la hora de abordar individualmente las quejas presen­
tadas hemos podido comprobar que efectivamente es práctica generalizada 
esta falta de cumplimiento .de la normativa referente a la supresión de barreras 
físicas, bien cuando se refiere a la construceión de edificios de acceso público, 
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bien cuando se trata de reformar, los edificios existentes, así co,mo en los 
supuestos de ejecución de urbanizaciones. 

Trataremos de abordar en este .estudio cuáles son las principales causas 
de estos incumplimientos, cuáles son las nuevas tendencias con respecto a las 
soluciones para las personas con movilidad reducida, y por último formulare­
mos unas propuestas de actuación para el presente inmediato, y una ·sugeren­
cia cara al ft¡.turo en aras de unificar la normativa vigente sobre la supresión 
de las barreras arquitectónicas y para la· efectiva promoción de la accesibili­
dad. 

7. 7. 2. Régimen jurídico 

A) Ambito constitucional: ,. 

El artículo 49 de la Constitudón establece que: 
"Los poderes públicos realizarán una política de previsión, tratamiento, . 
rehabilitación e integradón de .los disminuidos físicos, sensoriales· y\psí­
quicos, a los que prestarán la atención especializada que requieran y los 
ampararán especialmente para el disfrute de los derechos que este Título 
otorga a todos los ~iuc:ladanos". · 

Esta disposición está induida en el conjunto de los principios rectores de 
la política social y económica del capítulo III del titulo l de la Constitución. Los 
derechos enmarcados en el. capítulo:m, de acuerdo con el mandato explícito 
del artícu.lo 9.2 de la Constitución que proclama que1 estos derechos, dado el 
carácter social de los mismos, están al servicio de la igualdad real y sustantiva:, 
justifica su calificación como derechos sociales. 

En este sentido, el artículo 9.2 CE encomienda a los poderes públicos 
promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de 
los grupos en que se integra sean reales y efectivas; y que remuevan los obstá­
culos que impidan o dificulten su plenitud y faciliten la participación de todos 
los ciudadanos en la vida políticá, económica, cultural y social. · ' · 

Por otra parte, no resulta ocioso recordar que parece indiscutible que 
todos los preceptos ·constitucionales tienen un valor normativo, que son nor­
mas jurídicas y no meramente declaraciones programáticas. Ello no obstante, ' 
resÚlta también· incuestionable que no todas . las disposiciones de la · Constitu­
ción tienen el mismo valor o eficacia jurídka. Esta disquisición es aplicable,' 
especialmente, en relación con los derechos sociales. 

Frente a. quienes mantienen que los preceptos contenidos en el capítulo 
111 del título I no son normas directamente aplicables, en tanto que no compor­
tan una relación jurídica traducible en der~chos y deberes, la doctrína en gene­
ral se inclina por determinar. que fodos los preceptos constitucionales, inclui­
dos los del capítulo III, s~n d~ aplicación directa para todos los poderes públi­
cos .. En este sentido, García Enterría afirma que los principios constitucionales 
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son algo más que meras normas .programáticas en el sentido tradicional que 
les negaba toda aplicabiÜdad judicial, con· base en la formulación que se con­
tiene en eltartí.culo S3.3 CE, de que estos principios informan la legislación 
positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos; e indica 
que, con independencia de la eficacia más o menos limitada de .determinados 
preceptos constitucionales en virtud de su tratamiento constitucional, ello 

· nunca puede llevar a concluir en una falta de carácter normativo y en la efi­
ca~ia de su vinculación general a todos los poderes públicos y privados. 

Este criterio es el que en mayor medida mat;tiene el Tribunal Constitu­
cional, y así se refleja en la sent~ncia 16/1982, de 28 de abril, que manifiesta 
lo siguiente: 

" .. .la Constitución, lejos de ser un mero catálogo de principios de no 
·inmediata vinculación y de no inmediato cumplimiento hasta que sean 
objeto de. desarrollo legal,. es una norma jurídica, · la norma suprema de 
nuestro ordena111iento y en cuanto tal tanto los ciudadános como todos 
los poderes públicos( .. ) están sujetos a ella." · 

· Por ello, podemos precisar que el artículo 49 de la CE no tiene un mero 
car¡'.l.cter de recomendación o consejo; sino que impone un mandato expreso 
a los poderes públicos para su efectiva consecución en aras de alcanza.r una 
·igualdad m(lterial de todas las personas. Hemos de tener en cuenta, además, 
que este precepto nos remite también al derecho a una vivienda digna y acle~ 
cuada; al derecho de atención a lós disminuidos físicos, sensoriales, y psíqui­
cos; al derecho de protección a la tercera edad; al derecho de acceso a la cul­
tura y al trabajo; a la, protección de la salud, etc. 

. ' 

B) Normativa ~statal sobre supresión de barreras físi~as 

- Ley 13/1982, de 7 de abril, relativa a la integración social de los 
minusválidos (BOE, nº 103, de 30 de abril). · 

· - Real Decreto 556/1989, de 19 de mayo, por el que el Ministerio de 
Obras Públicas y Urbanismo aprueba las medidas mínimas 'sobre accesibilidad 
de los edificios (BOE, nº 122, de 23 de mayo). 

- Ley 3/1990, de 21 de junio, de modificación de la Ley 49/1960, de la 
Propiedad Horizontal para facilitar la adopción dé acuerdos que tengan por 
finalidad la adecuada habitabilidad de minusválidos en el edificio de su vivienda 
(BOE, nº 149, de 22 de junio). 

C) Normativa de la CAPV 

- Decreto 59/81, de 23 de marzo, sobre normativa para la supresión de 
barreras urbanísticas (BOPV, nº 19, de 21 de m¡:¡yo). 

- Decreto 291/83, de 19 de diciembre, sobre normativa para la supre­
sión de barreras arquitectónicas (BOPV, nº 11, de enero de 1984). 

-291-



D) Normativa de otras comunidades autónomas 

La normativa· autonómica que se ha aprobado hasta la fecha es la que a 
continuación se relaciona, coi\ la rnatización de que en esta enumeración sólo 
se incluyen las disposiciones de rango de ley: · 

Navarra: Ley Foral 4/1988, de 11 de julio, sobre barreras físicas y sen-
soriales (BON, nº 86, 15 de julio). · 

· Catalúnya: Ley 20/1991, de 25 de noviembre, de promoción dé la acce­
sibilidad y de supresión de. barreras arquitectónicas (BOGC, nº 1.526, 4 de 
diciembre). 

Balerares: Ley 3/1993, de 4 de mayo, para la mejora de la accesibilidad 
y de la supresió~ de barreras arquitectónicas (BOB, nº 62, de 20 de mayo).· 

. Madrid: Ley 8/1993, de 22 de junio, de promoción de la accesibilidad y 
supresiótJ. de barreras aquitectónicas (BOM, nº 152, de 29 de junio). 

Castilla-La Mancha: Ley 1/1994; de 24 de mayo; de accesibilidad y eli­
minación de barreras (DOCM, nº 32, de 24 de junio). 

La Rioja: Ley 5/1994, de. 19 de julio, de supresión de barreras arquitec­
tónicas y promoción de la accesibilidad (BOR, nº 91, de' 23 de· julio) . 

. 7.7.3. Especial referencia a la normativa de la CAPV 

A) Normativa autonómica 

El Gobierno Vasco, en ejercicio de la potestad reglamentaria correspo¿­
diente, aprueba el Decreto 59/81, de 23 de marzo, sobre normativa para la 
supresión de barreras urbanísticas (BOPV nº 19, 21-05-81). . 

Qu~remos indicar que la iniciativa nórmativa en la supresión de barréras 
físicas· y en el campo de la accesibilidad no ha correspondido tanto a las 
comunidades autónomas como a los .entes locales, los cuales bien mediante 
ordenanzas especificas, bien mediante su inclusión en los planes generales de 
ordenación urbana, han desarrollado entre los años comprendidos en el perio­
do 1978-1982, una amplia función y estudió en esta materia. Con la finalidad 
de homogeneizar la disparidad de disposiciones de las administraciones lócales 
nace la normativa autonómica y, en este sentido, la primera norma que sobre 
esta mq.teria aparecé en todo el Estado 'es el Decreto 59/81 del Gobierno 
Vasco. Debemos constatar su importancia, no sólo por ser la norn1a pionera 

. en la materia, sino también por ser su promulgación anterior a la aprobación 
de la Ley 13/82, de 7 de april, relativa a la integración social de los minusváli­
dos. 

Esta norma no parte de un concepto integrado de la accesibilidad, ya que 
sólo contempla los aspectos referidos a las barreras urbanístieas, sin abordar 
los otros elementos fundamentales en aras de conseguir una integración ·real 
de los minusvál,idos en el entornó social, como son las barreras ¡;¡rquitectóni­
cas, las barreras en el transporte, y las sensoriales. Sin embargo, las 
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aportaciones que sé realizan en la miSma son de indudable valor. Por ello, 
.procedemos a continuación a la descripción y examen de esta norma. 

Elartículo 1º establece que: 

"El presente decreto tiene por objeto definir la normativa precisa para 
que el diseño de los elementos de urbanización y los objetos componen-

· tes del mobiliario urbano, no dificulten el necesario desenvolvimiento de 
aquellas personas que sufran cualquier típo_ de minusvalía, orgánica ·º cir-· 
cunstancial ~niños, mujeres gestantes, personas cargadas, etc.-, en los 
espacios de dominió público libres de edificación situados en suelo urba­
no, suelo urbanizable, suelo apto para urbanizar y sistemas generales de 
espacios libres y de equipamiento comunitario, así como e'n aquellos 
espacios libres dé edificación que. se habiliten como acceso ;á los edificios 
destinados a alguno de los usos urbanísticos, con independencia 'de que 
la titularidad del. uso sea pública o privada." 

· A este respecto, podernos indicar que ya en este momento se entiende 
que las medidas que se contemplan en este decreto no van a beneficiar exclu­
sivamente a los minusválidos o discapqcitados, sino también a personas qu~ 
en un mome11to determinado de su vida, pasan por una dificultad en su movi­
lidad, tal como' .señala . el precepto transcrito. En este punto queremos pun­
tualizar también que hoy en día hay que tener presente el paulatino envejeci­
miento de la población qué, también progresivamente, se ve afectado por la 
existencia de barreras físicas, hecho éste que rlOS Va a imponer el estableci­
miento de una serie de acciones que, en definitiva, deben. suponer un nuevo 
c;:oncepto en el diseño de nuestras eiúdades para que las mismas sean accesi-
bles para todos los usuarios. · 

En este precepto se. definen las barreras urbanísticas como . aquellas 
barreras físicas susceptibles de oponerse al normal desenvolvimiento de las 

· personas minusválidas en los espaeios libres de edificación, ya sean originadas 
por elementos de la urbanización, o componentes del mobiliario urbano. Se 
define, asimismo, lo que se entiende por elementos de la urbanización y por 
mobiliario urbano. En este sentido, se entiende por elemento de la urbaniza­
ción; cualquier componente de las obras de urbanización,· entendiendo por · 
tales las. referentes a pavimentación, saneamiento, alcantarillado, distribución 
de energía eléctrica, alumbrado público, abastecimiento y distribución de 
agua, jardinería y todas aquellas otras que materializan las indicadas por el pla­
ne?tmiento urbanístico. Por. su parte se considera mobiliario urbano el conjun~ 
to de objetos a colocar en la ví.a pública superpuestos o adosados a los ele­
mentos de urbanización o de edificación con unas características tales que su 
modificación o traslado no genere modificaciones sustanciales ·de aquélla. 

Esta normativa es de obligado cumplimiento en el diseño de los planos, y 
en la redacción de las demás determinaciones definidoras de las obras consti­
tutivas de los proyectos de urbanización: en el proyecto y ejecución de las 
obras ordinarias de urbanización que se refieran a cualquier elemento compo­
nente de la urbanizacion ·y de las obras constitutivas de_ las edificaciones e ins­
talaciones que alberguen alguno de los usos definidos en el propio decreto 
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(resipencias colegiales, orfanatos, hoteles, residern~ias de ancianos, etc,), ya 
sean estas obras de urbanización, tanto de nuevo establecimiento como de 
reforma; ampliación.o conservación, y ello con independencia de que se eje­
cuten por la Administración, por entidades o por particulares, cualquiera que 
sea el título que les legitime al efecto.,Asimismo, es de obligado cumplimiento 
esta norma en el diseño de los planos de proyecto y en la redacción de las 
demás determinaciones de los planes generales municipales de ordenación, 
normas subsidiprias del planeamienfo, ·normas complementarias del planea­
miento y proyectos de delimitación del suelo urbano, así como en los planes 
parciales, especiales, estudios de detalle y en la redacción de las normas urba­
nísticas y ordenanzas de .todo tipo de planes y norma~. 

Si bien no tenemos datos para poder aseverar si a la hora .de proceder a 
la elaboración de esta normativa urbanística se tienen en cuenta las disposicio· 
nes de este precepto, lo que sí. podemos afirmar es que, entre otras, 'es una de 
las reivindicaciones que se formulan desde las asociaciones de minusválidos. 
Entendemos que es importante considerar estél medida, dado que el planea-

. miento es la base necesaria y fundamental de toda ordenación urbaiia. 
También se prevé la aplicaeión de esta norma siempre que sea' posible, 

eh la ejecución de. las obras definidas en operaciones de reforma interiór y en 
adaptaciones, reformas y mejoras de elementos de· urbanizaeión y de mobilia­
rio urbano, en áreas urbanizadas total o parcialmente. No obstante, cuando el 
cumplimiento de la normativa origine soluciones no correctas o exija la aplica­
ción de medios económicos desproporcionados, se adoptarán soluciones 
especiales, debiendo justificarse en la memoria de los correspondientes planes 
y proyectos la idoneidad de las soluciones adoptadas y la imposibilidad o 
inconveri'iencia del cumplimier¡to de las prescripciones técnicas contenidas en 
este decreto, adjuntando la relación de los incumplimientos y de las soluciones 
alternativas adoptadas. 

Asimismo, se exige que la me.moría de los planes, normas, programas, 
estudios de detalle, y proyectos de todo tipo qúe conten'gan determinaciones 
comprendidas en la regulación de este decreto, lleven aparejado un anexo en 
el que se indique de manera clara y pormenorizada su efectivo cumplimiento, 
con una descripción de las medidas adoptadas al efecto. · . 

En el título II de esta norma sobre supresión. de barreras urbanísticas se 
contemplan las disposiciones .sobre el diseño de los elementos de la urbaniza­
ción y del mobiliario urbano. Así, respecto al diseño y trazado de las vías, 
pavimentos, aceras, paso de peatones, escaleras, rampas, aparcamientos, 
parques, jardines y plazas, aseos públicos, pasamanos, semáforos, cabinas 
telefónicas, señales indicativas, etc. 

Por último, hemos de señalar que la disposición adicional primera esta" 
blece que para la adaptacfón de las urbanizaciones realizadas con anterioridad 
a la aprobación d~ esta normativa, en aquellos casos en que sea de difícil apli~ 
cación, se adoptarán· soluciones e~peciales, previa consulta con las organiza­
ciones de minusválidos operantes en el ámbito espacial en que se sitúen. Pre­
cepto éste que consideramos importante reseñar, en tanto que es incuestionable 
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que para conseguir suprimir el, mayor número de· obstáculos urbanísticos exis­
tentes, cuando ello sea posible, quién mejor· que los propios afectados para 
proponer esas posibles alternativas o soluciones. especiales que puedan h?icer 
accesibles los espacios libres de edificación, abiertos o puestos· a disposición 
de todos los ciudadanos. · 

Posteriormente, a raíz de la aprobación de la Ley 10/81, de 18 de 
·noviembre, sobre el Estatuto def Consumidor, cuyo artículo trigesimosegundo 
determina. la necesidad del establecimiento de la normativa conducente a la 
supresión de. barreras físicas, y habiendo puesto de manifiesto la aplicación del 
Decreto S9/8l, de 23 de marzo, la urgente tarea de completar el mismo con 
una normativa .para la supresi~.'.m de barreras· arquitectónicas, el Gobierno 
Vasco aprobó el Decreto 291/83, de 19 de diciembre, sobre normativa para 
la supresión de barreras arquitectónicas. 

Este decreto tiene por objeto definir la normativa precisa ·para que el 
diseño de los elementos arquitectónicos cornponentes. de la edificacióh no difF 
cult.en el necesario. desenvolvimiento de aquellas personas que sufran cualquier 
tipo de minusvalía, orgánica o circunstancial -niños, mujeres gestantes, perso­
nas cargadas, etc.-, en lqs espacios de libre acceso público interióresca la edifi­
cación, con independencia de que la titularidad de uso ·sea pública o privada. 

Los usos o actividades que se relacionan en el decreto <':itado son los 
siguientes: residencias colegiales, orfanatos, residencias de ancianos, estacio­
nes ferroviarias, estaciones de autobuses, aeropuertos, terminales marinas, 

· comercios en grandes superficies; servicios bancarios, centros banéarios, cen­
tros sanitarios de todo tipo, centros asistenciales, servicios de la Administra­
ción pública, servicios de educación a· to~:ios los niveles, servicios religiosos, 
servicio.s culturales, teatros, cinematógrafos y estadios deportivos. · 

No se contemplan como µso público, especificado como espacio .en el 
que hay que eliminar las barreras arquitictónkas los centros de trabajo, con lo 
cual estamos impidiendo tanto la propia integración laboral del colectivo de 
minusválidos como el acceso general a dichos edificios. A la hora de definir la 
nueva normativa sobre accesibilidad ésta debe ser una cuestión a tener muy 
en cuenta.· 

Se les denomina barreras arquitectónicas a aquellas barreras físicas sus­
ceptibles de oponerse al normal desenvolvimiento de las personas minusváli~ 
das en los espacios interiores a la edificación, ya sean originadas por elemen­
tos constructivos u objetos componentes de la edificación . 

. En cuanto al ámbito ~e aplicadón de las disposiciones del presente 
decreto se establece la obligatoriedad de su cumplimiento, dentro del territorio 
de la CAPV, en el diseño de los plq.nos y en la redacción de las demás deter- · 
rhinaciones definidoras de las obras constitutivas de los proyedos de edifica­
ción. 

Al igual que en· el Decreto 51/81, ·sobre supresión de barreras urbaní¿tic 
cas, en esta disposición ·se indica que en los proyectos y ejecución de las 
obras de reforma interior'y en adaptaciones existentes se deberá cumplir en la 
medida de lo posible, lo indicado en el presente decreto, debiendo justificarse 

-295-'--'-



en la memoria de.los correspondientes proyectos la idoneidad de las solucio­
nés adoptadas y la imposibilidad o inconveniencia del cumplimiento de las 
prescripciones técnicas contenidas ene! decreto, adjl1ntando la relaeión de los 
incumplimientos y de.las soluciones alternativas adoptadas. . 

También se exige q1,,1e en la memoria de. l?s anteproyectos y proyectos de 
todo tipo que contengan determinaciones éomprendidas en este 'decreto, 
deben llevar un anexo en el que se indique de manera clara y pormenorizada 
su efectivo cumplimiento, con una descripción de las medidas adoptadas al 
efecto .. A su vez, se permiten soluciones alternativas n.o consideradas en· la.· 

' presente normativa; siempre y cuando se contenga el fin pretendido en la 
misma. 

Una de las novedades que queremos destacar es el contenido del artículo 
3.2 de este decreto que responsabiliza.del cumplimiento del mismo a cuantqs 
personas físicas o jurídicas que, dentro del ámbito de 'sus respectivas campe~ 

. tehcias, intervengan en cualquiera de las actuaciones contempladas én· la 
norma. Así, se responsabiliza a los profesionales _que redactén proyectos de 
ejecución de edificios, los organismos y corporaciones que intervengan pre­
ceptivamente en la supervisión y aprobación técnica'de dichos proyectos, así 
como en la concesión de licencias de obras y, en su caso, de apertura y ftin­
donamfonto; los fabricantes y suipinistradorés de matériales empleados en la 
edificación; los. constructores que los ejecuten, y los técnicos que las dirijan; 
los laboratorios que realicen_ los ensayos a que se refiere la norma y las entida­
des de control técnico encargadas de inspeccionar el cumplimiento de ésta. 

En el titulo II del decreto que estamos abordando se éontemplan las dis­
posiciones sobre el diseño de los elementos arquitectónicos conformados de la 
edificación y de los objetos anexos a la misma. Así, se contemplan cuotas dé 
reserva en los aparcamientos para vehículos que transportenminusválidos; se 
diseñan los accesos de los edificios de acceso público, los pasillos y comunica-

. dones interiores, escaleras, rampas, puertas interiores, pasamanos, ascenso­
res, aseos, vestuarios y duchas de las instalaciones de uso publico destinadas a · 
actividades deportivas, etc. 

Por otrc;¡ parte, hay que señalar que taipbién.este decreto contempla en 
su disposición adicional primera la necesidad de consultar con las organizacio­
nes de minusválidos en los supuestos en los que deban adoptarse soluciones 
especiales en aquellas edificaciones realizadas con anterioridad a la apróba­
ción de esta normativa. 

Para finalizar, hemos de referirnos primeramente, dado su carácter de 
norma supletoria, . al Real Decreto 556/1'989, de 19 de mayó, por elque se 
aprueban, a propuesta del Ministerio de Obras Públitás y Urbanismo, las 
medidas mínimas sobre accesibilidad que deben cumplir los edificios. 

Esta norma sóio es de aplicación a lbs edificios de nueva planta, y en ella 
se contemplan las pautas para hacer practicables determinados itinerarios de 
edificios cuyo uso implique concurrencia de público y en aquellos de uso priva­
do en que sea obllgatoria la instalación de ün ascensor, estableciendo al efecto 
las condiciones mínimas.que deben cúmplir. 
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Por último, hemos de mencionar la Ley 3/1990, de 21 de junio, que ha 
modificado el artículo 16 de la Ley 49/1960, de 21 de julio,· de Propiedad 
Horizontal, en relación con la adopción de acuerdos que tengan por finalidad 
facilitar el acceso y movilidad de los minusválidos en el edificio de la vivienda. 
A. partir de esta norma., los acuerdos de la junta de propietarios que impliquen 
la aprobación o modificación de reglas contenidas en el título constitutivo de 
la propiedad o en los estatutos, "cuando tengan por finalidad la supresión d.e · 
barreras arquitectónicas que dificulten el acceso y la movilidad de las personas 
_con minusvalía, bastará el voto de las tres quintas partes del total de los pro­
pietarios que a su vez representen las tres quintas partes de las 'cuotas de par" 
ticipación." · 

Sin embargo, esta modificación se .considera insuficiente desde la pers­
pectiva de las normas especiales protectoras de los minusválidos.· 

En este sentido, el Defensor del Pueblo formuló al Ministerio de Justiyia 
una recomendación, núm. 74/1993 incluida en el informe anual de 1993 
(BOCG, Cortes Generales, V Legislatura, Serie A, núm. 26, pág. 718), para 
la elaboración de un proyecto de ley que modifique la Ley de 21 de julio de 
1960, de Propiedad Horizontal, que establezca la no exigenc!á de quórum 
alguno para la adopción de acuerdos cuando se trate de efectuar obras, en 
edificios en régimen de propiedad horizontal, que tengan por finalidad la. 
supresión de barreras arquitectónicas que dificulten el acceso y movilidad de 
las personas eón minusvalía. · · 

B) Sobre el cumplimiento de la normativa 

Las administraciones públicas deben servir con ·objetividad los intereses 
generales con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho (art; 103.1 CE). 

Es por ello por lo que, en virtud de este mandato constitucional, pode­
mos señalar que estos decretos, en léil. medida en qué estén vigentes, obligan a 
los poderes públicos a su efectivo cumplimiento. 

A mayor abundainienfo, el artículo 134.l del Real Decreto Legislativo 
· l/1992, de 26 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 

sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, establece que: "Los particu­
láres, al igual que la Administración, quedarán obligados al cumplimiénto de 
las disposiciones sobre ordenación urbana contenidas en la legislación urbanís­
tica y en los planes; programas de actuación urbanística, estudios de detalle, 
proyectos; normas y ordenanzas aprobadas con arreglo a la misma." 

Por lo tanto, tal cqmo expresa el citado precepto, que tiene el carácter 
de legislación básica, la normativa urbanística no sólo vincúla a los particulares 
a su cumplimiento, sino también a la propia Administración, dado que el prin­
cipio de legalidad debe informar todas las actuaciones de los poderes públicos. 

Ello no obstante, de los diversos estudios realizados sobre la supresión de 
barreras físicas a los que esta institución ha podido acceder, podemos dedu­
cir que los organismos públicos a quienes corresponde la aplicación de los 
citados decretos y la vigilancia de su cumplimiento han convertido en "papel 
mojado" gran parte de su articulado. 
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La escasa aplicqción de la no~mativa vigente, según denuncian los colec­
tivos de afectados, hay que atribuirla principalmente a la falta generalizada .de 

· · sensibilidad administrativa, profesional y social para con los problemas de las 
personas con dificultades de movilidad. 

Si bien los últimos datos existentes para determinar el grado de cumpli­
miento enJas construcciones que entran dentro del ámbito de actuación de los 

'( . ' . , , 

decretos 59/81 y 291/83 corresponden a estudios que se realizaron en torno 
al año 1990, los resultados obtenidos reflejaban una situación más bien desa­
lentadora, ya que en aquel momento la mayoría de estas construcciónes eran 
inaccesibles, sin que tal situación parezca haber cambiado en la actualidad. 

Entre las causas. que se ponen d~ manifiesto . para concretar los motivos 
del incumplimiento de esta normativa podemos destacar: 

B-1) Aquellas referidas a los defectos intrínsecos de la norma 

En concreto, los colectivos de atectados vienen a denunciar cierta ambi­
güedad y permisividad en el articulado de los decretos citados. A modo de 
ejemplo, veíamos en el apartado antefibr que tanto el decreto 51/81 como el 
decreto 291/83 establecen que en operaciones de reforma ihterior y en adap­
taciones de edificios existentes y ·en reformas y mejoras de elementos·de urba­
nización y de mobiliario urbano, así como en áreas urbanizadas total o parcial­
mente, se. debería cumplir én la medida de lo posible lo indicado en dichas 
.~normas. . .. 

· · Así, cuando el cumplimiento de las disposié:iones de estas normas en las 
obras anteriormente citadas origina soluciones no correctas o exige la aplica­
ción de medios econófi1icos desproporcionados, debei;án adoptarse soluciones 
especiales. En todo caso deben justificarse en las memorias de Jos correspon­
dientes proyectos la idoneidad de las soluciones adoptadas y la imposibilidad 
del cumplimiento de las prescripciones técnicas contenidas en los decretos, 
adjúntando la relacic)n de los incumplimientos y de las soluciones alternativas 
adoptadas. . 

A este respecto, las asociaciones de minusválidos indican que; al amparo 
de esta disposición, la Administración puede adoptar decisiones que ellos con­
sideran arbitrarias declarando inadaptables edificios o urbanizaciones que ·se 
pretendan reformar, sin que queden realmente justificadas estas actuaciones. 
Así; indican que en ocasiones ha sucedido que edificios públicos que se han 
reformado han sido declarados inadaptables conforme a este precepto, cuan~ 
do,· a su juicio, dichas adaptaciones no planteaban ningún problema. 

Por otra parte, es cuestionable que estos preceptós no contengan un 
régimen sancionador. . . 

Si bien hay quienes opinan que es ún tanto absurdo establecer un marco · 
, sancionador, .en la medida en que la Administración resulta ser la principal 
· infractora de esta normativa, por lo que sería suficiente regular mecanismos 
de control que garanticen el seguimiento y cumplimiento' de dichas normas, 
sin embargo, mayoritariamente se señala que el establecer un régimen sancio~ 
nador es la mayor garantía del efectivo cumplimiento d~. una norma. 
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A este respecto, queremos recordar que el propio decreto 291/i983 
responsabiliza del incumplimiento de la normativa a las personas fískas o jurí­
dicas que intervienen, dentro de sus respectivas competencias, en los proce­
sos de redacción de proyectos, de ejecución y supervisión de obras, etc., espe­
cificándose la responsabilidad sobre los organismos y corporaciones.que inter­
vienen en la supervisión y aprobación técnica de los proyectos, así. como en la 
concesión de licencias de obras, de apertura y de funcionamiento. 

Asimismo, algunas voce~ consideran que esta normativa ha quedado 
obsoletq. Estás disposiciones han servido de inspiración a muchas de las nor­
mas que a posteriori otras comunidades autónomas han ido aprobándo, pero 
éstas, a su vez, han ido incorporando ciertos aspectos de interés que sería útil 
recoger en nuestra normativa. 

Actualmente sé aboga por un planteamiento integrador, en el que una 
única norma regule todas las cuestiones referentes a la promoción de la acce- -
sibilidad, tratando de conjugar una mayor coordinación en· materia legislativa, 
y en definitiva, una mayor coordinación en la planificación de actuaciones 
sobre los problemas de movilidad en las ciudades . 

. Ello no obstante, esta reflexión no debe desviar nuestra atención sobre el 
problema· que tratamos de reflejar, que no es otro que. el del incumplimiento 
de la normativa vigente. Se debe considerar que si bien la normativa existente 
es clar~mente susceptible de mejora, regula la materia de manera suficiente, 
por lo que se debe garantizar su efectivo cumplimiento mientras esté vigente. 

B-2) Otras ·causas del incumplimiénto que no pueden 'atribuirse a la pro­
pia normativa 

Al comienzo de este apartado hemos constatado que la principal denun- : 
cía que formulan los colectivos de minusválidos es la falta de voluntad política 
y de concienciación ciudadana eh general hacia este tema. Se parte de. una 
situación en la que, existiendo una normativa, la misma 110 se aplica; y mien­
tras diferentes colectivos siguen .reivindicando su aplicación, nos encontramos 
con una sociedad que es ajena no sólo a la normativa~ sino también a su pro­
pio entorno y al de parte de los colectivos que la integran .. 

Hoy en día no se puede alegar el desconocimiento de la normativa de 
aplicación, sino más bien el oJvido o desinterés en su aplicac;ión . 

.. Por una parte, se hace hincapié .en repetidas ocasiones al desconoci­
miento de la problemática por parte de los profesionales. En concreto, parece 
ser que ha habido largas y difíciles discusiones con la Universidqd para tratar 
de introducir. en los temarios de las escuelas de arquitectura el .estudio de la 
supresión de las barreras físicas. La respµesta ha sido ~ue el tema de la accesi­
bilidad es una ínfima parte de la ingente cantidad de normas que un arquitecto 
debe conocer con relación a su oficio. 

A su vez, se debe reflexionar respecto a la. responsabilidad de los políti­
cos y de los técnicos municipales en relación con la accesibilidad. Son tres los 
momentos principales en los que, por ejemplo, desde un ayun-tamiento se 
·puede incidir en el control y supervisión del cumplimiento de la normativa: (1) 
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l~ superVisión del proyecto ele cara a la concesión de la lfcencia de obra; (2) las · 
inspecciones de obra y (3) las inspecciones de final de obra previa a la conce­
sión. de· la licencia· de primera ocupaci6n. A este respecto, ·los responsables 
municipales alegan que no disponen de los suficientes recursos, tanto mate-' 
riales. corno personales, para poder ejercer un control riguroso sobre el curn- ' 
plimiento de la normátiva sobre supresión de barreras en tódos los proyectos 
que se van aprobando en el ámbito !Ocal. 

· B-3} Costes económicos 

Primeramente, queremos indicar que hoy en día es incuestionable que la 
adopción de las medidas de supresión de bárreras que se contemplan en Ia 
normativa, cuando se trate de la ejecución de obras de nueva planta, no supo­
ne un sobreprecio en el coste total de la con'strucción. 

Por el contrario, sí se plantea que la supresión de barreras físicas en las 
ac:;tuaciones de reformas o adaptaciones pueden en ocasiones suponer un 
esfuerzo económico desproporcionado. · 

Ello no obstante, las institudonés públicas deben procurar, é1 la hora de 
proceder a la adaptación o reforma desus edificios, que la no aplicación de la 

. normativa de supresión de barreras, declarando un edificio público como ina­
daptáble, responda fundámentalmente a razones técnicas y no a consideracio­
nes de tipo económico. 

·Asimismo, y para evitar que esto suceda en las adaptaciones y reformas 
de los edificios de titularidad privada, los poderes públicos deben impulsar 
medidas de· fomento, y procurar una mayor información a 19s promotores 
para la ejecución de las medidas de accesibilidad y supresión de barreras 
¡:irquitectónicas. · 

. . 
7 .7 .4 . . Nueva percepción de la problemática de la accesibilidad 

Hasta hace pocas décadas, las personas minusválidas eran prácticamente . 
invisibles para el resto de la población. Permanecían en sus casas, iban a 
escuelas especializadas o vivían en centros especializados. 

Esta realidad se ha ido modificando desde que las asociacion~s de minus­
válidos han ido obteniendo una presencia social, reclamando la atención sobre 
las medidas que consideran que hay que ir adaptando para conseguir una inte-. 
gración real de este colectivo, desde las cuestiones laborales, de previsión 
social y, sqbre todo, de movilidad. · 

Pqr otra parte, es preciso considerar el significativo cambio que se está 
produciendo en la propia población de minusválidos y en la demanda de serVi­
cios. Se manifiesta una tendencia a la desaparición de minusvalías heredadas 
congénitas, de enfermedades juveniles o deficiente atención al parto, mientras 
que las minusvalías causadas por traumatismos, es decir, por accidentes a lo. 
largo de la vidá adulta se van incrementando sensiblemente. Este hecho está 
modificando sustahcialmente la función social del minusválido, ya que los trau­
matismos afectan a Ja población activa y, en ge11eral, á la ocupada durante su 
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vida productiva. El minusválido del futuro es una persona insertada social y 
laboralmente que, de manera brusca, .ve disminuidas sus capacidades físicas. 
Es por ello por lo que demandará una mayor atención y serviciQS especializa­
. dos para poder reintegrarse a. la sociedad.· 

·En· este sentido, es necesario adoptar medidas de accesibilidad en t-odos · 
los nivel<?s para conseguir una integración real de una persona minusválida. Es 
evidente, por lo tanto, que una persona minusválida no logra su integración 
con poseer una vivienda adaptada, si luego no puede salir a lá calle, acc~der a 
su centro de trabajo, o disponer de su tiempo libre, bien acudiendo al cine o a 
practicar algún deporte, o bien a visitar a un amigo. 

La accesibilidad al medio físico, en sus .diversas facetas, es decir, en el 
campo del transporte, la supresión de las barreras urbanísticas y arquitectóni~ 
cas ·de los edificios,. resulJa evidente que ha d.e ser abordada conjuntamente, 
dado que cualquier obstáculo. en alguna dé estas áreas repen::úte decididamen­
te en el resto. 

Por lo tanto, es preciso que esta superación de una visión sectorial del 
· problema' hacia una visión global, deba ir. acompañada de soluciones integra­
. les. de las necesidades .de los usuarios reales, pero procurando, a ·su vez, los 
perfeccionamientos sectoriales necesarios. · ' 

A este respecto, hay que tener en cuenta que es frecuente que determi­
nadas rnedidas que se adoptan para la supresión de barreras favorezcan a·la 
movilidad d? disminuidos físicos, pero ello no obstante, supongan una. dificul­
tad para movilidad de los invidentes. Por lo tanto, para cuando se pretenda 
una actuación de supresión de barreras habrá que atender las necesidades de 
movilidad de los distintos tipos de minusvalía. , 

En definitiva, se debe ir hacia una planificación integradora de nuestras 
ci.udades, superadora de las insuficientes actua.ciones concretas realizadas 
hasta ahora, ya que de m;1da sirve qúe se proceda al rebaje de los bordillos de 
lffla acera, si enfrente de la misma se está construyendo un polideportivo, o 
un cine totalmente inaccesibles, o si en la propia acera encontramos obstácu~ 
los por los diversos mobiliarios urbanos que dificultan el pasó. Se debe, por 
tanto, rechazar una política de parcheas y fomentar actuaciones globales 
para conseguir una integración real de estos colectivos. 

· , Por otra parte, hay que destacar que las mec:lidas que se adoptan para 
facilitar la movilidad no benefician exclúsivamente a los minusválidos. Es obwo 
que la supresión de escaleras para acceder a las consultas de urgencias en ún 
hospital, la consecución de pasos de peatones seguros y cómodos, la posibili­
dad' de que no sea necesario saltar para subir a la plataforma de un autobús o 
de un tren de cercanías, o que se pueda salir del metro o entrar en un centro 
público sin realizar grandes esfuerzos, no favorece únicamente a los minusváli­
dos sino a todos los ciudadanos. 

Por ello, podemos decir. que lo que nació como una demanda de un 
colectivo, es hoy una demanda general, una exigencia de calidad en la cons­
trucción de la ciudad, en esa responsabilidad pública que es hacer la dudad 
para el disfrute_ de todos los ciudadanos. 
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La comodidad y la seguridad en los espacios públicos de la ciudad no 
sólo es una exigencia de los minusválidos, sino también de las personas con 
movilidad reducida, denominación que engloba a toda la población con dismh 

. nución de su capacidad física o sensorial de manera temporal o permanente. 
Recordemos que los propios decretos 51/81 y 291/83 establecen entre los 
posibles beneficiarios de la aplicación de 'la normativa a los niños; mujeres 

. gestantes, personas cargadas, También, hemos de tener pnisente, a esté res­
pecto, el crecimiento paulatino de la población de la tercera edad, que está 
convirtiendo la ,accesibilidad del entorno en una necesidad sentida cada vez 
mas por un mayor número de personas. 
· Resulta, por lo tanto, necesario que la propia sociedad y la propia Admi~ 
nistración se den cuenta de para quién están urbanizando, para quién están 
construyendo y, en definitiva, para quién están diseñando la ciudad. Hay que 
plantear la accesibilidad no como un problema exclusivo de una minoría mar-
1ginal, sino com~ una mejora 'n:ecesaria para toda ,la población, como una 
muestra más de i:;alidád de vida. . , . · 

En este sentido se pronuncian las nuevas leyes sobre la promoción de la. 
accesibilidad y eliminación de barreras arquitectónicas que 9lgunas · comunida­
des autónomas del Estado han ido elaborando y· aprobando. 

En la exposición de motivos, tanto de la Ley catalana.20/91, de 25 de 
noviembre, sobre promoción de la accesibilidad y supresión de barreras arqui­
tectónicas, que ha servido de modelo, para el resto de las comunidades autó­
nomas, como de las otras normas aprobadas con posterioridad, se considera 
prioritario conseguir un entorno para todos como máxima expresión del prin­
CÍpio de igualdad, teniendo en cuenta principalmente la situación de envejeci­
miento de la población y de las personas con limitaciones. En definitiva, se 
pretende mejorar la calidad de vida dé toda la población, y específicamente de 
las personas con movilidad reducida o cualquier otra limitación. · 

Estas normas abordan de una manera conjunta las disposiciones referen­
tes a las barreras arquitectónicas en la urbanización y en los edificiÓs de usó 
público, así. como las barreras en los transportes públicos y en la comunica~ 
ción sensorial.. · 

Hay que destacar que alguna de estas leyes establece determinados pla­
zos para que de una forma gradual lás distintas administraciones vayan elabo­
rando un programa para la supresión de barreras que pudieran existir, tanto a 
nivel de u.rbanización como en los edificios de uso público y en el transporte, 
así como que vayan reservando partidas presupuestarias para tal fin. En lo 
referente a la supresión de barreras arquitectónicas en edificÍos privados se 
establecen, D)ayoritariamente, medidas de fomento. (Ley 8/1993, de Madrid, 

. Ley 1/1994, de Castilla-La Mancha, Ley '5/94, de La Rioja). . 
En este sentido, queremos resaltar el artículo 26.2 de la Ley 1/1994, de 

Castilla-La Mancha, que prevé medidas de fomento para las reformas que rea­
licen los empre$arios para hacer .. accesibles sus centros. de trabajo a las perso­
nas con movilidad reducida permanente. Supuesto éste que se echaba en falta 
en la normativa vigente de nuestra comunidad, y que consideramos 
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fundamental, con vistas a conseguir una integración real del colectivo de 
minusválidos. · · 

Hemos de referirnos también a las medidas de control que establecen 
estas disposiciones en aras de garantizar el cumplimiento de las mismas. 

Así, podemos indicar que resp~cto a las obras que se realicen sin ajustar­
se al proyecto autorizado y que se compruebe que no hán cumplido las condi­
ciones de accesibilidad, se incoa un expediente sancionador y se remite su ins­
trucción al procedimiento establecido en lalegislación'urbanística, con audien­
cia del interesado y, si las mismas no pUeden ser legalizables por no poderse 
adaptar a la normativa sobre supresión de barreras arquitectónicas, se prevé 
el derribo de los elementos no conformes, en los términos previstos en la pro­
pia legislación (entre otras, el ·artículo 25 de la Ley 8/93, de Madrid; artículo 
8 de la Ley 5/94, de Ía Rioja). 

Asimismo, se recoge la exigencia del cumplimiento de los preceptos. de · 
estas leyes para 19 concesión de las preceptivas licencias y autorizaciones, y se 
establece la· obligación a los colegios 'profesidnales que tengan atribuida· la 
competencia en el visado de los proyectos téénicos necesarios para la obten­
ción de licencias, debiendo hacer mención expresa del incumplimiento de las 
disposiciones referentes a la accesibilidad en los visados si !Os proyectos con­
tiq1en alguna transgresión de las normas sobre supresión de barreras arquitec-: 
tónicas. 

Todas estas normas contemplan un régimen sancionador para las accio­
nes y omisiones que contravengan las disposiciones sobre ia eliminación . de 
barreras. . . 

Hay que destacar, a este respecto, que se establece un sistema de control 
sobre los supuestos que se planteen por la inactividad de los propios entes 
locales. 

En este sentido, y a modo de ejemplo, el artículo 27 de la Ley 5/1994, 
de la Diputación General de la Rioja, prev¿ que: "si un ente. local, advertido· 
por la Administración pública de la Comunidad Autónoma de La Riqja de un 
hecho constitutivo de cualquiera de las infracciones determinadas en la pre­
sente Ley, no iniciase el procedimiento sancionador en'e! plazo de un mes,. la 
multa que se imponga como consecuencia del expediente s'ancionador incoa­
do por la Comunidad Autónoma será percibida por ésta.'' 

Se debe tener en cuenta que el alcalde, que principalmente es el órgano • 
competente para imponer las sanciones,· es a su vez el órgano administrativo 

· que debe controlar a través del régimen de autorizaciones y licencias urbfmísti- • · 
cas el cumplimiento estricto de la normativa sobre supresión de barreras. · 

Todas estas normas, a excepción de la Ley "5/1994, de la Diputación 
General de La Rioja, prevén la creación de consejos o comisiones interdepar­
tamentales para la promoción de la accesibilidad y la eliminación de barreras, 
como órgano de participación y de consulta. . 

Forman parte de estas comisiones, adscritas al departamento guberna­
mental de Bienestar Social de cada comunidad autónoma, principalmente, 
representantes de todos los departamentos gub~rnamenfales, de las 
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corporaciones. locales, de las federaciones de municipios, de las entidades que 
agrupen a los diferentes colectivos de personas con limitaciones o movilidad 
reducida. 
' Entre las .funciones que con carácter generaU tienen atribuidos estos con­
sejos . podemos señalar: asesoramiento, información, elaboración. de progra­
mas y planifidi.ción de criterios de actuación sobre accesibilidad y eliminación 
de barreras. 

El Departamento de Bienestar Social. de.la·Generalit(lt de Cataluña, 
mediante la Orden de 3 d~ diciembre de 19931 ha aprobado el reglamento de 
régimen interno d.el Consejo para la promoción de la accesibilidad y la supre-
sión de barreras arquitectónicas. · 

7.75. Propuestas. 

A la vista de las refléxiones realizadas en el ~iésente estudio, est~ Arárte~. 
ko. considera que para garantizar una total• accesibilidad y la eliminación de las 
barreras arquitedónicas en· nuestros municipios es necesaria una mayor impli-

. cación de los poderes públicos, por lo que la Administración debe adopt¡;ir una . 
postura decisiva y realizar .un mayor esfuerzo con objeto de conseguir Un 

. entorno adecuado para todos y' en .definitiva, para de esta forma lograr una 
integración y normalización social de las personas con minusvalías y dificulta~ 

. des de movilidad. 
Es por ello por lo que este Ararteko propone la adopción de las siguien­

tes medidas: 
1) Las distintas administraciones competentes en la materia, en especial 

los ayuntamienfos; deben fomentar Ja elaboración de estudios y proyectos 
para identificar y concretar las barreras que puedan existir én. el rp.unicipio, 
para, de está forma, poder. planificar su éliminación de acuerdo con criterios 
orográficos, de funcionalidad (usos de la ciudad) y de· localización de las pobla­
ciones de riesgo, calculando a tal efecto sus costes económicos. 

2) Las administraciones implicadas deberán mostrar un mayor rigor en el 
control de la· aplicación de la normativa vigente en materia de supresión de 
barreras físicas, esto es, en el cumplimiento de los decretos 51/81 y 291/83 
del Gobierno Vasco, en relación con los proyectos de nueva construcción, . 
para lo cual los ayuntamientos deberán disponer de los recursos materiales y 

·~ 

humanos necesarios para tal fin. . · . 
· 3) Es preciso que los municipios de más de 25.000 habitantes y aquellos 

comprendidos en el Bilbao Metropolitano y en el área· funcional de Don os­
tia/San Sebastián, los cuales deben revisar y/o adaptar su planeamiento bási­
co alnuevo Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992 antes del 8 de abril 
de 199~, conforme ·al Decreto i32/94 del Gobierno Vasco, tengan en cuen.~ 
ta a la hora de proceder a esta revisión las disposiciones contenidas en los 
decretos de supresión de barreras físicas. Esta recomendación se dirige tam­
bién a todos aquellos municipios que aún no ·han procedido a la aprobación 
definitiva de .su planeamiento. 
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4) Es necesario fomentar en las escuelas de arquitectura el estudio y dise­
ño de proyectos, desde el punto de vista de la normativa en general, y de la 
accesibilidad en particular, e insistir, asimismo, en la información de tipo téc­
nico en los colectivos con responsabilidades en la materia, tales como arqui­
tectos, ingenieros, constructores y técnicos de los entes locales que tienen la 
responsabilidad de la revisión de los proyectos de construcción. 

5) Se deberán, desde las instituciones públicas, establecer medidas de 
fomento para la supresión de barreras en edificios de titularidad privada. 

6) Se deberá consultar a las organizaciones de minusválidos a la hora de 
proceder a la ejecución de obras de reforma en las edificaciones, y a cualquier 
adaptación o mejora de los elementos de urbanización .. 

7) Se deberá incorporar a las formas culturales la percepción de las 
necesidades de todos los ciudadanos, tengan o no reducida su movilidad, dado 
que ello será la mejor garantía para la solución de este problema. Que cada 
usuario Cle la ciudad, con independencia de su nivel de responsabilidad en la 
construcción de la misma, tenga constancia de la existencia y características 
de los diferentes colectivos, lo que evitará la necesidad de atender en el futuro 
problemas creados por las nuevas obras. 

8) Se deberán promover campañas informativas y educativas, dirigidas a 
la población en general, y a la población infantil y juvenil en particular, para 
sensibilizarla sobre la problemática de las personas con limitaciones, con el fin 
de fomentar su integración real en la. sociedad. 

9) Por último, y a la vista de las consideraciones expuestas en el presente 
estudio, este Ararteko considera necesaria la aprobación de una nueva norma, 
de rango de ley, que aglutine en una misma normativa la supresión de barre­
ras, tanto arquitectónicas, urbanísticas y de transporte, como de comunicacío­
nes sensoriales. Esta norma deberá establecer los plazos graduales de ejecu­
ción y la obligatoriedad de las reservas presupuestarias para que los organis­
mos competentes planifiquen la supresión de la barreras, en especial las refe­
ridas a los centros o edificios de titularidad pública. Asimismo, deberá prever 
medidas de fomento para la supresión de barreras en edificios de titularidad 
privada, principalmente en los centros de trabajo, y medidQ.s de control sobre 
su efectivo cumplimiento, así como un régimen sancionador, en el que se tipi­
fiquen las infracciones y se establezcan las correspondientes medidas sancio­
nadoras. 

10) La inclusión en dicha norma de un Consejo de fomento y seguimien­
to del cumplimiento de la normativa y para la canalización de las ayudas para 
la promoción de la accesibilidad. 
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CAPITULO VIII 

CONCLUSIONES FINALES 



ELart. 32.2 de la Ley 3/85, de 27 de febrero, por la que se crea y regula 
la Institución del Ararteko prevé que deberá incluirse en el informe anual que 
se presenta ante el Párlamento una valoración general de la situación de la 
protección de los derechos en la Comunidad Autónoma del País Vasco. 

No resulta ocioso reiterar, una vez más, que esta valoración final no tiene 
la pretensión de reflejar la situación del respeto a los derechos en la Comuni­
dad AÚtónoma Vasca con carácter general, ya que deberá omitir él análisis de 
las vulneraciones de derechos producida por particulares y las causadas por 
poderes públicos no sometidos a su ámbito de actuación. 

Por ello, procederemos a reseñar, a partir de las propias actuaciones del 
Ararteko, cuál ha sido la actitud de las administraciones públicas vascas en el 
respeto de los derechos de los ciudadanos durante el ejercicio de 1994. 

En el anterior mandato del Ararteko, así como en las propías actuaciones 
del resto de comisionados parlamentarios del Estado se constata, como no 
puede ser de otro modo en un Estado de Derecho, que son muy pocas las 
quejas que se refieren a algunos de los derechos comprendidos en la· sección 
primera del capítulo segun.do del título I. de la Constitución Española. Esta 
constante se repite durante este ejercicio. · 

Igualmente debemos reseñar que son los llamados derechos sociales los 
que han motivado el mayor. número de quejas, así como los. incumplimientos 
del art. 103.1 de la Constitución Española que impone a las administraciones 
públicas la obligación de actuar d.e acuerdo con el principio de eficacia y 
sometimiento pleno a la Ley y al Derecho, sirviendo con objetividad los intere" . 
ses generales. . . . 

Hemos de felicitarnos de c:¡ue, si .atendemos a las quejas recibidas, se 
haya producido una drástica disminución de las referidas al derecho a la salud, 
lo que consideramos especialmente reseñable dada la importancia que los ciu- · 
dadanos atribuyen a la protección de este derecho. · . 

También han disminuido de manera evidente las quejas que tienen por 
objeto denunciar la inactividad de la Administración. 

Las reformas normativas así como una progresiva concienciación de las 
propias administraciones han motivado que el uso abusivo de instituciones 
jurídicas como el silencio administrativo haya quedado muy reducido. 

Las prácticas irregulares en el ámbito procedimental producen desgracia­
damente, en muchos casos, supuestos de indefensión y de vulneración del 
derecho a la tutela judicial efectiva. 

En este sentido, se ha producido un aumento de las quejas sobre todo en 
relación con la actividad sanciÓnadora de la Administración, por lo que se 
hace necesario que se extremen las medidas garantistas para evitar situaciones . 
de indefensión. · 

La recomendación general dictada por este Ararteko sobre la práctica de 
la notificación edictal en los procedimientos sancionadores de la Administra­
ción va dirigida a subsanar estas situaciones. 

En el ámbito de la asistencia social, tanto en el estudio de la asistencia 
residencial a la tercera edad como en el que se está ·nevando a cabo en este 

-309-



momentci sobre la asistencia no residencial, se ha constatado que si bien com- · 
parativamente con el resto del Estado la sitúación no es mala, existe un 
. importante déficit respecto a los índices que podríamos considerar como ópti­
mos, por lo que es necesario un mayor compromiso. de los poderes públicos 
en la atención a este colectivo tan desamparado en muchas ocasiones. · 

La insuficiente oferta de vivienda pública así como, en algunos casos, la 
falta de gestión de suelo edificable impide a muchos ciudadanos vascos el ejer­
cicio del _derecho al acceso a una vivienda digna, ya que el precio que han 
alc~nzado las.viviendas en ~l mercado inmobiliario excede en la gran mayoría 
de· casos de las posibilidades adquisitivas de los ciudadanos vascos. 

Se mantiene. un importante número de quejas en relación con las llama­
. das actividades clasificadas, fundamentalmente motivadas por los ruidos causa­

dos en los núcleos urbanos por bares y establecimientos de hostelería. 
La cada vez mayor sensibilidad de. los ciudadanos ante las agresiones al 

medio ambiente se manifiesta· en el cada vez mayor rechazo hacia estas for­
mas de contaminación acústica, por desgracia tan extendidas. 

El retraso en. la resolución de los procesos judiciales sigue motivando un 
gran número de quejas, y si en honor a la verdad hay que reconocer el impor~ 
tante esfuerzo de la AdministraCión vasca por dotar de medios materiales los 
servicios administrativos de la Administración de Justicia, lo que ha- permitido 
una disminución en los plazos de finalización de los procedimientos,. será · 
necesario arbitrar soluciones qúe permitan dar solución a los problemas en un 
tiempo razonable. · , 

Por último quisiera señalar que se repite la tendencia de los últimos años 
en tuanto a las quejas relacionadas con la función pública. 

En un momento en que el acceso a un puesto de trabajo es la máxima 
aspiración de muchos ciudadanos vascos, las administraciones· públicas debe­
rán velar por la transparencia en los procesos selectivos así como por la elimi­
nación en las órdenes de convocatoria de cualquier cláusula que pueda ser <lis- . 
criminatoria. Se deberá además velar por la idoneidad de los miembros de los 
tribunales de selección, sobre todo si tenemos en cuenta la discrecionalidad 
técnica qúe se predica de los mismos, .lo que puede producir en algunos casos 
situaciones de indefensión. 
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